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El dossier de esta edición presenta una serie de estudios empíricos y posturas teó-
ricas que toman como eje de reflexión los procesos de reforma y cambio en sec-
tores como la educación, la policía, la salud, las telecomunicaciones y el uso de 
la IA. Una de las preguntas que guio este dossier fue: ¿Por qué es relevante el estu-
dio del cambio y la reforma de las organizaciones e instituciones en México? Una 
respuesta a esta interrogante implica analizar uno de los dilemas fundamentales 
de la administración pública contemporánea: la coexistencia entre el cambio y la 
continuidad (Roness y Saetren, 2009).

Reformar las instituciones —o, al menos, anunciar el deseo de hacerlo— se 
ha convertido en un imperativo categórico entre los tomadores de decisiones. 
Esta postura, favorable al cambio, responde a distintos objetivos que van des-
de un auténtico deseo por transformar realidades históricamente marcadas por 
la pobreza, la injusticia y la desigualdad, cuya persistencia evidencia la necesidad 
imperiosa de reformarlas, hasta posiciones más cínicas que utilizan la reforma 
como mecanismo para legitimar a la élite gubernamental, independientemente 
de los resultados obtenidos. 
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Así, una de las premisas que orientan este dossier es que, por un lado, las orga-
nizaciones gubernamentales se encuentran sometidas a presiones de cambio de-
rivadas de las mismas reformas, de los cambios políticos y de las demandas socia-
les. Sin embargo, por otro lado, estas organizaciones son también el resultado de 
tradiciones administrativas y trayectorias institucionales profundamente arrai-
gadas en la estructura de los procesos de decisión. En consecuencia, las reformas 
no sustituyen a las estructuras existentes, sino que coexisten con un conjunto 
de arreglos institucionales, dando lugar a procesos de adaptación y aprendizaje 
(Christensen y Laegreid, 1999). En este sentido, las reformas también contribu-
yen a construir las organizaciones (Brunsson y Sahlin-Andersson, 2000).

Reforma y cambio son dos conceptos dinámicos estrechamente relacionados, 
aunque diferenciados. Generalmente, la literatura concibe la reforma como un 
proceso específico, deliberado y, con frecuencia, formal orientado a promover 
un cambio organizacional (González, 2019). Su origen pueden ser producto de la 
evolución continua o ajustes menores; sin embargo, normalmente se asocia con 
un esfuerzo intencional por transformar una institución mediante modificacio-
nes en sus estructuras, reglas o procesos internos (Brunsson y Olsen, 2007). La re-
forma puede verse como un instrumento, es decir, como resultado de la voluntad 
de los líderes que buscan alcanzar determinados objetivos mediante su imple-
mentación, aunque también puede concebirse como el resultado de un proceso 
dinámico que implica negociaciones entre diversos actores con visiones diferen-
ciadas sobre sus alcances (Fyfe, 2019; Christensen et al., 2018). 

El inicio de un proceso de reforma es relativamente sencillo; lo difícil es asegu-
rar que produzca un cambio real y efectivo. Como señala Crozier (1984), las so-
ciedades no cambian por decreto, cuestionando así la lógica instrumental inhe-
rente a todo intento reformador. En una línea de pensamiento similar, Holmberg 
(2019) sostiene que las reformas suelen plantear metas optimistas de cambio. Sin 
embargo, en la práctica, sus resultados con frecuencia no cumplen con las expec-
tativas y las organizaciones pueden mantener una “continuidad obstinada” en 
sus prácticas habituales. 

Lo anterior indica que reforma y cambio no son sinónimos: una gran reforma 
institucional, como la modificación de una constitución, puede quedar neutrali-
zada por las inercias de la cultura organizacional, mientras que pequeñas modifi-
caciones en las prácticas operativas, observadas en perspectiva, pueden conducir 
a cambios sustanciales en los modos de funcionamiento y en los resultados orga-
nizacionales de largo plazo (Pollitt y Bouckaert, 2009).  

Esta constatación nos adentra en las complejidades del cambio organizacio-
nal. Para empezar, toda organización incorpora en su naturaleza el principio dia-
lógico de estar compuesta por individuos con intereses y preferencias divergentes 
y, al mismo tiempo, funcionar como una unidad en la que el todo es mucho más 
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que la suma de las partes (Morin, 1994).  De tal suerte, puede ocurrir que los cam-
bios se produzcan de manera independiente de los programas oficiales de refor-
ma presentados al público y sean el resultado contingente de las disputas entre 
grupos que compiten por el poder al interior de la organización (Crozier y Fried-
berg, 1977).

La reforma también puede analizarse en, al menos, dos niveles. El primero es 
el más superficial y visible, ya que se relaciona con modificaciones en las estruc-
turas, la jerarquía, la distribución territorial, las reglas operativas o los grados de 
centralización y descentralización. El segundo es más profundo y menos eviden-
te, al estar relacionado con la transformación de las actitudes y los comporta-
mientos individuales, aspectos considerablemente más difíciles de modificar con 
éxito (Fyfe, 2019). En este sentido, las organizaciones son resultado de prácticas 
culturales profundamente arraigadas en su ethos, lo que las hace particularmen-
te difíciles de transformar. Así, las reformas al sector público no solo modifican 
estructuras y crean nuevos incentivos, sino que también construyen organizacio-
nes en la medida en que promueven características como la autonomía y la capa-
cidad de decisión (Brunsson y Sahlin-Andersson, 2000).

Al mismo tiempo, las organizaciones son sensibles a las demandas de su en-
torno institucional. En algunas ocasiones las reformas surgen inspiradas en re-
cetas o mitos organizacionales que circulan en el mercado de las ideas como so-
luciones de aplicación universal; en otras, emergen como respuesta a eventos 
dramáticos o crisis institucionales que obligan a los líderes a tomar decisiones 
que demuestran a la ciudadanía que se está actuando para enfrentar riesgos rea-
les o percibidos, derivados de amenazas como el terrorismo, el cambio climático, 
las pandemias o el crimen organizado. 

Por otra parte, la reforma implica una disputa por recursos y prestigio, aun-
que también puede verse como una lucha discursiva que supone la negociación 
de significados, símbolos y narrativas que legitiman a la institución (Greig-Midla-
ne, 2019). Las narrativas pueden utilizarse como instrumentos para promover la 
reforma al público; sin embargo, también pueden surgir contra narrativas impul-
sadas por grupos internos o stakeholders que cuestionan su legitimidad y buscan 
incidir en la construcción del sentido (sensemaking).  

A lo largo de este dossier se presentan una diversidad de casos relacionados 
con los procesos de reforma. El primer artículo, de Alejandro Vega, analiza la re-
forma, continuidad y cambio de las policías preventivas de la Ciudad de México 
entre 1989 y 2000. El autor cuestiona las interpretaciones que conciben la refor-
ma policial como un proceso lineal de modernización y sostiene que su desarrollo 
está condicionado por disputas políticas, estilos de liderazgo, racionalidades ad-
ministrativas y narrativas institucionales diversas.  El artículo contribuye al de-
bate comparado sobre la reforma policial al mostrar cómo los legados institucio-
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nales y las decisiones de liderazgo delimitan los alcances del cambio en contextos 
de transición democrática.

En el siguiente artículo se abordan las tendencias en el estudio de la trans-
parencia fiscal. Su autor examina la evolución de los principales debates acadé-
micos sobre la relación entre transparencia fiscal y desempeño gubernamental 
durante el periodo 2015-2025. El estudio contribuye a comprender cómo la trans-
parencia fiscal ha dejado de concebirse únicamente como un mecanismo de ac-
ceso a la información para analizarse como un componente fundamental de la 
gobernanza, la rendición de cuentas y la efectividad de las instituciones públicas.

El tercer artículo dedicado a la nueva regulación mexicana en telecomunica-
ciones y sus implicaciones en el uso de los smartphones, fue elaborado por Oscar 
Cruz, Benjamín Méndez y Pablo Cruz. Los autores dirigen su atención al proceso 
mediante el cual el gobierno federal intentó recuperar capacidades de control po-
lítico y administrativo sobre un sector considerado estratégico. Sus hallazgos su-
gieren que las nuevas disposiciones podrían contribuir a reducir riesgos relacio-
nados con el robo de teléfonos, la suplantación de identidad y el uso indebido de 
información personal. El artículo aporta elementos para comprender las impli-
caciones de la reforma más allá de la polarización política que ha caracterizado el 
debate público, destacando su potencial impacto en materia de seguridad, regula-
ción y gobernanza de las telecomunicaciones.

Por otro lado, Claudia Santizo y Karina Cruz examinan las capacidades diná-
micas de gestión en escuelas públicas de educación básica en México con el pro-
pósito de comprender cómo responden a los desafíos que surgen en los proce-
sos de enseñanza-aprendizaje. A partir de la observación de sesiones del Consejo 
Técnico Escolar en cuatro escuelas primarias de la Ciudad de México durante el 
ciclo escolar 2021-2022, el estudio analiza los mecanismos mediante los cuales las 
comunidades escolares identifican problemas, reorganizan recursos y ajustan sus 
estrategias pedagógicas. De este modo, el artículo contribuye al debate sobre ges-
tión educativa al evidenciar los factores institucionales que restringen la capaci-
dad de transformación organizacional de las escuelas públicas y los alcances de la 
adaptación escolar en contextos de cambio.

En el ámbito del gobierno electrónico, como parte de los procesos de reforma, 
el siguiente artículo, elaborado por Eugenio Argüelles, analiza las iniciativas re-
cientes orientadas a construir un marco de gobernanza para la implementación y 
el desarrollo de la inteligencia artificial (IA) en el sector público mexicano. A par-
tir de una revisión de la literatura sobre gobierno digital, gobernanza algorítmica 
e inteligencia artificial, el estudio examina la evolución de los procesos de digitali-
zación gubernamental y las principales estrategias adoptadas por el Estado mexi-
cano en esta materia. Asimismo, señala que la adopción de la IA constituye más 
una extensión de procesos previos de digitalización que una transformación sus-
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tantiva de los modelos de gestión pública, debido a la persistencia de restricciones 
institucionales y organizacionales de carácter estructural. 

En esta misma línea, Mariano Velasco y Ximena Martínez examinan los prin-
cipales desafíos y oportunidades que ofrece la inteligencia artificial (IA) para for-
talecer la gestión gubernamental a lo largo del ciclo de las políticas públicas. Los 
resultados muestran que, aunque la IA puede mejorar significativamente las ca-
pacidades de diagnóstico, prospectiva, monitoreo y evaluación de las políticas 
públicas, su adopción enfrenta importantes limitaciones relacionadas con la in-
fraestructura digital, la gestión de datos, las capacidades institucionales y la auto-
nomía tecnológica. 

Finalmente, Sajid Olvera analiza las distintas etapas del desarrollo del gobier-
no digital entre 1994 y 2030. Mediante el uso de la caja de herramientas del insti-
tucionalismo histórico, el autor muestra que los cambios implementados en este 
sector han sido principalmente incrementales y no han logrado consolidar una 
transformación paradigmática del aparato gubernamental. El trabajo contribu-
ye al debate sobre innovación pública y gobernanza digital al proponer condicio-
nes institucionales para avanzar hacia modelos más colaborativos, democráticos 
y orientados a la coproducción de servicios digitales.

La pregunta que motivó el presente dossier ¿por qué es relevante el estudio del 
cambio y la reforma de las organizaciones e instituciones en México? encuentra 
respuesta en cada uno de los estudios aquí presentados. Los sectores analizados 
en el dossier proporcionan un marco de referencia que permite apreciar la espe-
cificidad de cada experiencia y, a la vez, identificar problemas comunes como la 
tensión permanente entre cambio y continuidad, cuya distinción es una condi-
ción indispensable para entender el funcionamiento de las organizaciones públi-
cas y evaluar críticamente los alcances de las reformas gubernamentales. Com-
prender las reformas implica reconocer que el cambio ocurre generalmente de 
manera incremental, contingente y contradictoria; que las inercias instituciona-
les son tan importantes como las innovaciones y que los resultados dependen de 
tanto de los cambios formales como de las capacidades, interpretaciones e inte-
racciones de los actores que las implementan. Estas conclusiones nos alejan po-
siciones voluntaristas y dejan de manifiesto la complejidad y los desafíos inhe-
rentes a cualquier intento reformador. En este sentido, el dossier no busca ser una 
llegada sino un inicio, no tiene por objetivo ofrecer respuestas definitivas sino 
aportar elementos críticos al debate académico y proponer nuevos senderos de 
investigación en el campo de estudios del cambio institucional y organizacional 
en México.
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Este artículo analiza los procesos de reforma de las policías pre-
ventivas de la Ciudad de México entre 1989 y 2000, un periodo 
que se sitúa entre el agotamiento del régimen posrevolucionario y 
la consolidación de gobiernos locales electos democráticamente. 
El artículo sostiene que la reforma policial no puede entenderse 
como un proceso lineal de modernización institucional, sino como 
una trayectoria disputada y desigual, configurada por el contexto 
político, los perfiles de liderazgo, las racionalidades administrati-
vas y las narrativas institucionales. El análisis adopta un enfoque 
teórico que enfatiza la coexistencia de cambios organizacionales 
formales con continuidades culturales persistentes al interior 
de las instituciones policiales. Metodológicamente, el estudio se 
basa en un análisis cualitativo de tipo documental en el que se 
triangula información de reformas legales, debates legislativos y 
la cobertura de la prensa contemporánea. Los hallazgos muestran 
que los esfuerzos reformadores produjeron configuraciones 
policiales híbridas, en las que iniciativas orientadas a la profesio-
nalización, la participación ciudadana y la policía de proximidad 
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Abstract:

This article examines the reform of Mexico City’s preventive 
police between 1989 and 2000, a period situated between the 
collapse of the post-revolutionary regime and the consolidation 
of elected local governments. The article argues that police reform 
during this period cannot be understood as a linear process of 
institutional modernization, but rather as a contested and uneven 
trajectory shaped by political context, leadership profiles, and ins-
titutional narratives. The analysis adopts a theoretical approach 
that emphasizes the coexistence of formal organizational change 
and enduring cultural continuities within police institutions. Me-
thodologically, the study is based on a qualitative documentary 
analysis in which information about legal reforms, legislative 
debates and contemporary press coverage is triangulated. The 
findings show that reform efforts produced hybrid policing 
arrangements. Initiatives oriented towards professionalization, 
citizen participation, and proximity policing developed alongside 
coercive strategies, intensive street-level enforcement, and the 
reactivation of intelligence-oriented structures associated with 
authoritarian control. The article contributes to comparative de-
bates on police reform by highlighting how institutional legacies 
and leadership choices delimit the scope of change in contexts of 
democratic transition.

coexistieron con estrategias coercitivas, uso intensivo de la fuerza 
y la reactivación de estructuras vinculadas al control autoritario. 
El artículo contribuye al debate comparado sobre la reforma po-
licial al destacar cómo los legados institucionales y las decisiones 
de liderazgo delimitan los alcances del cambio en contextos de 
transición democrática.
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Introducción

La reforma policial ha sido un tema recurrente en la agenda pública nacional. El 
aumento de la inseguridad y la presencia de desviaciones en los aparatos de segu-
ridad han propiciado la implementación continua de reformas a nivel federal, es-
tatal y municipal. En la Ciudad de México en particular, desde los años ochenta 
se han venido aplicando distintas estrategias de vigilancia tales como el uso de la 
milicia, la policía comunitaria, acciones basadas en el modelo de tolerancia cero 
o la aplicación de plataformas tecnológicas conocidas bajo el nombre genérico de 
Compstat (Computer Statistics). 

Como objeto de estudio, la reforma de las policías ha recibido una creciente 
atención en el ámbito internacional, donde ha quedado de manifiesto la comple-
jidad detrás de los movimientos reformadores en los que el cambio de las estruc-
turas no ha conllevado la corrección de malas prácticas, además de haber enfren-
tado resistencias internas y externas (Skogan, 2008; Bailey, 2008; Savage, 2007; 
Sparrow, 2016).

En las llamadas democracias consolidadas, donde por lo general predomina 
un alto nivel de confianza en las fuerzas del orden, los procesos de reforma han 
buscado fortalecer la capacidad de reacción frente a amenazas como el terroris-
mo y el crimen organizado, aun cuando ello conlleva el riesgo de vulnerar las li-
bertades fundamentales y deteriorar la confianza de su población (Brodeur, 2006; 
Christiansen, et al., 2018; De Maillard, 2009; Holmberg, 2019; Fyfe, 2019; Smith, 
2019). En contraste, en las sociedades en transición —donde las policías suelen 
estar asociadas a prácticas represivas y múltiples desviaciones—, también se han 
emprendido reformas orientadas a reconstruir la legitimidad y acercar los apara-
tos policiales a la ciudadanía, sin descuidar la seguridad pública de sus socieda-
des (González, 2019; Costa y Neild, 2005; Sabet, 2012; Del Castillo, 2018; Char-
ley y M’Cormack, 2012).

En este contexto, el artículo tiene por objetivo analizar los cambios y las  
continuidades en las estructuras, los modelos de gestión, los liderazgos y las na-
rrativas asociadas a la reforma de las policías en la Ciudad de México durante el 
periodo 1989 a 2000. 

La elección de este periodo responde, en primer lugar, a que se trata de un lap-
so temporal poco estudiado, situado inmediatamente después del fracaso de la re-
forma del aparto policial impulsada por Miguel de la Madrid, la cual, entre otras 
consecuencias, derivó en un incremento de la inseguridad y un deterioro de la 
confianza ciudadana en las corporaciones policiales.

Adicionalmente, se parte del principio de que este periodo permite  observar 
dos esquemas diferenciados de operación policial: por un lado, la fase final del ré-
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gimen posrevolucionario, caracterizada por cuerpos policiales regidos por lógi-
cas autoritarias, prácticas represivas y el uso estratégico de sus atribuciones para  
beneficio personal y, por otro, el de gobiernos electos por la vía democrática, que 
heredaron corporaciones policiales con múltiples desviaciones y debieron en-
frentar la demanda social de seguridad sin disponer de un sistema policial confia-
ble (Davis, 2006; Ward y Durden, 2002). 

La hipótesis de este artículo es que la reforma de las policías preventivas de la 
Ciudad de México entre 1989 y 2000 no siguió una trayectoria lineal de moderni-
zación institucional, sino que sus alcances y límites estuvieron condicionados por 
la interacción entre distintos tipos de liderazgo, narrativas institucionales y racio-
nalidades administrativas, en un contexto de transición política.

El análisis se interesa en dilucidar la importancia del contexto político, los li-
derazgos policiales y las narrativas en la orientación, alcance y continuidad de las 
reformas emprendidas. En particular, se examina cómo la trayectoria profesional 
de los responsables de la seguridad influyó en la adopción de estructuras de vigi-
lancia, en el uso de agrupamientos tácticos y la incorporación (o no) de iniciativas 
profesionalizantes. El liderazgo se concibe, en este sentido, como mediador entre 
presiones externas, cultura organizacional y viabilidad de cambio. 

Asimismo, se considera el papel de actores políticos y sociales, especialmen-
te la Asamblea de Representantes del Distrito Federal (ARDF), cuyas denuncias, 
debates y fiscalización influyeron en la redefinición de estructuras y el escrutinio 
público de abusos policiales. También se analizan los mecanismos de participa-
ción ciudadana impulsados en distintos momentos, mismos que funcionaron lo 
mismo como canales de colaboración, instrumentos de legitimación o control in-
terno. A partir de estos elementos, el artículo busca responder a las siguientes pre-
guntas:

•	 ¿En qué medida el contexto político influyó en la orientación de las 
reformas policiales? 

•	 ¿Qué racionalidades administrativas guiaron los distintos intentos 
reformadores y cómo se expresaron en la estructura policial? 

•	 ¿Es posible identificar etapas diferenciadas en la trayectoria organi-
zacional e institucional de las reformas?

•	 ¿Qué narrativas acompañaron estos procesos y cómo contribuye-
ron a legitimar o cuestionar las prácticas policiales? 

•	 ¿Qué papel desempeñaron los liderazgos en la implementación, con-
tinuidad o interrupción de las reformas?
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El argumento se organiza en cuatro secciones. La primera expone los principios 
teórico-metodológicos. Las tres siguientes analizan los cambios y continuidades 
durante las gestiones de Manuel Camacho Solís (1989-1994), Óscar Espinosa  
Villareal (1994-1997) y Cuauhtémoc Cárdenas (1997-2000), enfatizando la inte-
racción entre contextos políticos, estructuras organizacionales, estrategias opera-
tivas, narrativas públicas y liderazgo policial.

Marco teórico-metodológico

El estudio de la reforma policial se caracteriza por la falta de consenso concep-
tual. La literatura distingue dos grandes enfoques: por un lado, aquellos que con-
ciben la reforma como un acto deliberado y normativo, expresado en leyes o 
programas orientados a modificar de manera permanente estructuras, reglas y 
prácticas policiales (González, 2019; Sabet, 2012), y por otro, perspectivas que la 
entienden como un proceso dinámico y negociado, en el que distintos tenedores 
de interés influyen en los objetivos y en los alcances de la transformación institu-
cional (Fyfe, 2019; Greig-Midlane, 2019).

La literatura también distingue entre los cambios visibles —aquellos que mo-
difican estructuras y jerarquías formales— y los cambios culturales, asociados 
con valores, actitudes y significados compartidos dentro de la organización (Bro-
deur, 2005; Christensen, et al., 2018). En esta línea de análisis, distintos estudios 
muestran que la persistencia de prácticas informales limita el alcance de las refor-
mas y puede producir efectos no previstos (Holmberg, 2019; Brodeur, 2005).

Los procesos de reforma suelen desencadenarse por factores críticos que 
abren ventanas de oportunidad: escándalos de brutalidad, crisis económicas, 
ataques terroristas, incrementos delictivos o transiciones de régimen (González, 
2019; DeMaillard, 2009; Brodeur, 2005; Christensen et al., 2017; Holmberg, 2019; 
Greig-Midlane, 2019; Fyfe, 2019; Costa y Neild, 2009). Sin embargo, la existen-
cia de estaa ventanas no garantiza el cambio profundo; las instituciones policia-
les tienden a absorber innovaciones sin transformar sus patrones históricos de 
actuación. 

Dentro de estos procesos, el liderazgo es un mediador central entre las expec-
tativas provenientes del entorno y la cultura institucional (Wood, et al., 2008). Sus 
trayectorias profesionales —militares, policiales, de inteligencia o civiles— influ-
yen en el tipo de estructuras creadas, en la orientación hacia la coerción o la pro-
fesionalización, y en la capacidad para sostener coaliciones favorables a la re-
forma (González, 2019; Costa y Neild, 2009; Sabet, 2012; Fyfe, 2019; Charley y 
M’Cormack, 2012). El contacto con experiencias internacionales también hace 
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más factible que los líderes retomen modelos exitosos aplicados en otras expe-
riencias nacionales, lo que ha favorecido de acuerdo con DeMaillard (2009) la 
exportación de los modelos de policía comunitaria, la gestión basada en resulta-
dos o modelos de tolerancia cero. En contraparte, la alta rotación de mandos re-
duce la continuidad de los proyectos y favorece la reactivación de prácticas pre-
vias (Skogan, 2008). En sistemas políticos inestables, la falta de apoyo político y 
la constante renovación de liderazgos incita para que los mandos policiales dila-
ten la aplicación de la reforma neutralizando sus efectos (Costa y Neild, 2005).

Las reformas impulsadas por los líderes expresan una racionalidad admi-
nistrativa, es decir, una forma específica de definir problemas e intervenir sobre 
estructuras, procesos y operaciones para producir determinados efectos (Chis-
tensen, et al., 2017). Desde esta perspectiva, la reforma puede seguir dos vías. La 
primera es rutinaria e incremental: introduce ajustes menores que, cuando son 
consistentes con la identidad institucional, refuerzan la estabilidad organizacio-
nal y, acumulados, pueden generar cambios más profundos. Sin embargo, cuan-
do son dispersos o contradictorios, producen incongruencias que favorecen re-
formas de mayor alcance (Brunsson y Olsen, 2007).

La segunda vía corresponde a reformas disruptivas, generalmente asociadas a 
crisis o a brechas significativas entre las expectativas públicas y el desempeño or-
ganizacional. Su implementación requiere una concentración de poder suficien-
te para superar la resistencia de actores que oponen al cambio (Brunsson y Ol-
sen, 2007).

Asimismo, la reforma policial puede implicar modificaciones en la estructu-
ra de vigilancia, con efectos en la gobernanza y la narrativa de la vigilancia (Fyfe, 
2019). En términos de gobernanza, estas transformaciones incluyen medidas 
para mejorar el desempeño organizacional, como la creación de procesos y ruti-
nas que incrementan la eficiencia y el control (Holmberg, 2019); la eliminación de 
duplicidades y la incorporación de indicadores de gestión para evaluar el desem-
peño en el combate a la criminalidad (DeMaillard, 2009).

Otro eje analítico es el papel de las narrativas institucionales, entendidas como 
marcos que legitiman decisiones, orientan la acción policial y estructuran la rela-
ción con la ciudadanía. Estas narrativas funcionan como herramientas políticas 
para legitimar la reforma, gestionar memorias organizacionales y moldear iden-
tidades profesionales (Brodeur, 2005; Dunnage, 2017 y Chan, 2007). Su análisis 
permite comprender las tensiones entre los discursos de derechos humanos, las 
retóricas de proximidad y los enfoques centrados en el control coercitivo. En con-
secuencia, la reforma no solo transforma estructuras, sino que implica una nego-
ciación de significados. Mientras los directivos la conciben como un instrumen-
to para mejorar la eficiencia, la base operativa puede percibirla como una pérdida 
de recursos o una amenaza a sus valores culturales (Grieg-Midlane, 2019). Así, 
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toda reforma supone también una redefinición de los significados, símbolos y na-
rrativas que legitiman a la institución (Dunnage, 2007; Fyfe, 2019). 

En suma, la literatura muestra que la reforma policial no es un proceso lineal 
ni unívoco, sino un campo en disputa marcado por la tensión entre cambios 
formales y continuidades arraigadas. Si bien las reformas pueden partir de mar-
cos normativos que buscan transformar estructuras y reglas, su materialización 
depende también de la interacción entre actores con intereses divergentes. Asi-
mismo, factores contextuales como crisis o cambios en la esfera política abren 
ventanas de oportunidad que dependen de liderazgos capaces de articular visio-
nes estratégicas, sostenerlas en el tiempo y superar las resistencias instituciona-
les. Bajo esta perspectiva, la reforma policial aparece como un proceso contin-
gente, sujeto a avances y retrocesos, donde la continuidad cultural e institucional  
puede limitar o reconfigurar los alcances del cambio buscado. Tomando en con-
sideración este instrumental teórico, en la siguiente sección se procede a revisar la  
estrategia analítica y metodológica adoptada.

Estrategia analítica y metodológica

Para analizar la reforma de las policías preventivas de la Ciudad de México  
entre 1989 y 2000, el artículo emplea una estrategia analítica basada en cuatro di-
mensiones: contexto político-institucional, liderazgo, narrativa institucional y racionali-
dad administrativa. Estas categorías permiten comparar los distintos periodos de 
reforma e identificar cómo las coyunturas políticas, los perfiles de mando, los dis-
cursos oficiales y las decisiones organizacionales configuraron los alcances y lími-
tes del cambio policial.

El contexto político-institucional se observa a partir de coyunturas críticas 
—crisis de legitimidad, apertura democrática o incremento delictivo— y de la 
intervención de actores externos, como la ARDF, partidos, medios, organiza-
ciones sociales e instancias de participación ciudadana. El liderazgo se analiza se-
gún el origen profesional de los mandos, su capacidad para construir apoyos y 
su margen para sostener decisiones organizacionales. La narrativa institucional 
comprende los marcos discursivos que diagnostican la inseguridad y legitiman la 
reforma mediante valores como orden, legalidad, derechos humanos, eficacia, 
proximidad o participación ciudadana. Finalmente, la racionalidad administra-
tiva refiere al principio organizador de las reformas, expresado en las estructuras, 
los instrumentos y las lógicas de intervención predominantes —coercitiva, bu-
rocrático-legal, gerencial o comunitaria—. La articulación de estas dimensiones 
permite distinguir entre cambios sustantivos, reconfiguraciones parciales y con-
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tinuidades institucionales, mostrando cómo determinadas coyunturas favorecen 
ciertos liderazgos, estos activan narrativas específicas y estas se traducen en arre-
glos organizacionales concretos. 

Metodológicamente, la investigación adopta una estrategia cualitativa de aná-
lisis documental para reconstruir reformas que se expresan en decisiones legales, 
administrativas y operativas dispersas. Para ello, triangula fuentes normativas, le-
gislativas y periodísticas. El corpus comprende el Diario Oficial de la Federación y la 
Gaceta Oficial del Distrito Federal; los Diarios de los Debates (DD) de la ARDF (1989-
2000), utilizados para rastrear denuncias, comparecencias, informes de gobierno 
y controversias legislativas. La investigación también incluyó la revisión de 380 
notas de los diarios Reforma, La Jornada y Proceso que permitieron contrastar na-
rrativas oficiales, denuncias públicas y prácticas policiales. 

El material fue analizado mediante codificación cualitativa (Saldana, 2009). La 
sistematización incluyó una base de datos en Excel con 462 sesiones de la ARDF, 
clasificadas por variables como fecha, actores, argumentos y referencias a decisio-
nes institucionales. La codificación combinó categorías deductivas —contexto 
político-institucional, liderazgo, narrativa institucional y racionalidad adminis-
trativa— con categorías inductivas surgidas del material empírico, entre ellas abu-
so policial, estrategias de vigilancia, participación ciudadana, disputas legislativas, 
reorganización institucional y prácticas de control.

Esta estrategia permitió vincular el marco teórico con evidencia documental y 
comparar los tres periodos de estudio desde tres planos: el diseño formal de las re-
formas, las controversias políticas y las prácticas asociadas a su implementación. 
Con esta matriz analítica, el artículo examina a continuación el primer periodo 
1989-1994, caracterizado por la reactivación de repertorios coercitivos en un con-
texto de apertura política limitada.

1989-1994, el regreso de la mano dura

El gobierno de Carlos Salinas de Gortari inició en medio de una profunda cri-
sis de legitimidad derivada de la fractura del partido gobernante y de un proceso 
electoral marcado por acusaciones de fraude. En ese contexto, la Ciudad de Mé-
xico se convirtió en el epicentro de la movilización social. Las protestas, impulsa-
das por una sociedad civil revitalizada tras los sismos de 1985, cuestionaban tan-
to la legitimidad del régimen como las políticas de austeridad aplicadas durante el 
sexenio de Miguel de la Madrid.

En materia de seguridad, predominaba un fuerte sentimiento de vulnerabili-
dad. Aunque la criminalidad aún no alcanzaba los niveles de los años noventa, 
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mostraba una tendencia sostenida al alza. Entre 1982 y 1988, el número de per-
sonas condenadas por robo creció anualmente en más de 20% (Beltrán y Picca-
to, 2004). A ello se sumaba la desconfianza hacia las corporaciones policiales, 
alimentada por los abusos y la violencia ejercidos durante la gestión de Arturo 
Durazo Moreno (1976-1982).

Frente a esta situación, el gobierno anterior impulsó una reforma policial de 
carácter disciplinario y punitivo basado en el retorno de los militares a la con-
ducción policial, la depuración de efectivos, la sanción de mandos corruptos y 
la desaparición de la División de Investigación y Prevención de la Delincuencia 
(DIPD). No obstante, estas medidas no lograron restablecer la legitimidad ni me-
jorar la eficacia de las corporaciones.

Como se muestra a continuación, las políticas de seguridad del periodo man-
tuvieron un estilo autoritario que contrastó con la incipiente apertura política, 
iniciada con la reforma política de 1987, la cual permitió elegir por primera vez en 
décadas a los representantes populares en la ARDF.

Aunque la ARDF nació con facultades limitadas y bajo el predominio del 
Partido Revolucionario Institucional (PRI), los asambleístas de oposición desem-
peñaron un papel relevante al denunciar abusos policiales, exigir rendición de 
cuentas al regente y secretario de Protección y Vialidad, fiscalizar instalaciones 
policiales y canalizar denuncias de ciudadanos y tropa policial sobre actos de co-
rrupción y arbitrariedad, como el cobro del “entre” y la asignación informal de 
horarios y zonas de trabajo. En este escenario de crisis política y de desconfianza 
hacia las policías se comenzó a configurar una nueva propuesta de reforma que 
inició con una tensión entre el discurso oficial de respecto a los derechos huma-
nos y la persistencia de prácticas policiales autoritarias.

Narrativas: derechos humanos vs. seguridad

Al inicio del sexenio, el regente Manuel Camacho Solís anunció una estrategia 
doble para enfrentar la inseguridad y la desconfianza, basada en la combinación 
de “firmeza en el combate a la delincuencia y respeto a los derechos humanos”. 
Asimismo, reconoció que “la función principal de los órganos policiales era ga-
rantizar la seguridad de la sociedad y no la seguridad del Estado” (DD, 16 de abril, 
1989, p. 6). Esta declaración implicaba un cambio significativo respecto a la na-
rrativa dominante en décadas anteriores, en la que la prioridad había sido preser-
var “el orden público”, como condición para asegurar la estabilidad y continui-
dad del régimen, relegando a un segundo plano el respeto del Estado de derecho 
y la seguridad de la población.
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Durante este periodo, la narrativa gubernamental defendió el uso de la fuerza 
pública incluso en situaciones que ponían en duda la legitimidad de las acciones 
emprendidas. Por ejemplo, ante las denuncias de violencia policial en una clíni-
ca donde se practicaban abortos, el regente Manuel Camacho Solís sostuvo que, 
tras dialogar con representantes del Partido de la Revolución Democrática (PRD) 
y con las mujeres detenidas, no se había acreditado que alguna de ellas hubiera 
sido torturada (Monsiváis, 9 de abril de 1989).

Un segundo ejemplo fue la justificación de la intervención del grupo Zorros 
en el motín del penal de Nayarit, episodio en el que murieron varias personas y 
sobre el cual existieron sospechas de ejecuciones extrajudiciales1. En relación con 
este evento, desde la tribuna de la Asamblea, el representante del PRI Juan Ma-
nuel Hoffman defendió la participación de la policía capitalina como una opera-
ción solicitada por el gobierno de Nayarit y autorizada por el regente Camacho 
Solís. Según esta versión, el uso de la fuerza letal ocurrió después de que los amo-
tinados rompieron la negociación al asesinar al comandante del destacamento. 
La intervención habría permitido rescatar a los rehenes y recuperar el control del 
penal (DD, 4 de enero de 1989, p. 19).

En conjunto, estos casos muestran una tensión narrativa central: mientras el 
discurso oficial justificaba el uso de la fuerza como medio para combatir la insegu-
ridad y preservar el orden público, una narrativa crítica emergente cuestionaba la 
veracidad del compromiso gubernamental con los derechos humanos, exigía lí-
mites al uso de la fuerza y advertía sobre la criminalización de grupos vulnerables.

Liderazgos policiales

La orientación de mano dura del periodo se advierte con claridad en los perfi-
les de quienes encabezaron la política de seguridad. Lejos de abrir paso a perfiles 
asociados con la profesionalización democrática o el control civil de la policía, 
durante el periodo 1989-1994 predominaron liderazgos con trayectorias vincula-
das a los aparatos de seguridad, la inteligencia y repertorios de represión. Duran-
te este periodo hubo tres titulares. El primero fue Javier García Paniagua, político 
avezado, a quien a lo largo de su carrera política se le asoció con los servicios de 
seguridad nacional y que, entre otros puestos, se había desempeñado como direc-

1 El 23 de diciembre de 1988, el Grupo Zorros intervino en el penal Venustiano Carranza de 
Tepic, Nayarit, tras un motín con toma de rehenes. El operativo dejó como saldo la muerte del 
director del penal, del mando policial Jorge Armando Duarte y de al menos 11 internos, algunos 
presuntamente ejecutados tras recuperar el control. Las cifras de fallecidos varían entre 9 y 33 
internos, según las fuentes (González Bonilla, 9 de enero de 2023).
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tor de la temida Dirección Federal de Seguridad (DFS), subsecretario de Goberna-
ción y presidente del PRI (Chávez, 28 y 29 de julio de 2024). A García Paniagua 
le sucedió Santiago Tapia Aceves, policía de carrera con experiencia de mando 
en distintos sectores de la Ciudad de México, comandante del agrupamiento de 
grúas durante la gestión de Arturo Durazo (1983-1988) y quien, antes de ser nom-
brado secretario, estaba al frente de la Dirección General de Operaciones (DGO), 
segundo puesto en importancia en la Secretaría General de Protección y Vialidad 
(SGPV) (Musacchio, 2002, p. 398). Finalmente, la tercera persona que dirigió las 
riendas de la seguridad fue René Monterrubio López, otro policía de carrera que 
ingresó a la corporación durante los Juegos Olímpicos de 1968 y que tuvo una 
destacada participación en la captura de integrantes de la Liga Comunista 23 de 
Septiembre. Como su predecesor, Monterrubio poseía un profundo conocimien-
to de la policía capitalina; había sido responsable de la seguridad en prácticamen-
te todas las delegaciones y era el mando encargado de la operación policial capi-
talina antes de ser nombrado titular de la SGPV (Ramírez, 2012).

En suma, los tres responsables de la seguridad pública contaban con una am-
plia trayectoria en los aparatos de seguridad, habían participado en labores de 
policía política; dos de ellos habían intervenido directamente en el combate a gru-
pos guerrilleros y habían transitado por distintos puestos de responsabilidad en 
la policía capitalina, lo que les permitía conocer la cultura y las desviaciones poli-
ciales de manera profunda.

Racionalidad de la línea dura

La línea dura de la política de seguridad no se limitó a la trayectoria de sus man-
dos, sino también se reflejó en las decisiones estructurales y operativas adopta-
das. En el plano estructural, la modificación más significativa fue la creación de 
la Dirección de Inteligencia (DI) que, de acuerdo con las declaraciones de Javier 
García Paniagua, tenía por objetivo restablecer la capacidad de investigación de 
la SGPV, competencia perdida en la reforma de 1983 en la que desapareció la Di-
visión de Investigación y Prevención de la Delincuencia (DIPD). La creación de 
la DI buscaba dotar a las policías capitalinas de capacidades de investigación y 
de combate de la criminalidad de alto impacto (robos de autos, instituciones ban-
carias, secuestros), “pero, dentro de un marco institucional” (Marín, 2 de julio de 
1989). 

Al frente de esta dirección fue nombrado Miguel Nazar Haro, antiguo man-
do de la Dirección Federal de Seguridad (DFS) y comandante de la llamada Briga-
da Blanca, agrupamiento que combatió a la guerrilla urbana en la década de los 
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setenta por medio de métodos brutales como el secuestro, la tortura y las ejecu-
ciones extrajudiciales. La información disponible indica que al interior de la DI 
fueron integrados agrupamientos especializados de intervención policial como el 
Grupo Fuerza Tarea, mejor conocido como los “Zorros”, así como antiguos agen-
tes de la DFS y la DIPD. 

En sus apenas seis meses de existencia, la DI acumuló denuncias por hostiga-
miento, detenciones arbitrarias, tortura e incluso ejecuciones extrajudiciales. Dos 
eventos concentraron las críticas: la intervención de los “Zorros” en el motín del 
penal de Nayarit y el uso de los sótanos de Tlaxcoaque como centro de detención 
ilegal y tortura. La presión derivada de estas acusaciones condujo al cierre de la 
DI el 27 de junio de 1989.

Además de la Dirección de Investigación, durante este periodo operó otra es-
tructura heredera de las antiguas funciones de inteligencia: el llamado “Servicio 
de Indicadores”, encargado formalmente de vigilar marchas y anticipar cortes o 
bloqueos a la vialidad. Sin embargo, como reconoció Santiago Tapia en su com-
parecencia ante la ARDF, con el tiempo quedó claro que sus actividades iban 
más allá del monitoreo del tránsito. El servicio realizaba seguimiento de líderes 
sociales, asistía a reuniones de actores políticos —incluida la propia ARDF— y 
llevaba a cabo tareas encubiertas propias de la policía política.

Estas prácticas de espionaje fueron cuestionadas en el pleno de la segunda le-
gislatura de la ARDF, que solicitó su desaparición. Posteriormente, en su compa-
recencia del 3 de junio de 1993, el secretario René Monterrubio informó que el 
Servicio de Indicadores había sido disuelto y que su personal había sido reasig-
nado a labores convencionales de vigilancia. Aun así, la referencia recurrente a 
este servicio en años posteriores sugiere que el monitoreo de grupos sociales con-
tinuó siendo una práctica persistente dentro del aparato policial durante todo el 
periodo de estudio.

Acciones policiales

Pese a los cambios estructurales, las prácticas policiales se mantuvieron sin mo-
dificaciones sustantivas. La desaparición de la DI no alteró la línea dura de la es-
trategia de vigilancia: los agrupamientos especializados —entre ellos Zorros y Ja-
guares— continuaron operando, y se crearon nuevos cuerpos, como Bengala y 
Cuitláhuac. Estos patrullaban en motocicletas, con equipo táctico y armamen-
to pesado, en lo que las autoridades definieron como una “exhibición de fuerza 
para inhibir el comportamiento delictivo” (DD, 31 de mayo de 1994, p. 27). Sin 
embargo, la acción policial fue más allá de la mera demostración de fuerza.

La operación cotidiana se organizó mediante numerosos operativos conjun-
tos, con participación de la policía preventiva, la policía judicial e incluso policías 
del Estado de México en la zona conurbada. Según las autoridades, estos disposi-
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tivos buscaban contener la criminalidad en zonas de alta incidencia identificadas 
por la ciudadanía o por los consejos delegacionales de seguridad. No obstante, 
la evidencia muestra que se concentraron principalmente en barrios populares 
y que, en repetidas ocasiones, derivaron en enfrentamientos con jóvenes de esas 
comunidades. Su carácter fue, por tanto, tanto disuasivo como abiertamente re-
presivo.

Los datos disponibles refuerzan esta interpretación. En 1993 se registraron 
173 531 remisiones, de las cuales 82.12% correspondieron a faltas administrati-
vas menores —como beber en la vía pública, riñas o escándalos—, lo que sugie-
re una focalización desproporcionada en prácticas sociales asociadas a sectores 
populares (DD, 31 de mayo de 1994, p. 11). Desde la ARDF también se denuncia-
ron extorsiones, robos, agresiones e incluso homicidios durante estos operativos. 
Además, el asambleísta Ramón Sosamontes (PRD) cuestionó su eficacia al seña-
lar que el despliegue masivo de fuerza generaba un efecto “embudo”: de cien jó-
venes detenidos, solo dos o tres resultaban vinculados con actividades delictivas 
(DD, 10 de julio de 1990, p. 29).

Un tercer componente de la estrategia fue la participación ciudadana a través 
de los consejos delegacionales de seguridad. Inspirados en iniciativas del sexenio 
anterior, estos consejos fueron concebidos como espacios de consulta y coordi-
nación entre delegados, mandos policiales, representantes del Ministerio Público 
y líderes vecinales. En teoría debían reunirse mensualmente para identificar zo-
nas de conflicto, coordinar acciones entre policías preventiva y judicial y recibir  
quejas ciudadanas. En la práctica, las comparecencias ante la ARDF muestran 
que tuvieron escasos avances, enfrentaron cuestionamientos sobre la represen-
tatividad de sus integrantes y, en muchos casos, funcionaron más como meca-
nismos de legitimación de los operativos que como espacios efectivos de parti-
cipación. La excepción fue la delegación Miguel Hidalgo, donde sí se reportó 
participación vecinal y contribuciones financieras para mejorar las capacidades 
policiales locales (DD, 3 de diciembre de 1992).

Paralelamente, la ARDF buscó reconfigurar el sector mediante la construc-
ción de un nuevo marco normativo. Aunque muchas iniciativas no prospera-
ron, este esfuerzo culminó en la aprobación de la Ley de Seguridad Pública del 
Distrito Federal en 1993, que estableció lineamientos para profesionalizar a la po-
licía, fortalecer la carrera policial, mejorar la coordinación entre cuerpos de segu-
ridad, regular a las policías privadas e incorporar principios de derechos huma-
nos y mecanismos de control del uso de la fuerza.

Sin embargo, la ley no produjo transformaciones sustantivas. Los patrones 
de reclutamiento, profesionalización y control del uso de la fuerza permanecie-
ron prácticamente intactos, mientras que su implementación fue obstaculizada 
por un entorno político convulso —marcado por el levantamiento zapatista, la 
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violencia política y la sucesión presidencial— y por el incremento de la crimina-
lidad. Al cierre del sexenio persistían los abusos, los problemas estructurales, la 
baja profesionalización y una percepción ciudadana profundamente negativa de 
la policía.

En suma, las acciones policiales del periodo revelan una estrategia centrada 
en el despliegue intensivo de fuerza y la intervención en barrios populares. Aun-
que se acompañó de mecanismos de participación ciudadana y de una reforma 
normativa, estos instrumentos tuvieron efectos limitados frente a la persisten-
cia de prácticas autoritarias, altos costos sociales y escasa eficacia para reducir la  
criminalidad. Estas limitaciones no desaparecieron con el cambio de administra-
ción; por el contrario, reaparecieron bajo nuevas condiciones políticas y econó-
micas durante el gobierno de Ernesto Zedillo.

1994-1997, la reforma fallida 

El gobierno de Ernesto Zedillo inició en medio de una profunda crisis económi-
ca y política, marcada por el levantamiento armado en Chiapas, la violencia po-
lítica y la devaluación de 1995. En la Ciudad de México, este escenario coincidió 
con un deterioro acelerado de la seguridad pública, que colocó a la reforma po-
licial en el centro de la agenda gubernamental. En su toma de posesión, Zedillo 
calificó como imperiosa la reforma de la justicia ante “la extendida criminalidad, 
la frecuente violación a las garantías individuales y derechos humanos, y la gra-
ve inseguridad pública” (Zedillo, 1994). La magnitud de la crisis se reflejó en el au-
mento de los delitos diarios, que pasaron de 599 en 1995 a 722 en 1997, y de los ro-
bos patrimoniales, que en 1996 representaron 88% de los ilícitos reportados, 62% 
de ellos cometidos con violencia (DD, 27 de marzo de 1996, p. 12). Esta fue la pri-
mera gran crisis de seguridad de los tiempos modernos en la capital, visible tanto 
en las estadísticas como en el temor cotidiano de la población. Además, en víspe-
ras de los comicios intermedios de 1997, la inseguridad dejó de ser solo una prio-
ridad gubernamental y se convirtió también en un tema electoral.

Narrativas: de un enfoque liberal a uno punitivo

Bajo estas condiciones de crisis económica, política y securitaria, el gobierno, al 
igual que en el sexenio anterior, buscó distanciarse de la concepción de la policía 
como un instrumento de control social al servicio de la clase gobernante. Al ini-
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cio del mandato, el regente Espinosa Villareal enfatizó que la misión principal de 
las corporaciones policiales era brindar un servicio que permitiera a la población 
vivir en “una ciudad segura, donde la integridad personal, familiar y patrimonial 
de sus habitantes, sea una realidad cotidiana. Con cuerpos policiacos respetables 
y respetados, tanto por su apego estricto a la ley como por recobrar en su actua-
ción el papel que siempre debieron tener: servidores de la sociedad y no una cor-
poración alejada de ellas” (DD, 16 marzo de1995, p. 7).

Sin embargo, según se fueron incrementando los asaltos y actos delictivos  
violentos contra la población y quedó en evidencia la ineficacia de las acciones 
policiales para revertir esta situación, esta narrativa liberal poco a poco se fue 
desdibujando y la discusión pública fue orientándose más hacia un discurso pu-
nitivo, es decir, hacia una narrativa que justificaba la aplicación de castigos, san-
ciones y penas más estrictas. Fue en este contexto que legisladores, líderes de opi-
nión y autoridades policiales debatieron en torno a medidas como la reducción 
de la edad penal, el uso de militares en actividades de vigilancia e incluso la apli-
cación de la pena capital como soluciones para detener la ola de asaltos que azo-
taban a la población. 

Paralelamente al discurso que priorizaba el rigor penal, los responsables poli-
ciales señalaron el bajo profesionalismo y la falta de ética entre los elementos po-
liciales como factores explicativos del fracaso de las acciones para mitigar la inse-
guridad. En ambos casos, este discurso, como se verá más adelante, se tradujo en 
programas de profesionalización y el despliegue intensivo de elementos de seguri-
dad en el espacio público. 

Liderazgo policial, ambivalencia entre las vías civil y militar

La ambivalencia entre el enfoque liberal y el endurecimiento de las penas tam-
bién quedó de manifiesto en los perfiles de los dos jefes policiales responsables 
de la agenda de seguridad. En el primer año y medio, las riendas de la seguridad 
capitalina quedaron en manos de David Garay Maldonado, un político priista 
con formación jurídica y administrativa en la UNAM y Harvard, pero con ex-
periencia limitada en materia policial (Musacchio, 2002, pp. 150-51). Su gestión 
estuvo marcada por tensiones con los mandos operativos, escasos avances en la 
reducción de la criminalidad y represiones policiales —como el enfrentamiento 
entre normalistas y granaderos— que finalmente llevaron a su renuncia. Ante 
los magros resultados, la administración optó por retomar la vía militar y desig-
nó al general Enrique Tomás Salgado Cordero como responsable de la seguridad. 
A diferencia de su antecesor, Salgado Cordero contaba con una larga trayecto-
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ria castrense y con experiencia previa en tareas policiales, lo que le otorgaba ma-
yor conocimiento operativo y control sobre la estructura de mando (Musacchio, 
2002, p. 374).

La alternancia entre un liderazgo civil y uno militar reflejó las tensiones que 
atravesaban al gobierno capitalino. Por un lado, se buscaba avanzar hacia un 
modelo profesionalizado y regido por criterios de legalidad y control civil; por 
otro, persistía la tradición autoritaria que privilegiaba la disciplina castrense, el 
uso intensivo de la fuerza y la intervención militar en la seguridad pública. Como 
se verá a continuación, esta ambivalencia también se manifestó en las estructuras 
de vigilancia y en las decisiones operativas. Mientras el discurso oficial promovía 
una policía más profesional y orientada al servicio público, las prácticas cotidia-
nas continuaron reproduciendo enfoques coercitivos y mecanismos de control 
vertical que limitaban la consolidación de una reforma sostenida.

Racionalidad: cambios y continuidad estructural

Durante este periodo, la reforma de las policías incluyó básicamente tres cam-
bios estructurales. El primero fue la creación de la Secretaría de Seguridad Pública 
(SSP), que sustituyó a la Secretaría General de Protección y Vialidad (SGPV). El 
cambio de denominación no solo pretendía reflejar con mayor precisión la fun-
ción sustantiva de seguridad pública, sino que también implicaba la transferencia 
a otras dependencias de aquellas funciones que, por su naturaleza, no correspon-
dían a tareas de vigilancia ni de conservación del orden. En esta lógica, la refor-
ma preveía trasladar el Departamento de Bomberos y el Escuadrón de Rescate y 
Urgencias Médicas (ERUM) a la Dirección de Protección Civil de la Secretaría  
de Gobierno, así como el Departamento de Tránsito a la recién creada Secreta-
ría de Transporte y Vialidad. No obstante, la transferencia de personal —que re-
presentaba alrededor del 20 % del total de efectivos de la SSP— nunca se concre-
tó. Ello se debió a la resistencia del propio personal, que se oponía a perder sus 
cotizaciones en la Caja de Previsión de la Policía y a la reticencia a integrarse en 
estructuras administrativas ajenas a su identidad profesional. Por otra parte, ha-
cia el final del sexenio, el secretario Alejandro Gertz Manero señaló que las la-
bores del personal de rescate requerían recursos materiales —como los helicóp-
teros del Escuadrón Cóndor— que no estaban disponibles en las dependencias 
receptoras, lo que hacía inviable su transferencia. En consecuencia, el paso de la 
SGPV a la SSP terminó representando, en los hechos, un cambio meramente no-
minal, sin implicaciones sustantivas en las funciones y actividades hasta enton-
ces realizadas.
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La segunda modificación estructural, y la que sí tuvo efectos duraderos, estu-
vo relacionada con una nueva configuración de la vigilancia territorial. Esta reor-
denación segmentó a la ciudad en tres regiones: oriente-sureste, poniente-suroes-
te y norte-centro. Originalmente se había previsto dividirla en cinco regiones, 
pero las restricciones presupuestales limitaron el esquema a tres. Además del cri-
terio geográfico, la división se definió en función del tamaño poblacional y de la 
incidencia delictiva. Así, la región centro-norte —la más pequeña en términos te-
rritoriales (212 km²), pero con una población fija de 2.8 millones de habitantes y 
una flotante cercana a los 4 millones— concentró más del 55% de los efectivos 
policiales (7860 agentes), al ser la zona con mayor incidencia delictiva (DD, 27 de 
marzo de 1995, p. 10). 

Finalmente, el tercer eje de la reforma buscó reforzar la profesionalización po-
licial. En este aspecto también se registraron algunos avances, pero también per-
manencias significativas y retrocesos. Por ejemplo, aunque los nuevos reclutas 
ingresaban con un mínimo de secundaria terminada y el Instituto Nacional de 
Educación para Adultos (INEA) ofrecía apoyo educativo a los policías en activo, 
el nivel promedio de escolaridad de las 26 156 plazas operativas equivalía apenas 
al primer año de secundaria (DD, 31 de mayo de 1994, p. 8). En esta materia, con-
viene destacar la impartición de un bachillerato técnico y de la Licenciatura en 
Seguridad Pública, y la proyección de estudios de posgrado en el futuro. No obs-
tante, el esfuerzo más ambicioso para transitar hacia una policía profesional fue 
el Programa Transformación 2000 (T-2000). Este proyecto piloto, aplicado en la 
zona centro-norte e inspirado en el modelo de carabineros de Chile, llegó a reu-
nir aproximadamente 1600 elementos distribuidos en cuatro cuarteles —Rayo, 
Topacio, Alameda y Catedral—, con instalaciones y mandos independientes del 
resto de la corporación. Sus integrantes portaban uniforme caqui y realizaban 
rondas a pie con porte marcial en el Centro Histórico. Además, contaban con 
mejores condiciones laborales, como transporte, comedor, servicios médicos y 
dentales, gimnasio y un salario ligeramente superior ($3,500.00 pesos mensuales), 
así como jornadas de 12 horas de trabajo por 24 de descanso. Integrado princi-
palmente por egresados del Instituto de Formación Policial, el programa aspira-
ba a convertirse en el modelo de la policía del futuro (Olayo, 21 de diciembre de 
1997). Sin embargo, su continuidad se vio interrumpida tras la salida de David 
Garay Maldonado de la corporación, y el programa dejó de operar en diciembre 
de 1997. Paralelamente, la incorporación de militares a la línea media de mando 
durante la gestión del general Enrique Tomás Salgado bloqueó las posibilidades 
de ascenso de los policías formados en el Instituto de Formación Policial, lo que 
constituyó un nuevo freno a la implementación efectiva de la carrera policial.
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Presencia y operativos policiales

Si bien la reforma de las estructuras policiales mostró avances erráticos, las es-
trategias de vigilancia siguieron una línea consistente: el despliegue intensivo de 
efectivos en el espacio público y la aplicación sistemática de operativos para pre-
venir la inseguridad y combatir modalidades específicas de criminalidad patrimo-
nial, como el robo a casa habitación, el robo de vehículos y autopartes, así como 
los asaltos a negocios y camiones repartidores.

a) Presencia policial en las calles

Ante las dificultades para reclutar nuevos policías, las autoridades recurrieron a 
dos mecanismos para incrementar rápidamente la presencia policial. El primero 
consistió en incorporar a elementos de la Policía Auxiliar y de la Policía Banca-
ria e Industrial —cuyas funciones habituales eran de vigilancia intramuros— a 
tareas de patrullaje en la vía pública. En 1996 se desplegaron 3000 agentes de la 
Policía Auxiliar y 1000 de la Policía Bancaria e Industrial en colonias con alta in-
cidencia delictiva. Al año siguiente, este esquema se amplió a delegaciones estra-
tégicas y al transporte público (DD, 27 de marzo de 1996, p. 12 y 31 de marzo de 
1997, p. 6).

El segundo mecanismo fue la incorporación de personal militar. El general 
Enrique Tomás Salgado Cordero integró a más de 100 militares a la estructura de 
mando y desplegó hasta 2589 soldados de la Tercera Brigada de la Policía Mili-
tar en la delegación Iztapalapa. Frente a las críticas de la oposición, justificó esta 
decisión por la falta de legitimidad de una organización policial, “minada por la 
corrupción e impunidad”, y su insuficiente capacidad profesional para enfrentar 
con eficacia el problema de la inseguridad (DD, 31 de marzo de 1995, p. 34).

b) Aplicación sistemática de operativos

El personal policial y militar no solo fue utilizado para incrementar la presencia 
en las calles, sino también fue organizado en torno a cuatro tipos de operativos: 
preventivos, basados en patrullajes intensivos y presencia permanente en espa-
cios públicos; judiciales, destinados para desalojos y decomisos, especialmente 
en el centro histórico; de control de aglomeraciones, desplegados en manifesta-
ciones y eventos masivos, y finalmente especializados, orientados al combate de 
bandas criminales, giros negros y crimen organizado mediante grupos de élite. 

Este despliegue operativo permitió reducir los delitos diarios de 694 a 664 en-
tre junio de 1996 y marzo de 1997, una magra disminución si se consideran las 
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fricciones recurrentes y los enfrentamientos con diversos grupos sociales. El epi-
sodio más emblemático fue la muerte de seis jóvenes en la colonia Buenos Aires 
tras un operativo policial, hecho que provocó una amplia indignación pública y 
evidenció los límites de una estrategia que no logró reducir de manera significati-
va la criminalidad ni garantizar el respeto a la legalidad. 

En suma, las acciones del periodo evidencian el mantenimiento de una es-
trategia centrada en el despliegue intensivo de efectivos en las calles, el uso de 
agrupamientos especializados y la intervención policial en hot spots. Si bien estas  
medidas fortalecieron el control territorial, sus resultados fueron limitados debi-
do a la persistencia de prácticas represivas, la escasa eficacia para reducir la delin-
cuencia y el insuficiente control sobre los abusos policiales. Como se analizará en 
la siguiente sección, episodios como el de la colonia Buenos Aires marcaron un 
punto de inflexión en la legitimidad de las estrategias para abordar el problema 
de la seguridad pública.

1997-2000, continuidad y ruptura

El gobierno de Cuauhtémoc Cárdenas, primer jefe de gobierno del Distrito Fede-
ral democráticamente electo en setenta años estuvo marcado por una alta expec-
tativa respecto a las posibilidades de cambio. Su llegada al poder significó el fin 
de la tutela directa del gobierno federal sobre la administración local y abrió la 
posibilidad de que las decisiones de política pública respondieran en mayor me-
dida a las demandas y expectativas de los habitantes de la ciudad. Esta adminis-
tración inició funciones en la segunda mitad del sexenio federal, por lo que sus 
acciones y resultados fueron interpretados en el marco de la contienda por la  
sucesión presidencial del año 2000. En ese contexto, el jefe de gobierno se perfila-
ba como uno de los principales contendientes, lo que otorgó a su gestión una vi-
sibilidad nacional.

Localmente, la alternancia amplió las posibilidades de profundizar la reforma 
política a través del fortalecimiento de la Asamblea de Representantes y de las  
delegaciones, instancias de gobierno más cercanas a la población, así como la 
integración de la ciudadanía y de los grupos organizados en la cogestión de los 
asuntos públicos. Esta expectativa de una autonomía política más efectiva abrió 
una ventana de oportunidad para ensayar nuevas perspectivas de atención a di-
versos problemas públicos que aquejaban a la ciudad, como el medio ambiente, 
la movilidad, la corrupción y, de manera destacada, la seguridad pública, la cual 
se había consolidado, en esos años, como la principal preocupación social de los 
capitalinos.
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En su discurso de toma de posesión, Cárdenas (6 de diciembre de 1997) reco-
noció la irritación y el miedo con los que vivía la población. Prometió relevar a 
los mandos policiales, implementar nuevos esquemas de patrullaje y de acción 
policial, reestructurar la fuerza pública, fortalecer la presencia territorial y mejo-
rar la coordinación entre las policías preventiva, judicial y federal, así como con 
las corporaciones de otras entidades. Desde el inicio se desmarcó del gobierno an-
terior —al afirmar que “bajo ninguna circunstancia en el combate a la delincuen-
cia avalaremos medidas como el toque de queda o la pena de muerte”— y anun-
ció también que una de las primeras acciones de su administración sería el retiro 
de la Tercera Brigada de Policía, integrada por elementos del Ejército, que opera-
ba en la delegación Iztapalapa.

Narrativa: gobierno humanista y percepción de inseguridad

En este contexto, la innovación más significativa de esta administración fue la 
construcción de una nueva narrativa que acompañó las acciones de vigilancia. 
Dicha narrativa partía del supuesto de que el gobierno surgido del proceso elec-
toral de 1997 tenía un perfil humanista y buscaba ser cercano a la población. La 
administración de Cuauhtémoc Cárdenas, al igual que sus antecesores, recono-
ció el incremento sostenido de la inseguridad al señalar que, de 300 delitos diarios 
cometidos en 1994, se había pasado a 700 en 1997. Sin embargo, a diferencia de 
administraciones previas, su discurso no se limitó a la necesidad de combatir la 
inseguridad en el marco del Estado de derecho —enfoque que en la práctica ha-
bía reducido la política de seguridad a la aplicación de medidas represivas—, sino 
que incorporó la idea de que la solución también pasaba por mejorar la calidad 
de vida de la población, reducir la inequidad social y reconstruir el tejido social.

Este giro implicó un cambio en la interpretación tanto de las estadísticas de-
lictivas como de las propias políticas de seguridad pública. Como expresó Cár-
denas en su primer informe de gobierno: “la inseguridad no solo es una cuestión  
de cifras, sino también de percepciones. Si la población se siente insegura, lo de-
más es poco relevante” (DD, 17 de septiembre de 1998, p. 33). La distinción en-
tre criminalidad registrada y percepción de inseguridad —concepto proveniente  
de la criminología— parte del reconocimiento de que la inseguridad no siempre 
deriva de hechos objetivos, sino también de un sentimiento subjetivo de miedo 
que puede (o no) corresponderse con riesgos reales.
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Liderazgo policial: el inicio de la vía civil

La conducción de la primera jefatura de policía nombrada por un gobierno de-
mocráticamente electo estaría a cargo de dos hombres con trayectorias profesio-
nales contrastantes. Durante los primeros seis meses, esta responsabilidad recayó 
en Rodolfo Debernardi, militar en retiro y egresado del Colegio del Aire, quien 
contaba con estudios de inteligencia policial y antiterrorismo en Francia. Ade-
más, justo antes de ser nombrado secretario de Seguridad Pública, había parti-
cipado en el Estado Mayor Policial del DDF (Musacchio, 2002, p. 109). Al pre-
sentar su nombramiento, Cuauhtémoc Cárdenas destacó su profesionalismo, 
honorabilidad y compromiso con los habitantes de la capital.

Pese a su trayectoria y respaldo inicial, la gestión de Debernardi fue breve y 
ampliamente cuestionada. Desde el inicio, su liderazgo se debilitó por declaracio-
nes desafortunadas (Sánchez, 27 de marzo de 1998), conflictos en la renovación 
de mandos y la inclusión de figuras vinculadas con la “Hermandad”, cofradía po-
licial cuyos orígenes se remontan a la administración de Arturo Durazo. La crí-
tica mediática constante por el aumento de la inseguridad profundizó su desgas-
te, y su destitución ocurrió poco después de que se hiciera pública la violación de 
tres jóvenes por policías montados en Tláhuac.

Para corregir el rumbo, el gobierno de Cárdenas optó por nombrar a un ci-
vil: Alejandro Gertz Manero, jurista de formación, quien antes de asumir la ti-
tularidad de la SSP había participado como presidente del Consejo de Seguridad 
Pública del Distrito Federal. Desde esa posición se realizaron estudios orientados 
a identificar las colonias con los más altos índices de delincuencia. Si bien Gertz 
Manero se presentó también como académico y miembro de la sociedad civil, lo 
cierto es que no se trataba de un outsider. En su trayectoria profesional previa ha-
bía sido oficial mayor de la Procuraduría General de la República en la década de 
los setenta, cargo desde el cual se le asoció con la Operación Cóndor, en la que el 
gobierno mexicano participó, junto con la DEA, en el combate a los cultivos de 
enervantes en el llamado “triángulo dorado”. Es decir, no era ajeno a los sótanos 
del sistema (Musacchio, 2002, p. 165; FGR, 2025).

En suma, en el periodo analizado predominó una fuerte inestabilidad y con-
trastes en los liderazgos de seguridad. Mientras Debernardi representó la conti-
nuidad de perfiles castrenses y de inteligencia, Gertz Manero encarnó un lide-
razgo civil emergente, aún vinculado al antiguo aparato estatal, lo que derivó en 
estrategias fluctuantes y en dificultades para consolidar un proyecto policial co-
herente en un contexto de transición política y crisis de legitimidad.
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Racionalidad: entre la ruptura y la continuidad

En ruptura con las administraciones priistas, el gobierno entrante decidió rever-
tir buena parte de las reformas impulsadas en el trienio anterior. El programa 
Transformación 2000, concebido como eje de un nuevo perfil policial, fue disuel-
to y sus integrantes reasignados entre distintos agrupamientos de la policía me-
tropolitana (Olayo, 21 de diciembre de 1997). Asimismo, se retiraron los 2589 mi-
litares de la Tercera Brigada Militar que habían realizado labores de vigilancia en 
Iztapalapa durante diez meses (Ramírez, 8 de diciembre de 1997). El repliegue del 
personal militar no implicó el restablecimiento de los antiguos mandos policia-
les. Por el contrario, la administración renovó la estructura directiva, reducién-
dola de 678 a 645 integrantes y sustituyendo a la mayoría de los mandos, incluso 
en áreas no intervenidas por los militares, como el cuerpo de bomberos, lo que 
generó tensiones internas.

No obstante, algunos cambios estructurales fueron preservados. La regionali-
zación del territorio se amplió de tres a cinco regiones, subdivididas en 51 sectores 
de vigilancia y se mantuvieron las principales estrategias operativas: la presencia 
policial permanente como principal mecanismo de disuasión y los operativos fo-
calizados en colonias consideradas conflictivas, definidas con base a la demanda 
ciudadana (DD, 28 de abril de 1998, p. 15). 

Sobre esta base, la política de seguridad combinó mecanismos tradicionales 
de control con nuevas formas de participación ciudadana, orientados a fortale-
cer el tejido social, promover la participación comunitaria y redefinir la imagen 
del policía meramente como un agente servidor público cercano a la población. 

Con este propósito se creó un Consejo Consultivo de Procuración de Justi-
cia y Seguridad Pública, integrado por 66 representantes de los sectores empresa-
rial, comercial y del transporte. A través de diez comisiones elaboró diagnósticos 
y propuestas, entre ellas la identificación de las diez colonias con mayor inciden-
cia delictiva y la descentralización de recursos policiales hacia las delegaciones. 
Bajo la presidencia de Alejandro Gertz Manero, posteriormente titular de la SSP, 
estas recomendaciones se tradujeron en un mayor acercamiento de la institución 
policial con organizaciones civiles y empresariales, como México Unido contra 
la Delincuencia, Canaco, Coparmex, Canacintra.

Paralelamente, se fortalecieron los comités de seguridad delegacionales, que 
pasaron de 16 comités a 1265 para el año 2000 (DD, 6 de abril de 2000, p. 6). Aun-
que existe poca evidencia sobre su funcionamiento, todo indica que estas sir-
vieron tanto para obtener información sobre la actividad delictiva como para 
supervisar el desempeño policial mediante las quejas ciudadanas. También se im-
pulsó el Programa de Policía de Barrio, mediante el cual agentes capacitados en el 
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Instituto de Formación Policial establecieron un contacto permanente con veci-
nos y comerciantes para recabar información, generar acuerdos y mantener una 
presencia cercana en los territorios bajo su responsabilidad.

Finalmente, el gobierno transfirió recursos materiales y elementos de la po-
licía metropolitana a las delegaciones. Aunque oficialmente esta medida se pre-
sentó como un proceso de descentralización, en la práctica constituyó una des-
concentración administrativa, ya que el mando permaneció bajo el secretario  
de Seguridad Pública y los delegados continuaron siendo designados por el jefe 
de gobierno.

Acciones y ajustes policiales

Si bien la narrativa cambió y se promovió la participación ciudadana en la toma 
de decisiones, las acciones concretas para combatir la inseguridad mantuvieron 
el sendero seguido por las administraciones anteriores. La presencia policial con-
tinuó siendo el principal mecanismo de disuasión. Tras el retiro de los militares 
y para cubrir bajas y remociones, se recurrió nuevamente a la policía comple-
mentaria para reforzar la vigilancia. En 1998, Debernardi reportó la participa-
ción de 2850 policías auxiliares, junto con elementos de la Policía Preventiva, en 
operativos de presencia vecinal en colonias, unidades habitacionales y rutas de 
transporte público. Para el año 2000, bajo la administración de Gertz Manero, el 
número de auxiliares destinados a estas tareas ascendía a 5561 desplegados en de-
legaciones, paraderos, rutas de transporte y conjuntos habitacionales (DD, 28 de 
abril de 1998, p. 11 y 6 de abril de 2000, p. 10).

La vigilancia continuó organizándose según el tipo de criminalidad. Los deli-
tos comunes o “crímenes incidentales” fueron atendidos por policías generalistas 
—sectoriales, auxiliares y bancarios—, mientras que el combate al crimen orga-
nizado quedó en manos de agrupamientos especializados coordinados por el Es-
tado Mayor Policial. Entre ellos destacó el Grupo Álamo, creado por Gertz Ma-
nero tras la desactivación del Grupo Zorros. Integrado por aproximadamente 
140 policías especializados y equipado con cerca de 80 patrullas, el grupo realiza-
ba hasta tres operativos diarios contra bandas delictivas, narcotráfico, robo de 
vehículos y secuestro. Durante 2000 reportó la captura de 51 bandas, el asegura-
miento de importantes cantidades de droga, armas y vehículos robados, así como 
la remisión de aproximadamente 1600 personas al Ministerio Público (La Jorna-
da, 12 de febrero de 2001).

El Estado Mayor Policial también coordinó los agrupamientos ORA y MIX, 
encargados de labores de infiltración de grupos sociales. Estas actividades fueron 
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asociadas con prácticas de espionaje político similares a las del Servicio de Indi-
cadores, la Policía Secreta o la DIPD por lo que recibieron fuertes cuestionamien-
tos de las legislaturas local y federal. Ante las críticas, la autoridad justificó la ope-
ración de estos grupos para estimar el número de asistentes y planificar cortes a la 
circulación en caso de manifestaciones.

Los cuestionamientos también alcanzaron a los mandos policiales por sus an-
tecedentes profesionales. El legislador del PRD Víctor Manuel Soto solicitó la 
suspensión de Rodimiro Ruiz y Pablo Jaime Mendoza —directores de Seguridad 
Pública en las regiones II Centro y III Oriente— por su pertenencia a la Herman-
dad (Reforma, 8 de febrero de 1998), mientras que el general Héctor Careaga, sub-
secretario de Seguridad Pública, renunció tras revelarse su participación en el Ba-
tallón Olimpia durante los sucesos del 2 de octubre de 1968 (Jiménez, 16 de mayo 
de 1998).

La renovación de los mandos constituyó uno de los principales objetivos de la 
administración. Aunque Debernardi anunció desde el inicio la sustitución de los 
cuadros directivos, la resistencia interna limitó sus resultados, como evidenció el 
fallido intento de remover al jefe del Departamento de Bomberos. Los cambios 
más profundos ocurrieron durante la gestión de Gertz Manero, quien en 1999 
destituyó a los responsables de la Dirección General de Control Regional, elimi-
nó las cinco direcciones regionales y cesó a los cinco integrantes del Estado Ma-
yor Policial, argumentando su resistencia a las nuevas directrices. Estas medidas 
reforzaron el control sobre la corporación, redujeron los niveles jerárquicos y for-
talecieron la supervisión operativa mediante controles más estrictos sobre las ór-
denes de servicio y la evaluación sistemática de los resultados.

El trienio concluyó en un escenario de profunda transformación política, 
marcado por el fin de la hegemonía del PRI a nivel nacional y la permanencia 
del PRD en el gobierno de la capital. Entre los factores que explican esta conti-
nuidad se destacan la reducción de la incidencia delictiva, que pasó de alrede-
dor de 720 delitos diarios a aproximadamente 500 al final del sexenio (DD, 6 de 
abril de 2000, p. 7).

La reducción en el número de delitos no cambió la imagen negativa de las po-
licías en el grueso de la población, aunque sí la mejoró entre los grupos vecinales 
y los representantes de cámaras empresariales que participaron en los Comités de 
Seguridad y en el Consejo de Seguridad Pública del Distrito Federal, quienes valo-
raron la atención a sus demandas como su incorporación en el proceso de toma 
de decisiones. En este contexto, el nuevo ciclo sexenal iniciaba con persistentes 
niveles de criminalidad, protestas entre la tropa y del inédito escenario de coha-
bitación entre partidos y liderazgos con ideologías opuestas.
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Consideraciones finales

El análisis comparado de las reformas policiales emprendidas entre 1989 y 2000 
en la Ciudad de México muestra que las categorías de contexto político-institu-
cional, liderazgo, narrativa institucional y racionalidad administrativa permiten 
identificar con mayor precisión los mecanismos mediante los cuales se configu-
raron la orientación y los alcances de cada intento reformador. Más que ope-
rar como simples descriptores, estas dimensiones funcionan como herramientas 
para observar cómo distintos actores tradujeron crisis de legitimidad, demandas 
de seguridad, procesos de apertura política y coyunturas críticas en decisiones or-
ganizacionales, repertorios de intervención y justificaciones públicas del cambio 
policial.

En esta clave, el contexto político-institucional no operó como un telón de 
fondo, sino como una dimensión activa que influyó en las posibilidades de re-
forma. Las coyunturas críticas —la crisis de legitimidad del salinismo, la apertu-
ra política local, la escalada delictiva, la crisis económica de 1995 y la alternancia 
democrática de 1997— modificaron las prioridades gubernamentales y alteraron 
los incentivos de los actores responsables de la seguridad. Del mismo modo, la 
intervención de actores externos como la ARDF, los medios de comunicación, 
organizaciones empresariales, grupos vecinales y mecanismos de participación 
ciudadana incidió en la visibilidad de los abusos, en la presión por resultados in-
mediatos y en la legitimación de determinadas respuestas institucionales. Analí-
ticamente, esta dimensión permite mostrar que los cambios en la policía no de-
pendieron solo de decisiones internas, sino también de ventanas de oportunidad 
y restricciones políticas que condicionaron qué liderazgos se volvieron viables, 
qué narrativas ganaron legitimidad y qué racionalidades administrativas pudie-
ron consolidarse.

Desde esta perspectiva, el liderazgo aparece como una variable relacional que 
conecta trayectorias profesionales, capacidades de mando y margen efectivo para 
sostener decisiones en el tiempo. El estudio muestra que los liderazgos con origen 
en la inteligencia, la policía política o las fuerzas armadas tendieron a activar re-
pertorios coercitivos y a favorecer arreglos de control vertical, mientras que los 
perfiles civiles o con orientación técnico-jurídica intentaron impulsar esquemas 
de profesionalización, proximidad o gestión burocrática, aunque con resultados 
desiguales. La utilidad analítica de esta categoría radica en mostrar que no basta 
con identificar quién dirige la institución: es necesario observar cómo sus trayec-
torias, recursos de autoridad y capacidad de construir coaliciones condicionan la 
continuidad de los programas, la selección de estructuras y la respuesta frente a 
las resistencias internas.
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La narrativa institucional, entendida como el marco discursivo que define 
qué problema se busca resolver, qué tipo de policía se considera legítima y qué 
repertorios de acción se presentan como aceptables, también operó como una 
dimensión decisiva del proceso reformador. En los tres periodos se identifican 
diagnósticos oficiales diferenciados sobre la inseguridad, así como valores invo-
cados para legitimar la acción policial —orden, legalidad, servicio, proximidad 
o reconstrucción del tejido social—. Sin embargo, el hallazgo central es la persis-
tencia de una disonancia entre esos enunciados y las prácticas efectivamente im-
plementadas. Esta categoría permite mostrar que las narrativas no solo acompa-
ñaron las reformas, sino que sirvieron para justificar reorganizaciones, ampliar 
facultades, contener críticas y disputar políticamente el significado mismo de la 
seguridad pública.

Por su parte, la racionalidad administrativa permite observar cómo cada re-
forma tradujo problemas políticos en soluciones organizacionales específicas. Su 
examen muestra la coexistencia de distintas lógicas de intervención expresadas 
en la estructura formal, los instrumentos de gestión y los dispositivos operativos 
privilegiados. En el primer periodo predominó una racionalidad coercitiva, visi-
ble en la reactivación de estructuras de inteligencia, en el uso intensivo de agru-
pamientos tácticos y en la centralidad del despliegue de fuerza. En el segundo  
se incorporaron componentes burocrático-legales y gerenciales, como la regiona-
lización y los intentos de carrera policial, aunque subordinados a la persistencia 
de mandos verticales y a la militarización parcial. En el tercero emergieron ele-
mentos de una racionalidad comunitaria y de gestión territorial, pero articula-
dos con mecanismos centralizados de mando y con agrupamientos especializa-
dos que preservaron prácticas previas. La categoría permite, por tanto, distinguir 
entre innovación formal, reconfiguración parcial y continuidad práctica.

En conjunto, la interacción entre contexto político-institucional, liderazgo, 
narrativa institucional y racionalidad administrativa revela que la reforma po-
licial en la Ciudad de México fue un proceso profundamente contingente, no li-
neal y políticamente disputado. Las reformas no produjeron una sustitución cla-
ra de modelos, sino combinaciones variables entre coyunturas de oportunidad o 
restricción, trayectorias de mando, marcos de legitimación y arreglos organizacio-
nales. Esta matriz analítica permite identificar cuándo se estuvo frente a cambios 
sustantivos, cuándo frente a reconfiguraciones parciales y cuándo frente a conti-
nuidades recubiertas por nuevos lenguajes de reforma.

Este hallazgo aporta evidencia empírica a la literatura comparada sobre re-
forma policial al mostrar que, en contextos de transición política, el cambio ins-
titucional no depende únicamente del diseño normativo ni de la alternancia 
electoral, sino de la forma en que determinadas coyunturas y actores externos 
habilitan o restringen ciertos liderazgos, activan narrativas específicas y se tradu-
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cen en racionalidades administrativas concretas. Desde una perspectiva de insti-
tucionalismo histórico, el caso de la Ciudad de México ilustra cómo los legados 
organizacionales y las condiciones contextuales condicionan esas combinacio-
nes y generan trayectorias híbridas que limitan la consolidación de modelos de-
mocráticos de policía.

En este sentido, más que un proceso simplemente fallido o inconcluso, la re-
forma policial analizada revela los límites estructurales del cambio institucional 
en sociedades en transición, donde diferentes liderazgos disputan el sentido legíti-
mo de la seguridad y lo traducen en arreglos administrativos que combinan pro-
fesionalización, participación y proximidad con persistentes repertorios coerci-
tivos. Comprender estas articulaciones resulta clave para interpretar el pasado 
reciente de la seguridad pública en la Ciudad de México, pero también para valo-
rar los desafíos que continúan enfrentando los esfuerzos contemporáneos de re-
forma policial en contextos similares.
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Cuadro 1. Analítico de síntesis

Fuente: elaboración propia.

Categoría 
analítica 

1989-1994 1994-1997 1997-2000 Síntesis comparativa 

Contexto 
político-
institucional 

La crisis de legitimidad 
del régimen y la 
creciente movilización 
social favorecieron la 
apertura de espacios de 
fiscalización (ARDF), 
pero también reforzó 
respuestas de control 
frente a la protesta y la 
inseguridad. 

La crisis económica y 
el incremento 
delictivo elevaron la 
presión por 
resultados 
inmediatos, 
favoreciendo 
soluciones punitivas 
y la reactivación de 
la vía militar en la 
conducción de la 
seguridad. 

La alternancia de 1997 
abrió una ventana de 
oportunidad para 
replantear la relación 
entre policía, 
ciudadanía y gobierno 
local, al tiempo que 
amplió la participación 
de actores vecinales, 
empresariales y 
legislativos en la agenda 
de seguridad. 

El contexto operó como 
una dimensión activa 
que habilitó o restringió 
las posibilidades de 
reforma: las coyunturas 
críticas y la intervención 
de actores externos 
condicionaron qué 
liderazgos se volvieron 
viables, qué narrativas 
ganaron legitimidad y 
qué racionalidades 
administrativas 
pudieron consolidarse. 

Liderazgo 

Predominaron mandos 
con origen en 
inteligencia, policía 
política y trayectorias 
de mano dura; 
contaban con recursos 
de autoridad interna y 
conocimiento 
profundo de la cultura 
policial. 

Se alternó entre un 
liderazgo civil con 
escasa capacidad de 
control operativo y 
un mando militar 
con mayor margen 
para reorganizar la 
estructura y sostener 
decisiones. 

Coexistieron un 
liderazgo militar en 
retiro debilitado 
rápidamente y un 
liderazgo civil con 
mayor capacidad para 
recentralizar decisiones, 
remover mandos y 
construir apoyos 
externos. 

La comparación muestra 
que el liderazgo operó 
como una variable 
relacional: las 
trayectorias 
profesionales, la 
capacidad de construir 
coaliciones y el margen 
efectivo de mando 
condicionaron la 
continuidad de las 
reformas y el tipo de 
repertorio privilegiado. 

Narrativa 
institucional 

Se diagnosticó la 
inseguridad como 
problema de control y 
desorden, aunque se 
invocó 
simultáneamente el 
respeto a los derechos 
humanos. 

Se presentó la 
seguridad como 
servicio público 
orientado a 
garantizar libertades, 
pero el discurso 
convivió con la 
militarización y el 
endurecimiento 
punitivo. 

La inseguridad se 
redefinió en términos de 
percepción, proximidad 
y se promovió la 
reconstrucción del 
tejido social, con énfasis 
en cercanía ciudadana y 
legitimidad democrática. 

Las narrativas 
institucionales 
funcionaron como 
marcos de legitimación 
que definieron 
problemas, valores y 
repertorios aceptables; 
su comparación permite 
observar la persistente 
disonancia entre los 
enunciados reformistas 
y las prácticas realmente 
aplicadas. 

Racionalidad 
administrativa 

Predominó una 
racionalidad coercitiva 
basada en 
centralización del 
mando, estructuras de 
inteligencia, 
agrupamientos tácticos 
y despliegue intensivo 
de fuerza en el 
territorio. 

Se incorporaron 
elementos 
burocrático-legales y 
gerenciales, como la 
creación de la SSP, la 
regionalización y la 
carrera policial, 
aunque 
subordinados a 
mandos verticales y 
presencia militar. 

Emergieron 
componentes 
comunitarios y de 
gestión territorial —
policía de barrio, 
comités, 
desconcentración 
operativa—, articulados 
con mecanismos 
centralizados y 
agrupamientos 
especializados. 

La racionalidad 
administrativa permite 
distinguir qué tipo de 
orden institucional 
intentó construirse en 
cada periodo: control 
coercitivo, 
reconfiguración 
burocrático-gerencial o 
combinaciones híbridas 
con componentes 
comunitarios y mando 
centralizado. 

Resultado 
analítico 

Predominaron 
continuidades 
autoritarias recubiertas 
por ajustes discursivos 
y normativos 
limitados. 

Se produjo una 
reconfiguración 
parcial, con 
innovaciones 
formales relevantes, 
pero sin alterar de 
forma sostenida las 
prácticas coercitivas. 

Se configuró un arreglo 
híbrido que combinó 
lenguaje democrático y 
participación ciudadana 
con permanencias 
organizacionales y 
operativas de periodos 
previos. 

La matriz comparativa 
muestra que la reforma 
no siguió una 
trayectoria lineal de 
modernización, sino que 
osciló entre 
continuidad, 
reconfiguración parcial y 
cambio limitado según 
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En las últimas décadas, la transparencia fiscal se ha consolidado 
como uno de los temas más relevantes en las agendas políticas 
y económicas, dando lugar a una amplia diversidad de enfoques 
teóricos y metodológicos. Paradójicamente, esta multiplicidad 
ha dificultado la construcción de una comprensión integrada 
del concepto. En este contexto, el presente artículo tiene como 
objetivo analizar los principales debates desarrollados en torno 
a la relación entre transparencia fiscal y desempeño guberna-
mental durante el periodo 2015-2025, identificando sus fortalezas, 
limitaciones y tendencias predominantes mediante una revisión 
sistemática de la literatura y análisis de contenido. Los resultados 
muestran una transición desde enfoques centrados en la medi-
ción y conceptualización de la transparencia hacia perspectivas 
orientadas a explicar los mecanismos institucionales, políticos y 
organizacionales que condicionan sus efectos sobre el desempeño 
gubernamental.
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Abstract:

In recent decades, fiscal transparency has become one of the most 
prominent issues on political and economic agendas, giving rise 
to a wide range of theoretical and methodological approaches. 
Paradoxically, this diversity has hindered the development of an 
integrated understanding of the concept. In this context, this arti-
cle aims to analyze the main debates surrounding the relationship 
between fiscal transparency and government performance during 
the period 2015-2025, identifying their strengths, limitations, 
and prevailing trends through a systematic literature review and 
content analysis. The findings reveal a shift from approaches 
focused on the measurement and conceptualization of fiscal trans-
parency toward perspectives that seek to explain the institutional, 
political, and organizational mechanisms that shape its effects on 
government performance.

Introducción

La disponibilidad de la información financiera, indiscutiblemente, es uno de los 
pilares más importantes en la construcción del Estado, pues demarca, por un 
lado, la distribución de recursos y con ello de los elementos de inclusión, así como 
de exclusión social, y por el otro, presenta datos sobre los resultados de las accio-
nes gubernamentales que permiten la legitimización de la propia estructura gu-
bernamental. En tal sentido, Philipps y Stewart (2009) destacan que, ya desde la 
antigüedad, existían prácticas de apertura: en las ciudades-Estado griegas y en la 
República Romana, por ejemplo, existían registros de ingresos y gastos para ren-
dir cuenta frente a las élites e, incluso, en la Carta Magna de 1215 de Inglaterra, 
ya se habían sentado las bases para limitar el poder del monarca, así como deter-
minado el consentimiento para la recaudación de impuestos. 

Sin embargo, la emergencia del régimen de transparencia fiscal puede rastrear-
se, principalmente, desde finales de los años noventa, época en la que el auge de la 
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liberación económica, en conjunto con los procesos de globalización, impulsó la 
creación de un “pacto fiscal” que articulara, de forma clara, los flujos monetarios 
tanto a nivel internacional como nacional. Con ello, la Organización y Coopera-
ción Económica para el Desarrollo (OCDE) y el Fondo Monetario Internacional 
(FMI) crearon una serie de códigos para el desarrollo de prácticas transparentes 
en la gestión de los presupuestos, al considerarlos el “documento de política más 
importante de los gobiernos, donde los objetivos de política se concilian e imple-
mentan en términos concretos” (Philipps y Stewart, 2009, p. 798). En este senti-
do, el régimen de transparencia fiscal se define, para efectos de este trabajo, como 
el conjunto de normas, instituciones, procedimientos, instrumentos y relaciones 
que regulan la producción, divulgación, supervisión y utilización de la informa-
ción relativa a las finanzas públicas.

Bajo esta lógica, se crearon diversas organizaciones como la Iniciativa Glo-
bal por la Transparencia Fiscal (GIFT, por sus siglas en inglés) y el Internatio-
nal Budget Partnership (IBP), que han brindado cooperación y asistencia técnica 
para implementar dichos estándares. Bajo esta lógica, se han ido adoptando tan-
to nuevas normativas como proyectos de políticas, impulsadas por eventos que 
van desde la crisis financiera global de 2008, hasta la del uso de nuevos sistemas 
tecnológicos (Caldas et al., 2019). Por lo que, de acuerdo con Bisogno y Cuadra-
do (2021), el debate de la transparencia ya no solo refiere a la adopción de políti-
cas en la materia o estudios normativos sobre las ventajas de la misma, sino más 
bien de las dinámicas que estas generan a su alrededor (Arapis y Reitano, 2018; 
G. Chen et al., 2019).

De esta manera, el presente artículo tiene como objetivo analizar los principa-
les debates que se han desarrollado en torno a la relación entre transparencia fis-
cal y desempeño gubernamental el periodo de 2015 a 2025. Es decir, su enfoque 
no es necesariamente identificar la evolución del tema per se, como lo han he-
cho Carrillo et al. (2021) e Islam (2025), sino más bien, profundizar en los temas y 
la forma en las que estos se han estudiado. Para ello, el texto se dividirá en cua-
tro partes. En la primera, se describe el proceso de selección de los artículos; en la 
segunda, se analizan las características generales de la estructura teórico-metodo-
lógica de los textos; en la tercera, se presentan los diversos debates, planteamien-
tos, así como sus posibles debilidades, y en el cuarto se presentan algunas reflexio-
nes finales.

Transparencia fiscal y desempeño gubernamental.. .
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1. Metodología y procesos de recolección de datos

La selección de los documentos se llevó a cabo por medio del proceso de revisión 
de la literatura que, adoptando el enfoque de Tranfield et al. (2003), consiste en 
tres principales etapas: la identificación o proceso de búsqueda de datos, la etapa 
de selección y el análisis de contenido. La primera consiste en la definición de los 
motores, así como la identificación de las palabras clave. La segunda, se enfoca 
en la filtración de los documentos para construir un portafolio relevante para el 
posterior análisis. Mientras que el tercero se centra en la categorización, interpre-
tación y síntesis de los documentos seleccionados.

Bajo esta lógica, la primera etapa se llevó a cabo mediante el uso de la base de 
datos de Web of Science, Taylor y Francis, Wiley Online Library, así como ba-
ses de datos de acceso abierto como Redalyc. La elección de estos buscadores se 
debe principalmente a que estos concentran a las principales revistas en gobier-
no y políticas públicas y si bien Web of Science (WOS) es uno de los repositorios 
más grandes, no integra la totalidad de archivos de interés, por lo que los otros 
se revisaron de forma complementaria. En el caso de Redalyc, esta fue integrada 
puesto que alberga un gran número de artículos enfocados al análisis de diversas 
problemáticas a nivel subnacional en América Latina, las cuales, tal y como ha 
documentado Bol et al. (2023) no suelen predominar en los primeros repositorios. 

La búsqueda de artículos, por su parte, se llevó a cabo con la intención de 
identificar a las principales tendencias en el estudio de la transparencia fiscal y 
la eficiencia del gasto público, para ello, en primer lugar, se introdujeron las pala-
bras clave de transparencia fiscal, transparencia presupuestaria y transparencia 
gubernamental. En segundo lugar, se introdujo el término de gasto público y efi-
ciencia dado que estos constituyen una de las dimensiones más recurrentes en la 
literatura para operacionalizar el desempeño gubernamental.

Siguiendo este enfoque, se excluyeron aquellos estudios que abordaban la co-
rrupción y la rendición de cuentas desde una perspectiva predominantemente 
normativa o prescriptiva, es decir, trabajos centrados en destacar las ventajas 
teóricas de la transparencia o en formular recomendaciones de política sin ana-
lizar empíricamente los mecanismos mediante los cuales dichas variables se rela-
cionan con la gestión del gasto público. Decisión que no implicó descartar artícu-
los sobre corrupción o rendición de cuentas como tal, sino priorizar aquellos que 
examinaban de manera sistemática y verificable la interacción entre transparen-
cia fiscal, desempeño gubernamental, eficiencia del gasto o calidad institucional 
mediante evidencia empírica explícita.

En la segunda etapa se utilizaron filtros para analizar la información como 
segmentación por área de estudio, año y tipo de documento. Así, existió un pre-
dominio de enfoques económicos, en primer lugar, y en política y administración 
pública en segundo. Aun utilizando estos filtros, se registró un alto número de ar-
tículos, contabilizando un total de 356 documentos, sin embargo, de estos se tuvo 
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que realizar nuevamente una revisión, especialmente al considerar que la mayo-
ría se centraba en la sustentabilidad de deuda o estabilidad macroeconómica, en-
tendible por el propio origen del término fiscal. Finalmente, se hizo una selección 
de aquellos elementos que analizaran específicamente la relación de la transpa-
rencia con gasto.

Así, en la tercera etapa, se optó por clasificar a los artículos seleccionados en 
cinco categorías: incidencia, calidad institucional, gobernanza, reformas y pro-
cesos. La primera alberga los documentos que centran su atención en medir el 
impacto que la transparencia fiscal tiene directamente, ya sea en servicios, gas-
to, percepción de corrupción o desempeño gubernamental. La segunda, como su 
nombre lo indica, son artículos que caracterizan, desde distintas vertientes, aque-
llos criterios que se asocian ya sean a la eficiencia del gasto o del desempeño del 
gobierno, guiados por la perspectiva de la transparencia. La tercera muestra la in-
cidencia de elementos no gubernamentales en la consolidación o funcionamien-
to de las variables de estudio, es decir, sea del gasto o de la transparencia. 

El cuarto, finalmente, introduce las reformas en que se demarca, en cierto sen-
tido, cómo un proceso condiciona el tipo de apertura y cambios que se pueden in-
troducir; en otras palabras, demarca generalmente ciertos marcos analíticos para 
posteriormente conectarlos con el funcionamiento de las variables. La idea de los 
procesos, por su parte, delimita cómo un determinado arreglo institucional res-
ponde a determinados fenómenos, como la celebración de elecciones o coyuntu-
ras en las que se suelen realizar movimientos de recursos. La idea de la clasifica-
ción, cabe destacar, no fue separar simplemente a los documentos seleccionados, 
sino más bien desentrañar el tipo de metodologías que se utilizan a partir de pre-
guntas y objetivos específicos pues, en sentido estricto, todos abordan el tema de 
transparencia fiscal y gasto público.

II. Resultados generales

La revisión sistemática permitió identificar un total de cien artículos que, en lo ge-
neral, pertenecen principalmente a las revistas de Public Management Review; Eu-
ropean Journal of Political Economy; Local Governement Studies; y Public Money and 
Managment; mientras que, en español predomina la Revista CLAD Reforma y De-
mocracia; Reflexión Política; y Revista de Economía Institucional (Tabla 1). Los auto-
res, por su parte, pertenecen en un 25% a Estados Unidos, 17% a España y 9% a 
China, concentrando prácticamente el 50%. México, por su parte, solo concen-
tró el 5%.
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Tabla 1. Número de artículos por revista académica (15 principales)

Fuente: elaboración propia.

Siguiendo con esta descripción, se identificó que, de los cien artículos, 25% per-
tenece a incidencia, 21% a gobernanza, 20% a calidad institucional, 19% a proce-
sos sociopolíticos y 15% a procesos de reforma (gráfica 1), de los cuales existe una 
preponderancia de las palabras clave de transparencia fiscal, gasto público, gobier-
no local, transparencia presupuestaria, presupuesto, administración pública, democra-
cia, deuda pública, política fiscal y rendición de cuentas. Lo cual, a su vez, denota las 
tendencias en el estudio de la interrelación de los elementos tanto institucionales 
como los efectos en la calidad del desempeño gubernamental.

Figura 1. Número de artículos por categoría

 Fuente: elaboración propia con base en los datos obtenidos de la revisión sistemática.

Nombre de la revista 
Número de 

artículos 
presentados 

Public Management Review 7 

European Journal Of Political Economy 4 

Local Government Studies 4 

Public Money & Management 3 

Public Performance & Management Review 3 

Revista del CLAD Reforma y Democracia 3 

European Economic Review 2 

Public Administration Review 2 

Public Choice 2 

Public Integrity 2 

Regional Studies 2 

Swiss Political Science Review 2 
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A partir de dicha segmentación, resaltan los trabajos de Bernardino Benito y 
María Dolores Guillamón, quienes pertenecen a la Universidad de Murcia, y cu-
yos trabajos se han centrado en analizar, desde distintos ángulos, la composición 
y funcionamiento de la política de transparencia y finanzas públicas. Hyewon 
Kang, de la Universidad de Hanyang, por su parte, ha realizado experimentos so-
bre la influencia de la transparencia fiscal tanto en percepción ciudadana como 
evaluaciones a partir de marcos organizacionales que representan temáticas ac-
tuales en diversos trabajos. En México, Diana Becerra, perteneciente a la Univer-
sidad de Guadalajara (UdeG), se ha convertido en la principal referencia cuyo 
trabajo se ha centrado principalmente en temas de coordinación fiscal y capaci-
dad hacendaria.

En lo que respecta al aspecto metodológico (Tabla 2), los artículos se basan 
en un 65% en métodos cuantitativos que buscan, en lo general, explicar, medir o 
comparar, principalmente de forma correlacional, los determinantes o efectos de 
la transparencia fiscal, por lo que se recurre al uso de instrumentos como índices 
compuestos, bases de datos administrativas, modelos econométricos y encuestas 
estructuradas. El 22% tiene un enfoque cualitativo que se centra en analizar, des-
cribir y explorar marcos institucionales, factores políticos, así como procesos or-
ganizacionales como variables condicionantes de la transparencia. 

El uso del método mixto se presenta en el 9% de los artículos y busca, en lo ge-
neral, codificar de forma sistemática las condicionantes institucionales en las va-
riaciones en los niveles de transparencia y desempeño fiscal. De igual forma, se 
presenta en un 3% el uso del método empírico y, en 1%, el teórico. El primero pro-
porciona, sin un sustento propiamente teórico, evidencia directa de la transpa-
rencia, mientras que el segundo busca construir marcos conceptuales y analíticos 
que expliquen los efectos de la transparencia en la conducta de los agentes inte-
ractuantes.
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Tabla 2. Resumen descriptivo de las principales estrategias metodológicas

 

Fuente: elaboración propia.

En este sentido, la transparencia fiscal ha sido abordada desde las siguientes áreas 
temáticas: auditoría y control fiscal, en donde se engloban conceptos como trans-
parencia fiscal, funciones de divulgación y defensa e indicadores de desempeño; 
transparencia y rendición de cuentas, que se delimita principalmente por usar 

Método Técnicas Instrumento Aportaciones clave 

Cuantitativo 

Econométrico/
estadístico 

Modelos OLS, GMM, 
ARMAX, panel dinámico 
de variables 
instrumentales, series 
fiscales, bases FMI, Banco 
Mundial, OBS, WGI. 

1. Brindar evidencia de que la transparencia 
fiscal reduce el déficit, corrupción e incluso la 
manipulación electoral. 
2. Muestra relaciones no lineales (como en el 
caso de la U invertida) entre apertura fiscal y 
eficiencia. 
3. Demuestra que la transparencia modera los 
ciclos políticos presupuestarios. 

Índices e 
indicadores de 
transparencia 

Open Budget Index, T-
Index, FT Score, índice de 
transparencia de las 
CCAA, IIPE (IMCO), 
LEAI, IT Canarias, 
INCAU. 

1. Creación de métricas objetivas para 
comparar gobiernos subnacionales. 
2. Identificar la diferencia entre transparencia 
formal (de jure) y real (de facto). 
3.Clasificar a los gobiernos por niveles de 
apertura, rendición de cuentas y acceso a la 
información por parte de la ciudadanía. 

Encuestas 
estructuradas/

cuestionarios 

Cuestionarios 
telefónicos/online con 
ítems tipo Likert, 
encuestas OBS, vignettes 
de percepción. 

1. Se mide la percepción ciudadana sobre la 
confianza, satisfacción y transparencia.  
2. Evidencia la relación existente entre 
exposición presupuestaria y confianza en el 
gobierno.  
3. Permite identificar factores sociales entre 
ellos género, educación o cultura política, en 
la demanda de la transparencia. 

Cualitativos 

Entrevistas y 
análisis 

documental 

Guías de entrevista, 
análisis de actas, 
informes, leyes de 
reglamentación fiscal, 
reglamentos y revisión de 
literatura. 

1. Explica la forma en la que la estructura 
institucional local influye en la salud fiscal. 
2. Analiza las tensiones entre la 
independencia y eficiencia en las auditorías 
públicas. 
3. Identifica la función de los intermediarios 
en la gobernanza y calidad regulatoria. 

Revisión 
sistemática y 
bibliográfica 

Ficha de indicadores, 
revisión de la literatura 
internacional, análisis 
comparados. 

1. Sintetiza y describe las tendencias y 
dimensiones en el estudio de la transparencia 
fiscal destacando aspectos de estructura, 
interacción y uso de tecnologías. 

Análisis 
institucional y 

político 

Estudios de diseño 
institucional, 
competencia política, 
descentralización, 
autonomía fiscal, 

1. Se sustenta en que las reglas fiscales solo 
son efectivas bajo suficiente transparencia. 
2. Evidencia cómo la descentralización, 
ideología y coaliciones influyen en los niveles 
de transparencia. 
3. Se identifican mecanismos para separar 
roles de control y ejecución fiscal. 

Mixtos 
Triangulación 

empírico-
institucional 

índices de transparencia 
(OBI, T-Index) en 
complemento con 
entrevistas a funcionarios 
y revisión normativa. 

1. Integra análisis cuantitativo con 
comprensión de implementación. 
2. Explica diferencias entre la transparencia 
legal y efectiva 
3. Vincula el desempeño fiscal con 
percepciones ciudadanas. 

Empírico Observacional-
descriptivo 

Datos fiscales oficiales, 
registros de auditoría, 

1. Proporciona evidencia directa de prácticas 
de transparencia. 
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claves como índices de transparencia, gobierno electrónico, acceso a la informa-
ción y acceso ciudadano; gobernanza e instituciones, que se caracteriza por alber-
gar términos como diseño institucional, capacidades locales, liderazgo político, 
estructura administrativa, y resiliencia fiscal; participación ciudadana, ligada a la 
noción de gobierno electrónico (enfoque ciudadano), participación política, mo-
nitoreo social, competencia política, niveles de participación; descentralización y 
finanzas públicas, que se compone de términos como transferencias federales, in-
gresos per cápita, cooperación intermunicipal y relaciones fiscales interguberna-
mentales; finalmente, se identifica el área de ciclos políticos y fiscalidad electoral, 
cuyas principales palabras clave usadas se basan en la manipulación del gasto y 
el déficit electoral, preferencias del electorado y estrategias fiscales.

Desde esta segmentación, se identifica que el 47% de los artículos fueron sus-
tentados analíticamente a partir de trabajos sistematizados de revisión de la lite-
ratura, enfoques evaluativos o modelos conceptuales, en los cuales DePrieto et al. 
(1990), Farrell (1957) y Craig y Kopits (1998) son los autores más recurrentes, espe-
cialmente al proponer marcos generales en la adopción de la tecnología en las ad-
ministraciones públicas, propuesta de términos evaluativos como eficiencia téc-
nica, así como mediciones relacionadas a transparencia institucional, es decir, 
brindan una abstracción de la significación organizacional y técnica de la trans-
parencia. En este porcentaje, también se engloban a autores que caracterizan a 
los procesos de descentralización fiscal, en especial, su interés de describir los efec-
tos y posibles variables intervinientes, en los resultados de reformas en las finan-
zas públicas, liderados con autores como Wallace (2005), Weingast (2009) y Rod-
den (2003).

El 53% restante de los artículos tiene una base puramente teórica; en especial 
resaltan dos principales corrientes: la teoría institucional y la economía política. 
En la primera se recurre a autores clásicos como DiMaggio y Powell (1983), Meyer 
y Rowan, (1977) y Rogoff (1990), mientras que, en la segunda, a Alesina y Drazen 
(1989) y Drazen (2001). Autores que, por un lado, centran la atención en las nor-
mas, reglas, isomorfismo, así como legitimidad, y los segundos proponen enfo-
ques de incentivos electorales, comportamiento oportunista y partidismo. Cabe 
destacar que, desde un eje transversal, hay una prevalencia de la teoría del Agen-
te-Principal que complejiza a la transparencia por medio de asimetría de informa-
ción y conflictos de interés que se derivan de la perspectiva de autores como Fe-
rejohn (1986) y Jensen y Meckling (1976).

III. Debates contemporáneos sobre la transparencia fiscal

Una vez establecidas las características generales de los textos seleccionados, en 
esta sección se analiza cuáles son los temas de debate, es decir, los principales su-
puestos, ideas y modelos, así como las posibles limitantes tanto teóricas como me-
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todológicas a partir de las categorías de reforma, incidencia, calidad institucional, 
gobernanza y procesos.

a) Reforma

Los artículos englobados en este apartado tienen como base general el estudio 
del federalismo fiscal, entendido como aquella “estructura en la cual los bienes 
públicos o servicios son financiados y provistos por múltiples niveles de gobier-
no” (Agrawal et al., 2024, p. 42) y, en especial, los procesos de reestructuración que 
tienden a transferir “los poderes financieros y responsabilidades de gasto y re-
caudación desde el gobierno central hacia los gobiernos locales o subnacionales” 
(Zhang, 2016, p. 1689). Para ello, se identifican dos principales tendencias: descrip-
ción de los procesos de reforma y, en segundo, abstracción del efecto de los pro-
cesos de descentralización tanto en el gasto público como en la transparencia. De 
esta manera parten de preguntas como: ¿bajo qué condiciones la descentraliza-
ción fiscal conduce a resultados más eficientes y de mayor calidad en la prestación 
de servicios? ¿Qué factores políticos, institucionales y socioeconómicos explican 
las variaciones en los niveles de transparencia fiscal subnacional?

Desde estos planteamientos, una primera parte de los autores (Tabla 3) cues-
tionan la visión clásica que sustenta que la descentralización suele traducirse en 
mejoras tanto administrativas como financieras y, en contraposición, lo identifi-
can como un proceso que genera una competencia política que resulta de una se-
rie de externalidades fiscales verticales y horizontales. Los primeros, en esencia, 
reflejan, la pérdida de ingresos que sufre un gobierno cuando otro nivel de gobier-
no aumenta impuestos sobre la misma base tributaria, mientras que los segundos 
ocurren cuando un gobierno local gana los ingresos derivados del influjo de los 
recursos móviles (Agrawal et al., 2024). Así se fundamenta la lógica conflictiva que 
se deriva de las consecuencias de la toma de decisiones tributarias y sus efectos en 
el nivel de gasto público.

Escenario que, traducido al ámbito político, puede generar conductas coluso-
rias entre los gobiernos locales y centrales, especialmente frente a la existencia de 
fondos fuera del presupuesto oficial. En este sentido, Becerra et al. (2019), al anali-
zar el caso de México, identifican que persisten retos estructurales como la cons-
tante centralización de ingresos, la dependencia financiera de los gobiernos sub-
nacionales y una transparencia heterogénea que dificulta la rendición de cuentas. 
Hecho que Rabell-García (2006), considera como la causa de la falta de autono-
mía de los Estados, la baja capacidad de recaudación e, incluso, la presencia de 
mayores niveles de conflictividad entre los diversos agentes interactuantes que in-
hiben los procesos de transparencia y rendición de cuentas.

Bajo esta lógica, Becerra (2020) critica que el diseño actual del federalismo fiscal 
en México desincentiva el esfuerzo recaudatorio y limita la autonomía de los go-
biernos locales. Asimismo, señala que las transferencias federales, especialmente 
en estados más desarrollados, generan “pereza fiscal”, menor transparencia y de-
pendencia de recursos externos, aunque, paradójicamente, presentan una mayor 
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rendición de cuentas financiera formal, lo cual, de manera conjunta, refleja que 
la descentralización per se no es suficiente para generar buenos resultados si no 
se complementa con mecanismos efectivos de transparencia y monitoreo (Pon-
ce, 2020).

La segunda tendencia, por su parte, centra su atención en describir la descen-
tralización y sus efectos tanto en el gasto como en el rediseño de las instituciones 
y, en especial, en aquellas ligadas a la gestión financiera pública. Es decir, bajo la 
misma lógica, se cuestiona cómo el proceso estructural modifica las relaciones en-
tre los agentes interactuantes, por un lado, y la composición del gasto público, 
por el otro. Arends (2017), bajo este último rubro, identifica que en el sector sa-
lud, la descentralización, puede tener efectos negativos, como mayor gasto públi-
co y peores resultados sanitarios al ignorar las particularidades del sector y pro-
blemas como la falta de coordinación y capacidad local, que incluso han llevado 
a procesos de recentralización. Jia et al. (2023), justamente, introducen el concep-
to de transparencia informativa para delimitar la mejora en la comunicación y el 
flujo de información entre las autoridades centrales provinciales y los gobiernos 
locales de los condados tras la reforma fiscal conocida como province managing 
county (PMC) en China.

Kosack y Fung (2014), bajo el mismo rubro, establecen un marco analítico que 
busca abstraer cómo la transparencia se vincula con el mejoramiento de la gober-
nanza, delimitando cinco mundos ideales que van desde el servicio competitivo, 
caracterizado por la presencia de múltiples proveedores de servicios, los cuales es-
tán dispuestos a responder a la información, y por consecuencia, la transparen-
cia ayuda a los usuarios a tomar decisiones informadas para elegir mejores opcio-
nes, incentivando a los proveedores a mejorar para no perder clientes. Es decir, 
“la transparencia puede mejorar los resultados al ayudar a los clientes a tomar 
mejores decisiones entre estos proveedores” (2014, p. 75). En el escenario opuesto, 
no hay competencia en los proveedores, y estos no pretenden establecer un me-
canismo de retroalimentación con los clientes, por lo cual, la transparencia solo 
funciona movilizando acción social amplia, protestas o presión política para for-
zar cambios a largo plazo (Kosack y Fung, 2014).

Oztoprak y Ruijer (2016) delimitan, de igual forma, un marco analítico centra-
do en el proceso de transparencia, enmarcando su entendimiento a partir de los 
siguientes elementos: quién divulga, qué tipo de información, a quién, cuándo, 
cómo, dónde, y con qué efecto. En otras palabras, realizan una secuencia de dise-
ño que no solo vincula diversas fases, sino que delimita dimensiones desagrega-
das. Por ejemplo, bajo la categoría de “con qué efecto”, distinguen entre la trans-
parencia nominal, entendida como la información publicada sin considerar su 
calidad, y transparencia efectiva, donde se contemplan elementos como la clari-
dad y comprensibilidad de la información, conceptos que justamente permiten 
crear instrumentos correctivos en las diversas etapas del procedimiento, recor-
dando que la transparencia “no solo [es] poner los datos a disposición del públi-
co, sino también convertirlos en información comprensible para que los ciuda-
danos puedan evaluar al gobierno e influir en él” (2016, p. 549).
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Ante ese escenario, se puede observar que los textos categorizados en “Refor-
ma” usan a la descentralización fiscal como variable clave para medir la autono-
mía que tienen los gobiernos subnacionales sobre impuestos y gastos, al mismo 
tiempo que se utiliza dicha autonomía para delimitar las características institucio-
nales, así como su influencia en los procesos de transparencia. Sin embargo, di-
cha percepción involucra dos principales debilidades. En el ámbito teórico-con-
ceptual no se profundiza en el diseño institucional, las capacidades locales, ni los 
efectos específicos de las reformas fiscales. Hecho que, a su vez, refleja una cla-
ra disonancia entre teorías contemporáneas sobre descentralización y coordina-
ción intergubernamental pues, si bien el 75% de los textos mencionaron un fun-
damento teórico, conceptos básicos como autonomía fiscal y coordinación se 
usan sin conectarlos con teorías específicas. 

La segunda debilidad se centra en aspectos metodológicos, ya que, aun pese 
a la abstracción y propuestas de marcos analíticos, estos carecen de indicadores 
concretos. Tampoco se constituyen medidas cuantificables que permitan compa-
rar resultados entre unidades de análisis; las evaluaciones realizadas, en lo gene-
ral, se basan en proxies fiscales parciales. Además, se asume una relación directa 
entre la descentralización y transparencia, sin, en principio, establecer el tipo de 
linealidad y, en segundo, sin identificar los mecanismos intermedios que explican 
la mencionada relación.
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Tabla 3. Características generales de los temas ligados al estudio de Reforma

Fuente: elaboración propia.
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b) Incidencia

Uno de los temas más relevantes dentro de la muestra de artículos gira alrede-
dor de la incidencia (Tabla 4), la cual, en lo general, busca, por un lado, delimitar 
desde una perspectiva holística y transversal los elementos tanto socioculturales 
como económicos que explican los diversos grados de transparencia fiscal, gene-
rando marcos analíticos como índices por un lado y, por el otro, buscan sistema-
tizar los efectos de esta última en relación a elementos como la eficiencia guberna-
mental, niveles de corrupción e, incluso, confianza ciudadana. 

Así, un primer grupo de investigadores centra su atención en comprender los 
factores que determinan a la transparencia fiscal con el objetivo de estipular una 
comprensión general del concepto, así como la forma en que estos pueden opti-
mizarse. Para ello, plantean preguntas como: ¿cuáles son los determinantes críti-
cos de la transparencia fiscal en los países en desarrollo de América Latina? ¿Qué 
factores económicos, demográficos, fiscales e institucionales están relacionados 
con la transparencia fiscal en los gobiernos a nivel de ciudad en China?

Un segundo grupo busca sistematizar una serie de elementos normativos y 
tecnológicos e, incluso, burocráticos, para generar un cierto índice, con el cual 
buscan dar seguimiento a la ejecución presupuestal y al comportamiento públi-
co y así permitir “monitorear constantemente la calidad del gobierno a un costo 
relativamente bajo” (Stanić, 2018, p. 458). Consecuentemente, se plantean cues-
tionamientos como: ¿cuáles son los factores que determinan los niveles de trans-
parencia presupuestaria y fiscal en los gobiernos subnacionales, especialmente a 
través de la divulgación online? ¿Una mayor transparencia conduce a un mayor 
control de la corrupción?

Finalmente, dentro de este grupo, se encuentran los trabajos que buscan ana-
lizar cómo los diversos elementos asociados a la transparencia se encuentran vin-
culados a problemas o esquemas administrativos específicos, cuestionando, por 
ejemplo: ¿el acceso público a plataformas de datos gubernamentales (PDA) mejo-
ra la transparencia fiscal en las ciudades chinas a nivel prefectural? ¿Cómo afec-
tan los presupuestos comunales transparentes y la divulgación del gasto públi-
co a los patrones de gasto de los gobiernos locales en Vietnam, considerando los 
efectos espaciales y temporales en las diferentes provincias y regiones? ¿Cuál es 
el impacto de la apertura fiscal (fiscal openness) en la eficiencia técnica del gasto 
público (PSTE) en países en desarrollo? ¿Existe una relación bidireccional o cau-
sal simultánea entre la transparencia presupuestaria y la calidad de la gobernan-
za? ¿Influye el nivel de transparencia en las desviaciones de las previsiones presu-
puestarias en materia de ingresos fiscales y gastos corrientes?

La idea de estos investigadores es analizar la interrelación entre diversos ele-
mentos que la literatura ha generado pues, si bien están “correlacionados entre 
sí […] no han sido evaluados” (G. Chen et al., 2019, p. 618). Además, consideran 
que la disponibilidad de información no debe entenderse de manera generaliza-
da, pues ello significaría tener “mayores costos administrativos aunado a altos ni-
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veles de polarización”, por lo que el punto central de sus investigaciones se cen-
tra en delinear la relación causal bidireccional existente entre los indicadores de 
finanzas públicas y los niveles de transparencia fiscal.

Así, sus principales aportaciones se centran en la identificación de la impor-
tancia de la calidad regulatoria derivada de la existencia de sistema de rendición 
y vigilancia vertical. De igual forma, delinean el factor perceptivo de la ciudada-
nía en los niveles de transparencia, es decir, integran el papel de las creencias sub-
jetivas sobre la efectividad del gasto público y, a su vez, la influencia de este en 
el comportamiento ciudadano respecto de la declaración de impuestos, confian-
za institucional y cumplimiento tributario en lo general. Aunado a ello, se deba-
te los efectos de la ideología respecto a los niveles de transparencia pues, en con-
traposición a la literatura, se observa que en América Latina, la izquierda no se 
encuentra asociada con un alto nivel de transparencia como sí se ha asociado en 
otras regiones (Azmy et al., 2022; Becerra et al., 2019).

Indiscutiblemente, los hallazgos anteriores destacan la relación existente en-
tre la transparencia fiscal y el gasto público, sin embargo, existen dos desafíos im-
portantes dentro de este conjunto de artículos. El primero se centra en el enfoque 
ampliamente reduccionista de la transparencia, pues cada artículo la define en 
función a aspectos particulares como el tipo de información, funciones burocrá-
ticas e instrumentos de participación, es decir, aun pese a establecer marcos teó-
ricos robustos, su operacionalización deja de lado dimensiones que esta misma 
propone. El segundo desafío se deriva del aspecto metodológico dado que, si bien 
se han propuesto nuevos preceptos como calidad de gobierno, al medirse empí-
ricamente, se suelen usar proxies indirectos, lo cual, dificulta la identificación de 
la interrelación entre los distintos elementos que componen los índices o enfo-
ques propuestos.
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Tabla 4. Características generales de los temas ligados al estudio de incidencia

Fuente: elaboración propia.
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c) Calidad institucional

La calidad institucional, como tercer tema de investigación, estudia principal-
mente las características particulares de las entidades fiscalizadoras. Para ello, es-
tablecen como punto de partida el cuestionamiento de la hipótesis tradicional 
de la disciplina del mercado, es decir, del supuesto de que los mercados financie-
ros son los encargados de ejercer presión sobre los gobiernos para mantener los 
presupuestos sostenibles y reducir los déficits o, de lo contrario, los inversionis-
tas tenderían a cobrar tasas de interés más altas, obligando a los estados, por con-
secuencia, a reducir el gasto deficitario. No obstante, “no está claro si las reglas 
fiscales y la transparencia fiscal son efectivas debido a los mercados financieros, 
o debido a otros mecanismos” (Hansen, 2020, p. 1) como son las instituciones y 
normativas de fiscalización. 

Por tal razón se plantean preguntas como: ¿cuál es el efecto de la auditoría in-
terna en el desempeño financiero de las organizaciones del sector público en Tan-
zania, específicamente en el Consejo Municipal de Ilala? ¿Por qué algunas ciuda-
des gozan de mejor salud fiscal que otras, especialmente cuando se enfrentan a 
retos económicos similares? ¿Puede la transparencia y la forma de financiación 
explicarse a partir de determinadas partidas de gasto presupuestario? ¿Cómo afec-
ta la transparencia operacional en la provisión de servicios públicos y la satisfac-
ción de los ciudadanos, en qué medida esta relación varía dependiendo del do-
minio del servicio, el resultado del servicio y los componentes específicos de la 
transparencia que se revelan? ¿Existe una relación y causalidad simultánea en-
tre la transparencia presupuestaria y la calidad de la gobernanza? ¿Cómo afecta 
la mejora en la transparencia presupuestaria a la calidad de la gobernanza en tér-
minos de rendición de cuentas y desempeño institucional?

Bajo esta lógica, Chen y Hu (2025), sustentan que las auditorías nacionales 
mejoran a la transparencia por medio de funciones de divulgación y defensa, es 
decir, del desarrollo de estándares presupuestarios y mecanismos de rendición de 
cuentas. Mismos que deben estar sujetos tanto proceso de diseño ex post como 
ex ante (Gutiérrez et al., 2018). Yang (2021), en este sentido, postula que los audi-
tores cumplen un doble rol: el de examinador, al evaluar el cumplimiento guber-
namental con las normas contables; y el de asesores, entendida como la capaci-
dad complementaria de la gestión financiera de los gobiernos locales. Esta doble 
capacidad permite crear, bajo un mismo lenguaje, ciertas condiciones de homolo-
gación del formato de presentación financiera. 

Calmfors y Wren-Lewis (2010) y Schelker y Eichenberger (2010), en este esce-
nario, sustentan que los diversos arreglos instituciones se encuentran sujetos a 
riesgo de captura política, con restricciones a sus funciones e intentos de limitar 
su mandato o composición, particularmente en países con débiles tradiciones de-
mocráticas, donde se requieren garantías formales como periodos largos y pre-
supuesto autónomo, por lo cual destacan ciertos atributos con los que se podría 
paliar dicho riesgo, a decir: la competencia profesional de los auditores, los facto-
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res internos de organización y la independencia del personal. Mismos que Hsu 
(2025), demarca, de manera conjunta, bajo el término de transparencia operacio-
nal cuya lógica, en sintonía con Islam (2025), parte de identificar las condicionali-
dades tanto institucionales como socioculturales en la eficiencia de las entidades 
fiscalizadoras, por lo que el “fortalecimiento institucional debe ir acompañado de 
un entendimiento profundo del entorno local para diseñar estrategias de gober-
nanza pública que sean efectivas y sostenibles” (Islam, 2025, p. 608).

Paradójicamente, en este rubro, los textos no logran establecer relaciones cau-
sales claras entre sus principales variables, como es en el caso de autoría y trans-
parencia o reglas fiscales y sostenibilidad. Además, se observa un uso excesivo 
de la concepción de la transparencia normativa, por lo que sus resultados o pro-
puestas se basan en enfoques descriptivos o diagnósticos, lo cual dificulta tanto 
validar sus resultados empíricamente como posibles generalizaciones. Bajo el mis-
mo argumento, se observa una clara desvinculación entre aspectos administra-
tivos, instrumentos tecnológicos y procesos de rendición de cuentas, es decir, no 
se destaca cuál es la convergencia entre estos, ni tampoco cómo es que su interac-
ción repercute en resultados de política. 

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29, enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0

Jhovany Amastal Molina



63

Tabla 5. Principales temas de investigación referentes a la calidad institucional

Fuente: elaboración propia.
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d) Gobernanza

Los estudios sobre la gobernanza tienen como objetivo sistematizar diversos ele-
mentos socioinstitucionales, generalmente desde una perspectiva cualitativa, que 
inciden en la variabilidad de la transparencia, no solo entre estados, sino tam-
bién durante periodos de una misma unidad social. Así, una primera vertiente 
antepone una serie de elementos como instituciones, reglas fiscales y tecnologías 
de la información para observar cómo estos arreglos institucionales responden 
a presiones sociopolíticas. La segunda vertiente trata de identificar cómo actores 
conceptualizados como intermediarios, monitores y medios de comunicación, in-
fluyen en los procesos de apertura. De esta manera, esta categoría busca esclare-
cer los mecanismos por los cuales se permite que la “rendición de cuentas gene-
re mejores resultados en el gasto público” (Kumah y Brazys, 2016, p. 287) pues, 
“los elementos aislados de gobernanza pueden tener poco efecto o no alcanzar su 
máximo potencial si faltan otras piezas institucionales” (2016, p. 295).

 Tabla 6. Principales temas de investigación referentes a la gobernanza

Fuente: elaboración propia.

Desde esta perspectiva, la gobernanza se demarca como una condición que se in-
tegra por “aspectos como efectividad gubernamental, transparencia, imparciali-
dad, bajo nivel de corrupción y mecanismos de participación ciudadana” cuya 
lógica “impacta positivamente en la eficiencia y mejores resultados del gasto pú-
blico orientado al desarrollo económico y social” (Mendoza Reyna et al., 2024, 
p. 66). Así, autores como Jia et al. (2023) delimitan el concepto de transparencia  
informativa, por ejemplo, para describir la capacidad que una determinada au-
toridad central tiene en acceder a la información detallada y fiable del nivel des-
centralizado para la realización de un monitoreo efectivo que permita, bajo  
dicha lógica, establecer incentivos adecuados que alineen los objetivos locales 
con los centrales. Da Silva Craveiro y Albano (2017), bajo el mismo argumento, 
destacan el rol de los intermediarios como agentes sociales que facilitan el proce-
so de previsión y uso de datos gubernamentales. En otras palabras, reconocen la 

Objeto de 
investigación 

Objetivo de 
investigación Teoría Autores base Artículos 

Condiciones 
socioestructurales de 
las variaciones en los 
niveles de 
transparencia fiscal 

Identificar los efectos 
de actores, 
instituciones, reglas 
fiscales frente a los 
diversos ciclos 
presupuestarios. 

Teoría del capital social Teoría 
del valor público Transparencia 
participativa Déficit democrático 
y política contenciosa 

Bourdieu (1986): postula la 
noción de las formas de capital; 
entre ellas el capital social, 
entendiendo este como las redes 
sociales y la confianza que 
facilitan la cooperación dentro 
de una sociedad.  
Putman (1993): sostiene que las 
comunidades con redes sociales 
fuertes tienen gobiernos más 
exitosos y que el capital social 
afecta la participación política y 
la calidad de la gobernanza 
democrática. 

Ademmer & Dreher, 2016; 
Arévalo Bencardino et al., 2021; 
Batinti et al., 2019; Da Silva 
Craveiro & Albano, 2017; 
Fernández-Caballero et al., 2011; 
Jin & Wang, 2025; Justice & 
McNutt, 2013a, 2013b; Kumah 
& Brazys, 2016; Mendoza Reyna 
et al., 2024; Mondjeli & 
Ambassa, 2025; Muthomi & 
Thurmaier, 2021; Nabieu et al., 
2021; Sánchez, 2017; Veiga et al., 
2017; Q. Zhang & Chan, 2013. 
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importancia de matizar los enlaces en la cadena entre productores y usuarios de 
información. 

Batinti et al. (2019) considera que el capital social delimitado por la red de re-
laciones, asociaciones y la cooperación entre organizaciones y ciudadanos, lo-
gra incrementar las posibilidades de reelección de incumbentes, si estos adop-
tan una política fiscal orientada hacia la inversión de capital (gasto de inversión) 
en lugar de gasto corriente. Asimismo, se identifica que ante la presencia de capi-
tal social fuerte los procesos de descentralización suelen tener mejores resultados  
de implementación. Ademmer y Dreher (2016) consideran que esta función, 
principalmente en el continente europeo, se sustenta a partir de los medios de co-
municación, al ser estos los encargados de reportar las anomalías del gasto y, por 
consecuencia, generan el incremento de los costos políticos para los incumbentes 
en la malversación de los fondos públicos. 

Siguiendo este supuesto, se observa que la gobernanza se establece como un 
eje mediador que responde a la abstracción de un sistema de interdependencia, 
y no necesariamente como una categoría o variable explicativa, por lo cual los 
hallazgos obtenidos suelen ser, hasta cierto punto, contradictorios, pues mien-
tras que Batinti et al. (2019) identifica al capital social como valor indicativo  
de transparencia fiscal, Justice y McNutt (2013), lo entienden como un sustitu-
to de la transparencia, por lo que, entre menores niveles de capital social, mayor 
será la demanda por la transparencia. Este acontecimiento no indica que sus pro-
puestas sean erróneas, sino simplemente que su conceptualización responde a un 
contexto diferenciado. 

Discordancia que, de forma similar, se presenta en la selección de métricas e 
indicadores pues, por ejemplo, en algunos textos la gobernanza digital se mide  
a partir del gasto en “informatización” y no necesariamente en la calidad o efecti-
vidad del uso de las tecnologías digitales (Islam, 2025). Paralelamente, la falta del 
uso desagregado de indicadores o valores instrumentales lleva a resultados incon-
clusos: por ejemplo, Jung y Kim (2025) identifican que la participación suele ser 
un condicionante en la efectividad de la gobernanza fiscal, sin embargo, el tex-
to no distingue entre tipos específicos de participación (consultas públicas, presu-
puestación participativa, activismo) ni entre niveles de compromiso (participa-
ción informada y activa vs. participación superficial o esporádica).

e) Procesos

Los textos enmarcados bajo esta categoría centran su atención en las reglas fisca-
les, entendidas desde una perspectiva institucional y normativa, cuya finalidad 
no solo se centra en describir dichos instrumentos, sino más bien en observar 
sus efectos dentro de dinámicas sociopolíticas (Tabla 7), en especial al considerar 
que “los países democráticos pueden estar liberando información selectivamente 
para garantizar que el público (principales) supervise a los políticos (agentes) solo 
en la medida en que los intereses de los agentes no se vean perjudicados” (Ara-
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pis y Reitano, 2018, p. 10). Por todo ello, se plantean preguntas generales enmar-
cadas en: ¿bajo qué condiciones políticas, institucionales y de información las re-
formas dirigidas a incrementar la transparencia logran su objetivo? ¿Qué factores 
explican las variaciones en el diseño de la implementación de las políticas de ges-
tión financiera pública?

 Tabla 7. Principales temas de investigación referentes a procesos

Fuente: elaboración propia.

O
bj

et
o 

de
 e

stu
di

o 
O

bj
et

iv
o 

de
 

in
ve

st
ig

ac
ió

n 
B

as
e 

te
ór

ic
o 

an
al

íti
ca

 
P

ri
nc

ip
al

es
 a

ut
or

es
 

A
rt

íc
ul

os
 

R
es

pu
es

ta
 in

st
it

uc
io

n
al

 
y 

po
lít

ic
a 

de
 lo

s 
go

bi
er

n
os

 a
n

te
 la

s 
de

m
an

da
s 

de
 

tr
an

sp
ar

en
ci

a 
fi

sc
al

 y
 

re
n

di
ci

ón
 d

e 
cu

en
ta

s 

A
n

al
iz

ar
 la

 fo
rm

a 
en

 la
 

qu
e 

lo
s 

go
bi

er
n

os
 

re
sp

on
de

n
 a

 p
re

si
on

es
 

so
ci

al
es

, e
le

ct
or

al
es

 e
 

in
st

it
uc

io
n

al
es

 a
 p

ar
ti

r 
de

l r
ég

im
en

 d
e 

tr
an

sp
ar

en
ci

a 
fi

sc
al

. 

N
ue

va
 te

or
ía

 
in

st
it

uc
io

n
al

   
   

   
   

   
   

   
   

   
   

   
   

   
   

   
   

   
   

   
   

   
   

   
   

   
   

   
   

 
T

eo
rí

a 
de

 la
 

bu
en

a 
go

be
rn

an
za

   
   

   
   

   
   

   
   

   
   

   
   

   
   

  
In

st
it

uc
io

n
al

is
m

o 
ec

on
óm

ic
o 

  

Fe
re

jo
hn

 (1
99

9)
: p

os
tu

la
n

 q
ue

 c
ua

n
do

 lo
s 

vo
ta

n
te

s 
re

ci
be

n
 s

uf
ic

ie
n

te
 in

fo
rm

ac
ió

n
 s

ob
re

 
la

s 
ac

ci
on

es
 d

e 
lo

s 
po

lít
ic

os
, t

ie
n

de
n

 a
 a

si
gn

ar
 

m
ás

 r
ec

ur
so

s 
al

 s
ec

to
r 

pú
bl

ic
o 

y 
ex

ig
en

 m
ay

or
 

re
sp

on
sa

bi
lid

ad
. P

or
 e

so
, f

un
ci

on
ar

io
s 

co
n

 
in

te
ré

s 
en

 a
m

pl
ia

r 
el

 s
ec

to
r 

pú
bl

ic
o 

es
ta

rí
an

 
m

ot
iv

ad
os

 a
 a

um
en

ta
r 

la
 tr

an
sp

ar
en

ci
a 

fi
sc

al
 

pa
ra

 le
gi

ti
m

ar
 s

u 
ga

st
o.

  
K

au
fm

an
n 

et
 a

l. 
(2

01
0)

: s
ub

ra
ya

n
 q

ue
 la

 b
ue

n
a 

go
be

rn
an

za
 im

pl
ic

a 
tr

an
sp

ar
en

ci
a 

ef
ec

ti
va

 q
ue

 
pe

rm
it

e 
co

n
tr

ol
ar

 e
l g

ob
ie

rn
o,

 fo
m

en
ta

 la
 

co
n

fi
an

za
 c

iu
da

da
n

a 
y 

m
ej

or
a 

la
 e

fi
ca

ci
a 

de
 la

s 
po

lít
ic

as
 p

úb
lic

as
. E

s 
de

ci
r,

 la
 tr

an
sp

ar
en

ci
a 

de
be

 s
er

 fu
n

ci
on

al
 p

ar
a 

lo
gr

ar
 e

st
os

 fi
n

es
. 

B
ee

ts
m

a 
et

 a
l.,

 2
02

2;
 V

ill
or

ia
, 

20
21

; W
. Y

an
g 

et
 a

l.,
 2

02
3.

 

C
on

di
ci

on
es

 
es

tr
uc

tu
ra

le
s,

 
in

st
it

uc
io

n
al

es
, 

te
cn

ol
óg

ic
as

 y
 

ec
on

óm
ic

as
 q

ue
 

de
te

rm
in

an
 lo

s 
n

iv
el

es
 

de
 tr

an
sp

ar
en

ci
a 

fi
sc

al
 

E
xa

m
in

ar
 la

 fo
rm

a 
en

 
la

 q
ue

 e
st

os
 

co
n

di
ci

on
an

te
s 

m
ol

de
an

 a
 la

 
tr

an
sp

ar
en

ci
a.

 

E
co

n
om

ía
 

po
lít

ic
a 

Se
ñ

al
iz

ac
ió

n
 y

 
re

pu
ta

ci
ón

 T
eo

ri
a 

de
 la

 p
ru

de
n

ci
a 

y 
co

n
tr

ol
 

in
te

rt
em

po
ra

l. 

R
og

of
f &

 S
ib

er
t (

19
88

): 
po

r 
el

 c
on

ce
pt

o 
de

 
co

m
po

rt
am

ie
n

to
 o

po
rt

un
is

ta
 d

e 
lo

s 
po

lít
ic

os
 

qu
e 

in
te

n
ta

n
 e

n
vi

ar
 s

eñ
al

es
 d

e 
co

m
pe

te
n

ci
a 

m
ed

ia
n

te
 g

as
to

 a
di

ci
on

al
 p

ar
a 

au
m

en
ta

r 
su

s 
pr

ob
ab

ili
da

de
s 

de
 r

ee
le

cc
ió

n
.  

H
ol

m
str

om
 (1

99
9)

: p
or

 s
u 

tr
ab

aj
o 

en
 la

 te
or

ía
 d

e 
se

ñ
al

es
 e

 in
fe

re
n

ci
as

 e
n

 m
od

el
os

 d
e 

ag
en

ci
a 

y 
se

le
cc

ió
n

 d
e 

po
lít

ic
as

 b
aj

o 
in

ce
rt

id
um

br
e,

 
es

pe
ci

al
m

en
te

 p
ar

a 
el

 a
n

ál
is

is
 d

e 
eq

ui
lib

ri
o 

de
 

es
tr

at
eg

ia
s 

pu
ra

s 
y 

ex
pe

ct
at

iv
as

 r
ac

io
n

al
es

. 

A
gu

ile
ra

, 2
01

9;
 A

ra
pi

s 
&

 
R

ei
ta

n
o,

 2
01

8;
 B

al
ag

ue
r-

C
ol

l 
&

 B
ru

n
-M

ar
to

s,
 2

02
1;

 C
. 

C
h

en
 &

 H
an

, 2
01

9;
 G

av
az

za
 

&
 L

iz
ze

ri
, 2

01
1;

 G
oo

tj
es

 &
 

D
e 

H
aa

n
, 2

02
2;

 L
i &

 F
ei

oc
k,

 
20

20
; O

tt
 &

 B
ro

n
ić

, 2
01

0;
 

R
ío

s 
et

 a
l.,

 2
01

8.
 

In
ce

n
ti

vo
s 

po
lít

ic
os

 e
 

in
st

it
uc

io
n

al
es

 q
ue

 
in

fl
uy

en
 e

n
 e

l 
co

m
po

rt
am

ie
n

to
 fi

sc
al

 
de

 lo
s 

go
bi

er
n

os
 

D
es

cr
ib

ir
 e

l i
m

pa
ct

o 
de

 
lo

s 
fa

ct
or

es
 p

ol
ít

ic
os

, 
el

ec
to

ra
le

s 
e 

in
st

it
uc

io
n

al
es

 s
ob

re
 la

 
co

n
du

ct
a 

fi
sc

al
 y

 la
 

tr
an

sp
ar

en
ci

a.
 

T
eo

rí
a 

de
l c

ic
lo

 
pr

es
up

ue
st

ar
io

   
   

   
   

   
   

   
   

 
T

eo
rí

a 
de

 a
ge

n
ci

a 
 

T
eo

rí
a 

de
 lo

s 
in

ce
n

ti
vo

s 

P
er

sso
n 

&
 T

ab
el

lin
i (

20
05

): 
an

al
iz

an
 c

óm
o 

fa
ct

or
es

 in
st

it
uc

io
n

al
es

 c
om

o 
lo

s 
lím

it
es

 a
 lo

s 
m

an
da

to
s 

(te
rm

 li
m

its
) y

 la
 c

om
pe

te
n

ci
a 

el
ec

to
ra

l a
fe

ct
an

 lo
s 

in
ce

n
ti

vo
s 

de
 lo

s 
po

lít
ic

os
 

pa
ra

 b
us

ca
r 

ca
m

bi
os

 o
 m

an
te

n
er

 la
 e

st
ab

ili
da

d 
en

 la
s 

po
lít

ic
as

 p
úb

lic
as

.  
Sh

i &
 S

ve
ns

so
n 

(2
00

6)
: a

po
rt

ar
on

 u
n

 m
od

el
o 

co
n

 v
ot

an
te

s 
in

fo
rm

ad
os

 y
 n

o 
in

fo
rm

ad
os

, 
de

sc
ri

bi
en

do
 c

óm
o 

so
lo

 lo
s 

in
fo

rm
ad

os
 p

ue
de

n
 

di
sc

er
n

ir
 c

om
po

rt
am

ie
n

to
s 

op
or

tu
n

is
ta

s,
 c

on
 

im
pl

ic
ac

io
n

es
 p

ar
a 

el
 P

B
C

 y
 la

 tr
an

sp
ar

en
ci

a 
fi

sc
al

. 

B
ir

sk
yt

e,
 2

01
9;

 F
ili

pi
ak

 &
 

K
lu

za
, 2

02
2;

 Iv
an

ov
ic

 e
t a

l.,
 

20
23

; K
an

g,
 2

02
5;

 S
ch

n
ei

de
r,

 
20

10
; V

an
 D

er
 P

lo
eg

, 2
01

0;
 

V
in

tu
ri

s,
 2

02
3.

 

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29, enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0

Jhovany Amastal Molina



67

Bajo dicho entramado, Beetsma et al. (2022), plantean un modelo político-econó-
mico, en el que sustenta que los votantes basan su decisión electiva en dos prin-
cipales atributos: la congruencia ideológica, que puede ser observada directamen-
te, y la competencia del gobierno para gestionar recursos, que es por naturaleza 
no observable. El incumbente o agente utiliza el gasto financiado con deuda para 
emitir una señal sobre su competencia oculta. Señal que es ruidosa dado que los 
votantes no pueden diferenciar con certeza si los resultados económicos se deben 
a la habilidad del gobierno o choques exógenos favorables, generando un con-
texto de información asimétrica. La transparencia fiscal, en este contexto, funge 
como un sistema de filtrado que reduce el ruido, sin embargo, a diferencia de los 
votantes, el incumbente también considera el impacto en sus probabilidades de 
reelección al evaluar el efecto de aumentar la transparencia fiscal. Por lo tanto, las 
preferencias sociales y las del incumbente respecto a la cantidad y al tipo de trans-
parencia fiscal pueden no estar alineadas (Beetsma et al., 2022, p. 2).

En palabras más simples, la transparencia, según se deduce, es un factor in-
determinado que modifica estratégicamente el entorno informativo; entiénda-
se como un contexto sociopolítico, en el que agentes con intereses diferenciados, 
pero no siempre contrapuestos, interactúan, por lo que esta puede fungir como 
un arma de doble filo al fomentar el control social del gobierno o el comporta-
miento oportunista (Gavazza y Lizzeri, 2011). Para evitar el segundo escenario, 
Vinturis (2023), centra su atención en las reglas fiscales. Concluye que dichas nor-
mativas pueden condicionar la dinámica del gasto a través de la imposición de 
restricciones que prioricen la sostenibilidad macroeconómica, aclarando que su 
efectividad dependerá críticamente del diseño institucional de la regla.

Yang et al. (2023), bajo el mismo argumento, postulan que la consolidación de 
la transparencia es resultado de las presiones institucionales que se derivan tan-
to de esquemas normativos como reguladores, lo cual genera una serie de estrate-
gias de desacoplamiento, selectividad en la divulgación, negociación del alcance y 
formato de los datos solicitados y evasión, mediante transferencias de responsa-
bilidad o dilaciones. Balaguer-Coll y Brun-Martos (2021), desde una posición ex-
terna, agregan a estos supuestos que la transparencia ya no está ligada necesaria-
mente a las ideologías ya que “parece ser el resultado de la presión, por un lado, 
de los grupos de oposición cuando hay rivalidad y competencia política, y por 
otro lado, de la mayor demanda de los ciudadanos involucrados en los asuntos 
públicos” (2023, p. 166).

En suma, se observa una clara modelización de la transparencia como meca-
nismo de señalización en contexto de información asimétrica y, aunque es indis-
cutiblemente una innovación en el campo, presenta algunas debilidades, a decir: 
una conceptualización reducida de la variable dependiente, problemas de endo-
geneidad y omisión de aspectos cualitativos. En el caso de la modelización de la 
conducta ciudadana no se toman en consideración, por citar un ejemplo, ele-
mentos clave como la “salud cívica”, la memoria del votante, la cultura organiza-
cional o la influencia de actores no estatales.
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Reflexiones finales

La transparencia fiscal se ha consolidado como uno de los temas más influyentes 
dentro de los estudios sobre finanzas públicas, gobernanza y desempeño guberna-
mental. Sin embargo, el crecimiento sostenido de la literatura ha estado acompa-
ñado por una creciente diversidad de enfoques teóricos, metodológicos y analíti-
cos que, aunque han enriquecido el campo de estudio, también han dificultado la 
construcción de una comprensión integrada sobre los mecanismos mediante los 
cuales la transparencia influye en el desempeño de los gobiernos. En este contex-
to, el presente texto planteó como objetivo analizar los principales debates desa-
rrollados en torno a la relación entre transparencia fiscal y desempeño guberna-
mental durante el periodo 2015-2025. 

Bajo esta lógica, se observa la falta de una definición clara de la transparencia 
fiscal pues, si bien esta se refiere generalmente al grado de acceso que una multi-
plicidad de actores tiene respecto a la gestión del presupuesto público, su opera-
cionalización enfrenta severas deficiencias relacionadas a su medición, especial-
mente, al no existir una clara delimitación entre los elementos evaluados y los 
que la componen, lo que nos da una comprensión fragmentada, sujeta a proble-
mas de endogeneidad e inconexa de los mecanismos causales que vinculan las re-
formas institucionales (auditorías, reglas fiscales, consejos de fiscalización), con 
resultados en las áreas como eficiencia gubernamental, corrupción o confianza 
ciudadana.

Por su parte, sus hallazgos muestran que la transparencia no es necesariamen-
te un concepto que denote a la ausencia o presencia de determinadas caracterís-
ticas, sino más bien oculta una serie de interacciones formales e informales entre 
los niveles verticales y horizontales, mediados tanto por intereses como estrate-
gias de colusión tanto entre agencias gubernamentales como con ciudadanos, 
gestados en un entorno tanto de asimetría como incertidumbre. En este escena-
rio, se ha identificado que las políticas de transparencia deben centrarse en la ins-
trumentalización de objetivos específicos y contextuales, pues tal como se ha do-
cumentado anteriormente, esta está asociada a menores índices de corrupción y 
reducción del tamaño del gobierno, sin embargo, se advierte que niveles excesi-
vos de la misma pueden generar efectos adversos debido al incremento de los cos-
tos administrativos y el uso de contabilidad creativa.

Por consecuencia, la literatura demarca una “caja negra” que contiene los pro-
cesos políticos, los incentivos burocráticos y las dinámicas organizacionales que 
explican por qué, cuándo y cómo las instituciones de fiscalización logran, o no, 
alterar el comportamiento de los agentes públicos; así, se propone conceptualizar 
a la transparencia como un régimen, definido como el conjunto de normas, ins-
tituciones, procedimientos, instrumentos y relaciones que regulan la producción, 
divulgación, supervisión y utilización de la información relativa a las finanzas pú-
blicas, bajo lo cual,  se deducen los siguientes temas generales de investigación:
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1.	 Identificar las configuraciones institucionales óptimas entre au-
ditorías, consejos fiscales, transparencia proactiva y participación 
ciudadana para ejercer un control efectivo del oportunismo fiscal, la 
corrupción o, incluso, la eficiencia del gasto, con lo cual se busca re-
saltar qué arreglos institucionales funcionan y por qué.

2.	 Analizar a la transparencia como un subsistema de política pú-
blica para identificar cómo los datos públicos se relacionan con es-
quemas de rendición de cuentas. Se enfatiza el lado de la demanda 
de la información, es decir, del rol de los intermediarios, organiza-
ciones de la sociedad civil y medios de comunicación. Línea que 
permite, por un lado, vincular la preponderancia de estudios ins-
titucionales formales con informales, en particular y, en lo general, 
identificando los factores que determinan el uso efectivo de los da-
tos.

3.	 A raíz de los esquemas federales, examinar cómo las relaciones 
de poder económico y político entre diversas entidades federativas 
afectan a la configuración de la transparencia. La racionalidad sub-
yacente de este tema radica en conocer el comportamiento político 
desde una esfera de interdependencia secundaria, es decir, por me-
dio de regionalización, tipo de desarrollo o, incluso, conservando las 
diferenciaciones del federalismo.

En este orden, la agenda de investigación puede transitar desde una preocupa-
ción centrada en medir la transparencia fiscal hacia la comprensión de los meca-
nismos institucionales, políticos y organizacionales que explican sus efectos sobre 
el desempeño gubernamental, por lo cual, más que preguntarnos si la transparen-
cia funciona, el desafío consiste en identificar cómo opera, bajo qué condiciones 
genera determinados resultados, tanto positivos como negativos, y qué configu-
raciones institucionales favorecen su efectividad. Perspectiva que no solo contri-
buye al desarrollo teórico del campo, sino que también ofrece insumos para el di-
seño de políticas públicas, mecanismos de coordinación intergubernamental y 
estrategias orientadas a mejorar la gestión de los recursos públicos.
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Resumen

Uno de los objetivos centrales de la reciente reforma en telecomu-
nicaciones en México, es la recuperación del ejecutivo federal del 
control político y administrativo en esta área estratégica. Empero, 
la politización del tema ha impedido analizar profundamente 
el tema. Por ende, este trabajo examina la reforma, el contexto 
donde se crea, sus antecedentes y expone los beneficios esperados. 
Usamos una metodología cualitativa centrada en revisar aspectos 
técnicos de los teléfonos móviles, la legislación e intentos previos 
por aminorar tres delitos asociados al uso de los celulares: robo 

* Instituto Politécnico Nacional, Centro de Investigaciones Económicas, Administrativas y 
Sociales (CIECAS), México. Email: ocruzz@ipn.mx
** Instituto Politécnico Nacional, Centro de Investigaciones Económicas Administrativas y 
Sociales (CIECAS), México. Email: bmendez@ipn.mx
*** Instituto Politécnico Nacional, Centro de Investigaciones Económicas, Administrativas 
y Sociales (CIECAS), México. Email: stolzcross@hotmail.com

https://doi.org/10.15174/5xh6a435

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública  
14(29), enero-junio 2026, pp. 77-105.

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29,enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0



78

del teléfono, robo de la identidad del usuario para cometer otros 
delitos como fraude o extorsión, y el uso de información valiosa 
extraída del teléfono. Se observa una potencial disminución de 
los riesgos que el usuario final de un teléfono inteligente enfrenta.

Palabras clave

regulación, reforma, telecomunicaciones, teléfonos inteligentes, ries-
gos del usuario

Abstract

One of the main objectives of the recently created telecommuni-
cations reform in Mexico, is the federal government recovery of 
the political-administrative control in this strategic area. Howe-
ver, the highly politicized aspect of this subject has not permitted 
a profound analysis of this important issue Therefore this work 
examines the reform, the context in which it was crafted, and 
exposes its expected benefits. The qualitative methodology is 
used to inspect some technical elements of the mobile phones, the 
legislation itself, as well as some prior attempts to reduce criminal 
problems linked to cellphones. We observe a potential decrease 
in the risks that the final user of a smartphone faces due to three 
rapidly increasing types of crime: phone theft, user identity theft 
to commit another type of crime, such as extortion or fraud, and 
the use of vital information extracted from the phone.

Keywords

Regulation, Reform, Telecommunications, Smartphones, User Risks

I. Metodología

Este trabajo realiza un análisis del proceso de reforma en materia de telecomu-
nicaciones, enfocándose específicamente en la regulación sobre el servicio pres-
tado por empresas privadas —denominadas operadores— a usuarios finales de 
teléfonos celulares o smartphone. Una particularidad de esta reforma es que se 
encuentra en proceso de implementación. Otra es que determinó la desapari-
ción del organismo constitucional autónomo, Instituto Federal de Telecomuni-
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caciones (IFT) y su sustitución por la Comisión Reguladora de Telecomunicacio-
nes (CRT), la cual surgió como un órgano administrativo desconcentrado de la 
Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones —nueva secretaría— 
lo que implica recuperar el control político y administrativo del sector. 

En el plano metodológico, se asume aquí, ante la evidencia presentada del 
funcionamiento poco eficiente del IFT, respecto de los usuarios finales de smar-
tphone, que la recuperación del control político y administrativo del gobierno fe-
deral mediante una reforma que lo sustituyó por la CRT, dependiente de la Agen-
cia de Transformación Digital y Telecomunicaciones puede traducirse en mayor 
eficiencia administrativa, mayor seguridad y simplificación administrativa, en be-
neficio del usuario. 

Ante la evidente ausencia de datos en un proceso en curso, se optó por una 
metodología cualitativa basada en dos aspectos principales. Uno es la revisión 
de instrumentos vinculantes como la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, Leyes, Decretos, Reglamentos, Acuerdos, Código Penal de la Fe-
deración, Estatutos, entre otros, que aportaron los antecedentes y el contexto. 
Se puso especial énfasis en una comparación realizada entre la ley abrogada y la 
nueva, buscando las diferencias (Sartori, 1999) y destacando los beneficios espe-
rados. El otro procedimiento consistió en una minuciosa revisión hemerográfi-
ca que enriqueció el contexto y aportó datos muy recientes sobre la implementa-
ción de la reforma.

El método elegido es el estudio de caso, que permite obtener una compren-
sión profunda de un fenómeno social contemporáneo en su complejidad (Yin, 
1989, Stake, 1995). En el plano teórico, la investigación se apoya en la teoría ins-
titucional, particularmente en las categorías instituciones, regulación y coordina-
ción, que combinada con la experiencia en el sector telecomunicaciones del pri-
mer autor, permitió un constante contacto con actores relevantes (Pollit, 2016). 
Esto permitió realizar un análisis de información secundaria para contrastar o 
verificar la información proporcionada por fuentes oficiales, con fuentes adya-
centes (Anol, 2012).

Así, la combinación de teoría, conocimiento y los cambios relevantes en la 
nueva ley permiten establecer como supuesto que la nueva regulación puede ge-
nerar un servicio más eficiente en favor del usuario final, la disminución de deli-
tos vinculados al uso de Smartphone, una mejor coordinación y un avance en la 
simplificación administrativa, como ha ocurrido en países que optaron por recu-
perar el control político y administrativo de sus agencias, a costa de menor auto-
nomía. No es expone como hipótesis, pues no sería posible probarla por ahora. 

La nueva regulación mexicana en telecomunicaciones y sus implicaciones.. .
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II. Instituciones y regulación

Al ser eminentemente seres sociales, las personas cotidianamente relaciones unas 
con otras, no solo cara a cara, sino también en forma virtual. Algunas de ellas 
ocurren en planos estrictamente personales, donde una persona establece algún 
tipo de relación ocasional o duradera con otra; otras suceden en el marco de es-
tructuras, que pueden ser de dos tipos: organizaciones e instituciones. 

La palabra organizaciones se usa para denominar las arenas o instancias 
donde los individuos se relacionan y organizan de forma grupal para emprender 
acciones cooperativas y colectivas (Ayala, 1999); son, por tanto, asociaciones 
permanentes o temporales entre individuos, que aportan su esfuerzo para alcan-
zar un objetivo de corto o largo plazo, cuyo cumplimiento determina el fin de la 
organización, lo cual puede también suceder cuando un actor con poder percibe 
que esta dejó de ser útil a sus fines (Boin, 1998). En algunas ocasiones las personas 
actúan estrictamente a título personal como miembros que disfrutan de algunos 
beneficios de ser parte de esa agrupación o en el plano de usuarios y consumidores 
de un producto o un servicio. Pero en otras lo hacen como parte de un grupo, que 
puede ser una empresa presta los servicios o vende los productos a otra empresa 
o a un individuo.

Así, las organizaciones son creaciones sociales donde se vinculan actores rela-
tivamente autónomos quienes colaboran para solucionar un problema (Crozier, 
1990), disminuyendo el grado de incertidumbre en las actividades cotidianas 
que realizan sus miembros (Arellano, 2004). Existen organizaciones públicas y 
privadas, con rasgos diferenciados en su creación, en las metas que persiguen, 
así como en los procedimientos que usan para cumplirlas (Simon, 1982). De igual 
modo, ostentan diferencias en cuanto a normas, valores, tipo de burocracia, pre-
dictibilidad, funcionabilidad, lazos políticos, restricciones, funcionalidad, calidad 
de servicios, dependencia política, eficiencia y efectividad, etc. (Christensen et al., 
2007; Wilson, 1989). Las organizaciones públicas se crean a partir de una ley u 
otro instrumento vinculante (Christensen et al., 2007; Arellano, Cabrero y Casti-
llo, 2000), que les otorga algún grado de autonomía y una tarea a cumplir; cuando 
esa labor adquiere legitimidad, se encuentran en camino de institucionalizarse 
(Boin y Christensen, 2008).

Las organizaciones tienen la capacidad de generar ciertas normas y valores 
informales, mismos que complementan a los formalmente establecidos, y cuando 
esto sucede pueden comenzar a adquirir elementos institucionales; por ende, se 
les conoce como organizaciones institucionalizadas (Christensen et al., 2007). En 
el ámbito público, este tipo de agencias son especiales para la sociedad porque 
cuentan con una gran aceptación por parte de la comunidad, por haber logrado 
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crear tanto una forma de trabajo caracterizada por su consistencia y efectividad, 
como un modo de tratar y alcanzar diversos objetivos, generalmente impuestos, 
que en ocasiones son vagos, complejos, contradictorios, simbólicos o conflictivos, 
todo ello sin provocar daños adyacentes, porque son capaces de adaptarse cons-
tantemente a cambios contextuales, entre otras cualidades (Boin y Christensen, 
2008).

El término instituciones se refiere a un conjunto de reglas y normas que sirven 
para regular la actuación de individuos y grupos, al proporcionar la estructura 
básica para reducir la incertidumbre (North, 1995), dado que articulan los 
vínculos económicos, sociales y políticos de los individuos y los grupos sociales 
(Ayala, 1999). Esas reglas son de carácter predominante y se transmiten a través 
de las relaciones sociales pues representan normas a las cuales la comunidad está 
acostumbrada (Hoodgson, 2006). 

La creciente complejidad de la sociedad contemporánea, aunada al crecimien-
to de las ciudades, ha motivado el incremento de temas que la administración 
pública requiere atender. Uno de los más relevantes, es la multiplicación de 
instituciones públicas de alta especialización, pero con poca vinculación con 
otras agencias. De esta manera se pierde coordinación, una de las funciones en-
comendadas a una institución pública, la cual consiste en un proceso necesario y 
continuo, usualmente formalizado, donde un conjunto de actores independientes 
entre sí alinean intencionalmente algunas de sus actividades, decisiones y rutinas 
con el propósito de cumplir algún objetivo compartido por al menos dos de ellos, 
mejorando la coherencia política (Koop y Lodge 2014; Lægreid y Verhoest, 2010). 
La coordinación es un proceso complejo pues en este ejercicio intervienen indivi-
duos o agencias con intereses y enfoques diferentes que motivan contradicciones 
las cuales no deben asumirse como anomalías, sino como algo común y esperado 
(Wolbers, 2018).

El proceso de coordinación demanda disposición a coordinarse y es necesa-
rio en campos complejos como las telecomunicaciones, donde intervienen de 
manera parcial diferentes áreas de una misma institución o de varias, pues la 
aprobación de una solicitud o la vigilancia del cumplimiento de una regulación 
se realiza mediante acciones encadenadas cuya secuencia puede mejorarse o 
demandar compartir información, volviéndola ágil o tortuosa. También es nece-
saria porque existen zonas en que las agencias traslapan sus funciones o ninguna 
las atiende, apareciendo huecos en la gestión (Koop y Lodge 2014). 

La coordinación puede examinarse al interior de un ente gubernamental con 
otro de su mismo nivel o con uno de diferente jerarquía, pero también con agru-
paciones externas al aparato de gobierno, como pueden ser empresas privadas o 
la sociedad civil (Christensen y Laegreid, 2008; Lægreid, Dyrnes y Rykkja, 2017). 
Cuando un proceso de coordinación se formaliza, presenta medidas puntuales en 
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tres áreas: a) la asignación de responsabilidades, b) el intercambio de información 
y c) la consulta y dirección de políticas (Koop y Lodge, 2014). Este ejercicio, que ya 
era complejo, se acentuó con la oleada de procesos de privatización experimenta-
dos en múltiples naciones hace cuatro décadas.

En muchas ocasiones las relaciones de personas o individuos entre sí o 
con agrupaciones como las empresas no son entre iguales, porque en ellas se 
presenta información asimétrica (Simon, 1982), traducida en desventajas para 
unos y ventajas para otros, lo que llega hasta los abusos, algunos de los cuales 
son tipificados incluso como delitos. Ciertas relaciones de ese tipo ocurren 
también entre empresas con desigual poder. Para minimizar el riesgo, el Estado 
crea instituciones que establecen normas para un adecuado funcionamiento de 
esas relaciones, obligando, por ejemplo, al registro de contratos o a sancionar 
prácticas abusivas. Un ejemplo de ello en México es la Procuraduría Federal del 
Consumidor (PROFECO). 

Así, otra función relevante encomendada a algunas instituciones públicas es 
la regulación, la cual puede entenderse como el conjunto de mecanismos ejer-
cidos por una institución pública, creados por ley, aplicados en las actividades 
en que la conducta de los actores debe ajustarse a ciertos parámetros (Majone, 
1996). Pese a que la regulación provoca percepciones ligadas a la represión o 
restricción, también impulsa las acciones sociales por medio de la provisión de 
licencias, cierto tipo de poderes únicos, o beneficios, de modo legítimo pues las 
regulaciones representan herramientas legales, o cuasi-legales, legitimadas en la 
sociedad (Scott, 2008).

En las agencias públicas, las regulaciones tienen la capacidad de generar 
estructuras organizacionales formales, articular coaliciones e intereses con 
múltiples actores, generar estructuras organizacionales ligadas al ambiente y la 
incertidumbre, así como de fomentar un cálculo racional y político no sólo para 
ejercer control sobre los actores y las labores desarrolladas a través de la estructura 
formal, sino también para poder negociar con actores quienes presentan recursos 
o intereses ajenos a los planteados por la organización (Christensen et al., 2007). 
De igual modo, al delegar en una agencia pública la normativa creada, se asumen 
dos condiciones. Primero, que los actores encargados de la regulación tienen un 
conocimiento detallado con sobre las actividades del ente a regular. Segundo, 
que la especialización de ese cuerpo y la aplicación de conocimientos técnicos 
permitirán adoptar las mejores decisiones y expedir normas para reducir la incer-
tidumbre en el mercado, aumentando el bienestar de la sociedad (Culebro, 2009). 

La regulación es una función indelegable del Estado, que se ejerce sobre 
empresas públicas o privadas para preservar el interés social. Normalmente las 
atribuciones del órgano regulador comprenden: definir el ámbito de la regula-
ción, los objetivos, alcances y criterios de aplicación, el manejo del marco jurídi-
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co, y mecanismos para garantizar la vigencia bajo modalidades como licencias, 
autorizaciones y contratos. Más específicamente, le compete conceder licencias 
y autorizar operadores (otorgar, suspender, revocar, cobrar por concesión), apro-
bar tarifas (determinar, difundir y vigilar su aplicación), vigilar el cumplimiento 
de estándares técnico-operativos (calidad, seguridad, pleno acceso, verificación 
contable), aplicar normas y reglamentos, promover y defender la competencia 
(detectar prácticas monopólicas, revisar fusiones), atender reclamaciones y dispu-
tas entre empresas y usuarios, y aplicar sanciones y multas por incumplimiento 
(Oszlak, 2004). 

Las agencias reguladoras intervienen cuando ocurren fallas del mercado 
vinculadas a problemas emanados de la coordinación o al incremento en los 
costos de transacción contenidos en los contratos, actuando como incentivos 
positivos y negativos (Ayala, 1999), pues las normas del mercado se crean para 
beneficiar los intereses de quienes tienen el poder de negociación (North, 1995). 
También es común que en la actividad de los entes reguladores exista una bre-
cha entre los deberes a realizar y lo que logran hacer, denominada “Déficit de 
Capacidad Institucional”, la cual se subdivide en cinco tipos: déficit por contexto 
institucional (facultades inconexas, problemas de autonomía y captura), déficit 
por marco normativo (contradicciones en el marco regulatorio o distorsiones al 
espíritu de la ley), déficit de estructura organizativa (ente que no regula todo, sino 
algunos aspectos), déficit de recursos humanos y materiales (recursos financieros, 
tecnológicos, de infraestructura, perfil del personal) y déficit por comporta-
mientos individuales (condiciones de empleo que favorecen comportamientos 
“amigables” con el actor regulado) (Oszlak, 2004).

Un procedimiento de intervención adecuado es: primero, realizar un análisis 
de conveniencia; segundo, establecer el marco regulatorio; tercero, crear el ente 
regulador; cuarto, firmar un contrato de concesión. En América Latina, hacia los 
ochenta y noventa del siglo pasado, algunos entes fueron creados tras firmar el 
contrato, generando problemas más difíciles de resolver, como la captura de la 
agencia reguladora por parte del ente regulado (Oszlak, 2004).

Es importante considerar como un aspecto relevante que, a pesar de la existen-
cia de múltiples regulaciones en las organizaciones públicas, generalmente estas 
son violadas, no se implementan las decisiones tomadas, o si se ejecutan, son 
capaces de generar consecuencias poco predecibles, pues las tecnologías pueden 
aportar una eficiencia que conlleva otros problemas y los reglamentos llegan a 
presentar sistemas de evaluación vagos y sin una coordinación adecuada (Meyer 
y Rowan, 1999).
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III. Reformas y más reformas en México y otros países

Ante los problemas económicos y políticos experimentados en la década de los 
70, en muchos países se aplicó, en diversa medida, un paquete inspirado en la 
Nueva Gestión Pública (NGP) (OCDE, 1997), que incluyó, entre muchas otras 
medidas, recortes al gasto público, la participación de empresas privadas en áreas 
estratégicas y la creación de nuevas agencias especializadas con mayor nivel de 
autonomía esperando obtener mayor eficiencia; pero la combinación de espe-
cialización vertical con especialización horizontal provocó mayor fragmentación 
del Estado y una disminución del control político cuando los políticos lo cedie-
ron a los administradores (Christensen y Laegreid, 2005). 

Entre el cúmulo de transformaciones que la NGP conllevó se encuentra el 
tema de la ubicación de la función reguladora, cuya necesidad creció sustan-
cialmente. En países que habían transitado antes que México por ese proceso, 
el debate al respecto fue un aspecto central. Algunos de los puntos relevantes 
incluyen el nivel de autonomía del regulador respecto de los Ministerios o Se-
cretarías de Estado, así como la posibilidad o necesidad de la separación entre 
las tareas administrativas y comerciales, que previamente se encontraban unidas 
en un solo ente. Así, mientras en Estados Unidos la separación entre las tareas 
administrativas y comerciales tiene una larga historia, cuyo ejemplo fue seguido 
en la década de los 80 por Nueva Zelanda, en Australia en los 90 se eligió una 
variante más horizontal, que debilitó en menor medida el control de los líderes 
políticos. Por su parte, Noruega optó por un camino más parecido al de Australia, 
combinando una moderada especialización horizontal con una especialización 
vertical de la misma índole (Christensen y Laegreid, 2005). 

Al evaluar los grandes objetivos perseguidos, se encontró que se había debili-
tado el control político por el cúmulo de agencias; había crecido la fragmentación 
y se había perdido coordinación en el aparato gubernamental, debido a una 
excesiva especialización vertical y horizontal. Han proliferado los organismos 
con propósito único; los más notables éxitos obtenidos han sido en el nivel local, 
pero en el nacional los resultados son muy dispares. Se esperaba que al aplicar 
los instrumentos de la NGP, paulatinamente habría convergencia y los países se 
tornarían más similares al enfrentar los mismos problemas, pero aplicarlas en 
diferentes contextos institucionales, diferentes sistemas político administrativos, 
en países con diferentes culturas, con o sin una tradición de burocracia profe-
sionalizada, provocó la aparición de resultados inesperados que confluyen en 
una conclusión: una misma solución no sirve para todo (Christensen y Laegreid, 
2005). En los Países del Sur Global, por ejemplo, la coexistencia de economía 
formal con economía informal es fundamental. Para aminorar el impacto de esos 
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problemas, surgieron orientaciones que buscaron recuperar el control político y 
la coherencia del gobierno, como el enfoque de “todo el gobierno” (whole-of-go-
vernment) aplicado en Australia, Nueva Zelanda y el Reino Unido (Robinson, 
2015), o las iniciativas de gobierno integral, gobierno integrado, gobernanza ho-
lística, nueva gobernanza pública, redes, alianzas, gobierno conectado y gestión 
pública colaborativa (Laegreid, et al., 2017).

En México, entre 1940 y 1970 ocurrió un proceso de industrialización liviana 
conocido como “periodo estabilizador”, que mantuvo altas tasas de crecimiento 
económico, baja inflación y estabilidad en el tipo de cambio, lo cual, combinado 
con la estabilidad del régimen político, fue la base de una acelerada urbanización 
e incremento del bienestar. Hacia 1970, se observa tanto el agotamiento del 
modelo económico, como el debilitamiento del sistema político, iniciando un 
periodo de crisis económicas recurrentes que se prolongó hasta 1995. 

A partir de entonces, el gobierno aplicó paulatinamente reformas convenidas 
con agencias como el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial 
(BM), a cambio de créditos. Así, México se sumó a la ola de descentralización de 
competencias que América Latina y África vivieron entre los 60 y fines de 70, 
apelando al principio federalista de subsidiariedad, según el cual las tareas deben 
ser realizadas por el nivel más bajo posible del Estado, ubicándolas en un lugar 
más cercano a los ciudadanos para aumentar la eficiencia gubernamental (Olsen, 
2007). Entre los instrumentos usados figuran los procesos de especialización verti-
cal y horizontal (Culebro, 2014). Las competencias trasladadas pueden ser en uno 
o varios de los ámbitos político, fiscal y administrativo (Olsen, 2007; Falleti, 2010) 

La descentralización reubicó muchas competencias desde el gobierno federal 
a la esfera de las entidades federativas y la reforma constitucional de 1983 generó 
un traslado de funciones a los municipios, destacando tres casos. El primero es 
el sector salud, con tres reformas. Una entre 1983 y 2002 con avance, resistencia, 
estancamiento y nuevo impulso en el traslado de los servicios a las entidades 
federativas, que incluyó privatizar segmentos relevantes, pero no aumentó la 
productividad ni la eficiencia, ni resolvió los problemas laborales surgidos de la 
transferencia. Otra entre 2003 y 2018, con una mayor intervención del sector 
privado, recentralización parcial del presupuesto que se había dispersado en múl-
tiples partidas, mayor fragmentación y ausencia de evaluación (Arellano et al., 
2015). Otra más inició en 2018 y ha tenido como propósito la creación paulatina 
de un Sistema Único de Salud de nivel nacional caracterizado por el acceso uni-
versal y gratuito, en un proceso claramente recentralizador pues eliminó el Seguro 
Popular, creó el Instituto de Salud para el Bienestar (INSABI) —que desapareció 
en 2023— y trasladó sus funciones al Instituto Mexicano del Seguro Social para 
el Bienestar (IMSS-Bienestar). En septiembre de 2025 se habían incorporado 25 
de 32 entidades federativas a este nuevo instituto (Méndez, Culebro y Cruz, 2024).
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El segundo caso fue la descentralización educativa en 1992, que trasladó las 
funciones operativas y administrativas a las entidades federativas, excepto el 
entonces Distrito Federal, encargando el mantenimiento de las instalaciones 
educativas a los municipios, pero conservando la regulación normativa y la 
asignación de recursos en el gobierno federal con recursos etiquetados, como el 
98% destinado a sueldos. Fue un proceso más parecido a una desconcentración, 
realizado sin diagnóstico de infraestructura o capacidades administrativas en las 
entidades, que recibieron grandes presiones del sindicato para el nombramiento 
de funcionarios en dichas entidades (Cabrero, 2010). 

El tercero es el proceso de descentralización en 1994 de los programas enfo-
cados en enfrentar la pobreza. Su antecedente fue la creación del Ramo 33 en 
el Presupuesto de Egresos de la Federación (Fondo de Aportaciones Federales) 
para repartir entre entidades y municipios recursos organizados en siete grupos: 
1) Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal (FAEB); 2) Fondo 
de Aportaciones para los Servicios de Salud (FASSA); 3) Fondo de Aportaciones 
para la Infraestructura Social (FAIS); 4) Fondo de Aportaciones para el Forta-
lecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito 
Federal (FORTAMUN-DF); 5) Fondo de Aportaciones Múltiples (FAM)1; 6) 
Fondo de Aportaciones para la Educación Tecnológica y de Adultos (FAETA); 
7) Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito 
Federal (FASP). Aunque el gobierno federal mantuvo la función normativa so-
bre los criterios de gasto y la distribución territorial, fue evidente una carencia de 
capacidad institucional y de control, de instrumentos de seguimiento y rendición 
de cuentas, por lo que este ejercicio descentralizador estuvo permeado por la 
corrupción (Cabrero, 2010).

En los tres ejemplos se aprecian procesos diferenciados que revelan al menos 
tres problemas. Primero, la carencia de un modelo de diseño institucional que guíe 
desde el diagnóstico el proceso de descentralización, generando paulatinamente 
las competencias en estados y municipios para asumir la función a descentralizar, 
revisando los problemas que genera la distinta condición sociopolítica y eco-
nómica de los gobiernos subnacionales y los locales. Segundo, resultó evidente 
la ausencia de voluntad política del ejecutivo federal, la falta de liderazgo y los 
conflictos de interés generados por el proceso. Tercero, predominaron la escasa 
capacitación del personal directivo y operativo; los obstáculos político-adminis-
trativos creados por los gobernadores para retrasar la entrega de los recursos 
etiquetados en favor de los municipios; así como una opaca rendición de cuentas 
en los tres niveles de gobierno, que favoreció la corrupción.

1 Este, junto con el FORTAMUN-DF, son ejercidos directamente por los municipios.
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Pero la descentralización no es un proceso irreversible. Al ser finalmente 
expresión de una lucha política, también puede experimentar un retroceso, 
fenómeno conocido como recentralización (Olmeda y Armesto, 2017; Riedl y 
Dickovick, 2014), que consiste en el regreso de algunas funciones al ámbito del 
gobierno nacional. En la segunda década del siglo XXI, existen investigaciones 
que documentan diversos procesos de recentralización como el de la Federación 
Rusa (Leonard, Nazarov y Vakulenko, 2016), el del sistema de salud en Francia 
(Simonet, 2017), el del transporte, salud y comunicaciones en Vietnam (Malesky, 
Nguyen y Tran, 2014), y el de algunos países de América Latina (Cravacuore, 
2014). 

En el caso mexicano, a partir de 2013 se observan procesos recentralizadores 
(Blancas, 2014).  En diciembre de 2013, se recentralizó el manejo de la nómina 
magisterial mediante una reforma a la Ley de Coordinación Fiscal (DOF, 2013), 
de manera que el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto 
Operativo pasó a ser dirigido por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(artículo 25 fracción VIII). En febrero de 2014, una reforma constitucional (DOF, 
2014a) sustituyó el Instituto Federal Electoral por el Instituto Nacional Electoral, 
otorgándole competencias para intervenir, bajo ciertas circunstancias, en los pro-
cesos electorales locales (artículo 41, fracción V, apartado B). A partir de marzo 
de 2014, el Código Nacional de Procedimientos Penales (DOF, 2014b) unificó 
a nivel nacional las normas en los procesos de investigación, procesamiento y 
sanción de delitos (artículo 2). En abril de 2016 entró en vigor la Ley de Discipli-
na Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios (DOF, 2016) para 
establecer criterios que evitasen un excesivo endeudamiento (artículo 1). A nivel 
subnacional, en el Estado de México se han documentado dos casos de recentra-
lización gobierno estatal-municipio. El primero en 2001, respecto de las facultades 
en materia de regulación territorial (Isunza y Méndez, 2011). El segundo, en 2013, 
con el impuesto sobre hospedaje (Martínez y Carrera, 2015).

Vistas en conjunto, estas reformas administrativas en México han sido 
implementadas con lógicas contrapuestas, segmentadas, empalmadas entre sí y 
orientadas por fenómenos coyunturales durante más de tres décadas, pero no 
tuvieron como punto de partida un diseño claro de la administración pública 
y fueron conducidas por una clase política con vocación centralizadora. Al 
estudiar, hace ya una década, las trayectorias de cambio, Cejudo y Pardo (2016) 
observaron tres tendencias. La primera es el surgimiento de un giro centralizador, 
operado mediante nuevas normas e instituciones que regresaron a la federación 
procesos administrativos previamente trasladados a las entidades federativas. 
Ese fue el caso de la nómina magisterial, de los procesos para la compra de me-
dicamentos, los procesos electorales, el derecho a la información y la seguridad 
ciudadana. Esa recentralización trastocó procedimientos inacabados, que, al 
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revertir procesos, generó una trayectoria en sentido centralizador que chocó con 
la descentralizadora. La segunda fue el crecimiento de ámbitos de autonomía 
respecto al poder ejecutivo, motivada por la falta de confianza en la actuación im-
parcial de los funcionarios públicos de primer rango en temas que los involucran 
en conflictos de interés, como la evaluación educativa, la política de competencia, 
la política de telecomunicaciones y la evaluación de las políticas de desarrollo 
social. Esta representa la tendencia fundamental, para el presente trabajo. La 
tercera se refería a un inacabado proceso para establecer sistemas anticorrupción.

En ese contexto, en un lapso que abarca dos décadas, se crearon hasta trece 
organismos constitucionales autónomos (OCA), encargados de atender áreas 
muy puntuales, como se muestra en el Cuadro 1. Tanto su naturaleza, como el 
número de ellos, han sido materia de debate (Moreno, 2024), pues algunos autores 
consideran que no todos cumplen las características para ser considerados OCA.

Cuadro 1: Organismos Constitucionales Autónomos de México

Fuente: Elaboración propia.

La característica principal de estos organismos es la de ser instituciones creadas 
por mandato constitucional, como parte del aparato del Estado, pero sin ads-
cripción a ninguno de los tres poderes (ejecutivo, legislativo y judicial), por lo que 
no son agencias de otros órganos, sino entes encargados de una función especí-
fica que no reporta a otras organizaciones gubernamentales. Estos trece Organis-
mos Constitucionales Autónomos, se pueden clasificar en tres grupos. El prime-
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Nombre y acrónimo Creación 

Banco de México (Banxico) 1993 

Comisión Reguladora de Energía (CRE) 1993 

Instituto Nacional Electoral (INE) 1996 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) 1999 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) 2006 

Comisión Nacional de Hidrocarburos (CNH) 2008 

Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (INEE) 2013 

Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT) 2013 

Comisión Federal de Competencia Económica (COFECE) 2013 

Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (INAI) 

2014 

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL) 2014 

Fiscalía General de la República de México (FGR) 2014 

Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación (Mejoredu) 2019 
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ro atiende los derechos político electorales, humanos y de impartición de justicia 
y lo integran la CNDH, el INE, el INAI y la FGR. El segundo grupo atiende te-
mas de naturaleza eminentemente técnica y lo forman el IFT, el INEGI, el Banxi-
co, la COFECE, la CRE y la CNH. Cuatro de ellos —el IFT, la COFECE, la CRE 
y la CNH— son responsables de funciones más cercanas a la idea de un ente re-
gulador. El tercer grupo se encarga de procesos de evaluación y lo integran el CO-
NEVAL, el INEE y Mejoredu. 

El gobierno federal que asumió en 2018, encabezado por Andrés Manuel López 
Obrador, criticó sistemáticamente su eficiencia, el exceso de recursos asignados y 
la pérdida de control del gobierno sobre sus funciones, pero no emprendió una 
nueva reforma para eliminarlos. Esto sucedió hasta el 20 de diciembre de 2024 
(DOF, 2024), bajo el gobierno de Claudia Sheinbaum Pardo, quien proclamó la 
continuidad del programa de gobierno y logró la mayoría calificada en ambas 
Cámaras del Poder Legislativo para modificar la Constitución. El Decreto, previa 
aprobación de las Cámaras de Diputados y Senadores, así como la mitad más 
uno de los congresos en las entidades federativas, procedió a extinguir en esa 
fecha los siguientes siete OCA: el INAI, el CONEVAL, la COFECE, el Instituto 
Federal de Telecomunicaciones (IFT), la CRE, la CNH y Mejoredu.

En este trabajo centramos nuestra atención en el IFT, por su papel en la 
regulación de los Equipos Terminales Móviles (ETM), de los cuales los teléfonos 
inteligentes, o smartphone, son los más representativos. Los ETM son dispositivos 
electrónicos de comunicación, portátiles dado su pequeño tamaño, con fuente de 
energía autónoma provista por baterías  de iones de litio de alta eficiencia, capaces 
de permanecer conectados en todo momento a las redes de telecomunicaciones 
(Red de telefonía móvil, WIFI, Bluetooth, entre otras), con acceso inmediato a 
internet y a un amplio abanico de servicios por medio de aplicaciones móviles 
utilizadas por el usuario final para tener acceso a información y servicios en 
cualquier momento y lugar con el objeto de realizar trámites personales, atender 
asuntos laborales, acceder al sistema financiero, al correo electrónico, interactuar 
en las redes sociales, enviar mensajes de texto, hacer llamadas, entre otras fun-
ciones. 

IV. La reforma en telecomunicaciones y los ETM

La primera agencia reguladora en la materia fue la Comisión Federal de Teleco-
municaciones (COFETEL), creada el 9 de agosto de 1996 (DOF, 1996), como ór-
gano desconcentrado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT), 
con el objetivo de “regular y promover el desarrollo eficiente de las telecomunica-
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ciones” (art. 1), cuando había iniciado ya la comercialización (Oszlak, 2004) que 
la empresa Telcel realizaba desde 1984 y la empresa Iusacell desde 1989 en la ciu-
dad de México. La COFETEL operó hasta el 11 de junio de 2013, cuando desa-
parece mediante una reforma constitucional (DOF, 2013) en la que se crea el Insti-
tuto Federal de Telecomunicaciones (IFT) y la Comisión Federal de Competencia 
Económica (COFECE) (art. 28). 

En julio de 2014, se expide el decreto de la Ley Federal de Telecomunicaciones 
y Radiodifusión, que precisa aún más el carácter del IFT (DOF, 2014c) como 
organismo constitucional autónomo, con independencia en la toma de decisio-
nes y sobre su funcionamiento, con personalidad jurídica y patrimonio propio, 
encargado de la regulación y supervisión de las redes y la prestación de servicios 
de telecomunicaciones y radiodifusión (art. 7), cuya distribución de competencias 
entre las unidades administrativas que lo integran se estableció en septiembre 
de 2014 en el correspondiente Estatuto Orgánico del IFT (DOF, 2014d). Un mes 
después, en octubre de 2014, un Acuerdo modifica ese Estatuto (DOF, 2014e) al 
encontrar falta de correspondencia con las facultades de la COFECE. Por su 
parte, COFECE, creada en 2013 (DOF, 2013), se encargó de garantizar la libre 
competencia y concurrencia, investigar y combatir las prácticas de tipo monopó-
lico, así como otras restricciones que obstaculicen el eficiente funcionamiento de 
los mercados (art. 28).

La tarea del IFT respecto de los ETM resultó muy compleja. Por su utilidad, 
estos dispositivos se han convertido en compañeros inseparables de las personas 
y su importancia exige que los servicios prestados por la multitud de empresas que 
interactúan con ellos, sean objeto de regulación. Tienen particular importancia 
tres delitos que involucran a los ETM en todo el mundo. Uno es el robo del 
teléfono, que por su alto precio, puede ser revendido, previa falsificación, en el 
mercado negro o incluso en locales establecidos. Si bien estudios contemporáneos 
estimaban que aproximadamente el 2.64% de los dispositivos eran falsificaciones 
(Ávila, 2021), evidencia más reciente confirma la persistencia y magnitud del 
problema a escala global. De acuerdo con la OCDE, el comercio de productos 
falsificados alcanzó aproximadamente 467 mil millones de dólares, equivalente 
al 2.3% del comercio mundial; mientras otras estimaciones indican que hasta uno 
de cada cinco teléfonos móviles comercializados internacionalmente puede ser 
falsificado (DNA, 2017; IFT, 2023; OCDE, 2025). y que estos dispositivos pueden 
ser más vulnerables o tener menor rendimiento (Alsunaidi y Almuhaideb, 2019).

 En México, la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Segu-
ridad Pública (ENVIPE) señala que, en el año 2024, se registraron un total de 6.1 
millones de robos perpetrados en asaltos callejeros o en el transporte público, lo 
que equivale a una tasa de 6003 robos por cada 100 mil habitantes. De ese total, 
en el 57% de los casos, el objetivo del robo fueron los ETM (INEGI, 2025). Otro 
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delito es la comisión de ilícitos usando el teléfono, como las extorsiones o el robo 
de identidad, para cometer fraudes en el mismo país o en cualquier otro, usando 
dispositivos desechables o diferentes tarjetas SIM (Subscriber Identity Module) no 
registradas, para llamar o enviar mensajes desde el anonimato, pudiendo recibir 
transferencias bancarias electrónicas, cuyo rastreo internacional es complicado. 
El tercer tipo de delito es el uso que puede darse a la información contenida en el 
teléfono, como el acceso a cuentas bancarias, datos de otros contactos, acceso a 
correo electrónico y redes sociales. Colaborar en la disminución de esos riesgos, 
es materia de coordinación y cooperación entre varios agentes y constituye tarea 
del ente regulador. 

Por la compleja naturaleza de los servicios que proporciona un smartphone, 
a nivel internacional existen iniciativas de protección y cada empresa y cada 
regulador las adoptan. Así, la regulación vigente en México se basa en la   Dis-
posición Técnica IFT 11- 2017 y los Lineamientos para la homologación de 
productos, equipos, dispositivos o aparatos destinados a telecomunicaciones o 
radiodifusión, que incluyen desde la fabricación del dispositivo, hasta su uso por 
el Usuario Final.

Al ser fabricado, un ETM debe marcarse con un número único denominado 
IMEI (International Mobile Station Equipment Identity), que le otorga identidad 
internacional, proporcionado por GSMA (Global System for Mobile Communi-
cations), agencia privada donde se agrupan aproximadamente 750 empresas de 
telefonía móvil en el mundo y más de 400 empresas de servicios relacionados a 
las comunicaciones móviles. En su etapa de comercialización, existen procesos 
como la importación, distribución y venta de ETM. Finalmente, el usuario lo 
adquiere y solicita una línea telefónica. En este proceso intervienen: a) fabrican-
tes y propietarios de marcas de ETM (Samsung, Apple, Huawei, entre otros); b) 
el Administrador internacional de los números IMEI (GSMA); c) importadores, 
distribuidores y vendedores; d) el Instituto Federal de Telecomunicaciones y 
COFECE en calidad de entes reguladores; e) prestadores de servicios de teleco-
municaciones móviles  también llamados operadores (Telcel, ATT, Movistar); f) 
bancos e instituciones de Seguros (contratos de servicio, app para operaciones); 
g) la institución recaudadora de impuestos, (Servicio de Administración Tributa-
ria). El agente regulador participa activamente en todas las etapas del ciclo de vida 
del ETM, emitiendo Lineamientos, Normas, y Disposiciones Técnicas. Su papel 
es crucial para certificar el cumplimiento de la normatividad y la seguridad de 
los dispositivos, que incluyen todas las etapas desde la fabricación, importación, 
distribución, venta y prestación de servicios afines.

Como la regulación de los ETM representa un problema internacional, desde 
hace años existen acciones que buscan prevenir delitos cometidos en el entorno 
de estos dispositivos. Una de las primeras fue la recomendación emitida por la 
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Unión Internacional de Telecomunicaciones UIT-R M.1224-1 (UIT, 2012), que 
define el IMEI para cada dispositivo, buscando identificar la marca, modelo y 
características técnicas de cada dispositivo móvil con el objetivo de fortalecer la 
seguridad y disminuir delitos. En julio de 2012, los reguladores de Latinoamérica 
en el área de telecomunicaciones acordaron iniciar el intercambio de informa-
ción mediante una base de datos que contiene información de millones de ETM 
en todo el mundo, actualizados diariamente por más de 150 operadores móviles 
de todo el mundo. El IFT acordó implementar un Sistema de Verificación de 
Dispositivos, para fortalecer las medidas destinadas a combatir el robo de ETM 
y el tráfico de equipos entre países, en donde cada usuario podría verificar si su 
equipo está inscrito o si fue reportado por robo. 

Lamentablemente, esta recomendación no funcionó. Entre las razones se 
encuentra el hecho de que en la gestión de los números IMEI y la prestación 
de servicios están involucrados un conjunto de actores que al anteponer sus 
intereses impidieron disponer de una base de datos de números IMEI completa 
y actualizada. Adicionalmente, tanto los fabricantes, como los comerciantes del 
ETM, se quejaban de una sobrerregulación que obstaculizaba sus actividades y 
encarecía los costos de importación (Instituto Federal de Telecomunicaciones, 
2017). Debido a esta disfuncionalidad, continuaron presentándose situaciones 
donde los ETM son clonados o se les modifica el número IMEI por medio de 
hackeo o flexeo. Se cambia el IMEI de un dispositivo robado por otro IMEI no 
reportado como robado, y luego se vende a precio reducido (Alsunaidi y Al-
muhaideb, 2019), delito al que colabora la baja tasa de denuncias por robo de 
dispositivos.

Otra iniciativa en México fueron los lineamientos de colaboración entre las 
autoridades penitenciarias y los concesionarios de servicios de telecomunica-
ciones (Instituto Federal de Telecomunicaciones, 2012) y la Ley Federal de Te-
lecomunicaciones y Radiodifusión (DOF, 2021a) (art. 190), para instalar equipos 
bloqueadores en los penales, con el fin de disminuir delitos de extorción y fraude 
cometidos por reclusos. Lamentablemente, tampoco dio buenos resultados.

De igual modo, durante el gobierno de López Obrador, en abril de 2021, el 
poder legislativo aprobó una reforma a la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión (DOF, 2021b) para crear el Padrón Nacional de Usuarios de Tele-
fonía Móvil (PANAUT) (cap. I Bis), una base de datos que contendría el número 
de línea, fecha y hora de activación, nombre completo del usuario, domicilio, 
datos biométricos de quienes tienen líneas de celular, datos del concesionario, 
entre otros (art. 180 Ter), administrado por el IFT (art. 180 Bis), obligando a los 
concesionarios a registrarlos, y responsabilizándolos por datos equívocos o in-
congruentes (art. 180 Quinquies), de la cual las autoridades que investigan delitos 
podrían solicitar información al IFT (art. 180 Septimus). La reforma autorizaba 
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bloquear las líneas con reporte de robo o extravío (art. 190), establecía infraccio-
nes a los concesionarios por incumplir las disposiciones (art. 307 Bis) y al IFT si 
no emitía las disposiciones en los plazos establecidos (transitorio Tercero). 

Sin embargo, el 26 de mayo de 2021, el propio IFT promovió una Demanda de 
Controversia Constitucional (IFT, 2021) ante la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (SCJN) considerando que la reforma invadía las facultades regulatorias 
del mismo IFT. Al atenderla, el 15 de junio de 2021 la SCJN suspendió la im-
plementación del PANAUT al considerar que existe un riesgo en la autonomía 
constitucional del Instituto (SCJN, 2021), y el 25 de abril de 2022, la SCJN declaró 
inconstitucional el PANAUT (SCJN, 2022).

V. Discusión

En materia de regulación de ETM, el escenario previo a la reforma constitucio-
nal, que promovió Claudia Sheinbaum el 20 de diciembre de 2024 (DOF, 2024) 
para extinguir siete OCA, entre ellos el IFT, se caracteriza por cuatro rasgos. El 
primero es la falta de resultados del IFT en la implantación de medidas de éxito 
adoptadas en otros países, como el uso del IMEI o los lineamientos para el uso de 
bloqueadores de señal en penales, que se esperaría coadyuvaran a controlar deli-
tos como el robo de smartphone, su venta en mercados negros, su uso para come-
ter delitos.  Los datos mostrados revelan un creciente problema. El segundo fue la 
reticencia del propio IFT a expandir sus facultades como regulador. El tercero, la 
oposición a adoptar las nuevas competencias aprobadas por el poder legislativo, 
argumentando que su carácter de organismo autónomo constitucional se vulne-
raba al modificar su reglamentación. El cuarto, la acción de inconstitucionalidad 
interpuesta por 47 senadores basados en el artículo 105, fracción II, inciso b) de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Este escenario muestra tres problemas. El primero es una evidente incapaci-
dad del IFT para reducir la incertidumbre entre los usuarios finales generada por 
delitos asociados a ETM (Arellano, 2004; North, 1995), lo que ocasionó un incre-
mento en los costos de transacción asociados al uso de los dispositivos (Ayala, 
1999; North, 1995), con la consecuente pérdida de legitimidad del ente regulador 
(Boin y Christensen, 2008). Los costos de transacción no solo se refieren a que un 
usuario pague un precio mayor por desconocer una parte relevante de la infor-
mación de la empresa con la que contrata y de otras empresas; también incluyen 
un daño por un servicio que opera en condiciones no óptimas cuando no existe 
la política de Neutralidad de Red, la cual consiste en que cualquier envío de datos 
en la red debe ser tratado de manera no discriminatoria, sin bloqueos, prioriza-
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ciones, ni degradaciones arbitrarias, condición frecuentemente alterada por el 
concesionario con mayor poder, que prioriza sus propios envíos, discriminando 
los de empresas competidoras. Obviamente, esta condición daña a la empresa 
competidora y al usuario final (Triviño, 2025).

El segundo problema es la incapacidad para realizar acciones efectivas 
de coordinación con otras instituciones estatales como COFECE con quien 
compartía la regulación (Koop y Lodge, 2014; Laegreid y Verhoest, 2010) pero 
también con agentes privados (Christensen y Laegreid, 2008; Laegreid, Dyrnes y 
Rykkja, 2017). El tercero es la existencia de un Déficit de Capacidad Institucional, 
claramente visible por el marco normativo (contradicciones en el marco regula-
torio y distorsiones al espíritu de la ley), por la estructura organizativa (al no ser 
el único ente regulador) y posiblemente por comportamientos individuales con 
los entes regulados que conllevan a la captura del ente regulado (Oszlak, 2004).

Así, la única vía para ampliar la regulación de los ETM era la reforma cons-
titucional, lograda tras las elecciones de 2024, cuando Claudia Sheinbaum ganó 
las elecciones para la Presidencia y su coalición política consiguió la mayoría 
calificada requerida tanto en la Cámara de Diputados (Cámara de Diputados, 
2025), como en la Cámara de Senadores (Cámara de Senadores, 2024). Se eligió 
la recentralización de funciones, asignando y ampliando funciones a una nueva 
institución orgánicamente vinculada al poder ejecutivo (Aalen y Muriaas, 2017; 
Olmeda y Armesto, 2017; Riedl y Dickovick, 2014), buscando así atenuar la exce-
siva fragmentación del aparato estatal (Christensen y Laegreid, 2005) y recuperar 
el control político de áreas estratégicas (Laegreid et al., 2017; Robinson, 2015). 

Tras el proceso de reforma, se creó con rango de Secretaría de Estado, la 
Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones (DOF, 2024), a la 
que se asignaron las siguientes funciones: “Formular y conducir las políticas de 
inclusión digital, gobierno digital, informática, tecnologías de la información, 
comunicación y telecomunicaciones de la Administración Pública Federal”; 
formular y encabezar las políticas de telecomunicaciones y radiodifusión del 
Gobierno Federal (DOF, 2024). En enero de 2025, el Reglamento Interior de la 
Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones (DOF, 2025a),  precisa 
que entre sus competencias se encuentran  expedir “y emitir las políticas, normas, 
lineamientos, criterios, manuales, procedimientos y demás instrumentos para su 
implementación” definiendo los protocolos de seguridad de la información y las 
telecomunicaciones del gobierno federal, celebrando convenios de colaboración 
y coordinación con los tres niveles de gobierno y poderes de la unión, con empre-
sas privadas nacionales e internacionales (art. 6), revisar y sancionar la legalidad 
de convenios y contratos (art. 12), establecer mecanismos para favorecer la 
alfabetización digital (art. 18), promover la coordinación de las instituciones del 
gobierno federal en ciberseguridad (art. 19), solicitar a los poderes de la unión y 
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al sector privado información sobre servicios de telecomunicaciones (art. 21), y 
resolver procedimientos sobre rescisión de contratos (art. 23). 

En julio de 2025, se publicó (DOF, 2025b) la Ley en materia de Telecomu-
nicaciones y Radiodifusión (LMTR), la cual crea la Comisión Reguladora de 
Telecomunicaciones (CRT), como un órgano administrativo desconcentrado 
de la Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones a la que le 
confiere entre otras las siguientes funciones: regular, promover y supervisar el 
uso, aprovechamiento y explotación del espectro radioeléctrico y la prestación de 
servicios de telecomunicaciones (art. 8), emitir las disposiciones para regular las 
telecomunicaciones (art. 10 fracc. I); y requerir a los sujetos regulados la informa-
ción necesaria para ejercer sus funciones (art. 10 fracc. XXX). La CRT se integra 
por cinco personas nombradas por el poder ejecutivo federal, con duración de 
siete años (art. 11). En materia de coordinación, se señalan atribuciones exclusi-
vas, trasladadas y concurrentes con PROFECO y la Secretaría Anticorrupción 
y Buen Gobierno.

Los concesionarios deberán “Colaborar con las instancias de seguridad, 
procuración y administración de justicia en la localización geográfica, en tiempo 
real, de los equipos terminales, en los términos que establezcan las leyes” (art. 
183), debiendo conservar un registro con nombre, tipo de comunicación, datos 
para rastrear origen y destino de comunicaciones con fecha, hora, duración, 
conservándolos por doce meses (art. 83 fracc. I y II). Para ello, considerando 
que Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador y Perú, han esta-
blecido instrumentos regulatorios para identificar líneas telefónicas móviles, la 
CRT emitió  el 9 de diciembre de 2025 los Lineamientos para la Identificación 
de Líneas Telefónicas Móviles (DOF, 2025c), que establecen la obligación de los 
proveedores de servicios de telefonía móvil de habilitar, operar y administrar una 
Plataforma de Gestión de líneas telefónicas móviles (para vincular o desvincular 
las líneas telefónicas móviles) y otra Plataforma de Consulta de líneas telefónicas 
móviles (los usuarios pueden realizar consultas sobre su línea telefónica móvil) 
(art. 2 fracc. XIX; arts. 6, 7 y 33) en la que solo serán visibles los últimos cuatro 
dígitos de cada línea (art. 36). El plazo para realizar la vinculación de aproxima-
damente 144 millones de líneas vence el 30 de junio de 2026; de ellas, según un 
reporte de la CRT el 14 de junio de 2026 se habían registrado 59.2 millones (La 
Jornada, 2026), equivalente a 41%. 

Un beneficio adicional esperado con la reforma es lograr mayor eficiencia. 
Entre los mecanismos que existen para ello, destaca la simplificación adminis-
trativa. Al respecto, una buena señal es el anuncio realizado por la CRT el 18 de 
mayo de 2026, abriendo una consulta pública durante 20 días hábiles mediante 
un enlace. El anteproyecto puesto a consideración incluye 17 trámites relativos 
a las concesiones que se pretende convertir solo en avisos, reduciendo 30 días 
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hábiles; en otros trámites se propone reducir el 66% de los actuales requisitos y en 
el 83% los plazos de resolución vigentes (CRT, 2026).

En sentido similar, asignar con mayor claridad funciones a las instituciones 
gubernamentales que regulan algún aspecto del servicio debe traducirse en mayor 
eficiencia. Dos cambios en la ley tienen este objetivo. Uno es el monitoreo en la 
calidad del servicio, que antes realizaba IFT, informando a PROFECO para los 
efectos conducentes (art. 191, LFTR); tras la reforma, corresponde a PROFECO 
representar a los usuarios frente a los operadores de servicios de telecomunica-
ciones (art. 185, LMTR). El otro se refiere a los Derechos de los Usuarios con Dis-
capacidad, donde la LFTR (art. 99) ordenaba la coordinación entre el Ejecutivo 
Federal y el IFT; tras la reforma, la LMTR (art. 192) encomienda a PROFECO 
promover que los usuarios con discapacidad tengan acceso a los servicios de 
telecomunicaciones, en igualdad de condiciones con los demás usuarios.

Con estos nuevos instrumentos, el gobierno de México espera tener un 
mercado de líneas telefónicas más ordenado, lo cual en teoría resultaría en una 
notable disminución de los delitos asociados a los smartphones. Asimismo, con las 
herramientas explicadas se busca lograr una mejor coordinación en tres campos: 
entre las agencias gubernamentales involucradas, entre las agencias guberna-
mentales y las empresas concesionarias y entre las propias empresas prestadoras 
de servicios con los usuarios finales de ETM. Finalmente, con las acciones de 
simplificación administrativa puestas a consulta pública, se pretende mejorar en 
algunos aspectos la eficiencia.

VI. Conclusiones

La Constitución Política de los Estados Unidos mexicanos establece (DOF, 2026) 
que una función primordial del Estado es proporcionar seguridad a los ciudada-
nos en su persona y bienes (arts. 4 y 21). Para ello, se ha construido un conjunto 
de instituciones que actúan a nivel federal, estatal y municipal. Esa función asu-
me varias formas. Una de ellas, es la regulación que consiste en la acción guber-
namental para intervenir en las relaciones que los individuos establecen con em-
presas públicas o privadas con las que adquieren productos como puede ser un 
ETM, o cuando las empresas les proporcionan servicios como el acceso a telefo-
nía en esos dispositivos móviles y a internet. La regulación debe incluir también 
las operaciones conjuntas entre esas empresas, así como las acciones que se reali-
zan entre ellas y las instituciones gubernamentales.

Las razones de esa regulación son, por un lado, contar con la posibilidad 
de minimizar abusos u omisiones que se traducen en elevados costos de tran-
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sacción, en desmedro del usuario, cometidos por las empresas. Por otro, lograr 
disminuir los riesgos que el usuario final inevitablemente asume, entre los cuales 
se encuentran tres tipos de delitos en los que el dispositivo es esencial: el robo del 
propio teléfono, la necesidad de prevenir el anonimato que permite el uso del 
ETM como herramienta para cometer otros delitos como fraude o extorsión, y 
el uso de la valiosa información extraída del teléfono, como contactos con otros 
usuarios o datos bancarios, que pueden ser usados para cometer otros delitos 
como el robo de identidad.

El aumento en la incidencia de estos delitos en México por más de dos déca-
das se convirtió en un factor que impulsa la percepción de inseguridad entre la 
población y esta condición obliga al Estado a buscar opciones para mejorar la 
regulación. Empero, por muchos años esto no sucedió pues debido a factores 
como los intereses empresariales, la regulación aceptada internacionalmente en 
materia de uso de números identificadores —conocidos como IMEI— no se apli-
có completamente, con lo cual se facilitó la libre circulación de teléfonos robados 
que se ofrecen a precios menores en un mercado secundario. Simultáneamente, 
tampoco ha funcionado el control de llamadas de extorsión realizadas desde las 
instituciones penitenciarias.  

En años recientes, dos intentos del gobierno federal fracasaron no solo por 
la oposición de los entes regulados, sino incluso por la del ente regulador, que 
argumentó su carácter de Organismo Constitucional Autónomo, para rechazar 
reglas adicionales y que fue apoyado por la SCJN. Así, mientras el tema se 
politiza, el Instituto Federal de telecomunicaciones (IFT), no buscó mejorar sus 
competencias para hacer más eficiente su gestión. Esto puede deberse, en parte, a 
la naturaleza del origen de las agencias reguladoras en el país, pues, como señala 
la teoría, en realidad parecen haber sido creadas únicamente por mandatos 
legales, o decretos, y no como resultado de un análisis profundo donde primero 
se examinan los elementos necesarios para formar una organización pública 
reguladora, capaz de llevar a cabo sus tareas de modo consistente, efectivo, de 
enfrentar cambios contextuales para adaptarse a los mismos, de contemplar la 
posibilidad de coordinarse y cooperar con múltiples actores para el cumplimiento 
de diversos objetivos —usualmente, vagos y cambiantes—.

Así, la opción del gobierno federal fue esperar el momento político adecuado 
para extinguir el IFT, centralizando sus funciones en una nueva Secretaría y 
una Comisión dependiente de ella, pretendiendo recuperar el control político y 
administrativo en la regulación de esta sensible área, donde existen acciones de 
captura de poderosas empresas. Los nuevos instrumentos vinculantes, estable-
cen con claridad nuevas obligaciones tanto para los entes regulados, como para 
la recién creada Comisión Reguladora de Telecomunicaciones (CRT). Entre 
ellas, destaca la obligatoriedad de usar el IMEI, el registro con nombre, dirección, 
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número de teléfono y otros datos de todos los usuarios en una base de datos 
creada por cada concesionario, misma que a solicitud de autoridad judicial puede 
ser consultada por las instituciones encargadas de investigación de delitos. Tam-
bién, se elimina el límite máximo del bloqueo de servicios telefónicos móviles 
en las inmediaciones de los centros de reclusión.  En conjunto, al registrarse los 
144 millones de líneas existentes, se espera una disminución en las llamadas por 
extorsión o fraude, pues desaparecerá el anonimato. Al mismo tiempo, ningún 
teléfono podrá tener servicio si no ha realizado el registro correspondiente. Con-
currentemente, el registro del IMEI cuenta con la capacidad de traducirse en un 
descenso en el robo de teléfonos.

Evidentemente, con una reforma en curso al cerrar este artículo, no es posible 
examinar el impacto. Solo es posible examinar el avance y las nuevas señales. 
En general, se espera un mejor funcionamiento del servicio vinculado a los 
smartphones en tres campos. El primero será una sensible disminución de los 
tres problemas comentados (robo del teléfono, fraude o extorsión al combatir el 
anonimato, y el uso de la información que contiene el equipo). El segundo, una 
mejor coordinación entre la CRT y los actores regulados, con lo cual el usuario 
final de un ETM podría tener un mejor servicio. Un ejemplo es la eliminación de 
superposiciones y vacíos regulatorios entre la CRT y la PROFECO.

En un tema tan complejo como el de la regulación en las telecomunicaciones y 
la radio, este trabajo reflexiona únicamente sobre lo relativo a los ETM. Respecto 
al debate sobre la autonomía del ente regulador, la experiencia de México con 
el IFT mostró escasos beneficios que contrastan con evidencias de problemas. 
La autonomía expresada como organismo constitucional autónomo impidió 
aplicar políticas de Estado en un tema tan grave en nuestro país como la seguri-
dad ciudadana permitiendo el anonimato en el uso de teléfonos móviles, siendo 
omiso ante un enorme mercado negro de estos dispositivos, no solo emanado 
del robo, sino incluso realizado por importadores ante la inexistencia de la obli-
gatoriedad de registrarlos. Al negarse a realizar modificaciones a su legislación, 
el IFT permitió la continuidad de trámites largos y engorrosos; tampoco apoyó 
la justa demanda de las personas con discapacidad para obtener un servicio en 
condiciones equiparables a las de los otros usuarios. Con la reforma, el gobierno 
recupera control político sobre esta estratégica área. 

Por último, es importante considerar que estas agencias de reciente creación 
también surgieron por medio de un mandato legal, lo cual, así como sucedió con 
el IFT y como se señala en la teoría, no garantiza su adecuado funcionamiento, o 
incluso el seguimiento de las regulaciones creadas, o las decisiones tomadas y pue-
den traer consigo consecuencias inesperadas, sobre todo porque tratan con un 
tema muy sensible, de evolución rápida y constante, como las telecomunicacio-
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nes. Por eso, dar seguimiento a su actuación, a su proceso de institucionalización 
y primordialmente a sus resultados es una tarea relevante.

La contribución de este trabajo consiste en examinar con oportunidad la 
reforma en curso, con el propósito de alentar el análisis y el debate de los temas 
controversiales en la administración pública, enfocando la atención en aspectos 
que tienen al usuario como eje, tales como la mejora del servicio, las medidas para 
una mayor seguridad al usar el smartphone y la simplificación administrativa, 
esperando con ello fomentar nuevas investigaciones en este sector estratégico. 
Usualmente se analizan las reformas tiempo después, con la ventaja de tener 
datos disponibles para realizar evaluaciones, presentar evidencia de aciertos o 
fracasos. En este caso, uno de los efectos principales —el proceso de registro de 
los ETM en bases de datos creadas y administradas por cada operador— aún no 
concluye. 

Los resultados esperados, como un servicio más eficiente, disminución de 
delitos vinculados al uso de smartphone, la mejor coordinación y la simplificación 
administrativa, se verán en poco tiempo. Podrá compararse la situación previa 
con otros casos, construyendo indicadores sobre simplificación administrativa 
entre empresas y el órgano regulador, entre empresas prestadoras de servicios 
complementarios, en la facilidad del usuario para presentar y resolver quejas ante 
PROFECO, así como en la disminución de los tres tipos de delitos mencionados. 
En algunos casos, esos indicadores emanan de registros habituales del gobierno 
federal, en otros deberá solicitarse información y, en otros más, será necesario 
aplicar encuestas y entrevistas.
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Resumen

Se analiza la capacidad dinámica de la gestión en las escuelas de 
educación básica en México a fin de valorar las respuestas a una 
variedad de problemas en el proceso de enseñanza-aprendizaje. 
Este análisis se basa en la observación de juntas del Consejo 
Técnico Escolar (CTE) en cuatro escuelas públicas de educación 
primaria de la Ciudad de México en el ciclo escolar 2021-2022. 
Los asuntos tratados en esas juntas muestran las capacidades 
operativas y dinámicas de las escuelas; para estas últimas, el CTE 
identifica problemas y asigna recursos al modificar la planeación 
didáctica y realizar trabajo en equipo, pero estos recursos están 
limitados a los asignados por la autoridad educativa y no implican 
un cambio hacia un diferente modelo de organización escolar. El 
enfoque de capacidades dinámicas revela las condiciones que 
limitan la transformación de las escuelas públicas.
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Abstract

This study analyzes the dynamic capability of elementary edu-
cation schools’ management in Mexico to assess their responses 
to a variety of problems in teaching and learning processes. This 
analysis is based on observations of School Technical Council’s 
meetings (CTE) in four public elementary schools in Mexico City 
during the school year 2021-2022. The issues discussed in these 
meetings reveal the schools’ operational and dynamic capabilities. 
Regarding the latter, the CTE identifies problems and allocates 
resources by modifying teaching plans and engaging in teamwork, 
but these resources are limited to those allocated by the educational 
authority and do not imply a shift toward another organizational 
model. The dynamic capabilities approach reveals the conditions 
that limit public schools’ transformation.

Keywords

Elementary education; School Technical Council; Dynamic Capabi-
lities; School Management; Educational Change

Introducción

El proceso de enseñanza-aprendizaje es el núcleo de la gestión de las escuelas pú-
blicas y de sus actividades. Por un lado, en cuanto a la enseñanza, se imparten los 
planes de estudio, se realiza la planeación didáctica, se utilizan materiales educa-
tivos, métodos de enseñanza, se evalúa y da seguimiento al aprovechamiento es-
colar de los estudiantes, y se organizan reuniones entre docentes y directores. Por 
otro lado, en el aprendizaje influyen las habilidades personales de los estudian-
tes, su desempeño en grados escolares previos, así como sus condiciones sociales, 
económicas y culturales. 
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Existe una amplia variedad de condiciones para los aprendizajes entre los es-
tudiantes de un grupo escolar, así como entre los de diferentes grados escolares. 
Un tema crítico es el rezago educativo reflejado en los resultados de las pruebas 
estandarizadas, que reportan deficiencias en el aprovechamiento escolar. Tales 
condiciones y el rezago actúan de manera conjunta, de modo que cualquier cam-
bio en estos factores es una diferencia en los resultados educativos, lo que repre-
senta un problema dinámico para la gestión de las escuelas públicas. 

Los estudios sobre la gestión escolar en México y América Latina son am-
plios. Murillo y Martínez-Garrido (2019, p. 9) realizan una revisión de los estu-
dios efectuados entre 2014 y 2016 en América Latina, incluyendo México. Estos 
autores señalan los diversos temas estudiados, tales como los métodos de ense-
ñanza, el currículo, la evaluación, el abandono escolar, el liderazgo, la política 
educativa, entre otros. En estos temas destaca la ausencia de un análisis del cam-
bio organizacional, particularmente cómo se ajusta el proceso educativo a las si-
tuaciones cambiantes en las condiciones de aprendizaje de los alumnos. 

Este artículo propone discutir la gestión escolar con el enfoque de capacida-
des dinámicas de las organizaciones. Dicho enfoque señala, según Teece (2025), 
las posibilidades de respuesta de las organizaciones a situaciones cambiantes en 
su entorno. En términos de recursos, Piening lo expresa como la capacidad para 
“asignar recursos para alcanzar resultados deseados” (2013, p. 212). Con este en-
foque, la pregunta es: ¿cuáles son las capacidades de las escuelas como organiza-
ciones para asignar recursos y atender la variedad de situaciones de los estudian-
tes?

El enfoque de capacidades dinámicas aquí presentado (sección 4) pone en dis-
cusión situaciones que se presentan en cualquier organización pública o privada. 
No obstante, su aplicación en las organizaciones públicas no es amplia. Piening 
(2013) reportó estudios aplicados a organizaciones del sector salud, gobiernos lo-
cales y educación mediante un estudio de distritos escolares de Estados Unidos, 
donde cada distrito agrupa varias escuelas. Por su parte, Miller y Ghaffarzadegan 
(2025, p. 728) señalan que la aplicación del enfoque en las organizaciones públi-
cas no es numerosa. Los estudios revisados se concentran en el sector salud y en 
el ámbito de las universidades, sin mencionar antecedente alguno de la aplica-
ción del enfoque en el análisis de la gestión de escuelas públicas. Destaca un estu-
dio realizado en Indonesia (Muttaqin, 2021), que discute sobre el enfoque de ca-
pacidades dinámicas de manera teórica y conceptual para establecer un marco de 
análisis de la capacidad de adaptación de las escuelas del sistema educativo de ese 
país. Este estudio subraya la importancia del marco institucional y organizacio-
nal, así como los aspectos culturales. 

Cabe señalar un documento de la Comisión Económica para América Lati-
na y el Caribe (CEPAL) que propone analizar capacidades institucionales, pero 
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capacidad de movilizar recursos, ya que propone centrar la atención en una ar-
quitectura institucional que sea funcional (Salazar-Xirinachs y Boeninger, 2025, 
p. 7).

El propósito de este artículo es discutir las capacidades dinámicas de las escue-
las públicas en el proceso de enseñanza-aprendizaje; capacidades establecidas en 
el marco legal y político de la política educativa. El análisis de las capacidades de 
las escuelas públicas se realiza en un ámbito micro de la política educativa y, para 
considerar su contexto político e institucional, en la sección 5 se presentan el 
enfoque de gobernanza y el de instituciones que establecen las relaciones y reglas, 
respectivamente, las cuales ordenan las funciones y decisiones de los actores en 
un gobierno multinivel. 

La capacidad organizacional de las escuelas públicas se analiza a través de 
las decisiones del Consejo Técnico Escolar (CTE). El CTE está integrado por el 
director, docentes y personal educativo. Sus funciones operativas se establecen 
en los Lineamientos para el Funcionamiento del CTE (Acuerdo 11/06/24, 2024; 
Acuerdo 15/10/17, 2017). En el contexto del sistema educativo de México, una 
condición comúnmente señalada en la literatura es el carácter centralizado del 
sector educativo (Malgouyres, 2014). Esta centralización implica, en un gobierno 
multinivel, una gobernanza monocéntrica con dominio del Estado (Termeer et 
al., 2010).

La metodología de este artículo se basa en observaciones de las sesiones del 
CTE, una sesión en cada una de cuatro escuelas primarias de la Alcaldía Iztapa-
lapa en la Ciudad de México, celebradas durante el ciclo escolar 2021-2022. Estas 
observaciones se realizaron como parte del trabajo de campo para la tesis docto-
ral de Félix Cruz (2024) sobre gestión, liderazgo y aprendizaje organizacional, pero 
estas observaciones no formaron parte de la metodología de la mencionada tesis, 
por lo que el material utilizado en el presente artículo es inédito.

En términos metodológicos, las sesiones del CTE se desarrollan en cada 
escuela con una agenda de asuntos donde las decisiones y acciones acordadas 
son información que no corresponde a un diseño de investigación y no requiere 
validación metodológica. Las decisiones y acciones acordadas tienen un propó-
sito y alcance específico que permiten valorar el alcance de las capacidades diná-
micas de las escuelas públicas. Este artículo no discute la perspectiva del personal 
educativo sobre las acciones acordadas en los CTE; este es un tema para otras 
investigaciones. En ese sentido, la metodología del artículo es de carácter explo-
ratorio y busca generar preguntas sobre las capacidades de las escuelas públicas.  

Los resultados del análisis muestran dos temas relevantes. En primer lugar, los 
CTE analizan y discuten la situación de los aprendizajes a nivel grupal e indivi-
dual. Además, los grupos docentes y las maestras y maestros de manera individual 
presentan y planean cambios en sus métodos e instrumentos de enseñanza. Estas 
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acciones reflejan la capacidad de las escuelas para detectar problemas. El hecho 
de que este trabajo se realice en equipo y de manera individual implica que se 
hace uso de los recursos asignados al centro escolar. 

Cabe precisar que dichos recursos son los que previamente ha asignado la 
autoridad educativa, tanto mediante las plazas del personal educativo, como a 
través de la infraestructura y los materiales para el trabajo. La autoridad educa-
tiva no asigna recursos adicionales en función de los problemas que las escuelas 
hayan identificado. Tampoco las escuelas disponen de mecanismos para solicitar 
recursos adicionales. Esto implica que, aunque las escuelas detectan problemas y 
reasignan los recursos disponibles, no disponen de fondos suplementarios para 
impulsar una transformación organizacional profunda. 

El referente de un modelo de organización escolar es el modelo de comunida-
des de aprendizaje que la propia autoridad educativa propone o considera. No 
obstante, las comunidades de aprendizaje se presentan como un propósito de 
política, y no están integradas en el diseño de la política educativa como sí lo está 
el CTE, el cual dispone de reglas, espacios y recursos para su funcionamiento. 

Un segundo tema de interés es la gobernanza multinivel, en la cual la auto-
ridad educativa ejerce una comunicación vertical con las escuelas, es decir, de 
arriba hacia abajo y sin mecanismos de retroalimentación. Aunque la autoridad 
educativa desarrolle sistemas informáticos para recibir información de las escue-
las, estos no recogen datos sobre sus necesidades específicas, ni sobre las de sus 
estudiantes. 

La conclusión de este artículo es que las capacidades organizacionales de 
las escuelas públicas son limitadas por el diseño vertical de la política pública 
y la gobernanza jerárquica. Una limitación de este trabajo es que no analiza los 
márgenes de acción del personal educativo de las escuelas públicas ni las pers-
pectivas de estos actores sobre el cambio organizacional en el contexto político 
e institucional del sector educativo. La contribución de este artículo es presentar 
un enfoque para analizar y discutir las capacidades de transformación escolar de 
las escuelas de educación pública. 

I. Reglas operativas de las escuelas

La gestión en las escuelas públicas tiene como núcleo la gestión del proceso de en-
señanza-aprendizaje, la cual recae en el Consejo Técnico Escolar (CTE) con base 
en una planeación escolar. Las normas de gestión se encuentran en los Linea-
mientos para el funcionamiento de los Consejos Técnicos Escolares. Dicha normativi-
dad (2017) define al CTE como “el órgano de mayor decisión técnico-pedagógica 
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encargado de ejecutar decisiones para alcanzar el máximo logro de aprendizajes” 
(Artículo 3o., Acuerdo 15/10/17, 2017).

El CTE está compuesto por el director, los docentes frente a grupo y los 
docentes de educación física, educación especial, inglés, cómputo y asesores técni-
co-pedagógicos. Los CTE se reúnen un día al mes, dando en total ocho sesiones 
ordinarias, más una sesión intensiva de una semana al inicio del ciclo escolar. 
En los casos de las escuelas con menos de cinco docentes, estas se integran en un 
CTE de zona escolar. De esta manera, en el ciclo escolar 2021-2022 sesionaron 
126 mil 230 de estos órganos, de los cuales el 91.6% fueron CTE de escuela y el 
8.4% fueron CTE de zona escolar (Mejoredu, 2023).

Otro componente de la gestión escolar es la planeación, la cual cambió de 
nombre en diversos momentos. En 2019, dicha planeación quedó establecida 
en un documento de orientaciones para elaborar el Plan de Escolar de Mejora 
Continua (PEMC) (SEP, 2019). Este documento propone realizar una planeación 
multianual, a partir de un diagnóstico, para después establecer objetivos y metas, 
acciones de seguimiento y evaluación. Sobre el diagnóstico integral, señala que 
deben considerarse las características, intereses y necesidades de los alumnos, ade-
más de ocho ámbitos de gestión, entre los cuales se destacan: el aprovechamiento 
y asistencia de los alumnos, las prácticas y la formación docente, la participación 
de la comunidad, y la infraestructura y equipamiento. Es relevante la profun-
didad con la que se espera conocer a los estudiantes. La autoridad educativa 
propone considerar preguntas como: “¿Qué les interesa a los alumnos de la escuela?, 
¿qué les preocupa?, ¿qué expectativas de vida tienen?, ¿cuentan con apoyo en las tareas?, 
¿qué estilos de crianza prevalecen en las familias (autoritarios, permisivos, negligentes)?” 
(SEP, 2019, p. 11), entre otras interrogantes.

II. Estudios sobre los CTE

Diversas investigaciones reportan estudios de caso orientados a analizar a los 
CTE. De entre estas, consideramos dos que representan dos perspectivas distin-
tas de esta investigación y que están incluidas en el libro coordinado por Luis F. 
Gómez López (2018). Ambas destacan las diferencias existentes entre las escuelas, 
atendiendo a su tamaño, la experiencia de los docentes y la perspectiva del direc-
tor sobre la dinámica de trabajo. 

El primer estudio es el de Arias (2018), quien analiza una escuela primaria con 
doce grupos atendidos por doce docentes, más un profesor de educación física, 
una persona de educación especial, el intendente y el director. En esta escuela, el 
plan escolar —denominado “Ruta de Mejora Escolar”— establece un diagnósti-
co de la situación de aprendizaje de los alumnos. El trabajo de Arias describe las 
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prácticas de trabajo en el CTE de la siguiente manera: “Los maestros presentaron 
los avances de sus grupos de manera pública ante sus compañeros… Con ese 
material surgieron más propuestas de soluciones para mejorar los procesos edu-
cativos en el ámbito de los grupos…” (2018, p. 92). 

Un segundo análisis se realiza en escuelas secundarias. Gómez (2018b) 
enumera problemas de diferente naturaleza que afectan la gestión, tales como: 
“el bajo aprovechamiento escolar y la enseñanza enciclopédica … la seguridad, 
la convivencia, el trabajo en academias, la falta de profesores y la carencia de 
recursos para mantenimiento” (2018b, p. 211). Cabe anotar que, en las escuelas 
secundarias, los docentes se agrupan por asignatura en estructuras conocidas 
como academias. A continuación, presentamos una cita extensa de lo reportado 
por este autor, pues muestra las condiciones y asuntos que son comunes a mu-
chas escuelas públicas:

Los problemas de los profesores…Desconocimiento pedagógico… 
Falta de habilidades informáticas…Falta de compromiso (2018b,  
p. 216). 

Los problemas del Consejo... Actividades que consumen mucho 
tiempo y aportan poco…En ocasiones no se hace el trabajo pre-
vio… Dificultad para cumplir los acuerdos…Falta de disposición de 
algunos profesores…  (2018b, p. 223).

Los problemas de los padres …Desatención …Sobreprotección… 
Descuido…Falta de involucramiento con la escuela…Falta de apo-
yo en las indicaciones de los profesores…Falta de supervisión de ta-
reas…No alimentar adecuadamente a los niños…Hacerlos traba-
jar hasta tarde…No enviarlos a la escuela… Violencia intrafamiliar 
(2018b, p. 224).

Problemas del contexto…Pobreza...Violencia…Problemas de la au-
toridad educativa…Falta de profesores…Dispersión de profesores...
Exigen demasiados productos…Criterios de aprobación de alum-
nos…Control del CTE (2018b, p. 225).

El primer estudio adopta una perspectiva optimista acerca de las posibilidades 
de trabajo colaborativo y de intercambio de ideas entre docentes durante las se-
siones del CTE. El segundo estudio, en cambio, subraya las múltiples condicio-
nes y problemas que enfrenta la gestión escolar. Condiciones como la pobreza 
y la violencia rebasan las capacidades de respuesta de las escuelas, pues pertene-
cen al contexto en el que están inmersas. En este sentido, el proceso de enseñan-
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za-aprendizaje debe atender los aprendizajes de alumnos que enfrentan diversas 
situaciones familiares, mientras que la situación de la planta docente constituye 
una condición determinada por la autoridad educativa y sus políticas. 

III. Capacidades dinámicas

El enfoque de capacidades dinámicas surgió en la década de 1990 con los traba-
jos de Teece y otros autores (Rueda Sánchez et al., 2022). En un libro reciente, Tee-
ce (2025) recapitula las aportaciones del enfoque y de su vinculación con temas 
de innovación y administración estratégica. Aunque el autor discute el tema en 
el contexto las de empresas privadas, su marco de análisis resulta aplicable tam-
bién a las organizaciones públicas. Miller y Ghaffarzadegan (2025) discuten la 
aplicación de este enfoque en las organizaciones públicas señalando la diferencia 
de problemas; una empresa privada afronta cambios en el entorno del mercado 
y una organización pública enfrenta cambios en las necesidades de ciudadanos o 
cambios tecnológicos que determinan la organización de sus servicios.

La política pública se enfrenta al problema de los cambios en las condiciones 
que definen el problema público para el cual se selecciona una solución de políti-
ca. El diseño de política es analizado por Cejudo y Michel (2016), en términos de 
la congruencia entre la “conexión lógica y articulación causal entre la definición 
del problema, los instrumentos de política y la solución esperada” (2016, p. 8). 
De igual manera, estos autores señalan las posibles fallas de política: fallas en la 
implementación, cuando los supuestos de la teoría causal no se corresponden 
con la realidad, y fallas en el diseño, cuando los medios previstos no son ade-
cuados para alcanzar los objetivos de política. Ambos tipos de fallas afectan las 
capacidades organizacionales de las escuelas.

En la literatura sobre capacidades dinámicas se hace una distinción entre las 
capacidades operativas y las dinámicas. Caputo (2025, p. 4) señala que las capaci-
dades operativas se encargan de mantener el funcionamiento de la organización, 
en tanto que las capacidades dinámicas permiten ajustar recursos y responder a 
cambios en el entorno; o bien, como el autor lo plantea, las capacidades dinámi-
cas promueven el cambio estratégico, a diferencia de las capacidades ordinarias, 
que garantizan la efectividad operativa.

Desde un enfoque de recursos, Piening (2013, p. 212) establece la distinción 
entre recursos, entendidos como insumos que se controlan o a los que se tiene ac-
ceso, y capacidades para asignar o reasignar dichos recursos con el fin de alcanzar 
objetivos deseados. Este autor señala que las capacidades dinámicas “permiten la 
ampliación y reconfiguración de la base de recursos” (2013, p. 212); como ejem-
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plos menciona: la investigación y el desarrollo, la creación de nuevos productos y 
procesos, la toma de decisiones estratégicas y la asignación de recursos.

Miller y Ghaffarzadegan definen a las capacidades dinámicas como la habili-
dad, aptitud o facultad para “observar el entorno, comprenderlo y responder de 
manera transformadora” (2025, p. 718). Esta perspectiva centra la atención en las 
habilidades del personal de la organización, sin dejar de considerar los procesos y 
rutinas que ordenan las actividades de las personas.

Para valorar las capacidades dinámicas, Teece (2025, p. 7) propone analizar 
tres componentes: a) la capacidad de identificar y valorar las amenazas, opor-
tunidades y necesidades, b) la capacidad de asignar recursos para atender esas 
situaciones, y c) la capacidad de renovar o transformar la organización. Teece los 
denomina sensing, seizing y transforming, respectivamente. Sin embargo, este mar-
co de análisis, aplicado a las organizaciones públicas, requiere que se consideren 
también los factores políticos. Al respecto, Miller y Ghaffarzadegan (2025, p. 718) 
señalan la supervisión política y la presencia de partes interesadas con posible 
conflicto de intereses. Por su parte, Piening (2013) destaca el control de la política 
y las organizaciones públicas a través de fuerzas o grupos políticos. Estos aspectos 
relativos a las relaciones políticas entre los actores se discuten en el enfoque de 
gobernanza.

IV. Gobernanza y relaciones políticas

En las políticas públicas es pertinente analizar el gobierno multinivel —con su je-
rarquía de la organización que abarca el gobierno nacional, el estatal y sus unida-
des operativas— y la gobernanza multinivel, ámbito en el que se discuten la go-
bernanza monocéntrica y policéntrica. Termeer et al. (2010, p. 2) anotan que la 
gobernanza monocéntrica concibe al Estado como el centro del poder político y 
de la autoridad; en este modelo, los temas de análisis son la coordinación y la dis-
persión de funciones. En el extremo opuesto, Baldwin et al. (2024) discuten una 
gobernanza con múltiples centros de decisión, en el cual, al problema de coordi-
nación, se agrega el de colaboración. 

Un elemento clave para valorar el modo de gobernanza son sus prácticas 
de gobierno. Meerkerk (2019, p. 151) señala que un tipo de práctica de arriba 
hacia abajo es la organización de paneles, jurados o planeación participativa. 
En contraposición, una práctica de abajo hacia arriba puede considerar espacios 
de participación propios de una gobernanza en red. Sin embargo, Meerkerk 
(2019, p. 165) también advierte de “trampas” si no se consideran mecanismos 
de retroalimentación durante el proceso formal para la toma de decisiones. En 
este sentido, la capacidad del gobierno —y del Estado— para establecer el marco 

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29,enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0

Capacidades dinámicas de las escuelas de educación básica en México



116

institucional, puede significar una gobernanza a la sombra de la jerarquía (Marsh 
et al., 2010).

En el enfoque de gobernanza propuesto por Kooiman (2003) se distinguen 
tres órdenes: en el nivel macro se ubica la metagobernanza que, comprende los 
principios y valores que orientan la definición de las políticas públicas; en el nivel 
meso se encuentran las instituciones, entendidas como las reglas que ordenan 
las relaciones y comportamientos de los actores; y en el nivel micro, se sitúan las 
operaciones del día a día de las organizaciones. 

Dentro de las instituciones (nivel meso en el enfoque de Kooiman), se incluye 
el conjunto de reglas, principalmente normativas, donde es relevante considerar 
su jerarquía, tal como señala Cole (2017, p. 831): reglas constitucionales, reglas 
de política pública y reglas operativas —en este caso, referidas a las unidades 
organizacionales del gobierno multinivel—. De igual manera, este autor señala 
que las reglas no siempre son ejecutadas por falta de recursos, de entrenamiento 
o por una resistencia activa. Esta falla en el cumplimiento de las reglas es otra 
faceta de las fallas que afectan la efectividad de las políticas, las cuales también se 
reflejarían en las capacidades organizacionales de las unidades operativas.

Los enfoques de gobernanza, instituciones y gobierno multinivel presentan, 
cada uno, niveles de análisis macro, meso y micro, aunque esos niveles no tienen 
el mismo significado; una representación de estos enfoques se muestra en el 
Diagrama 1. De esta manera, en el nivel meso de la gobernanza, las instituciones 
abarcan el conjunto de reglas que ordenan las relaciones y decisiones de los acto-
res en la política pública, así como las reglas de la política pública que norman las 
funciones y decisiones de los actores en el gobierno multinivel. Por su parte, este 
artículo discute en el nivel micro las capacidades organizacionales de las unidades 
operativas que son, en este caso, las escuelas públicas consideradas como unida-
des básicas del sistema educativo.

Diagrama 1. Ámbitos de análisis de gobernanza y gobierno multinivel

Fuente: Elaboración propia con base en Kooiman (2003); Cole (2017) y Termeer et al. (2010).

Ámbitos  Gobernanza  Reglas  Gobierno Multinivel 
Macro  Metagobernanza  Constitucionales  Nacional 

Meso  Instituciones  Política Pública  Estatales 

Micro  Día a día  Operativas  Unidades operativas 
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V. Metodología

Las capacidades organizacionales de las escuelas públicas se analizan a partir de 
la observación no participante de una junta del CTE en cada una de cuatro pri-
marias públicas de la Alcaldía Iztapalapa, en la Ciudad de México, durante las 
sesiones en que se permitió este tipo de observación, realizadas entre los meses 
de noviembre de 2021 a marzo de 2022, en el ciclo escolar 2021-2022. Estas obser-
vaciones se llevaron a cabo durante el trabajo de campo que realizado por Félix 
Cruz (2024) para su tesis doctoral, aunque, por razones metodológicas y de exten-
sión del texto, se por no incluir esta información en la tesis mencionada. 

La observación de las juntas del CTE proporciona datos que no responden 
a un diseño de investigación previo. Estas juntas se desarrollan con una agenda 
de asuntos propios y otros definidos por la autoridad educativa. Las decisiones 
tomadas y, particularmente, las acciones acordadas en los CTE persiguen propó-
sitos de ámbito y alcance determinados. En ese sentido, son datos que permiten 
identificar las capacidades de las escuelas. No obstante, este artículo no discute 
los factores que determinaron dichas decisiones, cuestión que será motivo de otra 
investigación y requerirá otros instrumentos de estudio. Por lo anterior, la meto-
dología adoptada tiene un propósito exploratorio que busca generar preguntas 
y conjeturas sobre las capacidades organizacionales de las escuelas públicas de 
educación básica. 

El modelo de análisis de las capacidades organizacionales de las escuelas 
públicas en México se expone en el Diagrama 2. Dicho modelo considera el 
contexto de la gobernanza sectorial jerárquica. Aunque el gobierno es multinivel, 
las normas y disposiciones para la gestión escolar son definidas por la autoridad 
nacional, la cual mantiene una comunicación directa con las escuelas. De este 
modo, la jerarquía de reglas define la relación vertical entre la autoridad educati-
va y las escuelas públicas. La gestión escolar constituye la unidad de análisis del 
presente artículo. 
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Diagrama 2. Marco de análisis de las capacidades organizacionales de escuelas públicas

Fuente: Elaboración propia.    

Las escuelas analizadas tienen entre 351 y 412 estudiantes, agrupados en 12 gru-
pos escolares. El personal educativo varía en cantidades de entre 18 y 27 perso-
nas, considerando al director, subdirector, docentes frente a grupo y de clases 
especiales, así como talleristas que incluyen docentes y personal educativo de bi-
blioteca, inglés, educación física y computación. 

Cuadro 1. Características de las escuelas analizadas

Nota: La categoría de talleristas agrupa a docentes y personal educativo de biblioteca, inglés, educación física, 

computación. Fuente: datos recopilados por Félix Cruz (2024).

Características Escuela 1 Escuela 2 Escuela 3 Escuela 4 
Alumnos 389 392 351 412 

Director  1 1 1 1 

Subdirectores 2 2 2 1 
Docentes 12 12 12 15 

Docentes de clases especiales, 
talleristas o promotores 

12 6 3 5 

Personal administrativo y de 
servicios  

21 5 4 6 

Total de personal 48 26 22 29 
Promedio del Tamaño de grupo 32 32 29 27 

Total de grupos 12 12 12 15 
 

Reglas constitucionales 

 

 

Reglas de la política de educación 

 

 

Lineamientos para el funcionamiento de los 
CTE 

Autoridad nacional – SEP 

 

 

 

 

 

Escuelas públicas de educación básica 
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Un indicador de la situación del aprovechamiento escolar de los alumnos se re-
fleja en los resultados de la prueba estandarizada Planea de 2018, aplicada a estu-
diantes de 6º grado de primaria; esta es la última prueba realizada por la autoridad 
educativa en dicho nivel, ya que su continuación fue suspendida. Se retoman es-
tos resultados de 2018 para dimensionar el problema estratégico que, en el pro-
ceso de enseñanza-aprendizaje, enfrentan las escuelas públicas analizadas. Esta 
prueba considera cuatro niveles de aprovechamiento —nivel I al IV—, que cla-
sifican a los estudiantes en conocimientos insuficientes, suficientes, buenos y ex-
celentes, respectivamente. El Cuadro 2 muestra que las escuelas 2 y 4 presentan 
los niveles más altos de insuficiencia de aprendizaje en las dos asignaturas anota-
das —español y matemáticas—. En una situación distinta se encuentran las es-
cuelas 1 y 3, con niveles de insuficiencia menores, de entre 31% y 42% en esas ma-
terias, respectivamente.

Cuadro 2. Porcentaje de alumnos con nivel insuficiente, o nivel I, de aprendizajes en 2018  
en las asignaturas de español y matemáticas

Fuente: datos tomados de Félix Cruz (2024).

VI. Resultados de la observación de juntas del CTE

En este apartado se presentan las observaciones realizadas a las juntas del CTE 
celebradas en los meses de noviembre de 2021 a marzo de 2022, durante el ciclo 
escolar 2021-2022. En la primera sección se exponen los asuntos tratados en cada 
junta del CTE y el tiempo dedicado a cada uno. Cabe señalar que el tiempo em-
pleado no necesariamente refleja la importancia de los asuntos. 

Para clasificar los asuntos tratados en las juntas del CTE se emplea la distin-
ción entre capacidades operativas y estratégicas; estas últimas corresponden a 
las decisiones y acciones propias del proceso de enseñanza-aprendizaje. En las 
capacidades operativas se ubican asuntos administrativos y organizativos; esta 
distinción tiene únicamente un propósito descriptivo. Se añade una categoría 
adicional de asuntos que comprende las relaciones entre actores definidas por el 
modo de gobernanza. 

Nivel I Escuela 1 Escuela 2 Escuela 3 Escuela 4 
español 31.4 60.0 31.4 69.4 
matemáticas  42.4 57.6 42.9 74.5 
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6.1 Asuntos y tiempos ocupados

Los asuntos tratados en las juntas del CTE son variados. Para evitar una des-
cripción detallada de cada uno, en el Cuadro 3 se describen de manera gene-
ral los temas, agrupados en: asuntos administrativos, organizativos, de enseñan-
za-aprendizaje y el plan de mejora; asuntos relativos a la gobernanza nacional y la 
gobernanza de la escuela; y los recesos destinados a la alimentación y a la activa-
ción física. La distinción entre asuntos administrativos y organizativos solo tiene 
el propósito de distinguir las características de los diferentes asuntos que se inclu-
yen en la agenda de las juntas del CTE. 

Cuadro 3. Asuntos tratados en las juntas del CTE

Fuente: Elaboración propia con base en la observación no participante de las juntas del CTE.

Los tiempos ocupados y sus porcentajes, en los asuntos tratados en cada junta 
del CTE se presentan en el Cuadro 4. Las sesiones ocuparon de 4 a 6 horas, con 
el mayor porcentaje de tiempo ocupado en los asuntos relacionados con la ense-
ñanza-aprendizaje y el Plan de mejora. 

Asuntos Descripción 

Administrativos Trámites, informes solicitados y entregados a la autoridad educativa, 
compra de bienes y servicios, registro para programas de gobierno, 
preinscripción, eventos festivos, ceremonias, limpieza e higiene. 

Organizativos Horario de clases, clases en línea, comedor y cooperativa, agenda del 
programa de mejora. 

Enseñanza - 
Aprendizaje y el Plan de 
mejora 

Diagnóstico de aprendizajes, actividades didácticas de lenguaje, 
matemáticas y ciencias u otras asignaturas, evaluación de aprendizajes, 
planeación didáctica, métodos de enseñanza, Plan de mejora y ajuste de 
metas. 

Gobernanza Nacional Comunicación de la autoridad educativa con las escuelas a través de 
mensajes videograbados.  

Gobernanza en la 
Escuela 

Comunicación con padres de familia, informes de resultados a padres de 
familia. 

Recesos Tomar alimentos, descanso, ejercicios físicos 
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Cuadro 4. Porcentaje de tiempo ocupado por asunto en las juntas del CTE por Escuela

Fuente: Elaboración propia con base en la observación no participante de las juntas de CTE.

6.2 Enseñanza-aprendizaje y Plan de mejora

Los asuntos tratados en esta categoría son el núcleo de la actividad de enseñan-
za-aprendizaje de las escuelas. A través de ellos se evidencia cómo las comunida-
des de docentes identifican y valoran los problemas pedagógicos en el aula, el am-
biente escolar y las soluciones que proponen. Para recoger las perspectivas de las 
escuelas sobre este tema, se sintetizan a continuación las consideraciones expre-
sadas por los docentes en las juntas del CTE. 

Escuela 1. Los docentes propusieron integrar la educación artística mediante 
letras de canciones populares para trabajar la rima, la descripción de escenarios y 
de personajes en la asignatura de Español. En Ciencias Naturales, consideraron 
tratar las etapas de desarrollo del cuerpo humano, mientras que, en Formación 
Cívica, sugirieron trabajar con dilemas morales. Los talleristas reportaron el uso 
de materiales como loterías, memoramas, plastilina y billetes didácticos para 
enseñar operaciones básicas y valores. 

En la junta del CTE se señaló como problema principal el rezago educativo 
en lectoescritura en los alumnos de segundo y tercer grado, y se identificaron 
alumnos que enfrentan barreras para el aprendizaje y la participación (BAP), quienes 
presentan problemas de comunicación. También se mencionó la falta de interés 
de algunos padres de familia.

El CTE acordó eliminar las clases en línea y mantener trabajos a distancia 
solo para casos específicos. Se estableció que la docencia deberá enfocarse en los 
aprendizajes fundamentales de Español y Matemáticas. Además, se acordó que 

Asuntos Escuela 1 Escuela 2 Escuela 3 Escuela 4 
Enseñanza-
Aprendizaje y Plan 
de mejora 

42.3 38.7 37.1 37.0 

Organizativo 5.7 12.5 7.9 14.1 
Administrativo 15.5 4.5 7.9 2.8 
Gobernanza – 
Nacional 

15.8 11.9 6.7 14.4 

Gobernanza – 
escuela 

0.0 0.6 5.8 10.8 

Receso 20.8 31.8 34.6 21.0 
Total, del tiempo     
Total, de minutos 265 336 240 362 
Total, en horas 4.4 5.6 4.0 6.0 
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la planeación didáctica se entregaría por escrito para ser revisada y firmada por 
la dirección.

Escuela 2. El CTE analizó una propuesta para la enseñanza de Ciencias Natu-
rales con un enfoque inclusivo, utilizando actividades como la creación de “ensa-
ladas” para que el aprendizaje fuera significativo y se promoviera la autonomía. 
Se enfatizó el uso de “monitores” (alumnos con mayor aprovechamiento escolar) 
para apoyar a sus compañeros en el aula. El mayor problema identificado fue el 
rezago general de los estudiantes. Además, se detectaron problemas de movilidad 
(“torpeza” motriz) en algunos alumnos como secuela del confinamiento por el 
COVID-19. También se advirtió una falta de coherencia entre lo que evaluaba 
la zona escolar y los niveles de logro reales del alumnado, ya que la evaluación de 
zona exigía un nivel de complejidad superior al que correspondía a los aprendiza-
jes alcanzados por los alumnos. 

El CTE acordó priorizar la calidad sobre la cantidad, ajustando el ritmo de 
avance de los aprendizajes esperados (objetivos de aprendizaje) a la realidad del 
grupo. Se propuso cambiar los instrumentos de evaluación hacia modelos forma-
tivos y cualitativos, como son las preguntas de respuesta extensa que evalúan la 
capacidad de análisis en lugar de la memorización.

Escuela 3. Los docentes de primero y segundo grados señalaron la necesidad 
de consolidar la lectoescritura mediante el uso de tarjetas y formación de pala-
bras con sílabas. En Matemáticas, se propuso trabajar el valor posicional y las 
operaciones básicas con problemas concretos. Los problemas relevantes en esta 
escuela fueron: 1) la deserción escolar, con siete casos identificados como posibles 
bajas administrativas, y 2) dificultades en la expresión escrita, debido a que se 
detectó que los niños “juntan todas las palabras” al escribir.

Debido a los cambios en las políticas de Google, el CTE decidió abandonar la 
herramienta Classroom para la planeación didáctica y retomar el uso de carpetas 
físicas con secuencias didácticas (inicio, desarrollo y cierre). También se ajustaron 
las metas de mejora continua.

Escuela 4. Los docentes propusieron el uso de “diarios de agradecimiento” y 
ejercicios de caligrafía para mejorar el trazo y tamaño de la letra. Los docentes de 
Educación Física diseñaron un proyecto tipo “Exatlón” con uso de bicicletas y 
patines para motivar a los niños. 

En esta escuela se presentan problemas de ausentismo y deserción escolar. 
Además, se detectó que los niños no sabían convivir adecuadamente ni seguir 
hábitos básicos de higiene y uso de sanitarios. El CTE realizó ajustes al PEMC 
eliminando acciones que no funcionaban, como el “control de lectura externo” 
o el “diario escolar” en ciertos grados, sustituyéndolos por lectura diaria en el 
salón y, como actividad de inicio, se coloca una frase que los alumnos deben 
complementar (es una propuesta de “100 motivos para escribir”, que fomenta la 
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escritura creativa). Se acordó que la enseñanza debe enfocarse en los aprendizajes 
fundamentales, evitando saturar a los estudiantes con demasiados temas sema-
nales.

6.3 Trabajo en equipo

Las juntas del CTE son reuniones para tomar decisiones, pero se respaldan en 
el trabajo previo de equipos de trabajo o bien, en el trabajo individual de los do-
centes. El tipo de trabajo que se desarrolla en las escuelas se ejemplifica a conti-
nuación:

Escuela 1: Los docentes organizados por grado escolar y los talleristas presen-
taron el resultado de sus actividades. En particular, los maestros de segundo y 
tercer grado presentaron proyectos sobre alumnos con rezago y barreras para 
el aprendizaje (BAP). Por su parte, los talleristas o docentes presentan proyectos 
que favorezcan la mejora de los aprendizajes, son variadas las actividades; por 
ejemplo, en matemáticas, se plantearon actividades de educación física que 
incorporaban conteos y series numéricas. 

Escuela 2: Los docentes presentaron propuestas de enseñanza para las ciencias 
naturales. Además, un grupo de maestras presentó lecturas y materiales sobre 
instrumentos de evaluación. Cabe destacar que otro grupo de docentes expuso 
su propuesta de organización del comedor escolar.

Escuela 3: Los docentes de primer y segundo grados presentaron métodos para 
consolidar aprendizajes de lectoescritura. Asimismo, los docentes de educación 
física e inglés presentaron trabajos para apoyar el aprendizaje de sus materias.

Escuela 4: Los equipos integrados para cada grado escolar (de primero a sexto) 
presentaron sus ajustes al PEMC, sus metas de lectura, escritura y cálculo mental. 
Adicionalmente, el equipo de educación física presentó un proyecto para motivar 
la asistencia y el gusto por la actividad física.

En las escuelas analizadas se revisaron las gráficas de resultados de aprove-
chamiento de alumnos, grupos y escuelas obtenidas del sistema informático para 
la captura de calificaciones y reporte de indicadores de la escuela; se trata del 
Sistema de Alerta Temprana conocido como SisAT.

6.4 Gobernanza Nacional. Comunicación

La autoridad educativa establece comunicación con las escuelas durante las jun-
tas del CTE a través de mensajes videograbados en los cuales señalan propósitos 
específicos de política pública; estos videos se reproducen al inicio de las juntas. 
Este articulo no se enfoca en los temas de los mensajes, sino en la práctica o ruti-
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na de reproducir estas grabaciones como medio de comunicación —de arriba ha-
cia abajo— de la autoridad educativa a las escuelas.

Al observar las juntas del CTE, se constató que el mensaje videograbado de 
la autoridad educativa incluyó los siguientes temas: el problema del bienestar so-
cioemocional causado por la crisis del COVID-19, el regreso a clases presenciales 
y los esfuerzos para la reapertura escolar, la alimentación balanceada, el ejercicio 
y las medidas para evitar contagios de COVID-19. Asimismo, en el mensaje se 
invitó a los docentes a participar en las consultas para elaborar una nueva pro-
puesta curricular, así como en los foros para presentar nuevos planes de estudio. 

Sobre los mensajes de la autoridad educativa, los docentes comentaron y 
reflexionaron lo siguiente: 

 Escuela 1. Los docentes señalaron que el mensaje no ofrecía “nada nuevo” 
ni información sobre modificaciones reales en el sistema. También se discutió la 
contradicción de la Secretaría de Educación Pública (SEP) (autoridad educativa) 
al promover primero el uso de dispositivos electrónicos, para las clases a distan-
cia, y luego pedir que se limiten en el aula. 

Los docentes reflexionaron sobre su carga emocional y el estrés creado por la 
docencia; se reconoció que los problemas personales y de salud repercuten en el 
trato a los alumnos y en su estado emocional para enseñar.

Escuela 2. Los participantes describieron el mensaje institucional como 
“propaganda” y como medio para invitar a participar en encuestas. Se consideró 
que las redes de apoyo que brindan las familias previenen el aislamiento y la de-
presión de estudiantes y docentes; se acordó realizar un “plan de fortalecimiento 
personal” para reconocer a las personas que brindan apoyo en el entorno laboral 
y familiar.

Escuela 3. Los docentes señalaron la dificultad de generalizar los programas 
de estudio debido a que el contexto regional siempre es diferente, pero valoraron 
positivamente la propuesta de dar “libertad académica” a los docentes para 
considerar necesidades específicas de sus alumnos. Los docentes comentaron que 
el reconocimiento positivo y la actitud de gratitud hacia el esfuerzo del alumno 
aumentan la seguridad y motivación de los estudiantes por lo que consideran que 
“no hay que decirle que está mal, sino que puede mejorar”.

Escuela 4. En esta escuela se proyectó, además, un video sobre las actividades 
literarias de alumnos en la educación media superior. Sobre este video, los do-
centes expresaron su acuerdo, ya que no representaban solo un discurso político; 
además comentaron sobre la posibilidad de utilizar textos literarios en primaria. 
Otro video trató sobre el seguimiento de la planeación de acuerdo con el PEMC. 
Al respecto, los docentes señalaron que en el PEMC no se consideró el impacto 
emocional y cognitivo causado por la pandemia, y además mencionaron proble-
mas básicos que presentan algunos niños que no saben usar los sanitarios en la 
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escuela. En esta escuela, los docentes señalaron que mostrarse como un equipo 
motivado impacta positivamente en alumnos y padres. Se acordó implementar 
frases motivacionales semanales relacionadas con el deporte y actividades para 
el control de emociones en el aula.

VII. Discusión

Los asuntos tratados en las juntas del CTE dan cuenta del tipo de capacidades 
organizacionales que desarrollan las escuelas analizadas. El marco de análisis de 
las capacidades organizacionales, revisado en el apartado 2 del presente artículo, 
distingue entre las capacidades operativas y las dinámicas: las primeras mantie-
nen el funcionamiento de la organización para cumplir con sus tareas y propósi-
tos; las segundas permiten ajustar o innovar los procesos, servicios o la propia or-
ganización para atender situaciones nuevas o cambiantes. 

Los asuntos agrupados en la categoría de enseñanza-aprendizaje y Plan de me-
jora muestran evidencias de cómo las comunidades escolares, en diverso grado, 
a) identifican problemas o situaciones nuevas del proceso de enseñanza-aprendi-
zaje y b) asignan recursos a través del trabajo en equipo o del trabajo individual. 
Estos son dos de los tres componentes para valorar las capacidades dinámicas 
señaladas por Teece (2025). El tercer componente es la capacidad para transfor-
mar la organización educativa. En este caso, la pregunta es si la identificación de 
problemas y la asignación de recursos que realiza el CTE resultan suficientes para 
transformar la escuela. 

El Cuadro 5 muestra los asuntos tratados en las juntas del CTE clasificados 
como capacidades operativas y dinámicas, además de la gobernanza. Como se 
anotó, las capacidades dinámicas ocupan entre un 37% y 42% del tiempo de las 
juntas del CTE y las capacidades operativas concentran la atención en un rango 
de 37.8% y 50.4% del tiempo. Por su parte, la gobernanza nacional, representada 
por los mensajes videograbados, varía entre 6.7% y 15.8% del tiempo de la sesión 
de las juntas del CTE. 

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29,enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0

Capacidades dinámicas de las escuelas de educación básica en México



126

Cuadro 5. Porcentaje de tiempo ocupado en capacidades  
operativas y dinámicas y gobernanza en las juntas del CTE

Fuente: Elaboración propia.

La valoración de las capacidades dinámicas de las escuelas requiere considerar 
que la política educativa establece los límites y el alcance de las decisiones de 
las escuelas. Por un lado, la planta docente y laboral de las escuelas, así como la 
infraestructura y el equipo, están determinadas por la autoridad educativa sin 
considerar los posibles cambios y situaciones imprevistas que se presentan en las 
escuelas. Esto significa que las escuelas solo asignan recursos dentro de los márge-
nes previamente determinados por la autoridad de educación. 

7.1 Capacidades dinámicas de las escuelas

En cada aula un docente atiende a estudiantes cuyo aprovechamiento escolar es 
afectado por diferentes situaciones escolares, familiares y socioeconómicas. Los 
asuntos agrupados en la categoría de enseñanza-aprendizaje y el Plan de mejora 
señalan los problemas y deficiencias detectados en los aprendizajes de sus alum-
nos; predominan las observaciones sobre problemas de lectoescritura y matemá-
ticas. Las medidas consideradas en las escuelas implican cambios en los instru-
mentos de enseñanza (tarjetas, letras de canciones, diario escolar y control de 
lectura). Este cambio de instrumentos conlleva una movilización de recursos in-
dividuales de los docentes en el sentido de ajustar sus estrategias didácticas de en-
señanza a las necesidades de sus estudiantes. 

Los docentes señalan deficiencias en los aprendizajes como síntomas, pero 
estas observaciones no constituyen un diagnóstico que establezca una relación 

Capacidades y gobernanza Escuela 1 Escuela 2 Escuela 3 Escuela 4 

Capacidades operativas 
Administrativo,  
Organizativo, Recesos 

41.9% 48.8% 50.4% 37.8% 

Capacidades dinámicas 
Enseñanza-Aprendizaje y Plan de 
mejora 

42.3% 38.7% 37.1% 37.0% 

Gobernanza – Nacional 15.8% 11.9% 6.7% 14.4% 

Gobernanza – Escuelas 0.0% 0.6% 5.8% 10.8% 

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0% 
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de causa-efecto. Es decir, en las decisiones de los CTE no se observan acciones 
dirigidas a atender posibles causas. Por ejemplo, en los problemas de lectoescri-
tura las deficiencias, o ventajas, de los estudiantes son resultado de las prácticas 
realizadas en el hogar (Chuquimia y Zeballos, 2024), incluso, dichas deficiencias 
—o ventajas— se acumulan desde la infancia (UNESCO, 2025, p. 15). Estos 
resultados son ampliamente conocidos, y con certeza también por los docentes, 
pero las acciones acordadas en el CTE se enfocan en la acción como un problema 
de enseñanza, pero no hay acciones para procurar el desarrollo de prácticas en 
el hogar. Determinar la perspectiva del personal educativo sobre los problemas 
socioeconómicos que afectan los aprendizajes de los alumnos sería tema de otra 
investigación. Otros problemas señalados en los CTE es el efecto de la pandemia 
de COVID de 2019, aunque este fue un evento inesperado. También se menciona 
la falta de atención de las familias y la pobreza, pero no se establece una vincula-
ción de cómo esas dos situaciones afectan negativamente los aprendizajes, cuya 
magnitud muestran los resultados de la Prueba Planea 2018, donde las escuelas 
2 y 4 presentan altos niveles de insuficiencia en aprendizajes. Diversos estudios 
señalan que las deficiencias en aprendizajes están relacionadas con las condicio-
nes socioeconómicas y culturales de las familias (Blanco, 2017, 2021; INEE, 2018; 
Santizo y Romero, 2018). Sin embargo, el alcance de las decisiones acordadas en 
los CTE indica que los docentes y las escuelas no tienen capacidad de asignar 
recursos para disminuir los efectos de esos factores del contexto de los estudiantes 
y sus familias. De esta manera, los recursos asignados por las escuelas, mediante 
el trabajo en equipo y el trabajo individual, solo pueden proponer cambios, o 
variaciones, en la didáctica de enseñanza.

Las docentes y las escuelas registran calificaciones y valoraciones del des-
empeño de los alumnos a través del Sistema de Alerta Temprana, SisAT. Este 
sistema identifica a los estudiantes en riesgo de deserción o de bajo desempeño. 
Las observaciones del desempeño de los alumnos son comunicadas a los padres 
de familia. Por otro lado, mediante otro sistema informático, el Sistema de 
Información y Gestión Educativa (SIGED) se reportan los datos de escuelas, 
docentes y alumnos que integran las estadísticas educativas. Sin embargo, no hay 
una vinculación entre el SIGED y el SisAT que permita valorar las necesidades 
específicas de los estudiantes y las escuelas. Es decir, no hay una comunicación de 
abajo hacia arriba sobre la situación de las escuelas hacia la autoridad educativa.

7.2 Trabajo en equipo y la transformación organizacional

El trabajo en equipo y el trabajo individual implican asignar recursos en térmi-
nos del esfuerzo y el tiempo invertido para analizar y proponer las acciones acor-
dadas en las juntas del CTE. Este artículo no discute la magnitud de los recursos 
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asignados y tampoco valora el alcance y la profundidad de las acciones propues-
tas en los CTE. 

El trabajo en equipo es una antesala para la posible transformación de la 
organización de las escuelas. Hay varios modelos de organización escolar, pero su 
análisis rebasa el propósito de este artículo. Solo consideramos como referente el 
modelo de comunidades de aprendizaje promovido por la SEP. En 2017, la auto-
ridad educativa señaló como propósito desarrollar un modelo de comunidad de 
aprendizaje que definió como: “…reconocer que la escuela es una organización 
social, compleja y dinámica, que ha de convertirse en una comunidad de apren-
dizaje en la que todos sus miembros construyen conocimientos, habilidades, 
actitudes y valores mediante procesos diversos que atienden las necesidades y 
características de cada una de ellas” (2017, p. 67). Las autoridades de educación 
pueden dar diferentes significados al modelo de comunidades de aprendizaje. En 
los lineamientos para para la gestión escolar publicados en 2024, la autoridad 
educativa definió y limitó la composición de las comunidades de aprendizaje al 
personal docente al enunciar que son: “Colectivos pedagógicos conformados por 
personal docente con intereses comunes en un área de conocimiento que cola-
boran y que comparten información para mejorar su comprensión y habilidades 
en un tema específico…” (Art. 5, Acuerdo 11/06/24, 2024). Esta definición 
corresponde a la de una comunidad profesional o una comunidad de práctica 
(Gómez, 2018a, p. 103). 

Las dos definiciones de comunidad de aprendizaje utilizadas por la autori-
dad educativa en dos administraciones de gobierno en (2013-2018 y 2018-202) 
muestran las diferentes perspectivas sobre la organización escolar. Sin embargo, 
ambas definiciones de comunidades de aprendizaje suponen, implícitamente, 
que estas se desarrollarían con los mismos recursos asignados para prestar el 
servicio educativo (infraestructura, horarios, condiciones laborales, materiales 
didácticos). Este modelo de organización, es decir las comunidades de aprendiza-
je, no está integrado a la política educativa como sí lo está el CTE, el cual dispone 
de un marco normativo, objetivos, espacios y recursos para su funcionamiento. 
Esto es un indicador de que es limitada la capacidad de las escuelas para llevar a 
cabo una transformación organizacional en los términos que discute el enfoque 
de capacidades dinámicas. 

Cabe señalar las experiencias analizadas en escuelas primarias públicas de la 
Ciudad de México en un estudio realizado por Luna (2022, p. 872), quien anota 
que una escuela tomó la iniciativa de aplicar un modelo de comunidad de apren-
dizaje apoyada por una empresa privada, pero la directora de la escuela percibe 
esa decisión “como un acto de ‘desobediencia’”, es decir no formó parte de las 
orientaciones de política educativa. 
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La transformación de la organización de las escuelas está limitada por la au-
sencia de recursos adicionales asignados por la autoridad educativa, así como por 
la falta de facultades para emprender acciones que impliquen cambios en la or-
ganización escolar. Los cambios posibles dependen tanto del marco institucional 
de la política educativa como de las perspectivas del personal educativo acerca 
de cuál es el camino para realizar cambios. Esto solamente se puede analizar con 
un estudio a profundidad sobre el significado del cambio organizacional para 
autoridades, docentes y directivos; además de considerar la perspectiva de padres 
de familia. Incorporar el conjunto de perspectivas de los actores en las políticas 
implica cambiar el modelo vertical de gobernanza sectorial. Por ello, surge la 
pregunta: ¿es posible establecer una política para el cambio de la organización 
escolar cuando el modelo es centralizado? La situación descrita en esta sección 
establece el límite de las capacidades dinámicas de las escuelas.

VIII. Conclusiones

Las escuelas desarrollan ciertas capacidades dinámicas para atender la diversi-
dad de situaciones de sus estudiantes. Considerando los tres componentes del 
marco de análisis del enfoque de capacidades dinámicas se puede señalar que en 
cada uno de esos componentes las escuelas desarrollan capacidades de manera 
limitada. 

Primero, las escuelas identifican deficiencias en aprendizajes de sus estudiantes 
y acuerdan acciones para atenderlas, pero el diagnóstico es limitado, ya que no 
se avanza en teorías de causa efecto, que derivan, principalmente, del efecto de 
las condiciones socioeconómicas y culturales de las familias. Resulta necesario 
conocer la perspectiva de las escuelas que expliquen las acciones limitadas de los 
CTE. Una posible situación es que las escuelas no tienen recursos para enfrentar 
las consecuencias de factores sociales y económicos y, por ello, las acciones de 
mejora sólo se limitan a variaciones en los métodos y la didáctica de enseñanza. 

Segundo, el esfuerzo docente en grupos de trabajo, o en trabajo individual, 
solo implica utilizar o variar el uso de los recursos asignados por la autoridad 
educativa. Esto tiene como consecuencia que la transformación de las escuelas 
sea limitada, aun cuando la propia autoridad educativa señala como modelo de 
transformación el de la comunidad de aprendizaje. 

Este artículo proporciona elementos para identificar el alcance de las capacida-
des dinámicas de las escuelas públicas de educación básica. Es posible considerar 
políticas para instrumentar el modelo de comunidades de aprendizaje; sin embar-
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go, sin la asignación de recursos adicionales y específicos para las necesidades de 
los estudiantes, será difícil avanzar en la transformación de las escuelas.
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Resumen

El presente artículo tiene como objetivo analizar las recientes 
iniciativas implementadas en México para la construcción de un 
marco de gobernanza orientado a la implementación y el desa-
rrollo de la inteligencia artificial (IA) en el sector público. A partir 
de un enfoque analítico que articula la literatura sobre gobierno 
digital, IA y gobernanza algorítmica, se examina la trayectoria 
histórica de la digitalización gubernamental y se revisan diversas 
iniciativas recientes. El artículo muestra que la adopción de la 
IA en México es aún incipiente, fragmentada y concentrada en 
funciones administrativas y de atención ciudadana, con avances 
limitados en materia de gobernanza algorítmica. Asimismo, 
se sostiene que la implementación de la IA no representa una 
ruptura con los modelos tradicionales de gestión pública, sino 
una extensión del proceso de digitalización, en el cual persisten 
limitaciones institucionales estructurales.
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Abstract

This article aims to analyze recent initiatives implemented in 
Mexico to build a governance framework for the implementation 
and development of artificial intelligence (AI) in the public sector. 
Using an analytical approach that integrates the literature on 
digital government, AI, and algorithmic governance, it examines 
the historical trajectory of government digitization and various 
recent initiatives. The article shows that AI adoption in Mexico 
is still incipient, fragmented, and concentrated in administrative 
and citizen service functions, with limited progress in algorithmic 
governance. The implementation of AI does not represent a 
break with traditional public management models, but rather an 
extension of the digitization process, in which structural institu-
tional limitations persist.

Keywords

EAlgorithmic Governance; Algorithmic Transparency; Accountabili-
ty; “Human in The Loop”; Collaborative Governance

Introducción

Los procesos de reforma administrativa en México de las últimas décadas han 
estado marcados por una tensión persistente entre la necesidad de modernizar el 
aparato estatal y las limitaciones estructurales que condicionan su capacidad de 
implementación. En este contexto, la transformación del sector público mexica-
no se ha vinculado cada vez más con el gobierno electrónico, entendido como el 
uso estratégico de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) por 
parte del sector público para mejorar la eficiencia administrativa, la transparen-
cia, la provisión de servicios a la ciudadanía y el diseño e implementación de polí-
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ticas públicas. Más allá de una herramienta técnica, el gobierno electrónico cons-
tituye un proceso de transformación organizacional que redefine las formas de 
interacción entre el Estado y la sociedad. Esta reconfiguración implica el tránsito 
de esquemas jerárquicos y unidireccionales hacia modelos más abiertos, interac-
tivos y basados en el intercambio de información.

De esta manera, en las últimas tres décadas el sector público mexicano ha im-
plementado diversas reformas que han permitido pasar de la digitalización de trá-
mites y servicios hasta la implementación de plataformas interactivas y sistemas 
integrados de información. Este proceso cobró un impulso significativo a partir 
de la pandemia de COVID-19, que aceleró la adopción de soluciones digitales 
en diversos ámbitos gubernamentales para hacer frente a la emergencia sanita-
ria. Asimismo, diversas iniciativas recientes refuerzan esta tendencia al establecer 
propuestas para la construcción de un marco normativo orientado a la simplifi-
cación administrativa, la digitalización de procesos y la incorporación de tecno-
logías emergentes en la gestión pública.

No obstante, la evolución del gobierno electrónico en México ha estado ca-
racterizada por avances desiguales, brechas institucionales, falta de capacidades 
tecnológicas, estrategias limitadas y una persistente coexistencia entre prácticas 
tradicionales y nuevas formas de gestión digital. En este escenario, la incorpo-
ración de herramientas basadas en inteligencia artificial (IA) se ha posicionado 
como un componente clave de la transformación del Estado al prometer mayo-
res niveles de automatización, capacidades avanzadas de análisis de datos y una 
toma de decisiones sustentada en evidencia. En términos generales, la IA puede 
entenderse como un conjunto de técnicas computacionales orientadas a simu-
lar procesos cognitivos humanos como el razonamiento, el aprendizaje y la toma 
de decisiones, con el objetivo de resolver problemas y ejecutar tareas de manera 
más eficiente. 

La reciente y creciente adopción de la IA en el sector público plantea interro-
gantes relevantes sobre el alcance real de estas transformaciones. En particular, 
resulta pertinente preguntar ¿En qué medida la incorporación de estas tecnolo-
gías en el sector público constituye una ruptura sustantiva con los modelos tradi-
cionales de gestión pública, o más bien reproduce limitaciones estructurales, asi-
metrías institucionales y lógicas organizacionales preexistentes? Más que asumir 
la implementación de la IA en el sector público como sinónimo de cambio, es ne-
cesario analizar en qué medida estos procesos implican continuidades en la for-
ma en que el Estado diseña, implementa y gestiona las políticas públicas en Mé-
xico.

A partir de este planteamiento, el presente artículo tiene como objetivo anali-
zar los esfuerzos, proyectos, estrategias y políticas públicas que se han implemen-
tado recientemente en México en materia de digitalización y uso de la IA en el 
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sector público para evaluar sus alcances, limitaciones e implicaciones. Para ello, 
se adopta un enfoque analítico que articula la literatura sobre gobierno digital, 
uso de la IA en el sector público y gobernanza algorítmica con el estudio de ini-
ciativas concretas, considerando de manera general la trayectoria histórica de la 
digitalización gubernamental y de manera particular los desarrollos más recien-
tes en este ámbito. El argumento central del artículo sostiene que, si bien la incor-
poración de la IA amplía las capacidades operativas e informacionales del Esta-
do, su desarrollo en México se caracteriza por una implementación fragmentada, 
con alcances limitados y condicionada por factores estructurales como la capa-
cidad institucional, la coordinación intergubernamental y las brechas tecnológi-
cas. En este sentido, más que una transformación disruptiva, la IA se inserta en 
un proceso incremental del gobierno electrónico en México, cuyas implicaciones 
deben analizarse a partir de casos y experiencias concretas.

Para desarrollar este argumento, el artículo se estructura de la siguiente ma-
nera. En primer lugar, se presenta un marco teórico centrado en la evolución del 
gobierno electrónico y en el concepto de gobernanza algorítmica y sus respectivos 
componentes. En segundo lugar, se analiza la trayectoria del gobierno digital 
en México, desde sus primeras aplicaciones hasta el uso de IA en el contexto 
reciente. En tercer lugar, se examinan diversas iniciativas implementadas en los 
últimos años, específicamente la Propuesta de Agenda Nacional de Inteligencia 
Artificial 2024-2030 (2024), el Repositorio de Algoritmos del Sector Público del 
CIDE (2024), la Ley Nacional para Eliminar Trámites Burocráticos (2025), los 
Principios de Chapultepec (2026) y diversas estrategias a nivel estatal. Finalmen-
te, se discuten los principales hallazgos y sus implicaciones para el estudio de la 
transformación digital del sector público en México.

I. Marco teórico

1.1 El desarrollo del gobierno electrónico

De acuerdo con Massal y Sandoval (2010), Gil-García et al. (2015) y Ronzhyn y 
Wimmer (2018) la incorporación de las TIC en el ámbito gubernamental se re-
monta a la década de 1960, cuando las primeras computadoras se utilizaron para 
automatizar algunas de las tareas administrativas repetitivas como el procesa-
miento de nóminas y el cálculo de impuestos. En las décadas posteriores el desa-
rrollo de sistemas más avanzados y la expansión de las computadoras persona-
les permitieron expandir la capacidad operativa de las organizaciones públicas y 
aumentar la eficiencia en la gestión interna. En la década de 1990 la expansión 
del Internet posibilitó la interacción directa entre el gobierno y los ciudadanos a 
través de portales en línea para facilitar la transparencia y la provisión de infor-
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mación; esto dio lugar a lo que hoy se conoce como gobierno electrónico. Este 
término fue utilizado por primera vez en 1993 en los informes National Performan-
ce Review y The National Information Infrastructure que fueron encargados para la 
administración del entonces presidente Bill Clinton (Massal & Sandoval, 2010; 
Lips, 2012). A partir de ese momento los investigadores académicos comenzaron 
a analizar formalmente este fenómeno y más recientemente han propuesto dis-
tintas fases de desarrollo del gobierno electrónico con determinadas característi-
cas comúnmente asociadas a las capacidades que brindan las diferentes genera-
ciones del internet (Misuraca, 2009; Lips, 2012).

La primera fase se vincula con la primera generación de internet y se conoce 
como gobierno electrónico 1.0. En esta fase, las TIC se utilizaron principalmen-
te para la creación de portales de gobierno orientados a la difusión de informa-
ción para fortalecer la transparencia, así como para la realización de trámites en 
línea para incrementar la eficiencia (Gil-García et al., 2015). Esta interacción entre 
el gobierno y la ciudadanía se caracterizó por un flujo unidireccional, del prime-
ro hacia los segundos (Massal y Sandoval, 2010; Nam, 2019). En términos orga-
nizacionales, estas tecnologías permitieron sustituir algunos de los procesos que 
se realizaban en papel por transacciones digitales, lo que contribuyó a mejorar la 
eficiencia y reducir los costos operativos (Misuraca et al., 2020).

A mediados de la década de los 2000, la expansión de la segunda generación 
de internet dio lugar al desarrollo de nuevas herramientas digitales, como redes 
sociales —como Facebook y MySpace—, blogs digitales como Twitter y platafor-
mas multimedia como YouTube, así como aplicaciones para teléfonos móviles. 
El uso de estas herramientas en el ámbito público dio lugar a una nueva fase co-
nocida como gobierno electrónico 2.0. De acuerdo con Lips (2012) y Nam (2019) 
en esta fase los portales gubernamentales adquirieron mayores niveles de fun-
cionalidad e interoperabilidad, permitiendo la creación de ventanillas digitales 
únicas que integraron la provisión de información, la realización de trámites y 
la prestación de servicios en línea. Asimismo, el uso de redes sociales posibilitó 
una comunicación bidireccional y en tiempo real entre el gobierno y la ciudada-
nía (Misuraca et al., 2020). Estas transformaciones permitieron el fortalecimien-
to de la participación ciudadana, la apertura de datos y la coproducción de infor-
mación; por este motivo, autores como Valle-Cruz y Sandoval-Almazán (2014) y 
Gil-García et al. (2015) mencionan que esta fase también se conoce como gober-
nanza electrónica. 

Más recientemente, la implementación de la tercera generación de internet 
en el ámbito público ha dado lugar a una nueva fase que se conoce como gobier-
no electrónico 3.0. Esta fase se distingue por la integración de tecnologías avanza-
das como el cómputo en la nube, el big data, el blockchain, el internet de las cosas 
y la IA, las cuales permiten optimizar el procesamiento de información y mejorar 

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29,enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0

Del gobierno electrónico a la Inteligencia Artificial en México



138

la gestión de diferentes procesos. A diferencia de las fases anteriores, el gobierno 
electrónico 3.0 se caracteriza por el uso intensivo de datos, la interoperabilidad de 
los sistemas y la articulación de infraestructuras digitales complejas. En este con-
texto, la información se convierte en un insumo estratégico de los gobiernos al 
alimentar sistemas automatizados, lo que posibilita capacidades más sofisticadas 
de análisis, predicción y toma de decisiones públicas. Este cambio, impulsado por 
el crecimiento exponencial en el uso de datos y el desarrollo de estas tecnologías 
emergentes, ha llevado a que autores como Di Maio (2009) y Misuraca et al. (2020) 
denominen esta etapa como gobierno inteligente. Asimismo, la relación entre el 
gobierno y la ciudadanía se transforma, dando lugar a esquemas en los que los 
ciudadanos no solo acceden a la información, sino que también participan acti-
vamente en su generación y uso (Nam, 2019).

1.2 La implementación de la IA en el sector público y su gobernanza

En este contexto, la IA se ha consolidado como la tecnología principal para la di-
gitalización del gobierno al ampliar las capacidades de captación, procesamien-
to y análisis de información proveniente de diversas fuentes como registros ad-
ministrativos, redes sociales y dispositivos móviles. Su incorporación fortalece 
las capacidades de las instituciones públicas para automatizar procesos, analizar 
datos complejos y mejorar la toma de decisiones. En particular, estas tecnologías 
permiten generar predicciones, apoyar el diseño de políticas públicas basadas en 
evidencia y optimizar la asignación de recursos, lo que contribuye a una mayor 
eficiencia en la provisión de servicios (De Sousa et al., 2019; Kuziemski y Misura-
ca, 2020; Moncayo-Vives et al., 2025). Esta tecnología no solo optimiza procesos 
administrativos, sino que también configura nuevas formas de acción estatal me-
diadas por sistemas automatizados y decisiones algorítmicas.

A pesar de estos beneficios observables, de acuerdo con Ronzhyn y Wimmer 
(2019), Wirtz et al. (2020) y Valle-Cruz et al. (2024) el despliegue de la IA en el sector 
público también conlleva riesgos y desafíos significativos. Por ejemplo, el uso 
intensivo de datos personales puede derivar en vulneraciones a la privacidad y 
en prácticas de vigilancia masiva. Asimismo, los algoritmos pueden reproducir o 
amplificar sesgos existentes en los datos utilizados para entrenar a los modelos, 
generando efectos discriminatorios hacia determinados grupos sociales. Tam-
bién se pueden presentar problemas de opacidad, dificultades en la rendición de 
cuentas y posibles impactos negativos en el empleo debido a la automatización. 
Estos riesgos tienen implicaciones no solo técnicas, sino también políticas, al 
incidir directamente en la legitimidad institucional y la confianza ciudadana.

En este contexto, emerge el concepto de gobernanza algorítmica, entendido  
no solo como el uso de sistemas algorítmicos en la toma de decisiones públicas, 
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sino como el conjunto de marcos normativos, arreglos institucionales y me-
canismos de supervisión que regulan su diseño, implementación y operación 
(Wirtz et al., 2020). La gobernanza algorítmica implica reconocer que ningún 
algoritmo o modelo de IA es neutral, sino que incorpora supuestos, valores y 
decisiones humanas que deben ser objeto de escrutinio público (Eubanks, 2017). 
La gobernanza y la regulación algorítmica constituyen elementos fundamentales 
para garantizar que el uso de la IA en el sector público no solo sea eficiente, sino 
también legítimo, transparente y socialmente justo y responsable. De acuerdo 
con autores como De Sousa et al. (2019), Kuziemski y Misuraca (2020), Wirtz et 
al. (2020) y Valle-Cruz et al. (2024) en la actualidad no se cuenta con un marco 
consensuado e integral de gobernanza y regulación de la IA en el sector público. 
Sin embargo, la literatura académica especializada muestra consenso en torno a 
la pertinencia de diversos elementos que forman parte esencial de la gobernanza 
en este ámbito. 

Además de los aspectos regulatorios e institucionales, diversos organismos 
internacionales han enfatizado que la gobernanza de la IA posee una dimensión 
ética fundamental. En este sentido, la Recomendación sobre la Ética de la Inteligen-
cia Artificial adoptada por la UNESCO (2021) constituye uno de los principales 
referentes internacionales para orientar el diseño, desarrollo e implementación 
de sistemas de IA. Dicho instrumento reconoce que la gobernanza de la IA  
no debe limitarse a la eficiencia tecnológica o al cumplimiento normativo, sino  
que debe orientarse a la protección de los derechos humanos, la dignidad huma-
na, la inclusión, la equidad y el bienestar social.

El principal elemento para la gobernanza y regulación de la IA en el sector 
público es la transparencia algorítmica, ya que habilita otros elementos clave 
como la explicabilidad y la rendición de cuentas. De acuerdo con GPAI (2025) 
la transparencia algorítmica puede entenderse como la capacidad de actores in-
ternos o externos para acceder a información, supervisar, evaluar y cuestionar la 
lógica, los procedimientos y el desempeño de los sistemas algorítmicos, con el fin 
de fortalecer la confianza y la responsabilidad de quienes los desarrollan, los ges-
tionan, así como de la ciudadanía en general. En esta misma línea, Valle-Cruz et 
al. (2024) mencionan que la explicabilidad es otro instrumento fundamental para 
la gobernanza de la IA en el sector público, ya que se refiere a los mecanismos que 
permiten interpretar y comprender el funcionamiento de los algoritmos de IA, así 
como a las estrategias para justificar sus decisiones de manera clara y verificable; 
por lo tanto, es necesario garantizar que los sistemas de IA sean comprensibles 
tanto para los desarrolladores como para los usuarios y las autoridades.

La rendición de cuentas es otro elemento necesario dentro de los marcos de 
gobernanza de la IA en el sector público ya que, de acuerdo con Ronzhyn y Wim-
mer (2019), este elemento se refiere a los mecanismos específicos para adjudicar, 
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a determinados actores específicos como los desarrolladores o los funcionarios y 
operadores públicos, la responsabilidad de las decisiones y resultados generados 
por los sistemas de IA. Las auditorías algorítmicas y las evaluaciones de impacto 
también son elementos fundamentales para examinar el desempeño, los posibles 
sesgos y los impactos sociales de los sistemas de IA. Rahwan (2018) afirma que su 
principal propósito es evaluar la calidad de los datos y los algoritmos utilizados, la 
lógica subyacente de los modelos y sus efectos en los procesos de decisión, con el 
fin de anticipar y mitigar riesgos antes de que estos se traduzcan en consecuencias 
negativas para las personas o la sociedad en su conjunto. 

Otro elemento relevante para la gobernanza de la IA en el sector público, 
estrechamente relacionado con la rendición de cuentas, es la supervisión 
humana de los resultados y las decisiones generadas por los algoritmos. En este 
sentido, Zanzotto (2019) propone el enfoque que se conoce como “humano en el 
circuito” (human-in-the-loop), el cual planeta que los funcionarios públicos deben 
tener la capacidad para revisar, ajustar y corregir los resultados de los sistemas 
algorítmicos antes de que incidan en procesos sensibles, como la asignación de 
recursos o la formulación de políticas públicas. Sin embargo, la principal limita-
ción de este enfoque radica en que la intervención humana suele concentrarse 
en la etapa final del proceso, lo que favorece una dependencia excesiva de los 
resultados generados por los algoritmos. Frente a ello, Alimardani y Istiqomah 
(2025) proponen el enfoque conocido como “IA en el circuito” (AI-in-the-loop), 
particularmente pertinente para el sector público, ya que sitúa el juicio humano 
como eje central de la toma de decisiones y asigna a la IA un rol auxiliar. En este 
enfoque, los sistemas algorítmicos funcionan como herramientas de apoyo que 
proveen insumos y recomendaciones a los funcionarios públicos, sin sustituir ni 
desplazar su deliberación, preservando con ello la autonomía en las decisiones y 
mitigando algunos de los riesgos asociados a la automatización.

Finalmente, la literatura identifica otro elemento clave conocido como el 
enfoque de “sociedad en el circuito” (society-in-the-loop). De acuerdo con Rahwan 
(2018) este planteamiento propone incorporar de manera activa a una diver-
sidad de actores —como instituciones públicas, sociedad civil, sector privado 
y ciudadanía— en los procesos de monitoreo y supervisión de los sistemas de 
IA, de modo que su funcionamiento sea evaluado colectivamente en función 
del interés público. Dado que la implementación de la IA en el ámbito público 
produce efectos dinámicos y, en muchos casos, difíciles de anticipar, su gober-
nanza requiere integrar múltiples perspectivas, incluso cuando estas respondan a 
intereses divergentes (Wirtz et al., 2020).
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II. El desarrollo del gobierno electrónico en México y el uso de IA

La primera herramienta de gobierno electrónico en México fue un portal im-
plementado en 1994 por el gobierno federal a cargo del presidente Ernesto  
Zedillo (1994-2000). A partir de ese momento el uso de portales gubernamen-
tales, sustentados en la primera generación de internet, se expandió progresi-
vamente como un mecanismo meramente informativo. Durante el sexenio de 
Vicente Fox (2000-2006) las TIC adquirieron un papel más relevante en los pro-
cesos de modernización gubernamental ya que, a través de la Agenda de Buen 
Gobierno, se impulsó una estrategia de gobierno digital orientada a fortalecer la 
transparencia, la eficiencia y el combate a la corrupción en los tres niveles de go-
bierno (Gil-García et al., 2015). De acuerdo con Cruz-Meléndez (2025) en dicho 
sexenio se avanzó en la implementación de 935 portales digitales para ampliar el 
acceso a la información sobre los servicios públicos, agilizar algunos de los trá-
mites administrativos realizados por las empresas y publicar vacantes para in-
gresar a la administración pública federal. 

De acuerdo con Gil-García et al. (2015) y Cruz-Meléndez (2025) en la 
administración de Felipe Calderón (2006-2012) se profundizó la estrategia de 
digitalización del sector público: el número de sitios gubernamentales aumentó 
a 6711 en el año 2011; algunas instituciones federales desarrollaron portales con 
altos niveles de funcionalidad e integración para avanzar en la digitalización de 
trámites y servicios, se implementó la primera versión de www.gob.mx como pla-
taforma integradora de la información federal y se promovieron instrumentos 
clave como la Ley de Firma Digital, esquemas de interoperabilidad y la transición 
hacia una administración sin papel. De esta manera, el gobierno electrónico 
1.0 se consolidó a nivel federal, sin embargo, en los ámbitos estatal y municipal 
persistieron limitaciones importantes, ya que muchos portales continuaron 
siendo predominantemente informativos sin ofrecer la posibilidad de realizar 
trámites en línea (Valle-Cruz, 2019). En este periodo también comenzó la fase 
correspondiente al gobierno electrónico 2.0 en México con la incorporación de 
la segunda generación del internet, las plataformas digitales y las redes sociales 
(Vera Martínez, 2018). Las redes sociales y los portales de gobierno con ventani-
llas digitales únicas crecieron en importancia como mecanismos para fortalecer 
la comunicación gubernamental, la provisión de servicios y la transparencia a 
nivel federal (Valle-Cruz, 2019; Gil-García et al., 2015).

Durante el sexenio de Enrique Peña Nieto (2012-2018), la tendencia de 
digitalización del sector público se consolidó con la Estrategia Digital Nacional 
2013-2018, la cual promovió el uso de TIC para mejorar la eficiencia, la transpa-
rencia, la rendición de cuentas y la capacidad de respuesta gubernamental. En 
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este marco, el portal www.gob.mx evolucionó como una plataforma integradora 
de las diferentes instituciones a nivel federal, incorporando herramientas de 
búsqueda y sistemas que permitieron articular información de los tres niveles 
de gobierno y ampliar la oferta de servicios digitales (ONU, 2020). También se 
continuó con el desarrollo de instrumentos propios del gobierno electrónico 2.0, 
por ejemplo, se implementó el repositorio de aplicaciones móviles del portal que 
concentró 38 aplicaciones de 17 instituciones federales (Cruz-Meléndez, 2025). A 
nivel estatal también se observaron avances significativos ya que para 2019, los 
portales digitales y redes sociales estaban presentes en prácticamente todos los 
gobiernos estatales (IGDE, 2019). No obstante, el uso efectivo de estas herramien-
tas por parte de la ciudadanía fue relativamente limitado debido a factores como 
la escasa promoción institucional, la baja confianza en los canales digitales y las 
brechas de acceso tecnológico entre la población, lo que restringió su impacto en 
términos de participación ciudadana (Valle-Cruz, 2019).

Durante el sexenio de Andrés Manuel López Obrador (2018-2024), a partir 
de la implementación de la Estrategia Digital Nacional publicada en 2021, el uso 
de las TIC dejó de centrarse exclusivamente en criterios de eficiencia, eficacia 
y calidad, para orientarse hacia principios como la austeridad, el bienestar y la 
soberanía tecnológica (Cruz-Meléndez, 2025). Sin embargo, el punto de inflexión 
en el desarrollo del gobierno electrónico en México no estuvo determinado por 
una estrategia gubernamental, sino por un factor externo: la llegada de la pan-
demia de COVID-19. Este fenómeno emergente aceleró de manera significativa 
la adopción de herramientas digitales por parte del gobierno con la finalidad de 
monitorear los contagios, difundir información, coordinar campañas de vacuna-
ción, así como para la provisión de trámites y servicios mediante medios remotos 
ante las restricciones de movilidad y las actividades presenciales. De acuerdo 
con Cruz-Meléndez (2025) los portales gubernamentales y las redes sociales se 
convirtieron en los principales medios de interacción entre el gobierno y los 
ciudadanos, por ejemplo, el número de portales gubernamentales pasó de 9466 
en el año 2018 a 11 577 en 2024. 

En este escenario se comenzaron a implementar herramientas correspondien-
tes al gobierno electrónico 3.0, particularmente aquellas vinculadas al análisis de 
datos y a la automatización de procesos. Es así como la IA comenzó a incorporar-
se de manera más visible en la gestión pública de México, principalmente a través 
de herramientas de atención automatizada y sistemas de comunicación digital. 
Entre las herramientas más representativas destacaron los chatbots implemen-
tados por el gobierno federal y algunos gobiernos locales como mecanismos de 
atención ciudadana durante la emergencia sanitaria. Estas herramientas, basadas 
en IA y sistemas automatizados de respuesta, permitieron ampliar la cobertura 
informativa, atender consultas en tiempo real y orientar a la población sobre 
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síntomas, medidas preventivas y procesos de vacunación.  Por ejemplo, chatbots 
como “Susana Distancia”, “Dr. Armando Vacuno” y “Sam Petrino”, ilustran el 
uso de soluciones de IA para gestionar la interacción con la ciudadanía en un 
contexto de alta demanda de información (Forbes, 2021; Gobierno de México, 
2021; Ochoa, 2020). 

Ante la diminución de la emergencia sanitaria el uso de la IA en el sector pú-
blico mexicano continuó expandiéndose. Por ejemplo, el Registro de Algoritmos 
del Sector Público del Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE) 
señala que, al cierre de 2024, las instituciones públicas en México empleaban 116 
algoritmos de IA. Si bien este dato refleja un avance en la incorporación de estas 
tecnologías, su desarrollo aún es limitado si consideramos en gran número de 
organizaciones públicas que existen en nuestro país. Asimismo, el 43.1% de los 
algoritmos registrados se destinan a facilitar la interacción entre el gobierno y 
la ciudadanía, lo que sugiere que el uso de la IA se concentra principalmente en 
herramientas como chatbots, asistentes virtuales y sistemas de apoyo administrati-
vo, en lugar de aplicarse en procesos más complejos relacionados con la toma de 
decisiones o el diseño de políticas públicas. En conjunto, esta evidencia apunta a 
que la adopción de la IA en el sector público mexicano se encuentra en una etapa 
temprana, caracterizada por iniciativas dispersas y de alcance relativamente 
limitado.

Esta situación se refleja en evaluaciones comparativas efectuadas a nivel 
internacional. Por ejemplo, de acuerdo con el Government AI Readiness Index 2024, 
elaborado por Oxford Insights, México presenta un rezago significativo en ma-
teria de preparación para la implementación de IA en la provisión de servicios 
públicos, tanto frente a economías desarrolladas como en comparación con 
otros países de América Latina. En dicho índice, México se ubica en la posición 
71 a nivel global, por debajo de Brasil (36), Chile (44), Uruguay (47), Colombia 
(55), Perú (60), Costa Rica (61) y Argentina (62) (Oxford Insights, 2024). Este resul-
tado también refleja un deterioro en su desempeño reciente, ya que entre 2021 y 
2024 el país descendió 16 posiciones, al pasar del lugar 55 al 71, lo que evidencia 
dificultades persistentes para consolidar capacidades tecnológicas en este ámbito. 

Este desempeño responde a limitaciones en infraestructura tecnológica, 
capacidades de innovación y disponibilidad de capital humano especializado, 
así como a debilidades regulatorias, falta de coordinación intergubernamental y 
deficiencias en las políticas públicas y estrategias que orienten el desarrollo, uso 
y gobernanza de la IA en el sector público (OECD/CAF, 2022).  En este con-
texto, en los últimos años han surgido diversos proyectos, estrategias y políticas 
públicas que buscan superar estos desafíos e impulsar la digitalización y el uso 
de la IA en la gestión pública de México. En consecuencia, resulta pertinente 
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y necesario examinar dichos esfuerzos, lo cual constituye el eje de análisis del 
siguiente apartado.

III. Iniciativas para la digitalización y el uso de la IA en el  
sector público en México

Las recientes iniciativas orientadas a promover la digitalización y la incorpora-
ción de la IA en el sector público mexicano se expresan en una combinación de 
proyectos, estrategias, marcos normativos, repositorios de conocimiento y polí-
ticas públicas implementadas a nivel federal y local. En particular, destacan ini-
ciativas como la Propuesta de Agenda Nacional de Inteligencia Artificial 2024–
2030, el Repositorio de Algoritmos Públicos del CIDE, la Ley Nacional para 
Eliminar Trámites Burocráticos, los Principios de Chapultepec, así como diver-
sas estrategias y políticas públicas impulsadas por gobiernos estatales. El análi-
sis de estas iniciativas resulta relevante no solo para identificar los avances ins-
titucionales en materia de gobierno electrónico en México, sino también para 
comprender sus enfoques, alcances y limitaciones. En este sentido, este apartado 
examina de manera sistemática dichos esfuerzos, considerando sus objetivos, ins-
trumentos, actores involucrados y mecanismos de implementación, con el fin de 
evaluar su contribución al fortalecimiento de las capacidades digitales del sector 
público mexicano y sus implicaciones en términos de gobernanza, transparencia 
y rendición de cuentas.

3.1 Propuesta de Agenda Nacional de Inteligencia Artificial 2024-2030 (2024)

El 15 de mayo de 2024 se presentó en el Senado de la República la Propuesta de 
la Agenda Nacional de Inteligencia Artificial para México 2024-2030. Este do-
cumento fue el resultado de un proceso colaborativo coordinado por la Alianza 
Nacional de Inteligencia Artificial (ANIA) y desarrollado a lo largo de 13 meses. 
La elaboración de esta propuesta contó con la participaron de miembros del se-
nado, especialistas de los sectores público y privado, la academia, organizaciones 
de la sociedad civil, organismos internacionales como la UNESCO y organismos 
autónomos, así como del público en general. El propósito de esta propuesta es es-
tablecer un marco de referencia para impulsar la integración de la IA como mo-
tor de inclusión y desarrollo social, económico y educativo, así como de la inves-
tigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación (Lagunes et al., 2024). 
Para ello, esta propuesta retoma la Recomendación sobre la Ética de la Inteligen-
cia Artificial de la UNESCO (2021), organismo que desempeñó un papel funda-
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mental en su elaboración y que contribuyó a orientar la iniciativa hacia un desa-
rrollo ético, responsable y equitativo de esta tecnología.

Aunque esta propuesta no se centra de manera específica en el uso de la IA 
dentro del sector público mexicano, sí establece lineamientos generales que pue-
den incidir en su desarrollo, regulación y gobernanza. En particular, incorpora 
elementos relevantes de gobernanza algorítmica, como la propuesta de crear una 
Agencia Digital Nacional como organismo público descentralizado adscrito al 
Ejecutivo Federal. Dicha agencia contará con una Oficina de Inteligencia Artifi-
cial con atribuciones para llevar a cabo auditorías algorítmicas en distintos niveles 
de aplicación. Entre sus funciones se debe incluir la evaluación de las capacidades 
de los modelos, el monitoreo del cumplimiento normativo, la identificación de 
riesgos emergentes, la investigación de posibles infracciones y el apoyo en la 
implementación de regulaciones sobre usos prohibidos y sistemas de alto riesgo 
(Lagunes et al., 2024). Asimismo, se propone la creación de un Comité de Ética 
orientado a promover un uso responsable de la IA, integrado bajo un enfoque 
de múltiples actores, multisectorial e interdisciplinario, que permita incorporar 
diversas perspectivas en la supervisión y orientación de estas tecnologías. En este 
sentido, se puede afirmar que esta propuesta está alineada implícitamente con el 
enfoque de “sociedad en el circuito”, en el que los mecanismos de supervisión y 
toma de decisiones se sustentan en la participación colectiva.

Adicionalmente, la propuesta identifica sectores prioritarios en los que resulta 
indispensable desarrollar políticas públicas para potenciar el aprovechamiento 
de la IA bajo un enfoque ético. Entre estos sectores destacan ámbitos clave del 
sector público como la salud, la educación, los programas sociales y la justicia. 
Por ejemplo, la propuesta subraya la necesidad de fortalecer las capacidades del 
Poder Judicial para garantizar un uso ético y responsable de la IA en las funciones 
de justicia. Para ello, se plantea impulsar procesos de capacitación, la elaboración 
de directrices y estándares éticos, la implementación de auditorías y mecanismos  
de evaluación algorítmica, la protección de la privacidad y los derechos hu-
manos, así como mecanismos para promover la participación ciudadana y la 
rendición de cuentas en los procesos de impartición de justicia (Lagunes et al., 
2024).

De acuerdo con Lagunes et al. (2024) la propuesta también contempla las 
siguientes acciones específicas para la implementación de la IA en el sector públi-
co: 1) Capacitación de servidores públicos en todos los niveles de gobierno para 
promover un uso ético, responsable y con enfoque de derechos humanos, impul-
sando el desarrollo de casos de uso orientados tanto a la mejora de los servicios 
a la población como a la optimización de la gestión interna de la administración 
pública; 2) Se propone establecer principios claros sobre la recopilación, uso y 
compartición de datos por parte del gobierno, con el fin de garantizar criterios de 
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transparencia, explicabilidad y auditabilidad en la implementación de soluciones 
basadas en algoritmos; y 3) Se plantea que las instituciones públicas designen 
perfiles especializados en talento digital como responsables directos de la supervi-
sión de los sistemas de IA, con el objetivo de asegurar que su implementación en 
el servicio público se mantenga bajo criterios de seguridad, control y protección 
para la ciudadanía y el propio gobierno.

En conjunto, la Propuesta de Agenda Nacional de Inteligencia Artificial 
2024-2030 representa un avance relevante al articular una visión estratégica 
y promover principios de gobernanza algorítmica en México. Sin embargo, 
también presenta limitaciones importantes para orientar de manera efectiva la 
regulación del uso de la IA en el sector público. Por ejemplo, de acuerdo con 
Guerrero (2024) esta propuesta privilegia dimensiones económicas y técnicas, 
dejando en segundo plano una problematización más profunda de los riesgos 
institucionales y de derechos asociados al uso de esta tecnología. Esto se refleja 
en la escasa atención a usos potencialmente lesivos, como el reconocimiento e 
identificación biométrica con fines de perfilamiento, especialmente sensibles en 
ámbitos como la seguridad pública, la procuración y la impartición de justicia. 
Asimismo, la propuesta presenta vacíos conceptuales en torno a nociones clave 
como la transparencia, la rendición de cuentas y la explicabilidad, los cuales no 
se desarrollan con suficiente precisión y que son muy relevantes cuando la IA se 
aplica en el ámbito público (Guerrero, 2024). Finalmente, la propuesta menciona 
de manera tangencial la necesidad de incorporar mecanismos de supervisión 
humana en la toma de decisiones algorítmicas, pues no desarrolla con claridad 
su alcance, condiciones de aplicación ni su papel en la garantía de control, res-
ponsabilidad y protección de derechos en el ámbito público. En este sentido, más 
que constituir un marco regulatorio robusto, la propuesta se configura como un 
punto de partida que requiere ser complementado con instrumentos normativos 
específicos para los sistemas algorítmicos utilizados por el sector público.

3.2 Registro de Algoritmos del Sector Público del CIDE (2024)

El Registro de Algoritmos del Sector Público fue creado en 2024 por el Centro de 
Investigación y Docencia Económicas (CIDE) con la finalidad identificar y sis-
tematizar los algoritmos de IA utilizados por dependencias gubernamentales en 
los tres niveles con conforman el sector público mexicano. Esta iniciativa es bá-
sicamente un repositorio que documenta las características clave de los algorit-
mos, tales como la institución responsable, el ámbito del poder público, la enti-
dad federativa, las fechas de implementación y actualización, la descripción del 
sistema, el tipo de tarea que realiza, su modalidad de adquisición, el desarrolla-
dor y su costo. Su objetivo central es generar insumos que permitan evaluar, des-
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de una perspectiva descriptiva, el grado de alineación de los algoritmos utilizados 
con principios fundamentales del servicio público como la transparencia, la ren-
dición de cuentas y el uso responsable de la información (CIDE, s. f.). De acuer-
do con César Rentería, uno de los responsables del proyecto, la construcción del 
repositorio se sustentó principalmente en solicitudes de acceso a la información 
y recursos de revisión dirigidos a instituciones públicas a través de la Plataforma 
Nacional de Transparencia (PNT), complementados con la revisión de reportes, 
notas periodísticas y una consulta al público en general (Riquelme, 2023). Al cie-
rre de 2024, el registro contabilizaba 116 algoritmos públicos en operación.

En términos analíticos, el GPAI (2025) señala que los registros o repositorios 
de algoritmos públicos constituyen uno de los principales instrumentos de trans-
parencia algorítmica del sector público por el lado de la oferta, ya que promueven 
la divulgación proactiva de información sobre los algoritmos utilizados, sin 
depender de solicitudes específicas. Aunque el repositorio del CIDE no es una 
iniciativa gubernamental, sino académica, puede inscribirse en esta categoría en 
la medida en que contribuye a la difusión sistemática de información sobre el 
uso de algoritmos en al ámbito público, fortaleciendo así la transparencia y las 
condiciones para el escrutinio de la ciudadanía y la rendición de cuentas. 

La transparencia algorítmica constituye un primer paso indispensable para 
avanzar hacia esquemas de gobernanza algorítmica efectivos, responsables 
y éticos. En este sentido, el repositorio del CIDE no solo favorece la apertura 
de información, sino que también sienta las bases para la institucionalización  
de prácticas de supervisión, evaluación y control de los sistemas de IA en el 
sector público. Al visibilizar qué algoritmos se utilizan, cómo operan y en qué 
condiciones son implementados, esta iniciativa contribuye a reducir la opacidad 
algorítmica, habilitar el escrutinio público y generar evidencia para el diseño de 
marcos regulatorios más robustos. Por ello, dicho repositorio además de consi-
derarse como una herramienta de transparencia se puede considerar como una 
iniciativa para avanzar en la construcción de una gobernanza algorítmica en 
México.

No obstante, al tratarse de un esfuerzo de carácter académico y no de una 
iniciativa institucionalizada, esta iniciativa presenta una limitación estructural re-
levante pues carece de efectos vinculantes en la formulación de políticas públicas, 
la regulación y la toma de decisiones en el sector público. Esta condición restringe 
su capacidad para consolidarse como un instrumento efectivo de transparencia 
y gobernanza algorítmica, en la medida en que su uso dependerá de la voluntad 
de las propias instituciones públicas y no de obligaciones normativas. Asimismo, 
la ausencia de mecanismos formales que obliguen a las dependencias a reportar, 
actualizar y estandarizar la información limita su alcance, cobertura y sosteni-
bilidad a lo largo del tiempo. En este sentido, aunque el repositorio constituye 
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un avance significativo para hacer visible del uso de la IA en el sector público 
mexicano, su potencial transformador depende de su eventual articulación con 
marcos regulatorios, políticas públicas y dispositivos institucionales que lo inte-
gren como una herramienta obligatoria dentro de los esquemas de gobernanza. 

3.3 Ley Nacional para Eliminar Trámites Burocráticos (2025)

La promulgación de la Ley Nacional para Eliminar Trámites Burocráticos y Co-
rrupción, en julio de 2025, constituye uno de los esfuerzos más recientes por re-
configurar la administración pública mexicana en el marco de la simplificación 
administrativa y la transformación digital. Esta ley sustituye a la Ley General de 
Mejora Regulatoria de 2018 que estableció un marco para la simplificación de trá-
mites y la coordinación de políticas administrativas entre los tres órdenes de go-
bierno. Sin embargo, sus resultados fueron heterogéneos, ya que las capacidades 
de implementación variaron significativamente a nivel territorial, especialmen-
te en el ámbito municipal, donde persistieron limitaciones técnicas y financieras.

La Ley Nacional para Eliminar Trámites Burocráticos tiene como objetivo 
principal la creación de una serie de instrumentos para eliminar costos burocráti-
cos que faciliten el acceso y obtención de trámites y servicios para la ciudadanía y 
el sector productivo, estos instrumentos son: el Modelo Nacional para Eliminar 
Trámites Burocráticos; el Modelo Nacional para la Digitalización; el Modelo 
Nacional de Homologación de Trámites y Servicios, Compartición de Solucio-
nes Tecnológicas y Desarrollo de Capacidades Públicas; el Modelo Nacional de 
Atención Ciudadana; el Repositorio Nacional de Tecnología Pública; la Llave 
MX como el mecanismo de autenticación e identificación en medios digitales; el 
Portal Ciudadano Único de Trámites y Servicios; y el Expediente Digital Ciuda-
dano (Gobierno de México, 2016).

Esta serie de instrumentos y el carácter general de dicha ley la convierten en 
un referente de coordinación sin precedentes ya que establece lineamientos obli-
gatorios para los tres órdenes de gobierno con el fin de estandarizar y modernizar 
la gestión pública. Uno de sus ejes centrales es la digitalización obligatoria de 
trámites y servicios que se articulará a través de un modelo de ventanilla única 
digital para simplificar la interacción entre el gobierno y la ciudadanía. El proceso 
de implementación de esta ley está coordinado por la Agencia de Transforma-
ción Digital y Telecomunicaciones (ATDT). En conjunto, la ley se estructura en 
cuatro ejes: 1) reducción de requisitos, trámites y tiempo de respuesta, 2) digita-
lización de procesos administrativos, 3) accesibilidad y gratuidad con enfoque 
incluyente, y 4) fortalecimiento de capacidades digitales institucionales.

Con ello, la ley busca avanzar hacia la construcción de un Estado interope-
rable, más eficiente, transparente y centrado en la ciudadanía, y contribuir a la 
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reducción de la corrupción. Desde una perspectiva analítica, esta ley se inscribe en 
la trayectoria de reformas orientadas a la consolidación del gobierno electrónico 
2.0, particularmente mediante la implementación de ventanillas únicas y portales 
unificados. No obstante, su alcance trasciende la simple digitalización de trámites, 
al impulsar la integración de sistemas, la interoperabilidad de bases de datos y la 
automatización de procesos administrativos, por lo que también se encuentra en 
línea con los postulados del gobierno electrónico 3.0, caracterizados por un uso 
más intensivo de datos y tecnologías avanzadas para la gestión pública.

Aunque esta la ley no regula explícitamente la IA, ya que este concepto no 
aparece en ninguna parte del documento, sí crea indirectamente las condicio-
nes institucionales y tecnológicas para su adopción y regulación en el sector 
público mexicano principalmente a través de tres componentes clave. En primer 
lugar, la ley establece normas para la automatización de trámites, donde el uso  
de algoritmos permite la validación automática de documentos, la resolución de 
procedimientos estandarizados y el prellenado de formularios, sustituyendo ta-
reas repetitivas tradicionalmente realizadas por servidores públicos. En segundo 
lugar, la ley estipula el fortalecimiento de la interoperabilidad y el uso intensivo 
de datos para la detección de inconsistencias, la identificación de riesgos y la 
optimización de procesos decisionales, lo cual se puede lograr a partir de la IA. 
Finalmente, la ley regula e impulsa el desarrollo de plataformas de gobierno 
digital orientadas a la atención ciudadana, donde herramientas como chatbots, 
sistemas de recomendación y servicios personalizados automatizados pueden ser 
utilizados para ampliar la capacidad de respuesta del Estado.

En este sentido, resulta fundamental subrayar que la ley adopta una lógica ins-
titucional centrada en la simplificación administrativa y la eficiencia operativa, 
más que en la regulación. En otras palabras, dentro de esta ley, esta tecnología es 
concebida como un instrumento de la modernización gubernamental, pero no 
como un objeto de regulación en sí mismo. Esta orientación implica que aspectos 
clave de la gobernanza algorítmica como la transparencia de los sistemas, la 
explicabilidad de las decisiones automatizadas, la evaluación de impactos o los 
mecanismos de rendición de cuentas, no se encuentran desarrollados de manera 
explícita en el marco normativo. Esta omisión genera un conjunto de vacíos 
especialmente relevantes en términos de la gobernanza de la IA en el sector 
público. La ausencia de lineamientos claros sobre el uso de algoritmos en la toma 
de decisiones públicas abre la posibilidad de que sistemas automatizados sean 
implementados sin garantías suficientes en materia de equidad, transparencia 
o control democrático. Asimismo, la falta de mecanismos institucionalizados 
para evaluar los riesgos asociados a la IA, como los sesgos algorítmicos o el 
uso indebido de datos personales, puede derivar en efectos no deseados sobre 
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determinados grupos sociales, reproduciendo o amplificando desigualdades y 
procesos de exclusión existentes.

En conclusión, se puede interpretar que la Ley Nacional para Eliminar Trámi-
tes Burocráticos es un punto de inflexión en la evolución del gobierno electrónico 
en México, al consolidar un marco institucional que acelera la adopción de las 
TIC en el sector público. Sin embargo, lejos de ser una ruptura con modelos pre-
vios, la ley refleja una continuidad en la forma en que el Estado incorpora estas 
tecnologías: como una herramienta para mejorar la eficiencia y la gestión, pero 
sin transformar de manera sustantiva las estructuras institucionales ni atender 
plenamente las implicaciones de su uso en términos de gobernanza y regulación. 
De este modo, la IA se integra en el aparato estatal como una extensión del pro-
ceso de digitalización, más que como un elemento que reforma por completo las 
lógicas y procesos de la acción pública.

3.4 Principios de Chapultepec (2026)

El 29 de enero de 2026, la Secretaría de Ciencia, Humanidades, Tecnología e In-
novación (SECIHTI), en coordinación con la ATDT presentó los Principios  
de Chapultepec. Esta iniciativa está orientada a establecer lineamientos éticos y 
de buenas prácticas para orientar decisiones de política pública para el desarrollo 
y uso de la IA en las organizaciones que conforman el sector público en México. 
Por lo tanto, esta iniciativa gubernamental puede considerarse como la primera 
a nivel federal que está orientada exclusivamente a delinear un marco de referen-
cia para la gobernanza de la IA en el ámbito público.

Esta iniciativa parte del reconocimiento de que la IA tiene un carácter doble: 
por un lado, puede contribuir a la construcción de un país más justo, equitativo 
y sustentable; por otro, puede reproducir y profundizar desigualdades, generar 
nuevas formas de discriminación y afectar derechos fundamentales (Gobierno 
de México, 2026). Para hacer frente a esta dualidad se definen diez principios 
que buscan servir como marco orientador o “hoja de ruta” para el diseño de 
políticas públicas, regulaciones e instrumentos para promover una innovación 
responsable que contribuya al bienestar social, la inclusión y la soberanía tecno-
lógica del país (Pantoja, 2026). Aunque cada uno de estos principios constituye 
una referencia relevante para normar el uso e implementación de la IA en el 
sector público, los principios 1, 2, 3, 4, 6 y 10 son particularmente importantes 
para avanzar en la construcción de un modelo de gobernanza algorítmica, ya que 
establecen los criterios clave en materia de responsabilidad humana, explicabili-
dad, participación colectiva, evaluación de impactos y gestión de los datos.

El primer principio señala que el uso de la IA, tanto en el sector público como 
en el privado, debe contribuir a la protección y ampliación de los derechos huma-
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nos, evitando decisiones automatizadas que puedan generar exclusión o repro-
ducir desigualdades históricas, este enfoque coincide con las recomendaciones 
éticas promovidas por la UNESCO (2021). El segundo principio de esta iniciativa 
establece que toda decisión pública apoyada por sistemas de IA debe contar con 
responsables humanos claramente identificables, en línea con el enfoque de 
“humano en el circuito”. Asimismo, enfatiza la necesidad de contar con marcos 
institucionales claros que delimiten con precisión quién diseña, quién decide, 
quién supervisa y quién asume la responsabilidad por los impactos negativos 
de esta tecnología. Por su parte, el tercer principio se centra en la explicabilidad 
al plantear que es indispensable que la ciudadanía conozca en todo momento 
cuándo una decisión ha sido apoyada por un sistema automatizado y pueda com-
prender cómo se llegó a dicho resultado, así como su respectiva justificación. Esto 
resulta fundamental para garantizar la transparencia, el control democrático y la 
protección de derechos, ya que sin ello se limita la posibilidad de auditoría y de 
impugnación.

El cuarto principio introduce la noción de gobernanza colectiva de la IA ba-
sada en la participación y el diálogo entre múltiples actores como la ciudadanía, 
la academia, las comunidades, las organizaciones sociales y el sector privado, 
lo que se alinea con el enfoque de “sociedad en el circuito”. El sexto principio 
incorpora la perspectiva de la evaluación de impacto algorítmico al subrayar la 
importancia de evaluar de manera sistemática los efectos sociales, territoriales y 
ambientales derivados de la implementación de la IA en políticas y programas 
públicos. Finalmente, el décimo principio plantea la necesidad de establecer un 
esquema de gobernanza de datos públicos mediante reglas claras sobre su uso, 
protección, acceso y control, lo cual resulta fundamental para prevenir abusos, 
reducir asimetrías en la información y fortalecer la confianza ciudadana en el uso 
de esta tecnología en el ámbito estatal.

Una de las principales debilidades de esta iniciativa radica en que los prin-
cipios conservan un carácter general y declarativo al no estar acompañados de 
instrumentos concretos que orienten su implementación efectiva. A ello se suma 
la falta de carácter vinculante de los principios, pues se plantean como linea-
mientos voluntarios para que las organizaciones públicas adopten las diferentes 
medidas. En este sentido, más que constituir una política pública o un marco 
normativo propiamente dicho, los Principios de Chapultepec se configuran 
como un referente inicial que busca incentivar y aportar al debate público y 
sentar bases conceptuales, pero que aún requiere traducirse en disposiciones 
operativas, mecanismos institucionales y regulaciones específicas para incidir de 
manera efectiva en la gobernanza de la IA en el sector público.
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3.5 Iniciativas locales

La Ciudad de México (CDMX) se posiciona como la entidad federativa líder en 
el uso de IA en el sector público en México, ya que, de acuerdo con el Registro 
de Algoritmos del CIDE, al cierre de 2024 contaba con 11 algoritmos públicos en 
operación. Derivado de esta dinámica, en octubre de 2024 se publicó el Acuerdo 
mediante el cual se aprueba la iniciativa con proyecto de decreto para expedir la Ley para 
el Uso de Inteligencia Artificial y el Tratamiento de Datos Personales por Sujetos Obliga-
dos en la Ciudad de México. Esta iniciativa tiene como finalidad definir principios, 
normas y procedimientos orientados a proteger los datos personales frente al de-
sarrollo y uso de sistemas de IA en el sector público de la ciudad, y su aplicación 
abarca a todas las instituciones de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así 
como a los órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públi-
cos (INFO CDMX, 2024).

Este proyecto de ley establece un conjunto de principios y normas orientadas 
a garantizar una gobernanza responsable de la IA en el sector público (INFO 
CDMX, 2024). Entre los más relevantes se encuentra el principio del consenti-
miento informado que obliga a las instancias públicas a comunicar a la ciuda-
danía de manera clara el uso de datos personales y a obtener su autorización 
explícita. También destaca el principio de no discriminación que exige que 
los sujetos obligados cuenten con mecanismos para prevenir y mitigar sesgos 
algorítmicos mediante la revisión de datos y modelos utilizados. Asimismo, se 
incorpora el principio de rendición de cuentas que implica que las instituciones 
públicas asuman las consecuencias de las decisiones apoyadas por IA y establez-
can mecanismos de gestión de riesgos y auditorías algorítmicas. De igual forma, 
se destacan el principio de explicabilidad que exige que los sujetos obligados 
cuenten con un portafolio de evidencias para que las decisiones tomadas por 
los algoritmos utilizados sean posibles de explicar a los ciudadanos y a cualquier 
otro actor. En esta propuesta de ley también se establece el principio de audita-
bilidad, que busca asegurar que las organizaciones que implementan sistemas de 
IA programen las auditorías algorítmicas necesarias para la gestión de riesgos 
y la revisión de los modelos. Igualmente, se destaca el principio de supervisión 
humana de las decisiones algorítmicas a lo largo del ciclo de vida de los sistemas, 
especialmente en contextos de alta autonomía. Finalmente, resalta el principio de 
transparencia algorítmica que promueve la trazabilidad, el acceso a la informa-
ción y el conocimiento por parte de la ciudadanía sobre el uso de estos sistemas 
y sus implicaciones. 
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En conjunto, y a la espera de su implementación efectiva, esta iniciativa se 
posiciona como uno de los esfuerzos más avanzados en materia de gobernanza 
de la IA en el sector público en México, al establecer una base normativa que 
articula mecanismos de rendición de cuentas, protección de derechos y control 
institucional, elementos clave para orientar el uso responsable, transparente y 
supervisado de esta tecnología.

En abril de 2025 se presentó en el congreso del estado de Nuevo León la Inicia-
tiva por la que se expide la Ley que regula la Inteligencia Artificial en el Estado de Nuevo 
León, con el objeto de brindar mayor seguridad a los ciudadanos. Dicha iniciativa 
tiene el objetivo de establecer un marco normativo integral para el desarrollo, 
implementación, regulación y supervisión de la IA para asegurar que su utiliza-
ción sea ética, segura, transparente y responsable, fomentando la innovación sin 
vulnerar los derechos humanos ni los principios éticos (H. Congreso del Estado 
de Nuevo León, 2025). Uno de los puntos más destacados de esta iniciativa en 
términos de gobernanza es que se plantea que la ley sea de carácter obligatorio 
para cualquier organización o individuo que pertenezca tanto al sector privado 
como al sector público. También se plantea la creación del Instituto Estatal de 
Inteligencia Artificial como una institución autónoma encargada de regular y 
supervisar el cumplimiento de esta ley y sus normativas derivadas. 

Otro de los puntos más destacados de la iniciativa es la clasificación de los 
sistemas de IA en tres categorías: de bajo riesgo, de alto riesgo y prohibidos (H. 
Congreso del Estado de Nuevo León, 2025). Esta clasificación es importante, 
ya que los sistemas de alto riesgo deberán someterse a un proceso riguroso que 
implica evaluaciones de impacto algorítmico y auditorías periódicas, así como la 
presentación de informes de riesgos identificados y las respectivas medidas imple-
mentadas para mitigarlos. Por otro lado, los sistemas prohibidos son aquellos que 
vulneren los derechos humanos, introduzcan mecanismos de manipulación o 
sean utilizados para la vigilancia masiva desproporcionada. Para ello, esta inicia-
tiva también plantea la creación de un Observatorio Ciudadano de Inteligencia 
Artificial de carácter independiente que será el encargado de evaluar el impacto 
social, ambiental y económico de los sistemas implementados, garantizar los 
mecanismos de transparencia y promover la participación ciudadana en la 
supervisión. De esta manera, esta iniciativa se encuentra en línea con el principio 
de gobernanza colaborativa o de la “sociedad en el circuito” planteada por la 
literatura académica. 

En marzo de 2026 el Congreso mexiquense aprobó reformas a la Ley  
de Gobierno Digital del Estado de México y Municipios para incorporar el uso 
de la IA en el gobierno con la finalidad de hacer más ágiles, accesibles y eficientes 
los trámites y servicios públicos (Monroy, 2026). Con esta reforma se pretende 
automatizar una serie de trámites y procesos para eliminar largas filas, combatir 
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la corrupción, detectar oportunamente algunas enfermedades, crear modelos de 
aprendizaje personalizado y realizar análisis predictivos en materia de seguridad 
(Congreso del Estado de México, 2026). Para ello, la Agencia Digital del Estado 
de México fue designada como la instancia responsable de desarrollar, operar y 
promover sistemas automatizados en el sector público del estado con criterios 
estandarizados claramente definidos, así como de establecer los lineamientos 
regulatorios en materia de transparencia, explicabilidad y mitigación de riesgos. 
Adicionalmente, esta reforma contempla la creación de un registro de las aplica-
ciones de IA que serán implementadas por las organizaciones gubernamentales 
a nivel estatal y municipal (Congreso del Estado de México, 2026). A reserva de 
conocer los detalles de los lineamientos regulatorios, esta iniciativa posiciona al 
Estado de México, junto con la CDMX, como una de las primeras entidades del 
país en reconocer e incorporar la IA dentro de un marco normativo para su uso 
en la administración pública.

En marzo de 2026 el estado de Guanajuato presentó la estrategia denominada 
“CercanIA” encabezada por el Instituto de Innovación, Ciencia y Emprendi-
miento para la Competitividad (IDEA Guanajuato). Esta iniciativa tiene entre 
sus principales objetivos capacitar a los servidores públicos para que utilicen 
la IA de forma ética y responsable en sus respectivas funciones, habiendo ca-
pacitado hasta la fecha a más de 11 mil servidores públicos (Vive Guanajuato 
Noticias, 2026). Con ello, el estado se adhiere a la hoja de ruta de la UNESCO 
sobre ética en IA, convirtiéndose en el primer estado del país en sumarse a dichas 
recomendaciones. No obstante, aún no se dispone de información detallada 
sobre los principios, lineamientos o mecanismos específicos que orientarán  
su implementación en el servicio público, por lo que será necesario esperar a su 
desarrollo para evaluar su impacto sobre la gobernanza de la IA. 

IV. Discusión y conclusiones

El proceso de digitalización del sector público en México se ha caracterizado por 
avances graduales, una adopción heterogénea y persistentes debilidades institu-
cionales que han limitado su consolidación. Desde inicios de la década de 2000, 
las distintas reformas y estrategias impulsadas han permitido consolidar, en tér-
minos generales, la fase correspondiente al gobierno electrónico 1.0, tanto a nivel 
federal como en buena parte de las entidades federativas, mediante la implemen-
tación de portales gubernamentales orientados a la provisión de información y 
la realización de trámites básicos. Posteriormente, se han registrado avances rele-
vantes hacia el gobierno electrónico 2.0, particularmente a través del uso de redes 
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sociales, plataformas integradoras y esquemas de ventanilla única. No obstante, 
esta fase aún presenta limitaciones importantes, especialmente en lo relativo a la 
interoperabilidad y a la funcionalidad plena de los servicios digitales. En este con-
texto, la Ley Nacional para Eliminar Trámites Burocráticos (2025) representa un 
intento por subsanar estas deficiencias estructurales, al establecer mecanismos de 
coordinación, estandarización y digitalización obligatoria.

La pandemia de COVID-19 constituyó un punto de inflexión que aceleró de 
manera significativa los procesos de digitalización en el sector público en México. 
Ante la necesidad de garantizar la continuidad de los servicios gubernamentales, 
las instituciones públicas adoptaron de forma urgente diversas herramientas 
digitales, fortaleciendo así los componentes del gobierno electrónico 2.0. Parale-
lamente, este contexto favoreció la incorporación incipiente de tecnologías aso-
ciadas al gobierno electrónico 3.0, en particular la IA fue utilizada principalmente 
para el monitoreo de la emergencia sanitaria y la atención ciudadana mediante 
chatbots y asistentes virtuales. Sin embargo, estas implementaciones se llevaron a 
cabo, en gran medida, en ausencia de marcos regulatorios y de gobernanza ade-
cuados, lo que evidenció un desfase entre el desarrollo tecnológico y la capacidad 
institucional para regularlo. Aun después de la pandemia, estas tecnologías se 
han mantenido en uso, reproduciendo en buena medida las mismas limitaciones 
normativas con las que fueron introducidas.

En los últimos tres años, se ha observado un creciente interés por parte  
de distintos actores en avanzar hacia la construcción de marcos de gobernanza 
de la IA en el sector público mexicano. Iniciativas como la Propuesta de Agenda 
Nacional de Inteligencia Artificial 2024–2030, el Registro de Algoritmos del Sec-
tor Público del CIDE, la Ley Nacional para Eliminar Trámites Burocráticos, los 
Principios de Chapultepec y diversas propuestas a nivel estatal reflejan esfuerzos 
incipientes, pero relevantes, en esta dirección. El análisis comparado de estas ini-
ciativas permite identificar avances desiguales y vacíos importantes en relación 
con los componentes fundamentales de la gobernanza algorítmica, los cuales se 
discuten a continuación. 

En primer lugar, la incorporación de salvaguardas éticas constituye uno de 
los elementos fundamentales para sentar las bases de la gobernanza algorítmica, 
en la medida en que permiten garantizar que los sistemas de IA contribuyan al 
fortalecimiento de los derechos humanos, los valores democráticos y el interés 
público. En este sentido, la Propuesta de Agenda Nacional de Inteligencia Artifi-
cial 2024–2030 es la única de las iniciativas analizadas que incorpora de manera 
explícita los principios contenidos en la Recomendación sobre la Ética de la 
Inteligencia Artificial de la UNESCO (2021). Por su parte, las demás iniciativas 
analizadas retoman varios de estos planteamientos de manera implícita, aunque 
carecen de un componente ético claramente definido. Esta ausencia limita la 

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29,enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0

Del gobierno electrónico a la Inteligencia Artificial en México



156

capacidad de orientar el desarrollo y uso de la IA a partir de criterios normativos 
que permitan prevenir riesgos asociados a la discriminación, la exclusión, la vul-
neración de derechos y otros efectos adversos derivados de la toma automatizada 
de decisiones.

En segundo lugar, la transparencia algorítmica es uno de los elementos fun-
damentales para sentar las bases de la gobernanza algorítmica en la medida en 
que implica mecanismos para acceder a información sobre el funcionamiento y 
el desempeño de los sistemas algorítmicos. El Registro de Algoritmos del Sector 
Público de CIDE constituye el esfuerzo más sólido en esta materia, al visibilizar 
el uso de sistemas algorítmicos en el sector público y generar información siste-
matizada sobre sus características. De manera complementaria, las reformas en 
el Estado de México incorporan la creación de registros institucionales, lo que 
apunta hacia una posible institucionalización de este principio. La propuesta de 
la CDMX tiene un enfoque más general de la transparencia algorítmica en el 
sector público al no proponer ningún instrumento concreto para alcanzarla. En 
las otras iniciativas analizadas la transparencia se limita al uso de datos y no se 
extiende plenamente a los sistemas algorítmicos, lo que restringe su alcance como 
mecanismo de control y rendición de cuentas.

En tercer lugar, la explicabilidad es otro elemento central de la gobernanza 
algorítmica ya que permite interpretar y comprender el funcionamiento de 
los algoritmos y justificar sus decisiones de manera verificable. Este punto se 
encuentra escasamente desarrollado en el conjunto de iniciativas analizadas, 
ya que solamente los Principios de Chapultepec y la propuesta normativa de la 
Ciudad de México incorporan de manera explícita este principio, enfatizando 
que es necesario que las organizaciones públicas cuenten con los mecanismos 
necesarios, como portafolios de evidencias, para que la sociedad en general 
pueda comprender el funcionamiento y los resultados de los algoritmos. Aunque 
el Registro de Algoritmos del Sector Público del CIDE tiene una fortaleza en 
términos de transparencia algorítmica, no registra los códigos fuente de los algo-
ritmos incorporados, a diferencia de muchos repositorios a nivel mundial, por 
lo que su aportación a la explicabilidad es nula. La ausencia de este elemento en 
otras iniciativas limita significativamente la posibilidad de ejercer un escrutinio 
efectivo sobre los sistemas de IA y debilita las condiciones para una rendición de 
cuentas sustantiva.

En cuarto lugar, la rendición de cuentas representa otro elemento funda-
mental de la gobernanza algorítmica pues implica la creación de los mecanismos 
necesarios para que los servidores u operadores públicos se hagan responsables 
de las decisiones y resultados de los algoritmos. Respecto a este punto, las ini-
ciativas analizadas presentan avances puntuales, aunque aún insuficientes. La 
propuesta de la Ciudad de México destaca por establecer de manera explícita 
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la responsabilidad institucional sobre las decisiones apoyadas por IA. Otras 
iniciativas incorporan este principio de forma indirecta mediante el enfoque de 
“humano en el circuito”. En este sentido, la Agenda Nacional de Inteligencia 
Artificial 2024–2030 Agenda propone que las instituciones públicas cuenten en 
su estructura organizacional con una persona responsable de la supervisión de 
los sistemas de IA. Igualmente, los Principios de Chapultepec proponen que toda 
decisión pública apoyada por sistemas de IA debe contar con responsables hu-
manos claramente identificables. Sin embargo, este enfoque tiende a concentrar 
la intervención humana en etapas finales del proceso, sin cuestionar de fondo la 
dependencia estructural de los sistemas automatizados. En contraste, el enfoque 
de “IA en el circuito”, que posiciona a la tecnología como herramienta de apoyo 
y no como sustituto de la deliberación pública, permanece ausente en las pro-
puestas analizadas

En quinto lugar, las auditorías algorítmicas y las evaluaciones de impacto 
constituyen elementos centrales de la gobernanza algorítmica en el sector público 
en la medida en que permiten evaluar la calidad de los datos y los algoritmos 
utilizados, la lógica subyacente de los modelos, sus efectos en los procesos de 
decisión e impactos sociales. En este sentido, la Agenda Nacional de Inteligencia 
Artificial 2024-2030 propone la creación de una Oficina de Inteligencia Artificial 
encargada de realizar este tipo de evaluaciones. Por su parte, los Princios de 
Chapultepec establecen las evaluaciones de impacto como uno de sus elementos 
centrales. También, la propuesta de la CDMX establece que las organizaciones 
públicas deben programar las auditorías algorítmicas necesarias. Finalmente, la 
propuesta del estado de Nuevo León también establece que aquellas instancias 
públicas que utilizan sistemas calificados como de alto riesgo deben someterse a 
un proceso riguroso que implica evaluaciones de impacto algorítmico y audito-
rias periódicas. No obstante, la implementación efectiva de estas herramientas 
dependerá de la existencia de capacidades técnicas, marcos normativos claros y 
mecanismos institucionales que garanticen su aplicación sistemática.

El sexto lugar, el principio de la “sociedad en el circuito” o de gobernanza 
colectiva es otro de los elementos importantes para avanzar hacia la creación 
de un marco de gobernanza de la IA en el sector público, ya que plantea que los 
diferentes actores que conforman la sociedad y las partes interesadas se encar-
guen de supervisar, monitorear y evaluar el uso de esta tecnología. Este elemento 
se encuentra presente en la iniciativa de la Agenda Nacional de Inteligencia 
Artificial 2024-2030 y en la iniciativa de la CDMX, en las cuales se menciona 
que el uso responsable de la IA en el sector público debe estar sustentado en un 
enfoque que involucre a múltiples actores, multisectorial e interdisciplinario. Sin 
embargo, su desarrollo es aún limitado y carece de mecanismos concretos que 
permitan traducir en la participación de múltiples actores en procesos efectivos 
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de supervisión y toma de decisiones Las otras iniciativas analizadas no mencio-
nan explícitamente este principio.

En séptimo lugar, otra característica necesaria para la gobernanza algorít-
mica en el sector público es que exista una organización encargada de dicha 
gobernanza, con independencia administrativa y técnica para llevar a cabo 
las regulaciones, lineamientos, recomendaciones, auditoria y evaluaciones. En 
este sentido, la propuesta de la Agenda Nacional de Inteligencia Artificial 2024-
2030 menciona la creación de una Agencia Digital Nacional como organismo 
público descentralizado con una Oficina de Inteligencia Artificial encargada de la 
supervisión de los algoritmos y de las auditorias. La Ley Nacional para Eliminar 
Trámites Burocráticos establece que el proceso sea coordinado por la Agencia 
de Transformación Digital y Telecomunicaciones. La propuesta del estado de 
Nuevo León plantea la creación del Instituto Estatal de Inteligencia Artificial 
como una institución autónoma encargada de regular y supervisar el cumpli-
miento de esta ley y sus normativas derivadas. Finalmente, en la propuesta del 
Estado de México se designó a la Agencia Digital del Estado de México como 
la responsable de desarrollar, operar y promover sistemas automatizados en 
el sector público. Sin embargo, la efectividad de estas instituciones dependerá  
de su autonomía, capacidades técnicas y grado de articulación con otros niveles 
de gobierno.

Es importante mencionar que el alcance de cada una de las iniciativas anali-
zadas dependerá de su implementación efectiva. Hasta el momento las iniciativas 
que se encuentran en etapa de implementación son el Registro de Algoritmos del 
Sector Público de CIDE, la Ley Nacional para Eliminar Trámites Burocráticos, 
las reformas a la Ley de Gobierno Digital del Estado de México y Municipios y la 
estrategia “CercanIA” implementada en Guanajuato. Por su parte, los Principios 
de Chapultepec no tienen un proceso de implementación como tal ya que son 
solamente una guía. Las demás iniciativas analizadas son solamente propuestas 
que aún se discuten y analizan.

En conjunto, los hallazgos del análisis sugieren que México se encuentra en 
una etapa temprana en la construcción de un marco integral de gobernanza 
de la IA en el sector público. Si bien existen avances relevantes en términos de 
principios, diagnósticos e iniciativas, estos se caracterizan por su carácter frag-
mentado, no vinculante y, en muchos casos, incipiente. La evidencia analizada 
permite sostener que la incorporación de la IA en el sector público mexicano no 
constituye, hasta el momento, una ruptura sustantiva con los modelos tradicio-
nales de gestión pública. Por el contrario, se inserta en una trayectoria de cambio 
incremental asociada al desarrollo del gobierno electrónico, en la que las nuevas 
tecnologías tienden a reproducir, y en algunos casos a profundizar, las limita-
ciones estructurales existentes, como la fragmentación institucional, las brechas 
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de capacidades y la débil coordinación intergubernamental. En este sentido, 
más que una transformación disruptiva, la IA representa una reconfiguración 
gradual de las capacidades estatales, cuyos efectos dependerán, en gran medida, 
de la capacidad del Estado para desarrollar marcos de gobernanza que garanticen 
un uso transparente, responsable y orientado al interés público.
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Resumen

El objetivo del estudio es analizar los desafíos y oportunidades 
de la inteligencia artificial (IA) como herramienta tecnológica 
para la gestión gubernamental en el ciclo de las políticas públicas, 
para promover gobiernos más proactivos, inclusivos y resilientes. 
Metodología: se realizó una revisión de literatura especializada 
que consideró el análisis de datos, los sistemas predictivos y la 
evaluación de políticas. Se identificaron tendencias, riesgos y 
oportunidades de la IA, y se contrastan realidades y retos de los 
gobiernos en México. Resultados: Existen capacidades institucio-
nales limitadas para el almacenamiento de datos, la elaboración 
de diagnósticos y el análisis predictivo; adicionalmente, el monito-
reo de los resultados de la gestión pública requiere infraestructura 
digital y autonomía tecnológica de la que actualmente se carece. 
Conclusiones. La IA permite realizar diagnósticos, prospectivas, 
monitoreo y evaluaciones contrafactuales, su aplicación con-
tribuye a elaborar políticas más justas, eficientes y orientadas a 
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resultados. La implementación debe ser estratégica y acompañada 
de una nueva cultura de gobernanza.
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Abstract

The objective is to analyze the challenges and opportunities of 
artificial intelligence (AI) as a technological tool for govern-
ment management in the public policy cycle to promote more 
proactive, inclusive, and resilient governments. Methodology. 
A review of specialized literature was conducted, considering 
data analysis, predictive systems, and policy evaluation. Trends, 
risks, and opportunities in AI were identified, and the realities 
and challenges faced by governments in México were compared. 
Results. There are limited institutional capacities for data storage, 
diagnostics and predictive analysis, additionally, monitoring the 
results of public management requires digital infrastructure and 
technological autonomy. Conclusions. AI enables diagnostics, 
forecasting, monitoring, and counterfactual evaluations; its 
application contributes to the development of fair, efficient, and 
results-oriented policies. Implementation must be strategic and 
accompanied by a new culture of governance.

Keywrods

Digital Governance; Artificial Intelligence; Public Policies

Introducción

Desde la perspectiva del gobierno abierto que surgió a finales de los años 70 del 
siglo XX se plantea la necesidad de una política que facilite el acceso a la infor-
mación, la promoción de la transparencia y el fomento de la colaboración entre 
gobierno y ciudadanía. De manera más reciente, con la promulgación del memo-
rándum sobre Transparencia y Gobierno Abierto en la administración de Oba-
ma en Estados Unidos en 2009, se consolida la idea del uso intensivo de la tecno-
logía para promover la apertura del gobierno (Güemes y Ramírez-Alujas, 2012).
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El modelo de gobierno abierto constituye otro antecedente, en este modelo 
se considera la participación ciudadana, la transparencia y la innovación social. 
Este último hace referencia precisamente al uso de tecnologías que permitan libe-
rar datos públicos (Open Data) para utilizarse como catalizadores de nuevas apli-
caciones y servicios para la toma de decisiones (gobierno gestor de plataformas) 
de otras entidades. La innovación social se basa en una red de colaboración (co-
municación e interacción) para aprovechar el conocimiento y la experiencia de 
los ciudadanos en el diseño y ejecución de políticas y la provisión de servicios 
(Güemes y Ramírez-Alujas, 2012).

Otro antecedente del uso de tecnologías en el gobierno corresponde a un do-
cumento de la OCDE sobre las estrategias del gobierno digital publicado en 2014, 
donde se considera el uso de los recursos tecnológicos para una gobernanza digi-
tal y adaptativa como solución a problemas administrativos. La gobernanza di-
gital es un modelo que se integra por herramientas tecnológicas para mejorar la 
eficiencia, transparencia y participación ciudadana; corresponde a una transfor-
mación integral para que los gobiernos diseñen políticas optimizando recursos e 
interactuando con los ciudadanos (Muñoz-Pallaroso et al., 2025; Toro-García et 
al., 2020).

En un documento de 2019 escrito por Wirtz, Weyerer y Geyer, citado por 
López Villagómez (2023), se señala que la Inteligencia Artificial (IA) aplicada a 
los gobiernos representaría una herramienta para aumentar el desempeño. En el 
mismo documento se plantean también los riesgos de la implementación de IA, 
como los laborales, la ética de los algoritmos respecto a los derechos fundamen-
tales y la necesidad de la constante capacitación y profesionalización de los servi-
cios públicos (López Villagómez, 2023).

Con la alternancia política en México en 2018, el uso de la IA se alinea con las 
reformas administrativas para recuperar la confianza ciudadana en las institucio-
nes, ya que permite fortalecer la transparencia, rendición de cuentas y el gobier-
no abierto. Desde las primeras iniciativas de la IA generativa, se la ha visto como 
un recurso para hacer más eficientes los procesos, reducir la burocracia y generar 
valor público (Rentería y Ordelín Font, 2026).

Actualmente la IA se define como un conjunto de capacidades que median-
te algoritmos permite realizar tareas de percepción, aprendizaje, razonamiento y 
apoyo a la decisión, destacando la diversidad de soluciones que integran técnicas 
y herramientas distintas (Hernández Aragón y Destinobles, 2019).

La IA no debe entenderse únicamente como algoritmos basados en el apren-
dizaje automático, la minería de datos o el reconocimiento de patrones. En el ám-
bito de la gestión pública, la IA se configura como un catalizador institucional ca-
paz de redefinir las lógicas de diagnóstico, diseño, implementación y evaluación 
de las políticas públicas (Miller y Rodríguez Marín, 2023). Su impacto no se limita 
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al incremento de la eficiencia administrativa; también introduce nuevas formas 
de legitimidad democrática y de interacción entre Estado y ciudadanía, siempre 
que se acompañe de principios éticos y de gobernanza de datos de manera ade-
cuada (Criado, 2024). 

Para la aplicación de la IA en el ciclo de políticas públicas se requiere una 
gran cantidad de datos o datos a gran escala, mejor conocido como el Big Data, 
un sistema de información con una estructura compleja y variable, cuyos datos 
pueden analizarse a una alta velocidad (Laynez Quiros, 2017).

El análisis de políticas públicas mediante Big Data es una oportunidad para 
mejorar la toma de decisiones, plantear estrategias y comprender los problemas 
públicos. Sin embargo, la acumulación de datos requiere de una gran capacidad 
para almacenar, procesar y analizar grandes volúmenes de información con el 
fin de identificar patrones y tendencias que ayuden en el diseño de políticas, la 
optimización de recursos y la evaluación de los resultados (Laynez Quiros, 2017).

Al tratar con grandes volúmenes de datos y su análisis, es necesario compren-
der otro concepto: el de machine learning, el cual se refiere al aprendizaje automá-
tico de las computadoras sin que estas sean programadas explícitamente, para 
construir modelos predictivos y estimar la forma del modelo, ya sea paramétrico 
o no paramétrico (Russo et al., 2016).

También debemos comprender los large language models (LLM) como un tipo 
de IA que se adapta a patrones de interacción con sus usuarios, diseñado para 
comprender, generar y procesar leguaje humano. En la administración pública 
podría aplicarse para mejorar la comunicación con los ciudadanos, automatizar 
la redacción de informes, resumir grandes volúmenes de documentos legales o 
de políticas y ofrecer asistencia en la toma de decisiones al procesar información 
compleja (Filgueiras, 2021; Rentería y Ordelín Font, 2026).

Sin embargo, se sugiere utilizar estos modelos de manera crítica en el sentido 
de que los LLM pueden llegar a configurar la cultura organizacional, creando 
patrones en el razonamiento profesional, afectando valores éticos y perspectivas 
institucionales (Rentería y Ordelín Font, 2026).

En el sector público se utilizan datos abiertos (Open Data) o datos compartidos 
externamente, sin embargo, el uso de estos requiere de una gobernanza de datos 
que asegure la sostenibilidad y el cumplimiento de normas para minimizar los 
riesgos de seguridad y privacidad (Gutiérrez y Rojas, 2023). Desde el punto de 
vista del machine learning, los datos deben estructurarse, de tal manera que los 
diferentes algoritmos puedan ejecutarse sin restricciones.

En la última década, la inteligencia artificial (IA) se ha convertido en un eje 
estratégico para la gestión pública, la innovación institucional y la evaluación 
de políticas en diferentes contextos. Gobiernos como los de Estonia, España y 
el Reino Unido han incorporado algoritmos para analizar grandes volúmenes 
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de datos, anticipar escenarios y diseñar intervenciones más precisas. También 
organismos multilaterales como la Organización para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económico (OCDE) han promovido marcos normativos que vinculan el 
uso de IA con principios de ética, transparencia y responsabilidad pública (Cas-
telló-Sirvent y Peris-Ortiz, 2023b; Criado, 2024). Este fenómeno global confirma 
que la IA no es únicamente una herramienta técnica, sino un catalizador de 
transformaciones institucionales que redefine las formas de producir evidencia, 
asignar recursos y legitimar las decisiones gubernamentales.

De manera particular, en Estonia se utiliza IA para personalizar servicios 
públicos y optimizar procesos administrativos, en España, con ayuda de la 
IA se integran procesos de análisis predictivo en políticas de empleo y salud 
(Castelló-Sirvent y Peris-Ortiz, 2023; De la Fuente Moreno y Novales Cinca, 
2023). Sin embargo, estas experiencias exitosas también han dejado claro que el 
éxito depende menos de la sofisticación técnica y más de la existencia de marcos 
normativos sólidos, de una cultura organizacional abierta a la innovación y de 
mecanismos de control democrático.

En América Latina, los avances han sido más heterogéneos. Algunos países 
han logrado experiencias destacables en ámbitos específicos —como el uso de 
modelos predictivos en programas sociales en Brasil o el despliegue de sistemas 
de monitoreo urbano en Chile—, pero la región sigue enfrentando barreras es-
tructurales relacionadas con la desigualdad en infraestructura digital, la debilidad 
institucional y la dependencia tecnológica de proveedores privados (Filgueiras, 
2023; Yáñez Cifuentes, 2022). En el caso de México, se tiene un ecosistema 
académico dinámico y un marco jurídico que reconoce la importancia de la in-
novación digital, pero se enfrenta a severas limitaciones en la calidad, cobertura 
e interoperabilidad de sus datos públicos, lo que compromete la viabilidad de 
aplicar IA de forma ética y efectiva en la gestión gubernamental (Vera Martínez, 
2024).

Uno de los problemas más urgentes para el uso de la IA en el sector guberna-
mental es resolver la fragmentación de los datos gubernamentales. A pesar de los 
esfuerzos de plataformas como Datos Abiertos México (DAM), la información 
es dispersa, desactualizada o poco estandarizada, lo que impide aprovechar el 
potencial de los algoritmos de aprendizaje automático. En ausencia de datos con-
fiables y auditables, la IA corre el riesgo de convertirse en una “caja negra” que 
reproduce sesgos preexistentes y erosiona la confianza ciudadana (Castelló-Sir-
vent y Peris-Ortiz, 2023). Esto plantea un dilema central: la IA puede mejorar la 
evaluación de políticas públicas, pero solo si se sustenta en ecosistemas de datos 
abiertos, interoperables y sujetos a auditorías independientes.

Adicionalmente, las desigualdades a nivel político-administrativas agravan 
el panorama, por una parte, las grandes ciudades como Monterrey, Ciudad de 
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México o Guadalajara disponen de mayores capacidades digitales e institucio-
nales, por otra, numerosos municipios carecen de conectividad estable, recursos 
financieros y personal técnico capacitado (Vera Martínez, 2024). Ante estas 
diferencias, la adopción de IA no puede plantearse como un proceso uniforme, 
se requiere diseñar tipologías diferenciadas de implementación según el nivel de 
madurez institucional y tecnológica de cada entidad.

En los debates contemporáneos, la IA suele concebirse como herramienta 
técnica y como un catalizador institucional. La primera se concibe como un 
conjunto de aplicaciones destinadas a optimizar procesos administrativos, rea-
lizar pronósticos y procesar información. La segunda corresponde a un factor 
que obliga a redefinir estructuras organizacionales, capacidades estatales y me-
canismos de rendición de cuentas. Desde esta perspectiva, la IA no transforma 
únicamente la manera como se gobierna, sino también para qué y con quién se 
gobierna.

El verdadero potencial de la IA en la evaluación de políticas públicas 
emerge cuando se asume la segunda perspectiva. Esto implica entender que la 
implementación de algoritmos en el sector público es un proceso de reingeniería 
institucional que exige inversión en capacidades humanas, rediseño de procesos, 
una cultura organizacional abierta al aprendizaje y esquemas de participación 
ciudadana. Como señala Yáñez y Vera (2022), el reto en países de América Lati-
na no es únicamente adquirir tecnología, sino generar ecosistemas de gobernanza 
que hagan posible su uso legítimo y sostenible.

La gobernanza algorítmica se refiere a los marcos normativos, institucionales 
y participativos mediante los cuales se regula el uso de algoritmos en la toma de 
decisiones públicas (Criado, 2024). En un escenario ideal, los algoritmos deben 
ser auditables, replicables y explicables, de manera que los ciudadanos puedan 
comprender cómo se producen las decisiones que les afectan. Sin embargo, en 
la práctica, los modelos de IA suelen operar como “cajas negras” cuyo funcio-
namiento técnico es opaco, incluso para las autoridades que los implementan 
(Sánchez-Céspedes et al., 2020).

Además de los desafíos técnicos e institucionales, la adopción de la IA en 
la esfera pública desencadena preguntas éticas y políticas fundamentales. La 
opacidad algorítmica, el riesgo de sesgos en el conjunto de datos, la afectación a 
derechos individuales (privacidad, debido proceso) y la potencial concentración 
de capacidades tecnológicas, son algunos obstáculos que requieren respuestas 
normativas y de gobernanza participativa (Criado, 2024; Pereira Filho y De 
Araujo Lima, 2024). En este sentido, la evaluación de políticas asistida por IA no 
puede limitarse a un enfoque instrumental de eficiencia: debe articular mecanis-
mos de transparencia, auditoría algorítmica, evaluación de impacto en derechos 
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y canales de participación ciudadana que legitimen decisiones técnicamente 
complejas (Filgueiras, 2023; Yáñez Cifuentes, 2022).

Sin estos controles adecuados, los algoritmos pueden reproducir y amplificar 
sesgos estructurales, discriminando a ciertos grupos sociales o invisibilizando 
territorios completos (Filgueiras, 2023). Esto plantea un dilema de primer orden: 
¿Cómo garantizar que la automatización gubernamental no erosione la equidad 
ni la legitimidad? La respuesta pasa por establecer mecanismos de responsabili-
dad algorítmica, como auditorias independientes y periódicas, protocolos de eva-
luación de impacto algorítmico (EIA), así como registros públicos de algoritmos 
con metadatos accesibles que documenten los datos empleados, los objetivos y 
las limitaciones del modelo. Estas medidas han comenzado a explorarse en la 
Unión Europea y algunos países de la OCDE, los cuales representarían una guía 
indispensable para el caso mexicano.

La IA en la evaluación de políticas públicas depende críticamente de la calidad 
y disponibilidad de los datos. Si no se cuenta con un ecosistema robusto de datos 
abiertos, interoperables y confiables, cualquier modelo algorítmico se convierte 
en un ejercicio de sofisticación técnica con escasa relevancia práctica.

El gobierno de México se ha estado preparando en materia de información 
digital. Tal es el caso de la estrategia Nacional Digital del gobierno de Peña Nie-
to y la Coordinación de Estrategia Digital nacional con el gobierno de López 
Obrador, en este último se plantea el gobierno electrónico y la innovación tecno-
lógica (López Villagómez, 2023). También se han impulsado iniciativas como la 
Plataforma Nacional de Transparencia y el portal denominado Datos Abiertos, 
pero los problemas persisten: bases fragmentadas, desactualizadas y en formatos 
no estandarizados que impiden su uso en modelos de IA a gran escala (Vera 
Martínez, 2024).

La relación entre datos abiertos y legitimidad democrática es directa. Los datos 
públicos accesibles permiten que la ciudadanía, la academia y la prensa puedan 
verificar el desempeño de los modelos algorítmicos y cuestionar sus sesgos. En 
ausencia de datos abiertos, la IA corre el riesgo de reforzar la opacidad y crear una 
dependencia tecnocrática sin contrapesos (Castelló-Sirvent y Peris-Ortiz, 2023). 
De esta manera, los datos abiertos no representan un lujo técnico disponible, 
sino una condición política para la gobernanza algorítmica.

La integración de IA en México enfrenta retos que deben enmarcarse concep-
tualmente: las brechas territoriales e institucionales, la dependencia tecnológica 
y la ausencia de un marco normativo que regule la IA. Efectivamente la desigual-
dad tecnológica y de disponibilidad de información entre ámbitos de gobierno 
genera un panorama heterogéneo, mientras los gobiernos estatales disponen 
de una mayor infraestructura digital y capital humano técnicamente especiali-
zado, muchos municipios carecen de lo fundamental que es una conectividad 
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estable (Vera Martínez, 2024). En materia tecnológica, no existen plataformas 
propias para aplicarse al modelo mexicano, gran parte de las soluciones de IA 
son importadas o desarrolladas por empresas extranjeras, lo que limita la sobe-
ranía tecnológica y aumenta la vulnerabilidad ante la concentración de poder 
corporativo (Filgueiras, 2023). Respecto al marco normativo, si bien existen leyes 
en materia de transparencia, protección de datos y acceso a la información, se 
requiere legislar para establecer el marco regulatorio del uso de algoritmos en la 
gestión pública (Criado, 2024).

Estas condiciones hacen imprescindible analizar la IA, no como una tecno-
logía neutra, sino como una herramienta cuya adopción refleja tensiones entre 
eficiencia, equidad y democracia (Aguilar Antonio, 2024). Frente a este contexto, 
se plantea la interrogante de: ¿cómo puede la inteligencia artificial integrarse de 
manera ética, estratégica e innovadora en la evaluación de políticas públicas en 
México, considerando sus brechas tecnológicas, institucionales y territoriales? 
¿Qué escenarios prospectivos se vislumbran en el corto plazo?

Para poder responder a estas preguntas, se considera el ciclo de políticas 
públicas como marco de análisis, se contrastan experiencias internacionales con 
la realidad mexicana y se incorporan dimensiones clave como infraestructura 
digital, marco normativo, capacidad institucional, cultura organizacional y par-
ticipación ciudadana.

La integración de la IA en el sector público ha sido limitada, pero se conoce 
su potencial en el ciclo de políticas públicas, por ejemplo, en el análisis de docu-
mentos extensos se puede mejorar la productividad utilizando los LLM, por otra 
parte, al considerar la información basada en datos, la IA mejora la toma de 
decisiones aumentando la capacidad de respuesta con acciones efectivas, la IA 
también permite monitorear y dar seguimiento a los resultados de las políticas 
públicas, en temas emergentes, el monitoreo se puede realizar en tiempo real, de 
tal manera que con los resultados, la agenda pública se puede ajustar inmediata-
mente (OCDE, 2025).

De manera específica, en la definición de la agenda y formulación de políticas, 
la IA contribuye a mejorar los pronósticos y la gobernabilidad. En la parte de 
la implementación de políticas, el uso de la IA permite adaptar el enfoque de 
las políticas y adecuar los servicios a las necesidades específicas de la ciudada-
nía y en la fase de la evaluación, la IA facilita la evaluación de riesgos (OCDE, 
2025). En todo el ciclo de políticas, la IA permite mejorar la toma de decisiones, 
automatizar tareas rutinarias y repetitivas, mejorar la gestión y accesibilidad de 
la información, empoderar a las partes interesadas y mejorar la productividad 
aumentando la capacidad de respuestas (OCDE, 2025).

En este sentido, es necesario hacer una reflexión crítica de los desafíos y 
oportunidades del uso de la herramienta tecnológica en el ciclo de las políticas 
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públicas, de tal manera que los gobiernos actúen proactivamente, sean más 
inclusivos y resilientes.

El aporte académico de este trabajo es precisamente ofrecer un marco com-
parativo que permite comprender la IA, no sólo como herramienta técnica, sino 
como un catalizador institucional que redefine las formas de gobernanza y la 
creación de valor público.

De esta manera, se plantea como objetivo analizar el uso potencial de la IA en 
los procesos de la política pública considerando las aportaciones de experiencias 
internacionales para establecer recomendaciones contextualizadas para México 
sobre la gestión de base de datos, la implementación de algoritmos, la gobernanza 
de datos y la adecuación institucional.

Metodología

El presente trabajo adopta un enfoque cualitativo, exploratorio-descriptivo y 
comparativo. Se parte de la premisa de que la IA en la gestión gubernamental 
constituye un paradigma emergente en México, a diferencia del uso más extendi-
do en otros contextos internacionales. 

Se realizó una búsqueda sistematizada de referencias bibliográficas, incluyen-
do libros, capítulos de libros y artículos indexados en las bases de datos de Scielo, 
Redalyc, Scopus, OCDE, CEPAL Repositorio digital y CORE. Los operadores 
de búsqueda fueron: “gobierno digital”, “gobernanza digital”, “inteligencia artifi-
cial y administración pública”, “Big Data”, “machine learning”, “open government” y 
“government AI”, considerando un periodo de búsqueda entre 2019 y 2026. 

El diseño metodológico combina dos niveles de análisis, en primer lugar, se 
realiza una revisión sistemática de la literatura académica para identificar las 
principales tendencias globales en la aplicación de IA en procesos de gobierno, 
con especial atención a su papel en el ciclo de políticas públicas. En segundo 
lugar, se lleva a cabo un análisis comparativo y contextualizado para el caso de 
México: los hallazgos internacionales se contrastaron con las realidades políticas, 
institucionales y tecnológicas del país. 

Para sistematizar los hallazgos se diseñó una matriz analítica que cruza el ciclo 
de políticas públicas con cinco dimensiones críticas, lo que permitió organizar los 
hallazgos internacionales y aplicarlos al caso mexicano, destacando el contexto 
de las principales brechas en materia de infraestructura, normatividad integral 
y las capacidades institucionales, así como las oportunidades estratégicas en 
considerar los datos abiertos, las auditorías y la innovación organizacional (Ver 
Tabla 1).
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Tabla 1. Matriz analítica del ciclo de políticas públicas y sus dimensiones críticas

Fuente: Elaboración propia.

Discusión y resultados

Los resultados de la revisión de literatura y los estudios de caso en otros países 
evidencian que la integración de la IA en la gestión gubernamental ofrece opor-
tunidades concretas para cada etapa del ciclo de políticas públicas: diagnóstico, 
diseño, implementación y evaluación. Sin embargo, el análisis comparativo con 
México revela brechas significativas en infraestructura digital, normatividad, ca-
pacidades institucionales y cultura organizacional (Carranza Barona et al., 2023).
Para la fase de diagnóstico se requiere disponer de un conjunto de datos que per-
mita identificar problemas públicos y sus causas, analizar soluciones y evaluar sus 
efectos. Dependiendo de la disponibilidad, su organización y protección de da-
tos es posible aplicar un conjunto más o menos amplio de técnicas de aprendiza-
je automático. La aplicación de técnicas y procedimientos permite describir, clasi-
ficar, identificar comportamientos, agrupar, relacionar variables, estimar efectos, 
pronosticar y anticipar tendencias. Sin embargo, en materia de políticas públicas, 
para realizar el diagnóstico, se requiere fundamentalmente de datos que nos per-
mitan simular predicciones mediante el machine learning.

La IA se ha aplicado en varios países europeos para realizar simulaciones de 
escenarios y evaluaciones ex ante de impactos de política. Países como Reino 
Unido y España utilizan algoritmos de minería de datos y análisis predictivo 
para anticipar tendencias en salud pública, seguridad ciudadana y empleo (De la 
Fuente Moreno y Novales Cinca, 2023; Miller y Rodríguez Marín, 2023). Estos 

Etapas del ciclo de 
políticas públicas 
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modelos permiten generar sistemas de alerta temprana, capaces de detectar crisis 
antes de que se intensifiquen.

En México, el uso de IA en diagnósticos gubernamentales aún es incipiente 
y fragmentado. Por ejemplo, en la Ciudad de México se ha implementado una 
iniciativa en materia de seguridad mediante algoritmos de predicción del delito, 
pero estas experiencias no han escalado a nivel nacional y municipal. También 
hay que considerar las desigualdades en infraestructura tecnológica entre los 
ámbitos de gobierno, de tal manera que, si los municipios no cuentan con datos 
digitalizados o de calidad, quedan fuera de los diagnósticos basados en IA, lo que 
puede reforzar desigualdades preexistentes (Vera Martínez, 2024). La IA puede 
fortalecer el diagnóstico de políticas públicas en México, pero sólo si se garantiza 
la interoperabilidad de bases de datos, la inclusión de territorios periféricos y la 
protección frente a sesgos discriminatorios.

Respecto a la fase del diseño de las políticas públicas, la IA se ha aplicado en 
varios países europeos para realizar simulaciones de escenarios y evaluaciones ex 
ante de impactos de política. Una de las características del machine learning es que 
puede optimizar modelos considerando restricciones poblacionales, territoriales 
o presupuestarias, según las capacidades del grupo o región de intervención. 
Por ejemplo, en el país de Estonia se utilizan algoritmos para proyectar efectos 
de cambios normativos en áreas como movilidad urbana y educación, lo que 
permite ajustar intervenciones antes de su implementación (Criado, 2024).

En México, por el contrario, se carece de un marco metodológico que integre 
IA en el diseño de políticas. El diseño sigue siendo un proceso predominante-
mente normativo y reactivo, con escasa incorporación de simulaciones basadas 
en datos. Esto no solo limita la capacidad prospectiva del Estado, sino que reduce 
la posibilidad de anticipar impactos distributivos, éticos y territoriales (Osma 
Vargas et al., 2024). La ausencia de protocolos de evaluación de impacto algorít-
mico en México impide que la IA sea usada como herramienta de anticipación. 
Incorporar estos protocolos sería fundamental para alinear eficiencia tecnológica 
con legitimidad democrática.

Respecto a la etapa de implementación, la IA ha permitido avanzar hacia 
gobiernos digitales proactivos, con capacidad de monitoreo en tiempo real. Ejem-
plos notables se encuentran en Chile, donde se usan algoritmos para gestionar 
transporte urbano, y en España, donde se integran sistemas interoperables en 
salud pública (Castelló-Sirvent y Peris-Ortiz, 2023b).

México presenta serias limitaciones en la fase de la implementación porque se 
carece de bases de datos digitalizadas para realizar el seguimiento de las políticas 
públicas, los servidores públicos no están especializados para aplicar los algorit-
mos de gestión, ni enfoque ni requerimientos de recursos; a esto hay que sumarle 
la débil estructura organizacional y la dependencia tecnológica (Filgueiras, 2023). 
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En este sentido, si no se realiza una inversión sostenida en infraestructura pública 
digital e interoperabilidad de sistemas, la IA en México se mantendrá fragmenta-
da y vulnerable a la dependencia externa.

Respecto a la etapa de evaluación y retroalimentación de las políticas públicas, 
en países líderes, la IA se utiliza cada vez más para la evaluación contrafactual 
(comparar escenarios “con política” vs. “sin política”), lo que mejora la precisión 
en la medición de resultados. Asimismo, comienzan a implementarse auditorías 
algorítmicas, que buscan garantizar transparencia, aplicabilidad y rendición de 
cuentas (Criado, 2024a; y Rodríguez Marín, 2023a). En esta fase, la IA facilita a los 
gobiernos monitorear en tiempo real los temas emergentes, esto permite realizar 
precisiones y ajustes en la agenda pública. La IA es también útil para desarrollar 
repositorios de evaluación digital y herramientas de gestión del conocimiento, 
con la ayuda de los LLM se puede automatizar el trabajo de creación de estos 
repositorios y realizar búsquedas precisas en grandes volúmenes de información 
(OCDE, 2025).

Efectivamente, una política pública no puede evaluarse comparando resul-
tados con y en ausencia de dicha política (contrafactual); sin embargo, el uso 
de machine learning en esta etapa es compleja y se requiere de otras técnicas de 
análisis para una evaluación adecuada.

En México, la evaluación de políticas públicas enfrenta un rezago estructural 
porque los sistemas nacionales de monitoreo y evaluación aún dependen de 
indicadores convencionales y no han incorporado algoritmos avanzados. Esto 
genera dos riesgos: el primero, que IA sea usada de manera aislada y opaca, sin 
auditorías y reproduciendo sesgos; el segundo, perder la oportunidad de transfor-
mar el aprendizaje institucional mediante la retroalimentación automatizada y la 
mejora continua de políticas. En México se requiere institucionalizar las audito-
rías algorítmicas y mecanismos de evaluación basados en IA, pero acompañados 
de participación ciudadana y control democrático, evitando que los algoritmos 
se conviertan en cajas negras ininteligibles. 

A manera de resumen, presentamos una tabla con información de las ex-
periencias internacionales documentadas, su comparativa con la situación en 
México y los principales desafíos en cada una de las etapas del ciclo de políticas 
públicas (Ver Tabla 2).
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Tabla 2. Experiencias internacionales y su comparativo con los desafíos del uso de la IA en el ciclo de 
políticas públicas en México

Fuente: Elaboración propia con base en Criado (2024), Miller y Rodríguez Marín (2023), Castelló-Sirvent y Peris-
Ortiz (2023), Vera Martínez (2024), Filgueiras (2023)

La incorporación de la IA en la evaluación de políticas públicas en México re-
quiere un diseño estratégico integral, capaz de equilibrar la innovación tecnológi-
ca con la legitimidad democrática y equidad territorial (Arguelles Toache, 2023). 
En este sentido se plantean algunas recomendaciones y sus respectivos indica-
dores de evaluación para la implementación de IA a partir de la adecuación del 
marco normativo, el fortalecimiento institucional, la gestión tecnológica para al-
macenar información, la consideración de disparidades tecnológicas en diferen-
tes ámbitos de gobierno, la institucionalización de la participación ciudadana y 
la cooperación internacional. 

Respecto a la adecuación del marco normativo se sugiere establecer principios 
rectores (transparencia, aplicabilidad, equidad, rendición de cuentas) por cada 
tipo de proyecto estratégico. En los de alto impacto, se exigirían las evaluaciones 
de impacto algorítmico (EIA) antes de su implementación (Arguelles Toache, 
2023). En las estrategias de implementación de la IA los gobiernos están creando 
marcos normativos y éticos para orientar el uso de IA en el sector público (Han-
kins et al., 2023). Es fundamental asegurar una implementación ética y responsa-
ble a fin de evitar sesgos en perjuicio de poblaciones desfavorecidas (Rubalcaba 
y García, 2023). En este sentido, se requiere un registro de algoritmos públicos 
donde se documenten los modelos empleados por dependencias y gobiernos 
locales, incluyendo variables, objetivos, fuentes de datos, métricas de desempeño 
y límites (Filgueiras, 2023). Aunque ya se tiene un avance con el registro de algo-
ritmos de IA que usan las instituciones del sector público en México realizado 
por investigadores del Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE), 
se requiere su institucionalización en el sector público. También se debe incluir 
una cláusula para los proveedores de IA que garantice la portabilidad, acceso a 
la documentación, auditorías independientes y transferencia de conocimiento al 
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Estado. Los indicadores de evaluación para este ámbito podrían centrarse en el 
grado de alineación de los algoritmos a los marcos normativos (Hankins et al., 
2023; OCDE, 2019; Ruvalcaba Gómez y García Benítes, 2023), la transparencia 
algorítmica que mide el nivel de accesibilidad publica sobre los algoritmos y sus 
bases de datos (OCDE, 2019, 2026a; Rentería y Ordelín Font, 2026).

Respecto al fortalecimiento del marco institucional se recomienda la creación 
de Unidades de Evaluación Algorítmica (UEA) como dependencias especiali-
zadas que supervisen el uso de la IA en diagnósticos, creación de escenarios y 
evaluaciones. La capacidad institucional en el proceso de adopción de la IA en 
el sector público comprende dinámicas para implementar innovación, gestión 
de riesgos y legitimidad de la IA en las instituciones. Sin embargo, existen limi-
tantes como las insuficiencias presupuestarias, la falta de capital humano con las 
competencias analíticas, la fragmentación de los sistemas de información y la 
rigidez de los marcos normativos (Rentería y Ordelín Font, 2026). El indicador 
sugerido es el porcentaje de empleados públicos que utilizan la IA para realizar 
las actividades relacionadas con el diseño e implementación de políticas públicas 
(OCDE, 2019, 2026b).

En cuanto a la formación de capital humano, se reconoce que la mayoría de 
los servidores públicos carece de capacitación y habilidades en el campo de la 
IA debido a la falta de formación profesional y la capacitación ofrecida por los 
gobiernos (Rubalcaba y García, 2023). Además, los funcionarios públicos requie-
ren un entendimiento profundo de la gobernanza de la IA, conocer los matices, 
características particulares, el manejo de la incertidumbre y la interpretación de 
resultados en la Administración Pública, también deben estar altamente capaci-
tados para considerar valores éticos, obligaciones y virtudes al evaluar y diseñar 
políticas con IA (Filgueiras, 2021). En este sentido se recomienda incorporar el 
servicio profesional especializado en ciencia de datos, estadística y ética digital 
para la autonomía en IA del sector público, además de la capacitación de servi-
dores públicos en temas de evaluación de resultados con IA. Esta acción requiere 
de alianzas con universidades y centros de investigación. El indicador sugerido 
para evaluar la implementación de la IA en la formación de capital humano es el 
porcentaje de empleados públicos certificados en habilidades digitales y el nivel 
de conocimiento del uso de la IA (OCDE, 2026a; Rentería y Ordelín Font, 2026).

Referente al almacenamiento de datos, se recomienda una política nacional 
para la creación de bases de datos con estándares únicos de recolección, limpieza 
y almacenamiento periódico. Esta práctica se debe replicar en el ámbito estatal 
y municipal para la creación de bases de datos con registros confiables, homo-
géneos e interoperables para diseñar y evaluar políticas con el uso de la IA. Los 
datos deben tratarse como un activo; esto implica una gestión y almacenamiento 
adecuado que refleje su importancia, los datos almacenados deben cumplir con 
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criterios mínimos de precisión, validez y consistencia (datos de calidad). Debe 
existir trasparencia y accesibilidad de los repositorios, de esta manera los datos 
deben estar íntegros, comprensibles y disponibles de manera abierta (Rentería y 
Ordelín Font, 2026). Los indicadores de implementación sugeridos son la tasa de 
bases de datos actualizadas para diagnósticos y predicciones, así como indicado-
res de disponibilidad de datos abiertos (Hankins et al., 2023; OCDE, 2026b).

En cuanto a las disparidades tecnológicas en los ámbitos de gobierno, deben 
atenderse las recomendaciones de infraestructura tecnológica para diseñar, 
implementar y obtener resultados con la IA. En materia de gobernanza de datos, 
la infraestructura debe soportar la generación y gestión de datos de calidad, ade-
más de la creación y mantenimiento de repositorios (Rentería y Ordelín Font, 
2026). La realidad es que existe una limitada infraestructura tecnológica para la 
adopción de la IA en el sector público (Ruvalcaba y García, 2023), además de una 
clara diferencia en capacidades tecnológicas y humanas en municipios urbanos y 
rurales. Por tanto, la política de infraestructura tecnológica debe ser diferenciada 
de acuerdo al tamaño de población de los municipios: para los gobiernos de 
municipios con una población mayor a un millón de habitantes se recomienda 
implementar una política de auditorías, rendición de cuentas y gestión pública; 
para municipios con una población de entre 2500 y menor al millón de habitan-
tes es prioritario fomentar la cooperación tecnológica, implementar algoritmos 
de alto impacto (AAI) simplificados, así como el vínculo con instituciones 
y centros de investigación; para municipios con una población menor a 2500 
habitantes (municipios rurales), prácticamente se trata de asistencia tecnológica 
y administrativa (conectividad, alfabetización digital, creación de base de datos, 
diagnósticos y gestión de proyectos con IA). Los indicadores de evaluación 
sugerida corresponden a la capacidad de almacenamiento de datos en terabytes 
disponibles en centro de datos propios (super ordenadores Top 500) o bases de 
datos centralizadas en la nube (Hankins et al., 2023; OCDE, 2019).

Respecto a la participación ciudadana en los procesos de implementación de 
la IA, se trata de un mecanismo para fomentar la gobernanza, la transparencia 
y la legitimidad del uso de la IA. Los ciudadanos deben asegurarse de que los 
algoritmos desarrollados respondan a los problemas económicos y sociales. La 
transparencia es fundamental para que los ciudadanos conozcan cómo funciona 
la IA, sus fortalezas y limitaciones en el diseño de políticas públicas (Rentería y 
Ordelín Font, 2026). En este sentido, para involucrar a los ciudadanos, primero 
se requiere su institucionalización, para que posteriormente tengan facultades de 
supervisar su inclusión en el ciclo de políticas, los procesos deliberativos en ries-
gos y beneficios, y los mecanismos de denuncia y reparación de afectaciones de 
derechos al implementar la IA. En cada proceso se debe vigilar la protección de 
datos personales y la privacidad de los ciudadanos para generar confianza y ga-
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rantizar su participación (Rubalcaba y García, 2023). El indicador de evaluación 
de la implementación es la tasa de uso y frecuencia con la que los ciudadanos 
interactúan en las plataformas basadas en IA (OCDE, 2019, 2026a; Rentería y 
Ordelín Font, 2026).

Finalmente, se requiere buscar la cooperación internacional con organismos 
multilaterales y países para aprovechar las experiencias de las buenas prácticas 
en auditoría, regulación y su adaptación a la realidad nacional. Existen algunas 
iniciativas regionales como la de Emiratos Árabes Unidos con su programa 
que busca establecer convenios con influencenciadores tecnológicos globales y la 
comunidad tecnológica local. “n el caso de Mongolia y Malasia, han buscado 
firmar una asociación de habilidades digitales con Google para el desarrollo del 
capital humano (Hankins et al., 2023).

Conclusiones

La IA es una herramienta con múltiples beneficios en el sector público, pero im-
plica grandes retos tecnológicos, administrativos y de inversión pública para su 
implementación. El costo de oportunidad para mejorar la eficiencia de las polí-
ticas públicas es evidente: permite diagnósticos más precisos, simulaciones pros-
pectivas, monitoreo en tiempo real y evaluaciones contrafactuales que pueden 
traducirse en políticas redistributivas, sostenibles y orientadas a resultados. Sin 
embargo, también es evidente que, sin marcos éticos, institucionales y normati-
vos adecuados, el uso de la IA puede profundizar desigualdades, consolidar opa-
cidades y minar la confianza en las instituciones. 

La IA no es una solución mágica, sino un conjunto de herramientas que 
amplifica virtudes y defectos del ecosistema donde se inserta. En países con 
instituciones sólidas, marcos regulatorios claros y cultura de datos abiertos, la IA 
ha potenciado la creación de valor público. En cambio, en contextos frágiles o 
fragmentados, puede convertirse en un instrumento tecnocrático que reproduce 
sesgos y concentra poder en actores que participan en las decisiones públicas. 
Respecto a los avances implementados en el país, podría decirse que México 
se encuentran en una posición intermedia, no solo por las pocas experiencias, 
sino porque hay talento humano y plataformas incipientes de datos abiertos. Sin 
embargo, hace falta cerrar las brechas digitales, institucionales y territoriales que 
limitan la adopción equitativa de estas tecnologías.

Uno de los mensajes centrales que emergen de esta reflexión es que la IA no 
puede implementarse como un accesorio tecnológico más en el aparato estatal. 
Su integración debe ser estratégica, responsable y debe ir acompañada de una 
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nueva cultura de gobernanza. Esto significa concebir los algoritmos, no como 
una sustitución de la deliberación democrática, sino como una herramienta 
para fortalecer la transparencia, ampliar la rendición de cuentas y fomentar una 
participación ciudadana más informada. De esa manera, los algoritmos dejarán 
de percibirse como cajas negras y podrán convertirse en aliados legítimos de la 
ciudadanía.

En prospectiva, el uso de la IA no será homogéneo en todo el país, dadas 
las diferencias tecnológicas de conectividad, almacenamiento de datos y capaci-
dades humanas entre los ámbitos de gobierno. La verdadera innovación estará 
en diseñar tipologías diferenciadas de adopción, que establezcan estándares 
mínimos pero flexibles para distintos niveles de capacidad institucional. Si la IA 
se concibe desde la equidad entre ámbitos de gobierno, podrá considerarse como 
una herramienta para cerrar brechas y no para ampliarlas.

Bajo este enfoque, podemos trascender de la descripción hacia la formulación 
de rutas estratégicas para la acción, de tal manera que se requiere construir esce-
narios en el mediano y largo plazo para orientar la implementación y uso de la 
IA en el ciclo de políticas públicas en México. Para abordar lo anterior, se sugiere 
realizar investigaciones sobre la aplicación de la IA en la evaluación de políticas 
públicas en México en tres escenarios: un primer escenario sobre la realización de 
auditorías algorítmicas institucionalizadas y ecosistemas robustos de datos abier-
tos; un segundo escenario sobre la adopción de la IA en los diferentes órdenes de 
gobierno; y un tercer escenario respecto a las limitaciones, riesgos y dependencia 
tecnológica para el uso de la IA. Lo cierto es que cualquier escenario dependerá de 
las decisiones políticas, las inversiones institucionales y la capacidad de generar 
resultados transparentes y con participación ciudadana.

La verdadera pregunta no es si México debe adoptar IA en la evaluación de 
políticas públicas, sino cómo hacerlo con carácter de urgente para el buen diseño 
de las políticas públicas, correctamente enfocadas a la solución de problemas 
públicos y con orientación a resultados para medir su impacto, no solo social, 
sino también económico y político (fortalecimiento de la democracia). El reto no 
es meramente técnico, sino ético, institucional y político. Si se logran articular 
marcos normativos claros, ecosistemas de datos abiertos, auditorías obligatorias 
y una ciudadanía vigilante, la IA puede convertirse en un motor para gobiernos 
más proactivos, inclusivos y resilientes. De lo contrario, se corre el riesgo de abrir 
la puerta a un futuro de políticas opacas, territorios invisibilizados y decisiones 
automatizadas sin control democrático.

La política tecnológica en México debe considerar a la IA como una herra-
mienta de innovación pública al servicio de la equidad y la legitimidad, y evitar 
que se convierta en un engranaje de desigualdad y desconfianza. La diferencia 
está sujeta a la voluntad política, a la capacidad para establecer normas regu-
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latorias, al fortalecimiento institucional y la gobernanza. Ese es el horizonte al 
que debemos aspirar en un futuro inmediato para el diseño implementación y 
evaluación de las políticas públicas.
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Este artículo analiza la evolución de la gobernanza digital en 
México desde el institucionalismo histórico. Demuestra que tres 
décadas de reformas han producido un verdadero palimpsesto 
institucional: una superposición de capas que, lejos de articularse 
de manera coherente, presenta contradicciones internas. A partir 
de los mecanismos de Pierson y Thelen —dependencia de la 
trayectoria, sedimentación, agotamiento y desplazamiento—, se 
examinan seis capas del gobierno digital mexicano (1994-2030). 
El análisis revela cambios recurrentes de primer y segundo orden, 
sin alcanzar nunca la superación hacia el paradigma de tercer 
orden (Hall). La Agencia de Transformación Digital y Telecomu-
nicaciones (ATDT, 2024) se interpreta como la coyuntura crítica 
más reciente: representa un intento de cambio paradigmático que 
se encuentra limitado por la centralización ejecutiva, la falta de 
autonomía constitucional y el debilitamiento de la rendición de 
cuentas horizontal. Con base en la Nueva Gobernanza Pública y 
el marco 6-CO, el artículo propone un conjunto de condiciones 
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Abstract:

This article examines the evolution of digital governance in 
Mexico through the lens of historical institutionalism, showing 
that three decades of reform have produced an institutional 
palimpsest: overlapping, contradictory layers lacking coherent 
articulation. Drawing on Pierson and Thelen’s mechanisms of 
path dependence, layering, drift, and displacement, it examines 
six layers of Mexican digital government (1994-2030), showing 
recurrent first- and second-order changes that never culminate 
in the third-order paradigm shift theorized by Hall. The Digital 
Transformation and Telecommunications Agency (ATDT, 2024) 
are interpreted as the most recent critical juncture: an attempted 
paradigm shift constrained by executive centralization, the absen-
ce of constitutional autonomy, and the weakening of horizontal 
accountability. Building on New Public Governance and the 
6-CO framework, the article proposes institutional conditions 
for the ATDT to move from transactional efficiency toward the 
democratic co-production of digital services.

Introducción: entre el determinismo tecnológico y la dependencia de 
trayectoria

La primera década del siglo XXI prometió que la digitalización del Estado resol-
vería, por fin, los déficits estructurales de la administración pública latinoameri-
cana. Problemas como la corrupción, la ineficiencia burocrática, la falta de trans-
parencia y la escasa participación ciudadana sin resolución, aún. Tres décadas 
después, ese optimismo ha dado paso a un diagnóstico más matizado, debido a 
una entropía política en la que las instituciones carecen de herramientas para en-

institucionales para que la ATDT transite de la eficiencia transac-
cional a la co-producción democrática de servicios digitales.
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frentar nuevas amenazas, y la soberanía de los Estados se tambalea ante tecnolo-
gías que evolucionan más rápido que los estatutos legales (Skobalski, 2025).

La gobernanza digital no puede comprenderse como una sucesión de actuali-
zaciones tecnológicas, sino como  un conjunto de procesos políticos en los que las 
decisiones del pasado condicionan, y a menudo bloquean, las posibilidades del 
presente. México es un caso paradigmático de esta tensión porque la seguridad 
jurídica es incierta y las instituciones intentan centralizarse. Frente a este pano-
rama, una lectura simplista del fenómeno recurriría al determinismo tecnológi-
co, según el cual la tecnología es el principal motor del cambio social y, por tan-
to, a mayor inversión en infraestructura digital, mejor gobernanza (Leosk, 2019).

A partir de esta crítica al determinismo tecnológico, resulta pertinente adop-
tar la perspectiva del institucionalismo histórico (IH) como lente analítica para 
comprender la gobernanza digital en México, pues ayuda a comprender estos 
procesos desde la dependencia de la trayectoria (path dependence). Esto implica 
que las decisiones políticas y las estructuras institucionales no son arreglos neu-
trales basados en discursos de eficiencia y legalidad; sino configuraciones de po-
der producidas históricamente en las que la “democracia” se reparte de manera 
desigual (Thelen y Steinmo, 1992).

El argumento central del artículo es que la gobernanza digital mexicana ha 
creado un palimpsesto institucional compuesto por seis estratos temporales, es 
decir, seis capas superpuestas (1994-2000, 2000-2006, 2006-2012, 2013-2018, 2018-
2024 y 2024-2030) a través de las cuales se despliegan cuatro lógicas de gobernan-
za: liberal-tecnocrática, liberal-gerencial, democrática y centralista-soberanista. 
Dichas lógicas no se adscriben de manera exclusiva a cada período, sino que co-
existen y se reactivan intermitentemente a lo largo del arco temporal analizado, 
sin establecer entre sí una relación sucesiva. La hipótesis central es que esta coe-
xistencia sin un orden fijo no es un problema pasajero, sino un rasgo permanen-
te del sistema de gobernanza mexicano. Esto da por sentado una acumulación de 
enfoques sobre el uso de la tecnología y la política pública que se contradicen en-
tre sí, con múltiples capacidades dispares y una inconsistencia entre los discursos 
de innovación y los resultados concretos en materia de participación ciudadana 
y valor público. 

En ese contexto, la creación de la Agencia de Transformación Digital y Tele-
comunicaciones (ATDT) puede ser considerada una coyuntura crítica, la cual as-
pira a un cambio de tercer orden en el sentido de Hall (1990), es decir, un cam-
bio rotundo de la gobernanza digital mexicana. La cuestión es si realmente puede 
crear un modelo de soberanía tecnológica mediante métodos de co-producción 
que conduzcan a una implementación con valor público. El problema recae en el 
diseño institucional de la Agencia, pues se ha centralizado en el poder ejecutivo, 
con una falta de autonomía constitucional y un debilitamiento de la rendición de 
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cuentas horizontal. La tesis principal es que la ATDT reproduce las limitaciones 
estructurales que han impedido el cambio de paradigma en las fases anteriores.
El artículo se organiza en cuatro partes. La primera presenta el marco teórico: los 
conceptos centrales del institucionalismo histórico (dependencia de trayectoria, 
sedimentación, agotamiento y desplazamiento), el modelo de cambio paradigmá-
tico de Hall y la teoría del valor público en el marco de la Nueva Gobernanza Pú-
blica y los 6-CO. La segunda reconstruye la trayectoria del gobierno digital mexi-
cano en seis capas históricas (1994-2030). La tercera analiza la ATDT como un 
nodo crítico debido a sus proyectos estratégicos, sus contradicciones estructura-
les y su capacidad potencial para aplicar el marco de los 6-CO. La cuarta propone 
condiciones para un cambio de paradigma orientado al valor público. Las con-
clusiones sintetizan el argumento y ofrecen una agenda de investigación futura.

El Marco de Política de Gobierno Digital actualizado en el Digital Government 
Outlook 2026 (OECD, 2026) identifica seis dimensiones de madurez digital que 
los gobiernos deben desarrollar para lograr una transformación coherente y cen-
trada en las personas: digital por diseño, sector público basado en datos, gobier-
no como plataforma, abierto por defecto, impulsado por el usuario y proactivi-
dad. El propio reporte advierte que esto requiere una reingeniería fundamental 
de cómo los gobiernos se organizan, gobiernan e invierten en sus capacidades di-
gitales, precisamente porque la gobernanza digital no es un problema de adop-
ción tecnológica, sino de arquitectura institucional. 

Lo anterior demuestra el cambio gradual de la gobernanza digital desde los 
marcos internacionales, que buscan la mejor aplicación dadas las necesidades de 
valor público. Así, a partir de las siguientes aplicaciones desde el marco interna-
cional se propone una definición operativa de gobernanza digital para el análisis 
del caso mexicano:

La gobernanza digital, en este artículo, es el conjunto históricamente sedimen-
tado de normas, organizaciones, procesos y tecnologías mediante el cual el Esta-
do mexicano regula, coordina y disputa la producción, el intercambio, el uso y 
la protección de datos y servicios digitales en el espacio público, en razón de cua-
tro lógicas en competencia: la eficiencia administrativa; la inclusión social y los 
derechos ciudadanos; la soberanía tecnológica frente a actores privados transna-
cionales; y la legitimación política del gobierno en turno. Esta gobernanza está 
condicionada por trayectorias institucionales acumuladas (path dependence) que 
privilegian selectivamente ciertos actores, ciertos modelos de implementación 
tecnológica y ciertos paradigmas de valor público en función del proyecto políti-
co dominante en cada periodo sexenal.
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I. Institucionalismo histórico, cambio paradigmático y valor público: 
fundamentos analíticos

1.1 La ontología del institucionalismo histórico

En el marco de la ciencia política contemporánea, el institucionalismo histórico 
(IH) se erige como una vertiente analítica fundamental para comprender los fe-
nómenos políticos. Se trata de una perspectiva metodológica dinámica, atenta a 
las necesidades temporales, y se define como una triada de compromisos analíti-
cos: prioriza cuestionamientos fundamentales de impacto social; por ello, la tem-
poralidad se vuelve una variante explicativa que permite rastrear procesos de di-
versas escalas y duración. Todo esto permite dar explicación a un enfoque macro 
que privilegia la explicación de las funciones de las instituciones, lo que favorece 
el análisis de los procesos por encima del estudio de casos aislados (Pierson y Sko-
cpol, 2002, pp. 8-9).

La perspectiva ontológica del IH asume que las instituciones distan de ser me-
canismos neutrales orientados sólo a la eficiencia o la coordinación. Precisamen-
te porque las instituciones se enmarcan dentro de un ámbito de poder que no 
permite una simetría entre las relaciones sociales; es decir, determinan quién ac-
cede a los recursos y quién es desplazado a la marginalidad dentro de ese marco 
de relaciones de poder.

Esta premisa, desarrollada por Thelen y Steinmo, marca una ruptura episte-
mológica con la teoría de la elección racional, la cual reduce las instituciones a 
“reglas del juego” destinadas a resolver dilemas de acción colectiva, señalando 
la decisión como un instrumento guiado por el resultado esperado de la acción. 
Para el institucionalismo histórico, las instituciones son el resultado contingen-
te de pugnas entre actores con capacidades desiguales; son estructuras con vicios 
heredados que reproducen las asimetrías de las coaliciones que les dieron origen, 
aun cuando el contexto sociopolítico original ya ha sido modificado.

Esta ontología tiene implicaciones metodológicas decisivas: las instituciones 
son configuraciones de poder históricamente producidas, por eso su análisis es 
un ejercicio de arqueología política, la cual exige tratar los procesos a través del 
tiempo para identificar los momentos clave en que la toma de decisiones cerró 
opciones futuras. También permite mapear el contexto específico de esas decisio-
nes y las razones por las cuales fueron producidas, adaptadas o erosionadas (The-
len y Steinmo, 1992, pp. 1-32).

Trasladar este marco al dominio de la gobernanza digital da pauta para un 
análisis más profundo que los textos técnicos sobre e-gobierno. No se limita a cues-
tionar la eficiencia de los servicios digitalizados o los trámites en línea; sino que 
ahonda en las configuraciones de poder derivadas de las decisiones tomadas en 
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el proceso de creación y mutación de las instituciones públicas. Esta perspectiva 
ayuda a la comprensión de la gobernanza digital no solo desde la insuficiencia 
tecnológica ni desde la voluntad política, sino que permite ahondar en los me-
canismos de retroalimentación institucional que el propio proceso de digitaliza-
ción ha generado.

1.2 Dependencia de la trayectoria, coyunturas críticas y rendimientos crecientes

La categoría analítica de dependencia de la trayectoria (path dependence) es piedra 
angular del institucionalismo histórico y, por ello, la más importante para el aná-
lisis de la gobernanza digital mexicana. Precisamente porque permite analizar la 
influencia de los sucesos pasados, comprender los resultados de una secuencia de 
eventos y sus repercusiones en el futuro. Implica tomar en cuenta la trayectoria 
de los procesos del pasado porque facilita analizar las múltiples direcciones que 
tomaron a lo largo del tiempo y, con ello, entender mejor el presente de las insti-
tuciones en turno.

Desde esta perspectiva, la versión más rigurosa la ofrece Pierson (2000), quien 
retoma de la teoría económica una dinámica de rendimientos crecientes (increa-
sing returns): es decir, a medida que aumenta la cantidad de recursos, la produc-
ción aumenta proporcionalmente, lo que conduce a mayor rentabilidad. Aplica-
do a los procesos sociales, cada paso dado en una dirección específica incrementa 
las probabilidades de continuar por una misma ruta. Esto sucede porque, confor-
me pasa el tiempo, los beneficios de mantener la actividad actual crecen frente a 
otras opciones, elevando así sistemáticamente los “costos de salida” o el precio de 
cambiar hacia alternativas que antes eran viables (Pierson, 2000, p. 252).

Pierson distingue entre una concepción amplia de trayectoria dependiente 
—según la cual los eventos del pasado influyen en el presente— y una concep-
ción estrecha y analíticamente más productiva, referida a los procesos que se au-
to-refuerzan mediante mecanismos de retroalimentación positiva. Esta lógica se 
ejemplifica con el modelo de urna de Polya: las decisiones iniciales, a pesar de 
su cualidad azarosa, marcan desproporcionalmente el equilibrio final; una vez 
consolidado este equilibrio, resulta más costoso revertirlo (Pierson, 2000, pp. 253-
254).

Ante estas premisas, Pierson sostiene que estos procesos resultan particular-
mente frecuentes e intensos en el ámbito político por cuatro razones estructura-
les. La primera es el carácter colectivo de la política: la eficacia de lo que hace un 
individuo depende de lo que hagan los demás, lo que crea expectativas de adapta-
ción mutua. La segunda es la elevada densidad institucional: las reglas y políticas 
públicas generan marcos legales obligatorios que hacen muy costoso dar marcha 
atrás. La tercera es la posibilidad de utilizar la autoridad política para amplifi-
car asimetrías de poder: quienes detentan la autoridad pueden cambiar las reglas 
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para fortalecer su propia posición, reforzando su poder a largo plazo. La cuarta 
es la complejidad y opacidad propias de la política: a diferencia del mercado, en la 
política no hay señales claras (como los precios) para evaluar el éxito, lo que difi-
culta corregir errores.

A estas cuatro fuentes de rendimientos crecientes, Pierson añade tres factores 
que hacen que los procesos políticos sean resistentes a las correcciones: la inexis-
tencia de mecanismos competitivos comparables a los del mercado; los horizon-
tes temporales acotados de los actores políticos, en los que la lógica electoral los 
inclina hacia el corto plazo; y el sesgo a favor del statu quo característico de las 
instituciones políticas diseñadas estratégicamente para ser de difíciles de revertir 
(Pierson, 2000, pp. 254-266).

Este marco permite entender la gestión tecnológica del Estado al considerar 
los altos costos de instalación y el aprendizaje institucional acumulado. También 
la coordinación entre servidores públicos, quienes aprenden a operar sobre de-
terminados sistemas. Esto es especialmente relevante en un gobierno que decide 
desmantelar la infraestructura institucional heredada, como ocurrió al comienzo 
de este sexenio. Ello ocasiona que se asuman costos de puesta en marcha sustan-
ciales y no se permita aprovechar el capital de aprendizaje acumulado, reprodu-
ciendo así la lógica de ineficiencia potencial de la trayectoria descrita por Pierson.

1.3 Los mecanismos de cambio institucional gradual de Thelen

Una de las contribuciones más influyentes de Kathleen Thelen al institucionalis-
mo histórico radica en su sistematización de los mecanismos de cambio institu-
cional gradual (Mahoney y Thelen, 2010). Frente a las lecturas tradicionales que 
requerían de choques exógenos para explicar la transformación, Thelen propo-
ne cuatro procesos endógenos mediante los cuales los actores explotan las ambi-
güedades del diseño institucional para alterar las reglas de forma gradual.

El primero es el desplazamiento (displacement): ocurre cuando nuevas reglas 
sustituyen a las precedentes, ya sea por la emergencia de actores anteriormen-
te periféricos o por el abandono del arreglo previo por parte de las élites. En el 
contexto de la gobernanza digital en México, la extinción del Instituto Nacio-
nal de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Persona-
les (INAI) y su integración en la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno, 
así como la sustitución del Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT) por la 
ATDT en 2024, ejemplifican este fenómeno. No obstante, Thelen advierte que el 
desplazamiento rara vez implica una tabula rasa; las rutinas y actores preexisten-
tes suelen persistir y condicionar la nueva estructura.

El segundo es la conversión (conversion): este mecanismo no altera la norma 
formal, sino su interpretación y sus fines. Los actores reorientan las instituciones 
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existentes hacia objetivos inéditos, aprovechando vacíos normativos. La crea-
ción de la ATDT ilustra una conversión porque las competencias regulatorias 
de telecomunicaciones heredadas del IFT se resignifican para servir a una agen-
da de digitalización centralizada, sin que se haya transformado integralmente el 
marco jurídico original.

El tercero es la estratificación o sedimentación (layering): nuevas reglas se aña-
den a las existentes sin reemplazarlas, generando acumulaciones de lógicas con-
tradictorias. Thelen identificó la sedimentación como el mecanismo más fre-
cuente en sistemas institucionales maduros, precisamente por ser el que requiere 
menos recursos políticos para activarse. En este sentido, no exige que los promo-
tores del cambio derroten a los defensores del statu quo, sino únicamente que agre-
guen nuevas instituciones o reglas sobre las ya existentes. En la trayectoria digi-
tal mexicana, la sucesión de estrategias (e-México, EDN 2013, EDN 2021, México 
Digital 2025) ha generado una redundancia institucional por acumulación.

El cuarto es el agotamiento (drift): las reglas se erosionan gradualmente hasta 
volverse inoperantes, no porque sean formalmente derogadas sino porque dejan 
de aplicarse o porque las condiciones en que fueron diseñadas han cambiado y 
nadie las actualiza. El agotamiento resulta especialmente relevante para el análi-
sis de la gobernanza digital dado que la velocidad del cambio tecnológico produce 
un agotamiento acelerado. Porque los marcos normativos concebidos para regu-
lar tecnologías de una generación quedan obsoletos antes de que el sistema polí-
tico haya procesado su revisión (Streeck y Thelen, 2005). Un ejemplo crítico es la 
Ley Federal de Protección de Datos Personales (2010), diseñada en un contexto 
pre-cloud y pre-biométrico, que ilustra este agotamiento ya que su marco concep-
tual resulta insuficiente para regular las infraestructuras de identidad digital que 
la ATDT está construyendo en 2025.

Mahoney y Thelen (2010) ampliaron este marco al introducir una tipología 
de agentes del cambio institucional: los insurgentes, que buscan desplazar el or-
den vigente; los simbióticos, que coexisten con él mientras lo erosionan desde el 
interior; los subversivos, que explotan las ambigüedades del diseño para produ-
cir conversiones; y los oportunistas, que se adaptan al cambio con independen-
cia de su posición original. Aplicada a la gobernanza digital mexicana, esta tipo-
logía permite identificar a la ATDT como un actor simbiótico-subversivo porque 
mantiene formalmente continuidades con la estrategia de gobierno digital ante-
rior. Es decir, que mantiene la retórica de soberanía digital, la plataforma gob.mx, 
los datos abiertos mientras que reorienta estructuralmente el campo hacia un 
modelo de centralización ejecutiva que transforma las relaciones de poder sin de-
clararlo abiertamente.
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1.4 El cambio de paradigma de Hall y los tres órdenes de cambio

 El marco analítico de Peter Hall (1990) sobre el aprendizaje social en las políti-
cas públicas constituye una herramienta fundamental, complementaria a la pro-
puesta de Thelen, para determinar la profundidad de las transformaciones insti-
tucionales. Hall categoriza el cambio en tres niveles de intensidad: el cambio de 
primer orden modifica los parámetros (settings) de los instrumentos existentes sin 
alterar los instrumentos en sí mismos ni los objetivos a los que estos responden. 
Se trata del cambio más recurrente y de menor trascendencia estructural. Los 
cambios de segundo orden conlleva la modificación de los instrumentos —como 
las plataformas, organismos o procedimientos técnicos—, aunque mantienen in-
tactos los objetivos fundamentales y la jerarquía de metas. El cambio de tercer or-
den, el único que Hall califica como cambio de paradigma, implica la transforma-
ción de los objetivos de la política y de la jerarquía de metas que guían la acción 
estatal. Precisamente porque es el cambio de mayor calado y el más difícil de ma-
terializar, ya que exige la recomposición de las coaliciones políticas que se benefi-
cian del paradigma vigente.

Bajo esta tipología, la trayectoria mexicana de las últimas tres décadas revela 
un diagnóstico consistente: el país ha experimentado sucesivos cambios de pri-
mer y segundo orden, pero ha carecido de una transformación de tercer orden 
que redefina el propósito del gobierno digital. Dicho propósito no ha sido altera-
do desde 2001, ya que ha permanecido un paradigma dominante: la eficiencia en 
la provisión de servicios transaccionales, evaluada mediante indicadores de co-
bertura y reducción de costos operativos. Así, como la adopción de discursos so-
bre gobierno abierto y participación ciudadana ha operado solo como cambios 
de primer orden, en los que no se ha alterado la jerarquía de metas. Esta persisten-
cia no es accidental; forma parte de lo que Pierson define como los mecanismos 
de retroalimentación y rendimientos crecientes. Precisamente porque los actores 
beneficiarios del modelo transaccional resisten cualquier transformación que re-
distribuya tanto los recursos como los criterios de evaluación de éxito. 

Los cambios de primer orden en la gobernanza digital mexicana son los más 
abundantes, y la literatura técnica suele confundir con transformaciones sustan-
tivas. Un caso ilustrativo es la incorporación de trámites en línea en el portal gob.
mx entre 2003 y 2006. En esta, la digitalización de formularios, la emisión de cons-
tancias electrónicas y la apertura de ventanillas virtuales en dependencias federa-
les representaron ajustes en los parámetros operativos. Todo ello puso énfasis en 
hacer más eficiente la entrega de servicios, pero dejó de lado un cuestionamiento 
sobre la naturaleza de los trámites o los derechos de los solicitantes. 

Los cambios de segundo orden, de mayor envergadura, han implicado la re-
configuración de los instrumentos de gobernanza digital sin alterar el paradigma 
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de eficiencia transaccional. El caso más representativo es la creación de la venta-
nilla única nacional (2016), que permitió una alta eficiencia formal (82/100) fren-
te a una participación efectiva deficitaria (35/100), según el Open Budget Surve 
(2020). De igual manera, la creación del IFT en 2013 como organismo constitucio-
nal autónomo representa otro cambio de segundo orden de gran magnitud. Preci-
samente porque se lograron introducir herramientas regulatorias de gran calado 
(regulación asimétrica, must carry), pero dentro de un paradigma liberal de compe-
tencia de mercado que priorizaba lo regulatorio sobre la soberanía digital. Su pos-
terior reemplazo por la ATDT en 2024 demuestra que, si los instrumentos no sir-
ven al paradigma de la coalición dominante, estos son sustituidos. 

Los cambios de tercer orden, los únicos que Hall denomina propiamente cam-
bios de paradigma, son tentativas inconclusas o procesos aún en disputa. En el 
contexto de la gobernanza digital mexicana, el momento más cercano a un cam-
bio paradigmático genuino fue la reforma constitucional en materia de teleco-
municaciones del 11 de junio de 2013, que introdujo el internet como derecho 
constitucional (artículo 6) y reconfiguró la jerarquía de metas de la política de tele-
comunicaciones, al desplazar la eficiencia del mercado hacia la universalidad del 
acceso como bien público.

1.5 Nueva Gobernanza Pública, los 6-CO y la teoría del valor público

Stephen Osborne (2010) propone un enfoque llamado Nueva Gobernanza Públi-
ca (NGP), que supera la Nueva Gestión pública. Su idea principal es que los pro-
blemas públicos no pueden ser resueltos por un solo actor, sino que requieren la 
participación de múltiples personas y organizaciones para desarrollar redes de 
gobernanza que proporcionen más estabilidad. La principal forma de aplicar la 
NGP es a través de la gobernanza digital. Precisamente, como afirma Lee-Geiller 
y Lee (2019), esta no es solo es digitalización de información, sino que, en su nivel 
más álgido, implica un compromiso de co-creación contextualizada en valor pú-
blico. Así, las instituciones públicas pueden alcanzar niveles más altos de trans-
formación digital profunda que involucre activamente a la ciudadanía. De este 
modo, los servicios públicos no se “fabrican”, sino que se co-producen en la inte-
racción constante entre el Estado y los ciudadanos.

Por su parte, Popeda y Hadasik (2024) plantean los componentes principales 
de la NGP en un modelo denominado “los 6-CO”, que identifica seis dimensiones; 
en este texto se tomarán solo dos de las más relevantes:

•	 Co-creación: la generación de nuevas soluciones con la partici-
pación activa de todos los implicados.
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•	 Co-producción: la construcción colectiva de bienes y servicios 
mediante un proceso transparente.

Ambas se relacionan entre sí y permiten comprender que la Nueva Gobernanza 
Pública parte de la base de la colectividad. Esto cambia la manera tradicional de 
concebir lo público. En la aplicación de este marco a la gobernanza digital mexi-
cana, se podría entender que cada nivel de la política digital ha avanzado en al-
gunas dimensiones, sobre todo en la coordinación y la eficiencia técnica, pero ha 
retrocedido o se ha estancado en las dimensiones democráticas, como la co-pro-
ducción genuina y los bienes comunes. En el análisis de la Agencia de Transfor-
mación Digital y Telecomunicaciones (ATDT) desde esta perspectiva, es posible 
observar que su perfil está orientado a una coordinación que proviene “desde 
arriba”, con muy poca capacidad de co-creación y co-producción en el sentido 
democrático.

La teoría de valor público proporciona un criterio sobre “la razón de ser del 
Estado”, es decir, son los beneficios producidos por el gobierno que los mecanis-
mos de mercado son incapaces de generar. Mar Moore (1995) afirma que el objeti-
vo central de la gestión pública debe ser crear valor público, es decir, que todo fin 
último de la gobernanza debe ser cubrir las necesidades de la sociedad en la bús-
queda de la equidad (Kattel et al., 2025).

La producción interna se da cuando el valor es generado exclusivamente a 
través de procesos internos de la institución. En cambio, la co-producción impli-
ca que las organizaciones públicas produzcan servicios con el apoyo de recursos 
y capacidades externas aportados por la ciudadanía y otros actores en procesos 
descentralizados y no predeterminados (Bryson et al., 2016). Al contextualizar es-
tas premisas en la ATDT en 2024, esta presenta una aspiración de cambio de ter-
cer orden, aunque solo puede llevar a cabo un cambio de paradigma si se modi-
fican simultáneamente los instrumentos y las jerarquías de metas. Por ello, debe 
desplazar la eficiencia transaccional, propia del modelo gerencial anterior, hacia 
una meta de soberanía digital en la que fije la centralización administrativa sin 
perder la interinstitucionalidad en la resolución de los problemas digitales del Es-
tado. Esta es la interrogante central para el periodo 2024-2030: comprender si la 
ATDT puede transitar a la co-producción y ser capaz de producir valor público 
auténtico.
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II. Trayectoria de la gobernanza digital mexicana (1994-2030)

2.1 Primera capa (1994-2000)

Para comprender la situación de México en materia de transformación digital, es 
necesario partir de la perspectiva del Institucionalismo histórico, ya que permite 
reconocer el momento de ruptura que originó la gobernanza digital actual. A me-
diados de los años noventa se produjo un momento de coyuntura crítica, debi-
do a cambios profundos que pueden considerarse propios de una fase liberal-tec-
nocrático, pues México transitaba de un Estado interventor a uno con enfoque 
gerencial. Esto ocurrió porque estaba más orientado a la eficiencia y el mercado, 
sumado a la presión por el Consenso de Washington, en el que las telecomunica-
ciones fueron capturadas por empresas privadas, mientras que el Estado aún no 
desarrollaba la fuerza necesaria para regularlas, sin marco legal ni participación, 
y es liberal porque prioriza la apertura de mercado sobre la construcción de ca-
pacidad pública.

La historia institucional nos muestra un detalle clave. En 1992 nació MexNet 
para redes académicas y en 1994 se formaliza el dominio .mx. En un principio, el 
gobierno mexicano hizo tratos con empresas privadas y después creó las leyes 
para justificarlos (Ruelas, 1995). Esta secuencia invertida —primero los compro-
misos con privados y luego el marco público— desde el comienzo es una trayec-
toria dependiente que condiciona todas las políticas digitales posteriores. Esto dio 
como resultado que la infraestructura de telecomunicaciones nacionales perma-
neciera en manos privadas y que el Estado desarrollara mucho después las capa-
cidades regulatorias para equilibrar esa desigualdad de poder. 

Como reflejo de esta lógica, la Ley Federal de Telecomunicaciones de 1995 fue 
el primer intento de crear un marco normativo para las tecnologías de la infor-
mación y la comunicación. El problema radica en que no se estableció un pro-
yecto de desarrollo para el sector público, lo que dejó grandes vacíos en su apli-
cabilidad en estados desprovistos de tecnología (Mendoza, 2010). El instrumento 
fundacional de esta capa, el Acuerdo por el que se crea el Comité de Informáti-
ca de la Administración Pública Federal, fijó como objeto “proponer y recomen-
dar las políticas en materia de informática y telecomunicaciones en la Secretaría, 
con apego a los lineamientos del Plan Nacional de Desarrollo” (DOF, 2000) en el 
que se denota la institucionalización de las TIC, y con ello el comienzo de un pa-
radigma de administración pública federal que continuará hasta nuestros días.

Este fenómeno permeó hacia una profesionalización fragmentada, lo que des-
de el IH se puede considerar una estratificación de capacidades, en la que hay una 
distribución desigual de habilidades que, una vez instalada, tiende a perpetuarse. 
En este caso, las unidades más preparadas técnicamente y equipadas tecnológica-
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mente acumulan recursos y visibilidad, lo que dota a ciertos Estados y a actores 
con mayor peso en las cuestiones relativas a la aplicación de la política pública.

2.2 Segunda capa (2000-2006)

El gobierno de Vicente Fox (2000-2006) marcó el momento de quiebre más im-
portante en la historia de la gobernanza digital en México. Al lanzar la estrate-
gia “e-México” en 2001, se generó lo que Peter Hall (1990) considera como una 
coyuntura crítica: un momento en el que las decisiones sobre cómo organizar las 
instituciones y qué objetivos perseguir restringieron también el camino a otras 
opciones, definiendo así una ruta de lo que se podría (y no) hacer en los siguien-
tes años.  

En 2003 se creó la Unidad de Gobierno Electrónico y Políticas de Tecnolo-
gía de la Información (UGEPTI) dentro de la Secretaría de la Función Pública, lo 
que dio forma a un modelo de gobernanza para la Comisión Intersecretarial para 
el Desarrollo del Gobierno Electrónico (CIDGE), la cual establece como objeto 
“el aprovechamiento de las tecnologías de la información y comunicaciones, me-
diante la adecuada coordinación de las acciones que al efecto proponga la Secre-
taría de la Función Pública, con las dependencias de la Administración Pública 
Federal” (DOF, 2005). Sin embargo, señala Gil-García (2008), aunque el entrama-
do institucional era importante, no fue suficiente para un avance contundente, 
pues no existía un marco legal en México que respaldara adecuadamente el uso 
de las tecnologías de la información. Esto repercutió en que tampoco se lograra 
una buena interoperabilidad y en que la colaboración entre instituciones estuvie-
ra plagada de cultura burocrática. Ello ocasionó efectos de aprendizaje por parte 
de los funcionarios públicos, pero una falla en los efectos de coordinación, caren-
te de estructura legal, que no permitiera la interinstitucionalidad descentralizada.

Un evento clave fue que Fox obtuvo el Premio de las Naciones Unidas al Ser-
vicio Público en 2005. Esto fue un arma de doble filo, porque validó que el cami-
no correcto era el paradigma transaccional, ya que lo importante era enfocarse 
en hacer trámites rápido. Ello fijó los indicadores con los que se mediría el éxi-
to desde entonces. Es por esta razón que se puede considerar esta una capa libe-
ral-gerencial: ya no es solo apertura de mercado, sino la importación explícita de 
la Nueva Gestión Pública (NGP) vía “e-México”, con métricas de “trámites en lí-
nea” como indicador de éxito (el Premio ONU 2005 lo confirma). El ciudadano 
se redefine como usuario/cliente.

Si se consideran las ideas de Pierson, es posible comprender los efectos de 
aprendizaje por parte de los servidores públicos y las dependencias en el manejo 
de plataformas digitales. Sin embargo, los efectos de coordinación no se materia-
lizaron por falta de interoperabilidad y por la ausencia de un marco normativo 
interinstitucional. Esto impidió que se produjeran los rendimientos crecientes en 
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los que los sistemas se volvían más útiles conforme más oficinas de gobierno se 
sumaban a los mismos estándares. Ello ocasionó que no se continuaran los pro-
yectos digitales en el siguiente sexenio.

Retomando la perspectiva de Hall (1990), esto creó un mecanismo de repro-
ducción, porque es más sencillo que los organismos internacionales premien la 
eficiencia y la cobertura —lo cual se puede comprender como un enfoque liberal 
del gobierno digital— que medir la participación ciudadana real o la rendición de 
cuentas, lo cual debería ser un enfoque de modelo democrático. Así, los gobier-
nos posteriores tuvieron todos los incentivos para seguir digitalizando formula-
rios en lugar de abrir espacios de poder real para la ciudadanía. De esta manera, 
estos mecanismos permitieron que un paradigma se mantuviera como el marco 
interpretativo dominante, aun considerando desafíos externos. Por esta razón, 
los mecanismos de retroalimentación positiva no fueron suficientemente fuertes 
para un cambio de paradigma.

2.3 Tercera capa (2006-2012)

El gobierno de Felipe Calderón (2006-2012) es un ejemplo perfecto del mecanis-
mo de sedimentación (layering) que identificó Thelen (2004): nuevas reglas y ló-
gicas de gestión se añaden a las existentes sin remplazarlas, precisamente porque 
el país no experimentó una ruptura con el pasado. Esto se debió a que las refor-
mas del gobierno digital se fueron añadiendo encima de la arquitectura del sexe-
nio de Fox, sin remplazarlas. 

Ello generó un palimpsesto de criterios existentes que coexistían sin articu-
lación coherente. Esto se observó en el Decreto de Austeridad de diciembre de 
2006, en el que se estableció un marco restrictivo que definiría la política digital 
en turno. El problema principal es que las TIC seguían siendo parte de un discur-
so de eficiencia ante el gasto público con restricción fiscal, y no como medios para 
transformar el Estado.  

En 2009 apareció la Agenda Digital Nacional, presentada por la Secretaría 
de la Función Pública, en la que se anunciaba con mayor sofisticación teórica el 
Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, los Programas Sectoriales, la Infraestruc-
tura Tecnológica, el Marco Normativo y la Arquitectura Nacional, correspon-
diente al Esquema Nacional de Interoperabilidad (ENI) como eje central. El pro-
blema es que no fue eficiente por varias razones como la falta de diagnóstico real 
de las TIC, pues necesitaba un replanteamiento de objetivos debido a su caren-
cia de metas e indicadores; así como la falta de mecanismos de coordinación en-
tre las instituciones (Galván López, 2021). A esto, Pierson lo describiría como el 
sesgo de statu quo de las instituciones políticas, en la que los actores sociales asu-
men compromisos basados en arreglos institucionales, lo que ocasiona que se vi-
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cien las costumbres burocráticas por la misma estructura organizacional (Pier-
son, 2000).

Todo esto sucedió en un contexto macroeconómico marcado por la caída del 
precio internacional del petróleo, sumado a la crisis económica mundial de 2008 
y la emergencia sanitaria por el H1N1 en 2009. Todo esto hizo que el gobierno tu-
viera mucho menos capital para invertir en tecnología. En términos de IH, este 
conjunto de shocks externos generó un proceso de agotamiento (drift) de las ini-
ciativas de interoperabilidad, porque al dejar de recibir recursos y atención públi-
ca, se ocasionó una fragmentación entre instituciones que hasta la fecha no se ha 
logrado de consolidar (Streeck y Thelen, 2005, p. 24).

Es así como la sedimentación produce una acumulación de lógicas que, a me-
nudo, no se articulan entre sí. En este periodo coexistieron dos visiones: la lógica 
de la austeridad y la sofisticación teórica representada por la Agenda Digital Na-
cional. Por esta razón se puede considerar esta una capa liberal-gerencial persis-
tente, con sedimentación, porque no hay cambio de lógica, sino continuidad se-
dimentada sobre la capa de Fox, debilitada por la crisis 2008-2009 y el H1N1. El 
problema se presenta cuando se busca sedimentar una capa de austeridad sobre 
una base gerencial, lo que consolidó un patrón de profesionalización fragmen-
tada. En términos de Hall, no ocurrió un cambio de paradigma, posicionando a 
México en un mismo objetivo: eficiencia por sobre democracia.

2.4 Cuarta capa (2013-2018)

El 11 de junio de 2013 se publicó una reforma constitucional clave en telecomuni-
caciones. Desde la perspectiva de Thelen podría considerarse un intento de des-
plazamiento. Con ello, la creación del Instituto Federal de Telecomunicaciones 
(IFT) y de la Comisión Federal de Competencia Económica (CFCE) como órga-
nos constitucionales autónomos buscó una mayor regulación descentralizada. El 
problema es que este intento no se llevó a cabo completamente porque la Coor-
dinación de Estrategia Digital Nacional (CEDN) se ubicó en la Presidencia. Ello 
ocasionó que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT) conservara 
funciones operativas y que la Secretaría de la Función Pública (SFP) tuviera que 
mantener sus atribuciones de gestión interna en materia de TIC. 

El propio decreto de la Estrategia Digital Nacional declaró como meta posi-
cionar a México “con un nivel de digitalización similar al promedio de la OCDE 
para el año 2018” (Lagunes Soto Ruiz, 2013), fijando así un objetivo comparati-
vo internacional que, según evaluaciones posteriores del propio sector, careció 
de mecanismos de medición vinculante para verificar su cumplimiento. Esto ge-
neró problemas de coordinación, a pesar del decreto de la Estrategia Digital Na-
cional (EDN) 2013-2018 (Galván, 2019). Pierson advierte que los efectos de coor-
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dinación necesitan una infraestructura normativa vinculante, la cual no se logró 
debido a esos problemas de coordinación, derivados de la fragmentación institu-
cional.

En 2011, México se adhirió a la Alianza para el Gobierno Abierto, lo que in-
trodujo formalmente una lógica democrática en el diseño institucional. La EDN 
incluyó objetivos de participación ciudadana con propuestas como los datos 
abiertos y la identidad digital. Como afirma el Instituto Nacional de Administra-
ción Pública, la estrategia careció de eficiencia debido a la falta de un diagnóstico 
sobre las TIC, un planteamiento inadecuado de objetivos y la imposibilidad de 
determinar si se cumplieron las metas en el sexenio, porque no se realizaron me-
diciones desde el inicio (Ángel López Galván, 2021).

En este sentido, se puede considerar esta una capa liberal-gerencial con inyec-
ción democrática, porque es la única capa híbrida en la que la reforma de teleco-
municaciones de 2013 y la EDN mantienen la lógica gerencial de fondo, pero se 
inyecta una capa democrática real con la entrada a la Alianza para el Gobierno 
Abierto en 2011, así como con posturas sobre datos abiertos y la creación del IFT 
como organismo autónomo.

A pesar de esta transformación digital y del enfoque en política pública, Hall 
afirmaría que no hubo un cambio de paradigma, porque el gobierno sumó nue-
vas herramientas como portales de datos, pero el objetivo principal no cambió. 
Se mantuvo el mismo enfoque de eficiencia administrativa sin darle prioridad a 
las necesidades públicas. La participación ciudadana solo sirvió como un acceso-
rio discursivo prometiendo mayor conectividad. En términos de Thelen, fue una 
sedimentación con una capa de discurso democrático sobre una base que man-
tenía los criterios anteriores técnicos y liberales. Además, se ignoró el avance de 
sexenios anteriores, rompiendo la continuidad hacia un proceso negativo. Pier-
son afirmaría que se trata de un estancamiento por falta de memoria institucio-
nal (Pierson y Skocpol, 2002).

2.5 Quinta capa (2018-2024)

El gobierno de Andrés Manuel López Obrador (2018-2024) introdujo en el ám-
bito de la gobernanza digital el mecanismo que Thelen (2004) denomina agota-
miento (drift). En este sentido, no se borraron los avances anteriores, sino que las 
instituciones se fueron debilitando paulatinamente porque el gobierno no las fi-
nanció, no las actualizó ni les dio continuidad. El Plan Nacional de Desarrollo 
2019-2024 ni siquiera mencionó el interés por cuestiones de gobierno digital; solo 
hizo hincapié en el internet gratuito inalámbrico en la vía pública (Gobierno de 
México, n.d.).  Esta carencia da por sentado una ausencia de un marco estratégi-
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co para la transformación digital, la cual dejó de ser vista como el motor para mo-
dernizar el Estado (El universal, 2019).

La política de austeridad republicana tuvo efectos directos sobre la gobernan-
za digital. Calderón Mercado, Coordinador de Estrategia Digital Nacional, afir-
mó que la nueva política de contratación tecnológica ascendía a $10,799 millones 
de pesos, un 26.7% menos de lo que se gastó en 2018. Más revelador que la reduc-
ción del presupuesto fue la crítica sobre la arquitectura de los sistemas heredados 
de las dos administraciones anteriores. Con ello, también se mostró que en esas 
dos administraciones pasadas los sistemas esenciales para la operación adminis-
trativa se encontraban en manos de terceros; es decir, en manos de infraestructu-
ra privada. Esta crítica al sexenio pasado no contenía un diagnóstico institucio-
nal correcto, porque no se propuso una estrategia coherente de soberanía digital. 
Precisamente porque la política de austeridad limitaba las inversiones necesarias 
para construir alternativas públicas. 

Como parte de estas estrategias, en 2018 se emitió el Proceso de Planeación de 
la Estrategia Digital Nacional y de la Política Tecnológica, el cual fue publicado 
en el Diario Oficial de la Federación hasta el 6 de septiembre de 2021 con el nombre 
de Estrategia Digital Nacional (EDN) 2021-2024. El Acuerdo que la expidió decla-
ró que la nueva Estrategia sería “de observancia obligatoria para las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal” (DOF, 2021), formulación 
que revela una lógica de mandato jerárquico descendente más que de coordina-
ción intergubernamental o co-creación ciudadana. En ese mismo año se presen-
tó el Programa Nacional de Gobierno Digital (PNGD) como una iniciativa para 
el desarrollo del Gobierno Digital en México. En este se establece un diagnósti-
co sobre los problemas heredados por gobiernos anteriores y, con ello, líneas de 
acción. Sin embargo, como se ha afirmado, no contaba con una medición de im-
pacto, ni siquiera con una evaluación del proceso (Ruíz, 2021).

Además, se suspendieron 14 encuestas del INEGI, entre ellas la ENDUITH 
y la ENAID, lo cual eliminó los instrumentos de medición que habrían permiti-
do evaluar la gobernanza digital durante el sexenio. Desde la perspectiva de IH 
es posible comprender que esta decisión produce un doble agotamiento. Por un 
lado, erosiona los sistemas de medición; por otro, elimina la evidencia que permi-
tiría identificar ese agotamiento. A todo esto, se suma un golpe fuerte debido a la 
desaparición del INAI como organismo autónomo para integrarlo a una secreta-
ría de gobierno, impulsado por la coalición entre la Presidencia y la mayoría legis-
lativa de Morena, frente a la resistencia de ex comisionados del IFT y organiza-
ciones de transparencia (Cruz Ramírez y Ostos Cruz, 2023).

Se podría considerar esta una capa centralista-soberanista, debido a que re-
presenta el quiebre estructural de lo que anteriormente se había construido. Esto 
se debe a que las decisiones políticas como el desplazamiento del IFT, la elimina-
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ción del INAI, la suspensión de las encuestas del INEGI y la ausencia de la go-
bernanza digital en el PND. Es centralista porque concentra el control en el Eje-
cutivo y soberanista porque enmarca esa centralización como recuperación de 
soberanía frente a “infraestructura en manos de terceros”.

Desde la perspectiva de Pierson, se podría afirmar que existe una alta comple-
jidad y opacidad, lo que dificulta el aprendizaje correctivo. Asimismo, el fenóme-
no impide la activación de mecanismos de competencia que permitan corregir las 
trayectorias ineficientes. Ello, desde Thelen, puede entenderse como un despla-
zamiento hacia atrás, porque se eliminó un contrapeso independiente de rendi-
ción de cuentas horizontal, todo para regresarlo al control del Poder Ejecutivo. El 
Open Budget Survey (International Budget Partnership, 2020) afirma que México ha 
publicado muy buenos documentos oficiales (82/100), pero obtiene una pésima 
calificación en la aplicación concreta para una generación de valor público por 
medio de la participación ciudadana efectiva (35/100). 

En el contexto de 2020, hubo una pandemia de COVID-19, la cual hizo po-
sible el intercambio de información en el sector salud con la población. De igual 
manera, se facilitaron servicios esenciales y estratégicos para el trabajo en línea. 
Es evidente que la pandemia aceleró la digitalización y con ello la interinstitucio-
nalidad, pues hubo una clara demanda por datos sobre contagios y sobre la ges-
tión administrativa (Fernández, 2020).

El elemento más relevante de esta capa no fue la política federal de austeri-
dad, sino las acciones que Claudia Sheinbaum realizó como jefa de gobierno de 
la Ciudad de México con la creación y consolidación de la Agencia Digital de In-
novación Pública (ADIP) desde diciembre de 2018. La ADIP constituye en térmi-
nos de IH un nodo de capacidades que operó durante el sexenio como laborato-
rio de un modelo alternativo de gobernanza digital, porque ha cumplido con la 
perspectiva de soberanía digital, con la aplicación de agilidad en los servicios y 
con un derecho tecnológico propio. 

Esta tiene cinco principios básicos: Acceso, Exigibilidad, Servicio, Autono-
mía y Austeridad. Estos se podrían articular como un paradigma transaccional 
dominante en la política federal. Bien se creó un sistema de identificación digital 
y autenticación llamado “Llave CDMX”, el cual es un sistema de identidad inte-
roperable vinculado al INE. En esta se valida la identidad de las personas a tra-
vés de mecanismos de autenticación con medios oficiales.

Lo que dejó ver el enfoque político del sexenio es lo que Pierson denomina-
ría una tasa de descuento alta, lo que implica que sus acciones se basan en inte-
reses con consecuencias a corto plazo, atentos a los ciclos electorales y no prevén 
los efectos a largo plazo. Esto se ve en el retraso de la publicación de la EDN y la 
carencia de metas técnicas prefiriendo áreas de alta visibilidad electoral y poster-
gando la política digital. 
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A diferencia del nivel federal, la ADIP logró lo que Pierson describe como 
efectos de aprendizaje, pues supo mantener un mismo liderazgo y equipo técnico, 
como ha sido a la fábrica de software, durante seis años. Esta institución acumu-
ló conocimiento especializado creando proyectos eficientes generando ahorros y 
agilización de trámites. Podría decirse que es un ciclo virtuoso donde el uso con-
tinuo de una arquitectura digital e interoperabilidad aumenta la utilidad con el 
tiempo. 

De igual manera, podría decirse que se crearon compromisos creíbles, por lo 
que los actores políticos a veces mejoran los resultados si crean acuerdos que pro-
longuen los horizontes temporales y no se vean afectados por presiones políticas 
inmediatas.  Es decir, el marco legal de la ADIP (Merino y Muñoz del Olmo, 2024) 
y su autonomía operativa han funcionado como mecanismos para blindar los 
intereses partidistas y electorales; permitiendo que la institución alcance un equi-
librio sólido y resistente al cambio.

2.6 Sexta capa (2024-2030)

La creación de la Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones 
(ATDT) se materializó mediante un decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 28 de noviembre de 2024, a través de la incorporación del Artículo 
42 Ter a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. Dicha creación 
es considerada considerado uno de los cambios institucionales más importantes 
desde la reforma constitucional de telecomunicaciones de 2013. La ATDT se es-
tablece como una dependencia del Poder Ejecutivo Federal con atribuciones para 
aplicar políticas de inclusión digital y gobierno digitales. Esta tiene el poder de im-
plementar el Modelo Integral de Atención Ciudadana y presidir el Consejo Na-
cional de Mejora Regulatoria (Gobierno de México, 2025).

El propio Artículo 42 Ter establece como primera atribución de la Agencia 
“formular y conducir las políticas de inclusión digital, gobierno digital” (DOF, 
2026, p. 70) de toda la Administración Pública Federal, concentrando en un solo 
actor estatal una función que en la capa anterior (2013-2018) estaba distribuida 
entre el IFT, la SCT y la SFP. Así, la creación de la Agencia puede comprender-
se, desde la perspectiva de Pierson, como una nueva coyuntura crítica que pue-
de desencadenar una dinámica de rendimientos crecientes. Precisamente porque, 
después de la ADIP, la Agencia adapta lo sucedido en CDMX aplicando el mis-
mo modelo a nivel federal, en la que se busca que la expectativa predecesora se 
cumpla, pero solo si no cae en el error de una autonomía constitucional o en una 
erosión de la rendición de cuentas, lo cual es complicado, pues su estructura polí-
tica misma permite la concentración centralizada del poder centralizada. 
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Ante esta perspectiva, es posible entender, en términos de Thelen, que la 
ATDT combina dos mecanismos de cambio institucional. Por un lado, el despla-
zamiento, porque el IFT, como organismo autónomo, fue reemplazado por una 
entidad subordinada al poder ejecutivo. Por otro lado, la conversión, porque las 
funciones de regulación de telecomunicaciones se reorientan bajo el mando di-
recto de la Presidencia. Este doble movimiento responde a una estrategia políti-
ca basada en una desconfianza estructural hacia los organismos autónomos, los 
cuales son considerados ajenos a las necesidades de la población. 

Ello se debe a que Sheinbaum heredó la administración de López Obrador, lo 
que implica un modelo de arquitectura institucional basada en la Cuarta Trans-
formación, que se presenta como un gobierno “progresista” en contra del para-
digma del neoliberalismo (Hernández et al., 2022).

Por lo cual, el gobierno actual desconfía de los organismos autónomos porque 
los ve como oficinas alejadas de las necesidades de la población mexicana. Desde 
este discurso, es necesario que la ATDT se rija como agencia, dando servicios di-
gitales a las demás instituciones y a los ciudadanos, pero manteniendo los ancla-
jes políticos desde una visión centralizadora. El argumento radica en que el Esta-
do sea digitalmente eficiente, dotado de un solo mando, el cual debe estar bajo el 
control del gobierno.

La sexta capa se puede considerar centralista-soberanista con continuidad y 
profundización de la anterior. La ATDT hereda y profundiza la misma lógica: 
desplazamiento del IFT, conversión de competencias regulatorias bajo mando 
presidencial directo y ausencia de autonomía constitucional. Pese a los logros de 
la ADIP y de la innovación en servicios públicos, en el fondo mantiene el mismo 
enfoque centralizador de la capa anterior, donde prevalece el paradigma de efi-
ciencia digital como proyecto de Estado. Este principio se ve implícito en el Re-
glamento Interior publicado el 24 de enero de 2025, que detalla una estructura 
orgánica compleja: la Coordinación Nacional de Transformación Digital (con 
direcciones de gobierno digital, simplificación administrativa, atención ciudada-
na y vinculación interinstitucional) y la Coordinación Nacional de Infraestruc-
tura Digital (con direcciones de ciberseguridad, infraestructura, políticas de tele-
comunicaciones y satelital). Estas dos áreas reproducen a nivel federal el modelo 
original de la ADIP.

2.6.1 Proyectos estratégicos: “Llave MX”, “Nube MX” y la “Fábrica de Software”

Los proyectos estratégicos del primer año de la ATDT —especialmente Llave 
MX, un sistema de identidad digital basado en CURP, número de celular y datos 
biométricos— que permiten evaluar si la Agencia ha logrado un nuevo paradig-
ma o si reproduce limitaciones estructurales heredadas. “Llave MX”, el proyecto 
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de mayor peso simbólico busca que para 2026 el 100% de los trámites se realicen 
mediante un único medio digital, lo que permitiría implementar un expediente 
digital consolidado y eliminar la carga administrativa para el ciudadano al evi-
tar la entrega recurrente de documentos. Los Lineamientos para la Implementa-
ción y Operación de “Llave MX” precisan que su objeto es “regular la implemen-
tación del mecanismo de autenticación de identidad” (DOF, 2025), formulación 
que enmarca el proyecto como un instrumento técnico de autenticación, sin que 
el texto normativo establezca explícitamente garantías de auditoría externa sobre 
el tratamiento de los datos biométricos recabados.

Sin embargo, existe una fuerte controversia sobre el diseño de “Llave MX”, 
en la que se critica el uso de los datos biométricos, debido a que el ciudadano no 
tiene el control sobre los datos brindados ni sobre la seguridad de estos. Se trata 
de una cuestión de desconfianza hacia el gobierno; además de la concentración 
de grandes volúmenes de datos importantes en una sola entidad gubernamental. 
La desconfianza también se debe a que no existe un órgano supervisor; ello se re-
laciona ineludiblemente con El capitalismo de la vigilancia de Zuboff (2019), lo que 
conlleva a una comparación con el modelo de control social chino, el cual bus-
ca aprovechar los datos personales para mejorar la conducta de los ciudadanos; 
en este modelo, las bases de datos se enlazan a las instituciones gubernamentales 
y a las empresas privadas.

Esta desconfianza se ve agravada por la ausencia de consentimiento infor-
mado genuino, pues el acceso a programas sociales depende condicionalmente 
del registro biométrico, convirtiendo el consentimiento en una elección forza-
da; a ello se añaden la falta de mecanismos independientes para auditar la segu-
ridad de la infraestructura y el hecho de que, aunque la ATDT reportó en enero 
de 2026 tener un área especializada de ciberseguridad tras un hackeo a institucio-
nes como el IMSS, el SAT y la filtración de datos biométricos de funcionarios (La 
Jornada, 2026), la credibilidad de esta respuesta es limitada.

Este diagnóstico no es exclusivo de México: el Digital Government Outlook 2026 
(OECD, 2026) encontró que solo el 52% de las personas en 30 países miembros 
confía en que su gobierno use sus datos personales para propósitos legítimos, 
concluyendo que el progreso en gobierno digital depende no solo de la tecnolo-
gía, sino de una gobernanza sólida, una fuerza laboral capacitada y de salvaguar-
das creíbles. La controversia sobre Llave MX —con la ausencia de un órgano su-
pervisor independiente y el consentimiento forzado aquí descrito— es, en este 
sentido, una manifestación local de un déficit de confianza que la propia OCDE 
identifica como el cuello de botella estructural del gobierno digital contemporá-
neo, y no una falla atribuible únicamente al diseño institucional mexicano.

Desde el IH, la ATDT es una paradoja estructural: intenta un cambio de para-
digma de tercer orden al redefinir el propósito del gobierno digital con soberanía 
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digital, capital humano y simplificación de trámites, pero arrastra limitaciones 
heredadas. La primera es su falta de autonomía constitucional: es una dependen-
cia desconcentrada del Ejecutivo, frágil y sujeta a la voluntad política del gobier-
no en turno, como su predecesora CEDN (eliminada por AMLO). La segunda 
es la carencia de rendición de cuentas horizontal, consecuencia de la absorción 
del INAI por la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno, concentrando en 
la ATDT toda la infraestructura digital sin un organismo autónomo que la audi-
te. La tercera es la tecnocratización del campo político: la soberanía digital opera 
como discurso legitimador basado en resultados, no en participación, sin recurrir 
a mecanismos deliberativos (Chica-Vélez y Salazar-Ortiz, 2020).

En este sentido, la ATDT no ha superado el modelo de Nueva Gestión Públi-
ca, que privilegia la eficiencia técnica sobre la gestión democrática, al no adoptar 
la Nueva Gobernanza Pública: la técnica subordina la ética, cuando debería ser-
vir a proyectos democráticamente legítimos (Twizeyimana y Andersson, 2019). 
Desde el IH, la sexta capa es un desplazamiento con sedimentación: desplaza a 
los organismos autónomos en materia de innovación digital, pero sedimenta re-
tóricas de gobierno abierto, participación y valor público. La fricción se opera 
entre actores: la Dirección de Inteligencia de Datos de la ATDT y el RENAPO 
compiten por los datos biométricos. Una posible solución sería la auditoría con 
blockchain para rastrear flujos documentales con trazabilidad e integridad, permi-
tiendo el monitoreo externo sin comprometer las bases de datos (Marian et al., 
2025), dotando de transparencia técnica a la dictaminación tecnológica ante la 
desaparición de organismos autónomos.

Tabla 1. Cambio en la gobernanza digital mexicana (1994-2030)

Fuente: elaboración propia a partir de Hall (1990), Mahoney y Thelen (2010), Pierson (2000), Pierson y Skocpol 
(2002), Streeck y Thelen (2005) y Thelen (2004), y de los datos documentales de cada sexenio. 

Periodo Lógica de gobernanza Mecanismo institucional (Pierson/Thelen) 

Primera capa  
(1994-2000) 

Liberal-tecnocrática Coyuntura crítica fundacional; estratificación inicial 

Segunda capa 
(2000-2006) 

Liberal-gerencial Efectos de aprendizaje y bloqueo (lock-in); 
estratificación/conversión parcial 

Tercera capa 
(2006-2012) 

Liberal-gerencial 
(sedimentada) 

Sedimentación sobre la capa de Fox; horizontes 
temporales cortos 

Cuarta capa 
(2013-2018) 

Liberal-gerencial + 
inyección democrática 

Desplazamiento parcial + sedimentación 

Quinta capa 
(2018-2024) 

Centralista-soberanista Agotamiento + desplazamiento 

Sexta capa 
(2024-2030) 

Centralista-soberanista 
(continuidad y 
profundización) 

Desplazamiento-con-sedimentación; nueva 
coyuntura crítica 
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La tabla permite comprender la gobernanza digital mexicana como un palimp-
sesto institucional: capas que se suman sin borrar lo escrito, carentes de estruc-
tura fija, que reflejan lógicas distintas en constante tensión con los intereses po-
líticos de cada sexenio. La lógica liberal-gerencial de “e-México” aún permanece 
activa en la cultura organizacional de las secretarías; el interés democrático de la 
EDN 2013 persiste en compromisos formales con los datos y el gobierno abier-
to que ningún gobierno ha derogado explícitamente; aunado a ello, la lógica cen-
tralista-soberanista de la 4T permanece, ahora más sofisticada y estructurada en 
la ATDT.

Desde la perspectiva del institucionalismo histórico, este palimpsesto puede 
comprenderse a partir de tres dinámicas. La primera implica la coexistencia de 
múltiples lógicas, reglas o estructuras dentro de un mismo sistema. Ello se com-
prende cuando se observa que el Estado mexicano no eliminó las estructuras li-
berales-gerenciales previas, sino que creó sobre ellas una nueva capa de sobera-
nía tecnológica. En términos de Thelen, es un redespliegue (redeploy) hacia fines 
políticos radicalmente distintos que reduce la capacidad del Estado para actuar 
de manera coherente frente a las necesidades de gobernanza (Streeck y Thelen, 
2005). 

La segunda dinámica es la captura diferencial del discurso: cada nueva capa 
toma prestado el lenguaje del paradigma anterior (eficiencia, participación, sobe-
ranía), pero sin cambios estructurales que ese lenguaje promete, generando una 
brecha entre la retórica y el acto institucional. La tercera es la vulnerabilidad del 
ciclo sexenal: cada capa depende de la voluntad política del sexenio en turno, lo 
que permite revertir avances con cada presidencia y limita los horizontes tempo-
rales, impidiendo el aprendizaje conjunto y la acumulación de capacidades a lar-
go plazo (Pierson y Skocpol, 2002).

El problema de fondo es que el sector digital en México no ha logrado evolu-
cionar porque la administración pública se mantiene atrapada en el viejo modelo 
de la Nueva Gestión Pública, el cual se enfoca en la eficiencia técnica y en consi-
derar los intereses de las personas como usuarios a los que se deben prestar ser-
vicios. Al no pasar a un modelo basado en valor público, es decir, en la Nueva 
Gobernanza Pública, no permite un cambio de paradigma (López-Santos, 2016). 
Esto se debe a que el diseño institucional se pone por encima de los criterios polí-
ticos de legitimidad democrática (ATDT, 2026). Porque el gobierno digital no solo 
requiere acceso a los derechos ni mera inversión en infraestructura digital, sino 
también una buena la calidad de gobernanza en la generación de valor público, 
entendido como la relación entre Estado y sociedad. 
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III. Posibilidades para un nuevo paradigma

3.1 Propuesta de un cambio de paradigma

Siguiendo a Hall, un cambio de paradigma de tercer orden en la gobernanza di-
gital mexicana no es un simple ajuste técnico, sino una transformación en la es-
trategia digital que modifica el propósito de la gobernanza digital nacional. Impli-
ca reorientar la eficiencia y la simplicidad de los servicios hacia la generación de 
valor público como bien colectivo. Por ello, el éxito no se mide por el número de 
proyectos de digitalización, sino por su contribución a la co-producción de resul-
tados que la población reconoce como valiosos y por su capacidad de fortalecer 
la relación Estado-sociedad.

Ahí radica la relevancia de analizar si la gobernanza digital avanza hacia la 
tercera condición del modelo alternativo de valor público, o si repite, con retórica 
de innovación pública, las mismas inercias organizativas de paradigmas anterio-
res. Es necesario transitar de la co-producción (limitada a la entrega de servicios) 
a la co-creación (permite abordar problemas sociales complejos). Esto implica que 
la verdadera innovación pública no son las tecnologías, sino la capacidad colecti-
va de resolución de problemas (Ansell y Torfing, 2021).

3.2. Co-creación (4-CO): innovación pública hecha con y desde la ciudadanía

La co-creación es la cuarta dimensión del marco de los 6-CO. Representa el mo-
mento en el que la ciudadanía se involucra directamente en la fase creativa para 
inventar soluciones o resolver problemas públicos. Este proceso es un intercam-
bio de ideas, herramientas y recursos para cualquier proceso social (Popęda y Ha-
dasik, 2024). Desde la gobernanza digital no se debe confundir la co-creación con 
la simple co-producción. Este última se enfoca en la mejora de los servicios que 
ya existen, mientras que la co-creación busca crear respuestas nuevas mediante la 
colaboración de distintos actores.  Ansell y Torfing (2021) afirman que la co-crea-
ción implica un proceso donde diversos actores públicos y privados colaboran, 
idealmente, en un plano de igualdad para identificar retos comunes y diseñar so-
luciones gubernamentales generadoras de valor público.

Para la ATDT, esta perspectiva puede tener un potencial muy importante en 
el proyecto de la “Fábrica de Software”, porque co-crear no significa simplemen-
te programar herramientas desde el gobierno, sino invitar a participar en el dise-
ño y desarrollo a los propios usuarios, programadores independientes, colectivos 
de tecnología y universidades públicas. Es necesario un modelo de co-creación de 
software público que integre propuestas ciudadanas con procesos de toma de de-
cisiones participativas.
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Aunque existe el Repositorio Nacional de Tecnología Pública, en el que se 
comparte de forma gratuita el código fuente de soluciones tecnológicas desarro-
lladas por los gobiernos, fomentando la soberanía digital (Indigo Staff, 2025), es 
necesario un decreto que obligue a las dependencias federales y locales a priorizar 
el uso de software libre y estándares abiertos en sus proyectos informáticos. Con 
ello, se establecería un proceso de transparencia sobre los recursos de infraestruc-
tura para fomentar la reutilización y mejora del código existente. Esto permitiría 
que los programas gubernamentales no dependan de la administración en cur-
so, sino de una comunidad colaborativa que asegure su permanencia y escalabi-
lidad (Sánchez, 2023).

3.3. Co-producción (5-CO): la ciudadanía como productora de servicios públicos digitales

La co-producción es la quinta dimensión del marco de los 6-CO. Es el momento 
en que la comunidad no solo propone ideas, sino que se involucra activamente 
en la creación de bienes y servicios que utiliza todos los días. Se trata de un pro-
ceso transparente donde realmente se cumple el fin último de las democracias, 
en el que los proyectos son tomados en cuenta, buscando las expectativas de to-
dos (Popęda y Hadasik, 2024). En el contexto de la gobernanza digital, esto im-
plica que el usuario, o ciudadano beneficiario de servicios digitales, se convierta 
en productores activos, en un entorno donde las estructuras tanto instituciona-
les como digitales les permitan aportar datos y conocimiento local, y con ello, re-
cursos para generar colectivamente valor público. 

Un ejemplo desde el lado técnico, relacionado con los datos, es el Programa 
Sectorial 2025-2030, a través de la Nube de Gobierno. Si esta infraestructura se 
construye bajo una lógica de datos abiertos, podría ser una herramienta para que 
la sociedad contribuya a producir conocimiento público. El blockchain puede ser 
un tipo de sistemas que permita que los ciudadanos mantengan el control de su 
información personal mientras la comparten para el beneficio de toda la comu-
nidad (Tangi et al., 2021).

Un ejemplo adicional es el Centro de Atención para el Bienestar (CABI). 
Aunque actualmente funciona como un número de atención 24/7 para reportar 
problemas, su verdadero potencial está en evolucionar de ser una herramienta 
reactiva —en el que el ciudadano avisa y el gobierno responde— a una de co-pro-
ducción activa. En este nuevo esquema, los usuarios podrían ayudar a identificar 
patrones de fallas, detectar problemas antes de que se vuelvan graves y proponer 
soluciones colectivas. Un caso de éxito muy relevante para la ATDT es el proyec-
to Ondol para la Esperanza en Seúl, estudiado por Lee-Geiller y Lee (2019). Este 
sistema conectó a instituciones públicas con organizaciones privadas para en-
contrar y ayudar a personas vulnerables. Esto se logró con una plataforma web 
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donde el gobierno y los vecinos actualizaban mapas comunitarios con informa-
ción reciente. Este ejemplo demuestra que cuando la co-producción digital se di-
seña bien, genera resultados reales ante las necesidades locales.

La circularidad del modelo 6-CO adquiere aquí su significado más profun-
do: cuando los bienes comunes no son un fin en sí mismo, sino el punto de parti-
da hacia una co-lectividad (1-CO) con una mayor capacidad de acción colectiva. 
Esto implica posibilidades para la ATDT para generar una mayor confianza en 
las instituciones de gobernanza digital y con ello mejores condiciones en los pro-
cesos de co-laboración, co-ordinación, co-creación y co-producción que caracte-
rizan el modelo de la NGP en su expresión de gobernanza más madura. Esta cir-
cularidad del modelo 6-CO implica mayor sostenibilidad superando la retórica 
gubernamental de transformación digital que sólo se mantiene en un sexenio de-
finido.

IV. Conclusiones

Este artículo ha presentado un argumento en seis partes: la gobernanza digital 
en México no es una sucesión lineal de innovación, sino un palimpsesto ins-
titucional de seis capas (1994-2030) con lógicas contradictorias acumuladas que 
condicionan los proyectos en turno. El institucionalismo histórico ha permitido 
identificar mecanismos de reproducción como lo son los rendimientos crecientes 
(paradigma transaccional), la sedimentación (instituciones sin articulación cohe-
rente), el agotamiento (desgaste de capacidades sin extinción formal) y el despla-
zamiento (sustitución de organismos autónomos por estructuras concentradas 
en el Ejecutivo).

El hallazgo central del análisis es que México ha experimentado cambios de 
primer y segundo orden en su gobernanza digital desde 2001, pero no ha logra-
do un cambio de paradigma de tercer orden en el sentido que le da Hall. El para-
digma de la eficiencia transaccional, el cual evalúa el gobierno digital en función 
de la digitalización de trámites y de sus servicios en línea¸ ha sido prioritario du-
rante seis administraciones distintas, lo que indica la retroalimentación que defi-
ne Pierson. Precisamente porque los actores que gestionan el modelo buscan per-
petuarlo a su conveniencia, evitando las inversiones a largo plazo y provocando 
opacidad en el campo político.

Esta trayectoria confirma la premisa ontológica del IH, según la cual las ins-
tituciones no son arreglos neutrales, sino el resultado de pugnas entre actores 
con capacidades desiguales. Los ganadores recurrentes de este proceso han sido 
las élites tecnocráticas del Ejecutivo federal y los proveedores tecnológicos pri-
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vados, cuyos contratos de infraestructura sobrevivieron intactos a cada cam-
bio de sexenio, aun cuando los órganos de coordinación (CIDGE, CEDN, IFT, 
INAI) fueron sucesivamente desplazados. Los actores sistemáticamente margina-
dos han sido los gobiernos subnacionales, las organizaciones de la sociedad civil 
y los órganos autónomos de supervisión, cuya capacidad de incidencia se ha vis-
to erosionada en cada capa sucesiva. Precisamente, la verdadera fricción que ha 
bloqueado el cambio de paradigma de tercer orden no se debe a la falta de más 
instrumentos técnicos, sino que necesita de actores que legitimen las necesidades 
propias para un enfoque de gobernanza digital basada en valor público.  

La ATDT, creada en noviembre de 2024, representa la coyuntura crítica más 
reciente. Su creación combina el desplazamiento —con la extinción del IFT 
como organismo autónomo— y la sedimentación —como la adopción de discur-
sos de soberanía digital, gobierno abierto y valor público sin alterar las jerarquías 
de metas—. Desde el IH, la Agencia aspira a un cambio de tercer orden al rede-
finir el propósito del gobierno digital, transitando de la eficiencia transaccional 
a la soberanía tecnológica y co-producción de valor público. Sin embargo, su di-
seño reproduce limitaciones estructurales que han impedido ese cambio en fases 
anteriores: falta de autonomía constitucional, dependencia de la voluntad políti-
ca del Ejecutivo en turno, y debilitamiento de la rendición de cuentas horizontal 
tras la absorción del INAI.

Ante el panorama de la transformación digital mexicana, el marco de los 
6-CO ofrece un criterio normativo para evaluar si la ATDT puede superar sus 
limitaciones. La evidencia sugiere que la Agencia necesita aplicar genuinamen-
te las dimensiones de co-creación y co-producción, las cuales permitirían gene-
rar valor público auténtico como bien colectivo reconocido por la ciudadanía. El 
riesgo del tokenismo digital —es decir, la implementación de mecanismos de par-
ticipación que no influyen realmente en las decisiones institucionales; es real y 
está documentado en experiencias internacionales comparables. Las implicacio-
nes para un cambio de paradigma para romper con la sedimentación institucio-
nal en este análisis pueden resumirse en recomendaciones:

1.	 Otorgar a la ATDT autonomía constitucional o, al menos, un mandato 
legal que abarque más de un sexenio y la proteja de la discontinuidad sexenal.

2.	 Restablecer o crear un organismo independiente con capacidad técnica y 
mandato constitucional para auditar la infraestructura de identidad digital y los 
datos biométricos de Llave MX. Con participación de actores hoy marginados 
del diseño institucional, como las organizaciones de transparencia y los gobier-
nos estatales que operan Llave MX en campo.

3.	 Diseñar mecanismos formales de co-creación en la Fábrica de Software 
que incorporen a universidades públicas, organizaciones civiles y programadores 
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independientes, con compromisos legales para que la institución responda a sus 
aportes.

4.	 Establecer metas cuantificables para reducir la brecha digital a nivel esta-
tal y municipal con incentivos presupuestales para los gobiernos subnacionales 
que las cumplan.

5.	 Cambiar el modelo de evaluación del gobierno digital: pasar de indica-
dores de cobertura y número de trámites digitalizados a métricas de valor público 
que incluyan participación efectiva, co-producción y redistribución.

El período 2024-2030 es una ventana de oportunidad excepcional para la go-
bernanza digital mexicana. La experiencia de la ADIP, el respaldo presidencial y 
la escala federal de la ATDT configuran condiciones inéditas. La pregunta es si 
esta ventana se aprovechará para un cambio de paradigma genuino hacia valor 
público, co-producción democrática y soberanía tecnológica como justicia socio-
tecnológica. De lo contrario, repetirá errores de ciclos anteriores. Desde el IH, las 
coyunturas críticas son apertura y cierre potencial; el resultado depende de acto-
res, estrategias e instituciones con criterio ético con toma de decisiones conside-
rando las necesidades de los mexicanos. Por esta razón se afirma que México no 
enfrenta un problema excepcional, sino una versión agudizada por la ausencia 
de autonomía constitucional y el debilitamiento sistemático de la rendición de 
cuentas horizontal de un reto que la OCDE (2026) reconoce como global: “la go-
bernanza digital ya no es infraestructura, sino instituciones, capacidades y con-
fianza”.
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La desaparición de personas en México suele analizarse a partir de 
eventos específicos, cifras acumuladas o registros oficiales. Sin em-
bargo, parte de sus efectos se configura en procesos institucionales 
que dificultan la reconstrucción de trayectorias, la verificabilidad 
de los procedimientos y la comprensión de los casos. Con base en 
diversas fuentes documentales (2015-2025), este trabajo examina 
algunas de las condiciones bajo las cuales la desaparición es 
procesada institucionalmente. A partir del concepto de bionecro-
gestión y de un modelo analítico quíntuple, se analizan los casos 
de Ayotzinapa, Teuchitlán, la crisis forense, los desplazamientos 
internos y la restitución digna negada. Los hallazgos permiten 
identificar escenarios caracterizados por registros fragmentados, 
opacidad administrativa, dificultades de reconstrucción y dispu-
tas en torno a la validación de los hechos. Más que divergencias 
exclusivamente interpretativas, estas disputas remiten a condicio-
nes diferenciadas de acceso, circulación y reconocimiento de la 
información. En este contexto, la incertidumbre aparece menos 
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I. Introducción

como una consecuencia residual de la desaparición que como 
una condición asociada a las formas institucionales mediante las 
cuales se la gestiona.
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desaparición de personas; bionecrogestión; gubernamentalidad

Abstract:

Disappearances in Mexico are commonly analyzed through spe-
cific events, cumulative figures, or official records. Yet part of their 
effects takes shape through institutional processes that hinder 
the reconstruction of trajectories, the verifiability of procedures, 
and the intelligibility of cases. Drawing on diverse documentary 
sources (2015-2025), this article examines some of the conditions 
under which disappearance is processed institutionally. Using 
the concept of bionecromanagement and a five-dimensional 
analytical model, it analyzes the cases of Ayotzinapa, Teuchitlán, 
the forensic crisis, internal displacement, and denied dignified 
restitution. The findings identify scenarios characterized by 
fragmented records, administrative opacity, difficulties in recons-
tructing events, and disputes surrounding the validation of facts. 
Rather than reflecting purely interpretive disagreements, these 
disputes point to differentiated conditions of access to, circulation 
of, and recognition of information. In this context, uncertainty 
appears less as a residual consequence of disappearance than as a 
condition associated with the institutional forms through which 
it is managed.

Son el monumento
al estrago que fue y será mañana.

“El lugar de la duda”, José Emilio Pacheco.

Inquietante resuena la palabra de José Emilio Pacheco cuando se la confronta 
con el presente mexicano. Algo en esos versos remueve sedimentos que parecían 
asentados: hablan del desastre consumado, pero también de aquello que perma-
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nece abierto y resiste toda clausura. En esa tensión se inscribe la experiencia con-
temporánea de la tragedia nacional de la desaparición de personas.

La proliferación de las desapariciones constituye una categoría cada vez más 
difícil de delimitar1. Las magnitudes alcanzadas por el fenómeno —más de 125 
mil personas desaparecidas y más de 72 mil cuerpos sin identificar— exceden 
su mera dimensión cuantitativa (Red Lupa, 2025; Tzuc y Sánchez, 2024). Este 
trabajo propone una aproximación de carácter analítico orientada a desplazar 
la mirada del recuento hacia la indagación de las prácticas institucionales que 
organizan su gestión.

Un filo problemático se perfila al contrastar. En el periodo 2015-2025 se regis-
tra un crecimiento sostenido de los casos —más de 110 mil nuevos registros en 
ese lapso (México Evalúa, 2026)—, paralelo a la limitada capacidad institucional 
para producir resoluciones verificables. El proceder institucional no se detiene, 
los trámites continúan, pero no se traducen en desenlaces concluyentes.

Tipificar este comportamiento desde una lógica única resulta problemático. 
La noción de “régimen de desaparición generalizada”, señalada en octubre de 
2025 por el Comité contra la Desaparición Forzada de la ONU, evidencia la 
confrontación narrativa en torno a su interpretación y abre preguntas sobre el 
alcance real de las responsabilidades institucionales. Ante la acción desenfrena-
da de grupos criminales, como elemento central de comprensión del fenómeno, 
¿existen elementos suficientes que sugieran, además, la participación simultánea 
de omisiones institucionales, modalidades de tolerancia burocrática y mecanis-
mos de encubrimiento?

La cuestión no es nueva, lo que ha cambiado es su espesor. Hoy estamos 
obligados a indagar las circunstancias bajo las cuales la desaparición se sostiene 
en el tiempo más allá del evento inicial. El trabajo asume esa interrogación como 
punto de partida.

El recorrido que se sigue aquí no busca establecer explicaciones causales 
exhaustivas. Se plantea, más bien, como un ensayo analítico centrado en prác-
ticas institucionales —heterogéneas, desiguales, a veces contradictorias— que 
producen incertidumbre y dificultan la verificabilidad. Diversos estudios han 
documentado inconsistencias sistemáticas en los registros —reclasificación de 
casos, bases de datos y cifras no comparables (Navarrete, 2025; Amnistía Interna-
cional, 2025)—, que sugieren una disparidad organizacional sostenida. Más que 
fallas aisladas, apuntan a dinámicas difíciles de articular en un mismo encuadre 
interpretativo.

1 El término desaparición se utiliza aquí en sentido amplio, sin desconocer la diversidad de sus 
modalidades —forzada, cometida por particulares o vinculada a otros delitos— ni su complejidad 
histórica y política (Calveiro, 1998, 2021; Gatti, 2008, 2022; Reguillo, 2021; González Villarreal, 
2012, 2022; Jaramillo & Retama, 2020).
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En ese punto se sitúa la propuesta central: el hecho inicial de la desaparición 
da paso a una trama administrativa y procedimental que modifica las condicio-
nes bajo las cuales puede reconstruirse y verificarse lo ocurrido. Para abordar este 
proceso, se propone la noción de bionecrogestión como una herramienta analítica 
que permite explorar cómo la administración de la incertidumbre puede esta-
bilizar determinados modos de operación institucional —registros, expedientes, 
búsquedas— sin conducir necesariamente a la resolución (Calveiro, 2021b; 
Reguillo, 2021).

El recorrido se apoya en una perspectiva genealógico‑crítica, atendiendo a 
los regímenes de veridicción2 que arreglan prácticas, registros y dispositivos de 
validación institucional (Foucault, 2007). Con este propósito, se introduce un es-
quema analítico que distingue distintas dimensiones en las que la desaparición se 
refracta —física, administrativa, simbólica, territorial y epistémico-vital— como 
guía de reflexión a lo largo del texto.

El esquema no pretende cerrar el problema. Más bien torna discernible el 
recorrido desde su indeterminación, asumiendo que los límites de la desaparición 
forman parte de la dificultad misma que se intenta comprender.

II. Coordenadas teóricas

En la búsqueda de un ser querido desaparecido, pasar algunas horas en una ofi-
cina del Ministerio Público suele ser suficiente para advertir un desplazamiento 
que poco asoma en los análisis más abstractos. La carpeta existe, tiene número e 
incluso trayectoria; el plan de búsqueda, en cambio, permanece difuso: se men-
ciona, se sugiere, pero rara vez se explicita con claridad. Oficios, fechas impreci-
sas y firmas pendientes se acumulan, estiran el tiempo y, con él, el desamparo.

Estas escenas no remiten únicamente a fallas administrativas. Sugieren más 
bien un desplazamiento: la gestión organiza la espera. Una espera que deja de 
ser un efecto colateral y adquiere la forma de una suspensión institucionalmente 
producida (Gatti, 2011). Observar esta trama exige afinar el punto de mirada: 
el evento resulta insuficiente si no se atiende aquello que lo prolonga. En ese 
desplazamiento, ciertas trayectorias institucionales adquieren una continuidad 
parcial, aunque no plenamente coherente.

2 Para Foucault un régimen de veridicción “no es una ley determinada de la verdad, Isino] el 
conjunto de las reglas que permiten, con respecto a un discurso dado, establecer cuáles son los 
enunciados que podrán caracterizarse en él como verdaderos o falsos” (2007, p. 53).
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El comportamiento observado dista de ser lineal. Como señalan Foucault 
(2007) y Deleuze (1996), las lógicas contemporáneas de poder operan como 
modulaciones. Para el caso que nos ocupa, estas modulaciones se expresan en 
tiempos administrativos discontinuos, decisiones fragmentadas, procedimientos 
que avanzan y se interrumpen. 

Atender únicamente hechos discretos resulta insuficiente. Las evidencias do-
cumentadas sugieren algo más: la posibilidad de una maquinaria3, una lógica de 
gestión que vuelve gobernable la interrupción, sin necesidad de una coherencia 
plena.

2.1 Gubernamentalidad, biopolítica y necropolítica

Las nociones de gubernamentalidad, biopolítica y necropolítica nos ayudan a situar 
el problema desde una trama más amplia.

La gubernamentalidad como marco nocional nos permite pensar dicho pro-
blema a modo de un conjunto de prácticas orientadas a regular la conducta y 
ordenar lo posible en la vida social, que en una de las acepciones propuestas por 
Foucault, trata del “conjunto constituido por las instituciones, los procedimien-
tos, análisis y reflexiones, los cálculos y las tácticas que permiten ejercer esa forma 
bien específica, aunque muy compleja, de poder que tiene por blanco principal 
la población, por forma mayor de saber la economía política y por instrumento 
técnico esencial los dispositivos de seguridad” (Foucault, 2006, p. 136). En este 
sentido, remite a una racionalidad que opera de manera sostenida, incluso sin 
hacerse explícita.

De esta perspectiva se deriva la biopolítica, centrada en la gestión de la vida 
(Foucault, 2009; Esposito, 2006). Sin embargo, en contextos de violencia prolon-
gada, la distinción entre “hacer vivir” y “dejar morir” pierde nitidez y muestra 
sus límites analíticos. La noción de necropolítica (Mbembe, 2011) introduce la 
administración diferencial de la muerte como clave interpretativa, aunque no 
todas las dinámicas observadas se ajustan plenamente a esta lógica.

Calveiro (2012) y Reguillo (2021) advierten que estas racionalidades no operan 
de forma pura. En contextos de violencia extendida, se entrelazan, produciendo 
distribuciones en las que la eliminación de cuerpos coexiste con la reorganización 
de territorios y vínculos sociales. Esto es clave: más allá de la excepcionalidad del 
momento, las modalidades de la violencia pueden aparecer en prácticas institu-
cionales cotidianas o en formas reguladas y persistentes4.

3 Máquina en sentido analítico, como articulación de relaciones entre prácticas, dispositivos y 
sujetos (Deleuze y Guattari, 2004; Agamben, 2009; Reguillo, 2021).
4 En contextos posautoritarios, el ejercicio del poder puede prolongarse mediante modalidades 
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Esto introduce una dificultad: si las dinámicas de poder son heterogéneas, 
también lo son sus efectos. Prácticas de preservación de la vida pueden coexistir 
con dinámicas que la vuelven precaria (Castro‑Gómez, 2010). Cabe suponer que, 
al actuar sobre las condiciones de vida de los individuos, estas dinámicas confi-
guran entornos en los que ciertas trayectorias se constituyen más probables que 
otras. En marcos neoliberales, esta configuración oscila entre producción de vida 
y abandono (Lluch, 2021). Gestionar puede implicar sostener procesos abiertos, 
donde la indeterminación se integra al funcionamiento institucional.

El intervalo entre la desaparición y su resolución queda dispuesto como un 
espacio de intervención institucional, más que como un simple tránsito temporal.

2.2 El vacío

Considerar la noción de vacío requiere cautela. Es más que una ausencia, es una 
realidad resultante de los efectos institucionales mediante los cuales hechos de-
jan de ser visibles o plenamente reconocibles (Foucault, 2002; Robledo, 2012). El 
vacío se produce en prácticas que delimitan umbrales de visibilidad. No opera de 
forma aislada, sino en relación con otras dinámicas institucionales que configu-
ran, como sugiere Gatti (2019), presencias desplazadas.

La noción de bionecrogestión permite integrar esta observación. Remite a 
mecanismos de administración prolongada en registros institucionales donde la 
vida y muerte dejan de operar como polos opuestos y se ordenan como estados 
modulados dentro de una misma racionalidad. Opera como lógica de gestión en 
condiciones de indeterminación (Calveiro, 2012). Una expresión clara de ello la 
muestra el archivo que, más que conservar información, organiza la temporalidad 
del proceso, acumulando registros y activando expectativas de restitución efecti-
va que no siempre se cumplen; una manera de ejercer poder sobre el porvenir.  
De modo similar, Derrida (1997) vincula al archivo con la regulación de lo recor-
dable: una lógica temporal que organiza memoria y porvenir.

En este espesor, la violencia también puede desplegarse mediante procedi-
mientos administrativos (Fassin, 2013). El vacío se vuelve así una categoría para 
observar cómo ciertas ausencias se producen y se sostienen institucionalmente, 
para interrogar en qué condiciones el conocimiento sobre ellas se vuelve parcial, 
inestable o difícilmente verificable. 

El vacío no implica una carencia absoluta de información, sino la emergencia 
de entornos en los que la evidencia disponible resulta insuficiente para sostener 
procesos de validación sólidos sobre los hechos y sus trayectorias.

dosificadas de violencia o políticas reguladoras (Calveiro, 2012).
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2.3 Sujetos intersticiales

En los espacios institucionales de búsqueda, la espera adquiere una dinámica co-
dificada: procedimientos de consulta, respuestas abiertas, gestiones en curso o 
pendientes aún, indicaciones de “volver después”. En medio de esas “grietas” del 
proceso institucional, lo que parece demora se lee también como un umbral. 

En esos intersticios se sitúan los sujetos intersticiales: formas de existencia 
que no encajan plenamente en las categorías institucionales, situadas entre la 
presencia y la ausencia. Esta noción advierte de configuraciones donde cuerpos 
no identificados y búsquedas inconclusas comparten una misma condición 
de indeterminación. Esta consideración  alcanza también a los familiares que 
buscan, que se les promete resolución sin garantía de cierre (Gatti, 2022). Lo que 
brota aquí es una coexistencia no resuelta entre vida y muerte, que la gestión 
institucional no elimina, sino que organiza temporalmente.

En conjunto, estas nociones orientan nuestra mirada hacia los procesos que 
sostienen la desaparición en el tiempo, ofreciendo un trazo analítico para obser-
var sus distribuciones sin asumir una lógica única.

III. Metodología

El trabajo se inscribe en un enfoque genealógico-crítico orientado a explorar 
cómo ciertas prácticas institucionales sostienen en el tiempo la desaparición. Más 
que un diseño cerrado, el análisis se fue alineando a partir del seguimiento de tra-
yectorias institucionales, donde el evento inicial cede lugar a su procesamiento 
administrativo. Este desplazamiento implica trabajar menos con casos aislados y 
más con recorridos: tránsitos entre documentos, decisiones y omisiones que ha-
cen inteligible cómo el proceso se mantiene en el tiempo. 

Con ese criterio, utilizamos la “secuencia institucional” como unidad de análi-
sis. Se considera que existe cuando es posible identificar al menos tres momentos 
articulados: documentales, procedimentales o administrativos, a partir de los 
cuales un caso transita sin alcanzar resolución completa. La evidencia disponible 
presenta limitaciones importantes como fragmentación, discontinuidades y 
vacíos de información. Por ello, las trayectorias reconstruidas deben leerse como 
aproximaciones indicativas.

El corpus se construyó mediante el cruce de expedientes públicos, reportes 
oficiales, informes especializados y experiencias de campo documentadas por 
actores con presencia in situ. El interés se centró en rastrear el paso del hecho 
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violento a su procesamiento institucional permitiendo apreciar cómo ciertas 
prácticas estabilizan estados de suspensión.

El periodo analizado (2015 a 2025) se ubica en una temporalidad marcada por 
dos sucesos clave: la formalización legal del campo de la búsqueda —Ley General 
de Desaparición (2017) y Protocolo Homologado de Búsqueda (2020)— y el de-
terioro sostenido del registro forense. En la práctica, su coexistencia tensiona la 
relación entre lo legal y lo operativo5. 

La revisión de fuentes oficiales y reportes de organismos internacionales, 
entre los que se incluyen la Comisión Nacional de Búsqueda, Registro Nacional 
de Personas Desaparecidas y No Localizadas RNPDNO, ONU‑DH y CIDH, 
resulta clave para comprender la estructura institucional, aunque limitadas para 
reconstruir con precisión las trayectorias de los casos. A ello se suman estudios 
especializados sobre Protocolo Homologado de Búsqueda (Mata et al., 2023; 
Montaño‑Borboa y Arriaga‑Ávalos, 2024; Ávalos, 2024; López et al., 2024; Zapa-
ta‑N et al., 2024), los cuales aportan herramientas analíticas relevantes, aunque 
con dificultades para comparaciones longitudinales consistentes.

Las fuentes ciudadanas, como los informes de la Red Lupa (2025) son una 
buena aproximación a la implementación concreta y documentan brechas entre 
norma y práctica; no obstante, esa misma cercanía implica sesgos derivados de 
visibilidades desiguales. La literatura crítica y el periodismo de investigación  
—incluyendo trabajos de Calveiro, Gatti, Reguillo y Mbembe, así como repor-
tajes especializados sobre crisis forense— complementan el panorama al propor-
cionar registros situados que no siempre aparecen en los documentos oficiales.

La lectura se organizó en tres niveles: un momento descriptivo documental, 
orientado a mapear tensiones; un nivel analítico conceptual, centrado en discon-
tinuidades; y un enfoque genealógico-crítico, dirigido a identificar condiciones de 
posibilidad. A partir de este recorrido se configuró el modelo quíntuple como un 
dispositivo analítico de segundo orden6, no derivado directamente de los datos, 
sino construido como guía para observar distintas trayectorias de la desaparición.

5 En resonancia con Reguillo (2021), las temporalidades funcionan como hitos de reinscripción 
institucional de la violencia. Eventos documentados a inicios de 2026 sugieren la continuidad 
—e incluso intensificación— de estas dinámicas (Comité contra la Desaparición Forzada de la 
ONU, 2026; Noticias ONU, 2026; El País, 2026).
6 Apoyados en Luhmann, asumimos la noción de segundo orden bajo la consideración de que 
ciertas formas de observación no se conforman con los hechos como datos inmediatos, sino que 
develan las operaciones que producen su sentido (Luhmann, 1996). Por ello planteamos que el 
modelo no se limita solo a observar actos de violencia, sino que busca examinar los dispositivos 
institucionales que los hacen inteligibles. En términos foucaultianos, ello supone atender ciertas 
racionalidades de gobierno que permiten la regulación de las conductas (Foucault, 2006; 2007). 
En una línea cercana, Calveiro (2021) va a enfatizar como el ejercicio del poder contemporáneo 
rebasa la lógica exclusivamente represiva para apoyarse en mecanismos de gestión y administra-
ción.
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Se seleccionaron cinco casos (2015-2025) atendiendo a su diversidad, dis-
ponibilidad de información en distintas fuentes y relevancia pública, con fines 
analíticos más que representativos. Este esquema no busca producir generaliza-
ciones estadísticas, sino ofrecer una primera aproximación a las proporciones 
diferenciadas del fenómeno de la desaparición desde su gestión institucional.

El diseño presenta límites evidentes: la mayor visibilidad de ciertos casos in-
troduce sesgos. Esta condición no se corrige, sino que se asume como parte de las 
propias circunstancias de producción del conocimiento que el trabajo examina.

IV. Del protocolo al vacío

La apreciación de este proceso encuentra un punto de anclaje en el Protocolo 
Homologado de Búsqueda (PHB). Diseñado para articular la acción institucional 
frente a la desaparición, su implementación deja ver desfases persistentes entre la 
claridad normativa y la irregularidad de su despliegue.

En la práctica, el dispositivo que debía acelerar la respuesta estatal puede 
derivar en mecanismos de aplazamiento. Los procedimientos se activan, pero 
no necesariamente se sostienen: se abren rutas que no se consolidan, mientras 
el cierre se disloca. En este sentido, el PHB no solo coordina acciones, empieza 
a adquirir otra función, más ambigua, vinculada a la organización de tiempos 
y expectativas. Como señala Calveiro (2021), la gestión diferida de la violencia 
reorganiza la experiencia de la espera.

Esta lectura no implica que el protocolo haya sido diseñado para producir 
suspensión, sino que ciertas formas de implementación favorecen dinámicas de 
dilación y fragmentación. 

4.1 El protocolo

Emitido en 2020, el Protocolo Homologado de Búsqueda (PHB) busca ordenar 
la respuesta estatal ante la desaparición, mediante cuatro fases. La primera es la 
de búsqueda inmediata, es decir, una respuesta en las primeras 72 horas que in-
cluye mecanismos de coordinación interinstitucional (Segob, 2020), aunque es-
tudios recientes señalan limitaciones en su implementación (Quinto‑Sánchez y 
Huerta‑Pacheco, 2023). La segunda fase es la individualizada y se refiere a planes 
de búsqueda individualizados, que con frecuencia resultan incompletos o inexis-
tentes (PHB, 2020; Red Lupa, 2025). La tercera etapa es la generalizada y por pa-
trones, donde se rastrean regularidades desde las bases de datos; aunque, en la 
práctica, los registros permanecen fragmentados (PHB, 2020; Zapata et al., 2024). 
El cuarto momento es el forense, cuando se realiza la identificación de las perso-
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nas fallecidas; no obstante, más de 72 mil cuerpos permanecen sin ser identifica-
dos (Tzuc y Sánchez, 2024). En el plano normativo, la secuencia parece formal-
mente coherente.

En el diseño, la ruta es clara: activación temprana, coordinación institucio-
nal y progresión hacia identificación forense (Segob, 2020). Sin embargo, su 
implementación presenta fisuras. Desde las primeras fases se registran planes 
incompletos o inexistentes, bases de datos fragmentadas y un rezago forense 
significativo, con más de 72 mil cuerpos sin identificar (Quinto‑Sánchez y Huer-
ta‑Pacheco, 2023; Red Lupa, 2025; Zapata‑N et al., 2024; Tzuc y Sánchez, 2024). 
Esto dificulta reconstruir la secuencia efectiva de actuación: hacia 2025, muchas 
comisiones estatales ni siquiera publicaban sus planes de búsqueda (Red Lupa, 
2025); ello representa un obstáculo para reconstruir cómo —y si— en la práctica 
se articulan las distintas fases.

En este tránsito, la falta de trazabilidad y la opacidad en el avance de los casos 
muestran que el PHB más allá de su función primigenia, inscribe a la persona des-
aparecida como caso administrativo sujeto a gestión institucional (Gatti, 2011). 
En este proceso, la información se acumula sin garantizar resultados verificables, 
lo que torna opaco el seguimiento.

4.2 Interrupciones

La continuidad prevista por el PHB rara vez se presenta de forma íntegra. Los 
procedimientos tienden a iniciar, pero no garantizan su desarrollo sostenido. En 
distintos contextos, la injerencia de las agencias responsables se caracteriza por 
su interrupción en el flujo operativo antes de alcanzar fases críticas, sin que resul-
te claro por qué.

Estas interrupciones responden a causas diversas, sean operativas, organiza-
cionales o recurrentes, que, más allá de su heterogeneidad, comienzan a perfilar 
patrones estructurales. Entre ellas, los registros con información parcial no solo 
dificultan reconstruir con precisión la trayectoria de los casos, sino que erosionan 
la posibilidad misma de una trazabilidad institucional verificable. Por ejemplo, 
en Reynosa, Tamaulipas, durante 2023 más de mil 200 personas fallecidas sin 
identificar fueron registradas, pero solo 317 fueron actualizadas en el RNPDNO, 
sin especificar la fase correspondiente del PHB (Mata, Orozco y Villarreal, 2023; 
Ávalos, 2024).

En este contexto, el almacenamiento progresivo de información no garantiza 
inteligibilidad: los expedientes existen, pero su articulación resulta fragmentaria, 
dificultando reconstruir con claridad la trayectoria de los casos. Más que una 
mera discontinuidad en la gestión, lo que emergen son zonas oscuras en el hilo 
procesual, donde la información circula sin estabilizar una trayectoria institu-
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cional inteligible. Este desplazamiento resulta clave: el problema deja de situarse 
únicamente en el seguimiento de los casos y se desplaza hacia las condiciones 
bajo las cuales sus recorridos pueden ser reconstruidos y evaluados.

En contextos urbanos, los datos privilegian resultados —como tasas de 
localización— sin permitir rastrear los procesos que los produjeron. Sobre la des-
aparición de adolescentes en la Ciudad de México (2021-2024) se ha reportado 
una tasa de localización del 64 %, sin precisar la oportunidad y pertinencia de 
la búsqueda, pues el dato tiende a concentrar más la atención en el resultado y 
menos en el proceso (López et al., 2023). A nivel nacional, registros fragmentados 
y cortes no comparables dificultan el seguimiento longitudinal y la articulación 
entre niveles de gobierno (Zapata‑N et al., 2024).

La documentación ciudadana revela estas brechas. Registra discontinuidades, 
ausencia de indicadores y escasa información sobre acciones realizadas, lo que 
limita la trazabilidad (Red Lupa, 2025). 

Registros incompletos, espacios de resguardo improvisados y cadenas de cus-
todia fragmentadas remiten a lo que Gatti (2020) describe como vidas en suspen-
sión. La fase forense concentra estas dinámicas: con más de 72 mil cuerpos sin 
identificar, la restitución se convierte en un espacio de acumulación más que de 
cierre (Tzuc y Sánchez, 2024).  La identificación es diferida: los cuerpos ingresan 
a circuitos institucionales donde permanecen en una condición de indetermina-
ción forense, sin avanzar en su identificación o a una resolución temporalmente 
definida.

En conjunto, el PHB aparece menos como una secuencia lineal y más como 
un conjunto de procedimientos que se activan y se interrumpen.

4.3 El vacío

Las interrupciones producen formas de ausencia que no siempre conducen 
al reconocimiento: registros abiertos, hallazgos sin restitución o documentación 
sin inscripción pública. En estados como Sonora o Veracruz, los dictámenes 
forenses pueden extenderse más de 18 meses (Red Lupa, 2025; 2025c) normali-
zando la demora. La expansión del archivo no solo organiza la información, sino 
también la materialidad de los restos, prolongando su permanencia en estados 
intermedios, como diferimiento estructural en el que la resolución se posterga sin 
desaparecer del horizonte institucional.

Archivar no solo implica registrar, sino diferir, acumulando procesos sin 
resolución.  Aquí la advertencia de Reguillo (2021) es crítica: en contextos de 
marcada violencia la suspensión deja de ser un efecto colateral para convertirse 
en una forma del funcionamiento institucional. El problema se desplaza hacia 
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las condiciones bajo las cuales circula el conocimiento, donde los procedimientos 
resultan parcialmente verificables. 

Esta parcialidad no responde únicamente a la ausencia de información, sino 
a su configuración fragmentaria, a su circulación restringida y a su limitada 
articulación entre instancias. Más expedientes no garantizan inteligibilidad: los 
datos existen, pero continúan ofreciendo capacidades limitadas para reconstruir 
los hechos y los procesos involucrados. 

El siguiente esquema sintetiza estas regularidades.

Tabla 1. Suspensiones en el Protocolo Homologado de Búsqueda (PHB) 

 

Fuente: elaboración propia con base en PHB (2020), Red Lupa (2025), Mata et al. (2023), Zapata-N et al., (2024), 
Quinto-Sánchez y Huerta-Pacheco (2023); Tzuc, E. y Sánchez, M. (2024).

La lectura conjunta da lugar a la formulación de una hipótesis: la persistencia de 
incertidumbre, junto con formas fragmentadas de seguimiento, contribuye a dis-
persar la producción de verdad y dificulta reconstruir trayectorias continuas. 

Esta dinámica no se opone al protocolo, sino que lo atraviesa en su implemen-
tación cotidiana. Como sugiere Segato (2018), ciertas racionalidades de poder 
operan precisamente mediante su normalización en la práctica. Gatti (2022) 
destaca la persistencia en condiciones de no cierre. Ello remite a disposiciones de 
verificabilidad limitada, donde la información disponible dificulta la estabiliza-
ción de criterios compartidos para reconstruir y evaluar los procesos de búsqueda 
e identificación.

En conjunto, el PHB forma parte de configuraciones institucionales que con-
dicionan la obtención, circulación y validación de información sobre la desapa-
rición, abriendo el paso al modelo analítico desarrollado en la sección siguiente.

FASE DEL PHB 
OBJETIVO 

NORMATIVO 
INTERRUPCIÓN EN LA 

PRÁCTICA 
SUSPENSIÓN OBSERVABLE  

i. Búsqueda 
inmediata 

Localizar en las 
primeras 72 h 

Apertura de carpetas 
sin activación formal 
efectiva ni métricas 
comparables. 

Incertidumbre temporal: la 
demora inicial diluye la 
urgencia y normaliza la 
espera. 

ii. Búsqueda 
individualizada 

Responder al 
caso concreto con 
plan de acción 
específico 

Los planes no se 
publican o carecen de 
trazabilidad. 

Simulación operativa: 
existencia formal de 
acciones sin ejecución 
verificable. 

iii. Búsqueda 
generalizada 

Identificar 
patrones 
regionales y 
contextuales 

Datos fragmentados y 
registros sin 
articulación nacional 
verificable. 

Invisibilidad estructurada: la 
dispersión impide ver el 
fenómeno como totalidad. 

iv. Búsqueda 
forense 

Identificar restos 
y garantizar 
restitución digna 

Más de 72 mil cuerpos 
permanecen sin 
identificar ni restituir. 

Ausencia gestionada: los 
cuerpos no se olvidan, se 
administran como archivo. 

 

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29, enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0

José de Jesús Ramírez Macias



229

V. El modelo quíntuple

Llegados a este punto, pensar la ausencia como un estado pasivo resulta insufi-
ciente. Aparece más bien como un conjunto de operaciones que reorganizan la 
experiencia social tras la ruptura. En México, esta reorganización se expresa con 
crudeza en escenas que no siempre encajan entre sí: archivos incompletos, trái-
leres forenses saturados, rituales interrumpidos. Entre ellas se instala un silencio 
que comienza a formar parte de las propias lógicas de gestión. 

La desaparición no se despliega en un único plano. Sus efectos atraviesan 
distintos niveles que pueden superponerse o entrar en tensión. El carácter de este 
fenómeno reside en que difícilmente se articula en una secuencia ordenada. El 
modelo propuesto funciona como un dispositivo analítico orientado a seguir es-
tas dinámicas, permitiendo observar sus articulaciones sin asumir una secuencia 
única ni estable.

5.1 Antecedentes

Una de las claves del fenómeno es que no se agota en la ausencia física, sino que 
se reconfigura a través de procesos institucionales y discursivos. El reto, en buena 
parte de la literatura crítica, ha sido evitar lecturas que la reduzcan a un proble-
ma estrictamente represivo o policial. Diversos trabajos han abordado esta com-
plejidad desde perspectivas múltiples, destacando la coexistencia de dimensiones 
físicas, administrativas y simbólicas. Robledo (2012) examina la indeterminación 
como una situación estructurada; Franco‑Migues (2019) propone distinguir di-
mensiones múltiples —física, jurídico‑administrativa, social‑simbólica y mediáti-
ca—, un enfoque especialmente pertinente para nuestro análisis.

Sobre esta discusión, la presente investigación propone la noción de refracción 
necrogubernamental para seguir la prolongación institucional de la desaparición. 
Mientras las aproximaciones revisadas han destacado sus dimensiones físicas, 
administrativas, simbólicas y mediáticas, este trabajo incorpora una dimensión 
epistémico-vital centrada en la relación entre conocimiento, incertidumbre y 
experiencia de búsqueda. Registros incompletos e identidades no confirmadas 
inciden en la manera en que se articula la relación entre vida, muerte y ausencia, 
como ha mostrado Gatti (2011, 2020). Estas contribuciones se articulan como un 
campo de interlocución que orienta la propuesta analítica desarrollada en esta 
investigación
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5.2 El modelo

El modelo quíntuple opera como dispositivo analítico que da seguimiento a los 
desplazamientos de la desaparición más allá de su dimensión inicial —la sustrac-
ción del cuerpo y la imprecisión sobre su destino. En los casos analizados, la acti-
vación de la búsqueda no siempre conduce a resultados verificables, lo que redis-
tribuye el daño hacia distintos ámbitos institucionales y sociales.

Este desplazamiento no es lineal, sino que produce conexiones fragmentarias 
entre dimensiones. Limitaciones administrativas pueden incidir en las narrativas 
públicas; formas de visibilidad social pueden afectar la ordenación territorial; y 
estos procesos, a su vez, influyen en la circulación de información verificable y en 
la experiencia de quienes buscan.

Pensar en términos de refracciones da lugar a la captación empírica de cómo 
un mismo proceso se manifiesta de forma distinta según el plano de observación. 
Esta lectura sugiere la posibilidad de interacciones parciales, a veces inestables. El 
siguiente esquema sintetiza estas articulaciones.
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Tabla 2. Dimensiones analíticas de la desaparición: prácticas observadas y condiciones producidas

Fuente: Elaboración propia con base en Franco-Migues (2019, 2019a); CMDPDH (2019, 2020); GIEI (2022); CNDH 
(2022, 2023); SEGOB (2020, 2025); Red Lupa (2025); Animal Político (2025, 2024); Estrada (2025); El País 

(2025); Nexos (2025).

Las condiciones sintetizadas en la Tabla 2 no deben leerse como efectos aisla-
dos, sino como expresiones diferenciadas de regímenes de trazabilidad, visibili-
dad, espacialización, identificabilidad y verificabilidad, aunque suelen superpo-
nerse o aparecer de manera fragmentaria. Esta constatación no es una debilidad 
del modelo puesto que este carácter irregular forma parte de lo que justo se inten-
ta captar. 

En distintos casos, la ausencia de registros, la discontinuidad administrativa y 
la baja visibilidad pública aparecen de forma conjunta. En situaciones documen-
tadas —como hallazgos masivos o intervenciones tardías— pueden coincidir la 

DIMENSIÓN  CLAVE ANALÍTICA PRÁCTICAS OBSERVADAS 
CONDICIÓN 

PRODUCIDA 

Física 

Sustracción del 
cuerpo e 

incertidumbre sobre 
su destino material. 

Desapariciones masivas en 
contextos de violencia; 
existencia de espacios de 
exterminio; disposición 
clandestina de restos; 
hallazgos tardíos sin cadena 
de custodia verificable. 

Indeterminación 
forense y diferimiento 

de los procesos de 
identificación y duelo. 

Administrativa 

Interrupción de la 
trazabilidad 

institucional de los 
casos 

Registros incompletos o no 
interoperables; expedientes 
fragmentados; ausencia o no 
publicación de planes de 
búsqueda; secuencias 
institucionales inconclusas. 

Incertidumbre sobre la 
trayectoria 

institucional y el estado 
procesual de los casos. 

Simbólica 

Prevalencia y 
conflicto entre 

marcos discursivos 
sobre la desaparición 

Narrativas de 
criminalización de las 
víctimas; desplazamiento de 
la responsabilidad 
institucional; cobertura 
mediática fragmentaria; 
conflictos de narrativas.  

Disputa por los 
regímenes de 
visibilidad y 

debilitamiento del 
reconocimiento público 

de las víctimas. 

Territorial 
Configuración 

espacial diferenciada 
de la desaparición 

Zonas de riesgo; 
desplazamiento interno; 
sitios de hallazgo sin 
intervención sostenida; 
territorialización diferencial 
de arreglos institucionales 
de búsqueda. 

Recomposición 
espacial, social y 

redistribución 
territorial de las 
condiciones de 

violencia y búsqueda. 

Epistémico-
vital 

Producción, control y 
restricción del 

conocimiento sobre 
la desaparición. 

Registros opacos o 
fragmentados; procesos de 
identificación inconclusos; 
acceso desigual a la 
información; articulación 
limitada entre instancias. 

Verificabilidad parcial 
y circulación 

restringida de la verdad 
sobre los hechos y los 

procesos de búsqueda e 
identificación; 

postergación en la 
elaboración del duelo. 
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ausencia de registros claros, la falta de seguimiento administrativo y una visibili-
dad pública limitada. Tales convergencias sugieren formas de articulación entre 
dimensiones, aunque sin constituir un patrón uniforme.

Así, la desaparición se presenta como un fenómeno multicapas, cuya lectura 
permanece fragmentaria. El cruce entre documentos oficiales, registros ciuda-
danos y reportes periodísticos habilita la decodificación de esas distintas capas 
de manifestación. El modelo delimita puntos de observación para seguir esta 
permanencia dinámica, sin asumir homogeneidad ni regularidad. Deja abierta, 
además, la posibilidad de extender este marco hacia estudios comparativos.

VI. Del hecho a la gestión

Los casos que se presentan constituyen una aproximación analítica orientada a 
observar cómo distintas configuraciones institucionales activan dimensiones es-
pecíficas del modelo. Por ello, la selección de casos se realizó con fines analíticos, 
no para obtener generalizaciones estadísticas. En contextos como el mexicano, 
el daño se reconfigura en los procesos institucionales que reorganizan su trayec-
toria. Se seleccionaron cinco casos —Ayotzinapa, Teuchitlán, crisis forense, des-
plazamientos internos y restitución— por su capacidad para activar distintas di-
mensiones del modelo.

6.1 Ayotzinapa (2014-presente): el expediente

La desaparición de los 43 estudiantes de Ayotzinapa, ocurrida en septiembre de 
2014, se ha convertido en un punto de referencia para analizar el fenómeno en 
México, no solo por el evento inicial, sino por los procesos que le han seguido 
desde entonces.

Durante más de una década han intervenido diversas instancias —nacionales 
e internacionales, entre ellas el Grupo Interdisciplinario de Expertos Indepen-
dientes (GIEI)— lo que ha generado un proceso atravesado por versiones en 
tensión, accesos parciales a archivos y dificultades de integración narrativa. Este 
entramado configura un campo en pugna por la verdad y la visibilidad pública en 
el que distintas narrativas buscan legitimarse sin lograr estabilizar un horizonte 
compartido de interpretación. Las acciones sostenidas por las familias contribu-
yen a mantener abierto el caso en los ámbitos jurídico y público, incorporando 
una dimensión colectiva que excede los marcos institucionales de investigación 
y resolución.

Los datos confirman esta dinámica: más de 80 mil fojas y solo tres identifi-
caciones plenas (GIEI-Informe V, 2023). En este caso, el almacenamiento pro-
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gresivo de información tampoco garantiza esclarecimiento ni credibilidad; como 
la llamada “verdad histórica”, presentada en 2015, fuertemente cuestionada e 
incorporada a la disputa por la verdad al propio proceso.

Desde el modelo, el caso articula simultáneamente cuatro dimensiones: ad-
ministrativa (expedientes abiertos), simbólica (conflicto de narrativas), territorial 
(espacios de búsqueda) y epistémico-vital (accesos diferenciados a la información), 
lo cual muestra cómo se superponen sin estabilizarse en una secuencia inteligible.

Al cierre de 2025, el caso permanece abierto como una disputa sostenida en 
torno a la reconstrucción de los hechos y la determinación de responsabilidades. 
Más que una controversia exclusivamente interpretativa, Ayotzinapa evidencia 
las dificultades para estabilizar versiones verificables en un entorno atravesado 
por archivos incompletos, evidencias fragmentadas y responsabilidades en dis-
puta. La cuestión central deja de situarse únicamente en lo ocurrido y se desplaza 
hacia las condiciones bajo las cuales la verdad puede producirse, validarse y 
reconocerse públicamente.

6.2 Teuchitlán (2025): el sitio

El hallazgo de restos humanos en el Rancho Izaguirre, en Teuchitlán, Jalisco (mar-
zo de 2025), introduce una configuración distinta: un sitio que condensa tempora-
lidades de violencia. El predio, localizado por integrantes del colectivo Guerreros 
Buscadores de Jalisco, contenía estructuras de cremación clandestina, fragmentos 
óseos calcinados y objetos personales; lo que sugería, a partir de la agregación de 
registros de violencia, un uso prolongado de ese espacio.

Investigaciones periodísticas y reportes independientes evidenciaron 
intervenciones previas sin hallazgos, muy tardíamente se abrió una carpeta de 
investigación federal (FED/JAL/TEU 0234/2025) pese a la advertencia de los 
peritajes independientes que sugerían uso prolongado del predio (A dónde van 
los desaparecidos, 2025; El País, 2025). Esta secuencia muestra la superposición de 
temporalidades dentro del mismo espacio.

La ausencia inicial de hallazgos revela límites en los procedimientos de 
búsqueda, pues para abril de 2025 se habían recuperado más de mil fragmentos 
óseos, aunque numerosos perfiles genéticos permanecían sin correspondencia.

Este caso articula dimensiones físicas, territorial y administrativa, mostrando 
con crudeza cómo el espacio mismo se integra a la dinámica de la desaparición. 
Más aún, permite advertir cómo ciertos territorios no solo contienen la violencia, 
sino que organizan diferencialmente sus condiciones de visibilidad, intervención 
y búsqueda, convirtiéndose en nodos donde se concentran y redistribuyen estas 
dinámicas.
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6.3 Crisis forense: la acumulación

La crisis forense7 permite advertir cómo la condición de desaparecido persiste in-
cluso después del hallazgo. Datos de la Comisión Nacional de Búsqueda y repor-
tes periodísticos documentan que, hacia finales de 2024, más de 72 mil cuerpos 
permanecían sin identificar en instalaciones forenses. Se trata de un volumen 
acumulado en diferentes temporalidades y distribución desigual en el territorio 
nacional.

En entidades como Jalisco, la saturación institucional aunada al uso extendi-
do de infraestructura provisional (CNDH, Recomendación 10VG/2023) limita 
la capacidad de identificación. La relación entre ingreso e identificación muestra 
una asimetría persistente: el número de resoluciones no alcanza para reducir 
significativamente el volumen acumulado (CNB, 2025).

Estas dinámicas activan dimensiones administrativas y epistémico-vitales. 
Los cuerpos circulan simultáneamente como evidencia judicial y como objeto de 
identificación, lo que introduce tensiones entre distintos tiempos institucionales.

Para las familias, estos procesos prolongan la experiencia de irresolución 
(Beltrán Gil, 2025). La crisis forense hace visible una lógica de acumulación 
que supera la capacidad de resolución y convierte el sistema en un archivo en 
expansión.

6.4 Desplazamientos internos: el territorio

La movilidad forzada abre otra dimensión del fenómeno vinculada a la transfor-
mación del territorio. Entre 2019 y 2023 se documentaron más de 40 episodios 
de desplazamiento masivo en distintas entidades del país, vinculados con las lu-
chas por el control territorial y la violencia dirigida hacia comunidades específi-
cas (CMDPDH, 2024; ACNUR, 2023; CIDH, 2023).

Estos procesos afectan la vida cotidiana y el funcionamiento comunitario, 
pero también reconfiguran de manera diferenciada el espacio social en el que 
estas dinámicas se inscriben. En regiones como Tierra Caliente, en Michoacán, 
o la Sierra de Guerrero, diversos reportes documentan la interrupción en la 
prestación de servicios básicos en zonas afectadas por la violencia y por hallazgos 
clandestinos. En otras tantas regiones del país se interrumpe la actividad econó-
mica cotidiana. La movilidad forzada no solo fragmenta el tejido social, sino que 

7 Desde la década pasada, la noción de crisis forense designa la acumulación de cuerpos sin 
identificar y las limitaciones institucionales para su identificación y restitución digna (CNDH, 
2019; MNDM, 2017).
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redistribuye territorialmente las circunstancias bajo las cuales es posible habitar, 
buscar y producir memoria.

Desde el modelo, estas dinámicas articulan dimensiones territoriales, simbóli-
cas y epistémico-vitales. La pérdida del territorio trasciende el espacio físico, pues 
reorganiza los arreglos bajo las cuales se producen las narrativas institucionales, 
se sostienen las prácticas sociales y se desarrollan los procesos de búsqueda. El 
territorio constituye una dimensión activa que distribuye diferencialmente las 
posibilidades de localización, memoria, reconocimiento e intervención. 

La desaparición no solo ocurre en el espacio. También lo reconfigura al 
modificar los entornos de existencia, desplazamiento y búsqueda que inciden di-
rectamente en las trayectorias de los casos y en la experiencia de quienes buscan.

6.5 Restitución digna negada: la entrega

Los métodos de restitución presentan dificultades persistentes que afectan la clau-
sura procesual de los casos. Miles de cuerpos permanecen sin identificar o sin res-
titución en entidades como Jalisco, Veracruz, Guanajuato y el Estado de México 
(Red Lupa, 2025; CNDH, 2024).

Los tiempos de entrega pueden extenderse incluso cuando existen coinci-
dencias genéticas preliminares. La complejidad de los procedimientos forenses 
y judiciales, sumada a una coordinación institucional variable, incide negativa-
mente en los procesos de identificación (Estrada, 2025; CNDH-Recomendación 
48VG/2020; CEAV, 2023).

Estas condiciones conectan dimensiones administrativas y epistémico-vitales. 
Identificaciones incompletas, documentación incompleta o restricciones en el 
acceso a la información que dificultan el reconocimiento, afectan tanto la gestión 
institucional como la experiencia de las familias (CEAV, 2024).

En un escenario así, la restitución no implica necesariamente el esclareci-
miento del caso. La identificación de un cuerpo puede resolver una dimensión 
del problema, mientras persisten ambigüedades, afectaciones y controversias 
acumuladas a lo largo de la trayectoria institucional recorrida por las familias.

6.6 Síntesis

Los casos presentan disposiciones distintas sin conformar una serie homogénea. 
En conjunto, muestran la coexistencia de múltiples dimensiones, sin una lógica 
única. La tabla siguiente resume estas relaciones.
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Tabla 3. Dimensiones de Desaparición (DD) en los casos presentados

Fuente: Elaborado con base en GIEI (2022), CNDH (2023), CNB (2025), CMDPDH (2024), Red Lupa (2023–
2025), A dónde van los desaparecidos (2024–2025), El País (2025), El Universal (2025), OMD-Tec (2025). 

Causa en Común (2025).

Las dimensiones aparecen articuladas de forma variable según el contexto. La 
evidencia muestra la recurrencia de procesos marcados por fragmentación y re-
traso, sin que ello implique una lógica única.

En estos cruces se localiza la relevancia analítica de la gestión institucional: en 
la distancia entre promesas de resolución y trayectorias efectivas. En esa distancia 
es donde se sitúa el problema analítico.

 

CASO EVIDENCIAS DIMENSIONES  

Ayotzinapa  
(2014–2024) 

43 estudiantes desaparecidos; tres identificados; 
expediente con más 80 mil fojas y 15 mil registros 
digitales fragmentados. 

- Física  
- Administrativa 
- Simbólica 
- Territorial 
- Epistémico-vital 

Teuchitlán (2025) 
Campo de exterminio con restos de múltiples 
personas; cremaciones inicialmente no 
reconocidas; impacto territorial documentado. 

- Física  
- Simbólica 
- Territorial 

Crisis forense  
(2024–2025) 

Más de 72 mil cuerpos sin identificar; 
concentración significativa en entidades como 
Jalisco; baja proporción de casos con 
identificación plena. 

- Administrativa  
- Epistémico-vital  

Desplazamientos 
internos (2019–2023) 

41 episodios masivos; más de 60 mil personas 
desplazadas; afectación a servicios básicos. 

- Simbólica  
- Territorial 
- Epistémico-vital 

Restitución digna 
negada (2015–2025) 

Miles de cuerpos sin restituir; entregas 
incompletas; tiempos prolongados de espera. 

- Administrativa 
- Simbólica 
- Epistémico-vital 
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VII. Conclusiones

…estremece pensar que esta desolación sin retorno
es sólo un anticipo

de qué será la Tierra si todo sigue
por dónde va, por dónde vamos:

a esto.

“Las ruinas de México (Elegía del retorno)”, José Emilio Pacheco.

Los versos de José Emilio Pacheco, escritos tras el desaliento que siguió al terre-
moto de 1985, resuenan hoy frente a otra experiencia de desolación: la de un país 
en el que incluso enterrar a sus muertos se vuelve incierto. En esta deriva, el silen-
cio deja de remitir solo a la ausencia y se vincula con las modalidades mediante 
las cuales el daño se gestiona.

La evidencia desplaza el análisis de la desaparición más allá del recuento de 
eventos, hacia las prácticas administrativas y territoriales de los procesos institu-
cionales mediante los cuales se configura en el tiempo. Estas prácticas producen 
entornos de verificabilidad limitada, donde resulta difícil reconstruir trayectorias, 
establecer responsabilidades o determinar con claridad el estado de los procesos.

El modelo quíntuple permitió identificar la convergencia de distintas dimen-
siones —administrativa, simbólica, territorial y epistémico-vital— en la repro-
ducción de estas realidades. Estas convergencias tornan accesible la apreciación 
de zonas de opacidad recurrente8. 

Estas dinámicas no responden a una lógica única; configuran condiciones 
institucionales que dificultan el esclarecimiento. Sus efectos se expresan en re-
construcciones incompletas de los hechos, procesos de restitución de resolución 
incierta y condiciones de verificabilidad limitada respecto de los procedimientos 
y sus resultados. La zozobra, inicialmente asociada al fenómeno, se coagula 
progresivamente como una condición producida y reproducida en su gestión. El 
desplazamiento analítico hacia los procesos —y, con cautela, del proceso al régi-
men— reconstruye el registro perceptivo de cómo prácticas reiteradas modifican 
las disposiciones de construcción de verdad pública sobre la desaparición. Los 
hallazgos expuestos abren líneas de investigación en varios planos: empírico, me-
todológico y teórico, así como en la incorporación del papel activo de las familias 
en el mantenimiento de la memoria y la búsqueda de una resolución final.

El modelo aquí propuesto presenta límites y alcances definidos. Su atención se 
concentra en ciertas dinámicas institucionales que afectan la inteligibilidad de los 

8 Un análisis reciente puede consultarse en el dossier de Nexos, núm. 534, de septiembre de 2025, 
con estudios empíricos sobre el fenómeno en distintas regiones del país.
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procesos y las condiciones bajo las cuales los hechos pueden ser reconstruidos. 
En este pliegue, la verdad aparece menos como un punto de llegada que como un 
campo en disputa. El principal aporte del presente recorrido consiste en mostrar 
cómo la irresolución puede incorporarse a las condiciones ordinarias bajo las 
cuales la desaparición es gestionada institucionalmente.
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El objetivo es ofrecer un marco conceptual para el estudio de la 
escritura literaria de corte periodístico como operación archivís-
tica en contextos de violencia mexicana. El punto de partida es 
el archivo desarrollado por Achille Mbembe, en particular por su 
manera de analizar potencias [de no obedecer] frente a las lógicas 
de la llamada necropolítica. La hipótesis sostiene que determinadas 
prácticas de escritura pueden conceptualizarse como formas de 
desacato archivístico. Metodológicamente, el planteamiento se 
situa a partir del análisis del trabajo de Daniela Rea en Nadie les 
pidió perdón. Historias de impunidad y resistencia, atendiendo a la ex-
tracción fragmentaria de citas que detallan la reconstrucción del 
acervo violento desde la crónica. Por añadidura, en diálogo con 
las reflexiones de Cristina Rivera Garza sobre escritura, el artículo 
incorpora elementos para justificar la producción textual como 
práctica que habilita trayectorias de resistencia discursiva. Al 
final, se esboza una agenda crítica en desarrollo y con la presencia 
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Abstract:

The objective is to offer a conceptual framework for the study of 
journalistic literary writing as an archival operation in contexts 
of Mexican violence. The starting point is the archive develo-
ped by Achille Mbembe, particularly his analysis of powers [of 
disobedience] in the face of the logic of so-called necropolitics. 
The hypothesis holds that certain writing practices can be con-
ceptualized as forms of archival contempt. Methodologically, the 
approach is based on an analysis of Daniela Rea’s work in Nadie 
les pidió perdón. Historias de impunidad y resistencia (No One Asked 
Forgiveness: Stories of Impunity and Resistance), drawing on quota-
tions that detail the reconstruction of the violent legacy from the 
chronicle. In addition, in dialogue with Cristina Rivera Garza’s 
reflections on writing, the article incorporates elements to justify 
textual production as a practice that enables trajectories of dis-
cursive resistance. Finally, a critical agenda is outlined, and with 
the presence of Veena Dass, the article points to a field of inquiry 
yet to be explored from the perspective of philosophy regarding 
mutual care.

Es difícil hablar de cosas que hacen enmudecer o, 
quizás, gritar. 

Adriana Cavarero.

Lo indecible está, indeciblemente, en lo dicho. 

Ludwig Wittgenstein.

de Veena Dass, el artículo señala un campo de indagación aún por 
explorar desde la filosofía a propósito del cuidado mutuo.

María Yolanda García Ibarra
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Introducción

El presente artículo concibe la violencia como el resultado de la interacción en-
tre múltiples actores e intereses que, aunque de carácter multicausal, puede leerse 
a través del archivo. La hipótesis sostiene que las escrituras literarias de corte pe-
riodístico pueden operar como estrategias de memoria documental capaces de re-
sistir la violencia contemporánea en el país. 

Pensar el archivo desde improntas conceptuales resulta posible gracias al aná-
lisis de Achille Mbembe, quien reflexiona sobre el gesto de despojo inherente a 
todo repositorio y señala el momento en que un documento deja de pertenecer 
a su autor para inscribirse en el ámbito de lo público. Registrar involucra juicios: 
prácticas de autoridad seleccionan y visibilizan al mismo tiempo que excluyen. El 
archivo se constituye mediante un gesto discriminatorio; para Mbembe (2020), 
este proceso “resulta en el otorgamiento de un status privilegiado a ciertos docu-
mentos escritos y en el rechazo de ese mismo estatus a otros, así juzgados como 
“inarchivables”. El archivo así, no es un dato, sino un status” (p. 3).

Desde el señalamiento anterior, resulta pertinente interrogar qué ocurre cuan-
do la mirada se desplaza hacia aquello que ha sido despojado: qué emerge al pro-
poner vías de acceso a lo fragmentario y a lo excluido por el orden discursivo del 
poder. En este sentido, el artículo busca indicar cómo, la producción textual en 
clave literaria-periodística, apertura rutas específicas de pesquisa archivística.

Si el archivo también habita en lo ignorado y puede rastrearse para cuestionar 
los mandatos institucionales, surgen las siguientes preguntas de investigación: ¿de 
qué hablamos cuando hablamos de archivo? ¿Qué producciones estéticas colin-
dan con el campo social para enfrentar el terror institucionalizado? ¿Cómo se 
configura la memoria colectiva cuando emana desde lo textual? Aun cuando el 
artículo parte desde inquietudes hipotéticas, considera pertinente trazar metodo-
logías analíticas que, sin pretensión de cierre, permitan organizar el examen del 
corpus. Adicional, en el objetivo general subyace un contexto práctico con el ac-
tual enfrentar nuestra crisis y accionar otros horizontes para la resitencia colec-
tiva.

El artículo explicita un posicionamiento frente a la mencionada “hipótesis de 
archivo”, a partir del libro Nadie les pidió perdón. Historias de impunidad y re-
sistencia (2015), de la escritora mexicana Daniela Rea. Los fragmentos seleccio-
nados destacan por su capacidad para dar cuenta de cómo, en el contexto mexi-
cano, es posible reescribir testimonios y dialogar con el pasado a partir de una 
sensibilidad atenta hacia las víctimas. El libro ofrece claves para observar cómo 
la escritura puede nacer desde la indagación de archivos no oficiales y adquirir 
autonomía, es decir: la literatura no constituye únicamente un espacio estético, 
sino que puede operar como práctica con implicaciones políticas.

Hipótesis de archivo en Achille Mbembe a partir de la literatura periodística.. .

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29, enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0



246

Entender las metodologías como procesos en construcción permitirá articular 
distintos marcos teóricos. En consecuencia, el artículo también dialoga con la 
postura de Cristina Rivera Garza, en su descentramiento de la racionalidad au-
toral y por su reflexión sobre la producción literaria frente al horror. Por último, 
la conclusión ofrece una lectura en desarrollo de un problema con frecuencia 
silenciado y señala posibles rutas ante una discusión que se reconoce en curso.

Tránsitos de archivo: habitar la resistencia

Con la finalidad de cuestionar la densa crisis de violencia en México y los ancla-
jes de renuencia que suscitan las escrituras contemporáneas, es pertinente recupe-
rar lo dicho por Achille Mbembe (2020) en El poder del archivo y sus límites, donde 
invita a pensar los archivos no como meros depósitos estáticos, sino como espa-
cios de circulación que albergan actos insurrectos para reinventar la memoria:

Examinar archivos es estar interesado en lo que la vida ha dejado 
atrás, es estar interesado en la deuda. Sin embargo, también es estar 
preocupado por el resto. En este sentido, tanto el historiador como 
el archivista habitan un sepulcro. Mantienen una relación íntima 
con un mundo vivo solo por virtud de un evento inicial que es re-
presentado por el acto de morir [...] Seguir huellas, volver a armar 
fragmentos y reconstruir restos es estar implicado en un ritual que 
culmina en la resucitación de la vida, en el devolverles la vida a los 
muertos reintegrándolos en el ciclo del tiempo, de un modo que en-
cuentren en un texto, en un artefacto o en un monumento, un lugar 
que habitar, desde el que continúen expresándose (pp. 5-6).

En la cita anterior, Mbembe escribe sobre “seguir fragmentos y reconstruir res-
tos” para devolver la palabra a quienes han sido excluidos, violentados o silen-
ciados. Para profundizar en esta propuesta debemos reconocer, en primer lugar, 
el diálogo con los ecos foucaultianos en el cual se inscribe su denuncia necropo-
lítica y, segundo, los desplazamientos e independencias que tiene con respecto a 
dichos ecos. Antes de desarrollar estas dos cuestiones preliminares, es importan-
te subrayar que el filósofo camerunés amplió la herencia foucaultiana del biopo-
der entendido por: 

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29, enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0

María Yolanda García Ibarra



247

El conjunto de mecanismos por medio de los cuales aquello que, 
en la especie humana, constituyen rasgos biológicos fundamentales, 
podrá ser parte de una política, una estrategia política, una estrategia 
general de poder; en otras palabras, cómo a partir del siglo XVIII, la 
sociedad, las sociedades occidentales modernas, tomaron en cuenta 
el hecho biológico fundamental de que el hombre constituye una es-
pecie humana (Foucault, 2004, p. 15).

En consecuencia, decir que Mbembe se “deslinda” de un tipo de discurso es posi-
ble porque cuestiona si son suficientes las nociones de poder y biopoder para ha-
blar del estado tanatológico actual: en su necropoder la vida queda sometida a la 
muerte. La metodología analítica de Foucault no deja de serle útil y precisa, pero 
desde su enfoque aparecen tránsitos de interpretación inéditos. Veamos de qué 
depende y por qué el corpus foucaultiano concede dichos movimientos concep-
tuales a modo de estrategia para generar más ramificaciones de pensamiento. 

Antonio Negri (2006) caracteriza la obra de Foucault como una máquina para 
interrogar el presente, porque su pluma “siempre aproxima, deconstruye y pre-
senta hipótesis, imagina, construye analogías [...] Es el método de la transición en 
el que el presente es el centro [...]; simultáneamente reinventa y remodela desde el 
punto de vista de los movimientos y de las luchas. Conocer es producir subjeti-
vidad” (p. 253). Es sabido que Foucault habló sobre biopolítica al interior del po-
der moderno, un régimen que gestiona ámbitos diversos como la corporalidad, la 
salubridad, la reproducción y la productividad. Mbembe, por su parte, asume la 
perspectiva foucaultiana e introduce giros constitutivos ante el orden mortuorio 
inscrito en las relaciones de poder. 

La creciente desigualdad fomentada por gobiernos abusivos ha puesto en cir-
culación interpretaciones peligrosas que exigen buscar estatutos de comprensión 
novedosos. Pongamos el caso de las guerras actuales, ahí la requisa de territorios, 
la colonización o la explotación de poblaciones para la adquisición de bienes ma-
teriales no son ya los objetivos centrales; han surgido nuevas maneras en las que 
matar se convirtió en un derecho. En consecuencia, Mbembe (2011) evidencia las 
artimañas sin precedentes del ejercicio legítimo del poder, que asume la autoridad 
para decidir quién debe morir y quién puede vivir a escala planetaria: “la sobera-
nía es la capacidad para definir quién tiene importancia y quién no la tiene, quién 
está desprovisto de valor y puede ser fácilmente sustituible y quién no” (p. 46). 

Pese a que todos vamos a morir por distintas razones y en distintos momen-
tos, Mbembe (2011) piensa la muerte sintetizada con masacre y burocracia. La 
necropolítica representa el poder político y social que decide sobre las formas de 
morir:
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Esta es la nueva era [...] Una de sus principales características es que 
las operaciones militares y el ejercicio del derecho de matar ya no 
son monopolio único de los Estados [...] La afirmación de una auto-
ridad suprema en un espacio político particular no es fácil; en lugar 
de eso, se dibuja un patchwork de derechos de gobierno incompletos 
que se solapan, se encabalgan [...] En esta organización heterónima 
de derechos territoriales y de reivindicaciones no tiene ningún sen-
tido insistir sobre las distinciones entre los campos políticos “inter-
nos” y “externos” separados por líneas claramente marcadas (p. 57).

Entender cómo el gobierno no organiza la vida humana para salvaguardar su dig-
nidad, sino que desfallece, abusa y controla los cuerpos incluso cuando mueren 
para desecharlos, constituye el aporte de Mbembe (2011). Él le dio nombre a la di-
mensión tanática del presente, y es desde ese vestigio metodológico que Mbembe 
(2020) indicará en El poder del archivo y sus límites, una lógica inhóspita sobre el ar-
chivo y su necedad cimental para desobedecer a la necropolítica establecida. 

Para comprender el aporte de Mbembe, es vital reconocer que el archivo nace 
marcado por la exclusión desde procesos de clasificación y nomenclatura que pri-
vilegian ciertos documentos y marginan otros: una prohibición de principio les 
es impuesta: “son producto de un proceso que convierte un cierto número de do-
cumentos en ítems considerados dignos de conservación y mantenimiento en un 
espacio público, donde pueden ser consultados de acuerdo a procedimientos y re-
gulaciones bien establecidas” (Mbembe, 2020, p. 4).

Como se dijo, cuando Mbembe (2020) rechaza los límites obligados del docu-
mento, propone desbordar vínculos entre el principio y el fin: “un montaje de 
fragmentos crea de este modo una ilusión de totalidad y continuidad […] igual 
que con el proceso arquitectónico, el tiempo entretejido por el archivo es el pro-
ducto de una composición. Este tiempo tiene una dimensión política que resul-
ta de la alquimia del archivo: se supone debe pertenecer a todos” (p. 4). En con-
secuencia, este artículo sostiene que es posible reanimar aquello que fue relegado 
con la finalidad de habilitar otros entendimientos. 

Para ejemplificar en términos prácticos la perspectiva de Mbembe (2020), en-
tendida como una potencia para desobedecer los ordenamientos necropolíticos, 
en el siguiente apartado abordaré momentos específicos del libro de crónicas Na-
die les pidió perdón. Historia de impunidad y resistencia (2015), de Daniela Rea. Las 
citas del libro no pretenden reseñar el libro en su totalidad: fueron elegidas por 
su capacidad para dialogar con la propuesta de reconstrucción del archivo y su 
manera de mostrar la inoperancia gubernamental. Desaparición forzada, tortura 
psicológica, física y la estética cosmética barrial son algunas de las situaciones que 
atraviesan sus crónicas. En suma, también asevero que la crudeza de Rea permi-
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tirá establecer un puente dialógico con la categoría de escrituras de desapropiación, 
propuesta por Cristina Rivera Garza (2011-2019). 

Las autoras abordadas en el siguiente apartado escriben para abrir posibilida-
des de reivindicación frente al panorama inconmensurable del horror: sus textos 
resultan pertinentes porque atraviesan el silencio y devuelven voz y forma a los 
cuerpos. Enseguida, se advierte un abordaje sobre lo que implica la creación ale-
jada de prioridades ornamentales, una escritura situada y potente en sus derivas, 
articula voces comunales y subvierte ordenamientos discursivos: los libros cita-
dos configuran una comparecencia ética del cuidado desde el archivo, donde el re-
gistro, la narración y la memoria son prácticas de dignidad y presencia.

Desacato y escritura desapropiada

Para seguir el planteamiento desde Mbembe (2020), es primordial aclarar el uso 
de la palabra desacato desde la producción del lenguaje. Desacato indica cierta fal-
ta de respeto e irreverencia para asuntos sagrados o establecidos por el orden au-
toritario y, al mismo tiempo, señala incumplimiento o repugna legalidades nor-
mativas. En la misma vía, Cristina Rivera Garza (2019) replica la idea de un autor 
individual o canónico, dueño y origen absoluto del texto. Su apuesta interpreta 
gestos para transformar la escritura y dislocar ordenamientos epistemológicos. 
En breve, este asunto, quedará manifestado puntualmente a partir de la obra de 
Daniela Rea (2015).

En la actualidad, el lenguaje entra en operosidad, ya no alcanzamos a nom-
brar con claridad la violencia latente. Después del nazismo y estalinismo, hay que 
actualizar nuestro discernimiento. Apartheid, racismo, víctima, victimario, ge-
nocidio, por mencionar algunas, son palabras en donde la comprensión aparece 
trastocada, infiltrada y sobornada: para ciertos crímenes, incluso, hay términos 
por inventar. Es decir, ciertos delitos todavía no alcanzan a ser nombrados por el 
marco legal actual: borramiento subjetivo, violencia algorítmica, manipulación 
emocional o silenciamiento táctico son ejemplos de acontecimientos que apare-
cen desde zonas opacas entre lo íntimo y lo social. 

Para Rossana Reguillo (2012), la crueldad contemporánea responde a regula-
ciones polimorfas, es decir, a un entramado cambiante. Cuando identifica cómo 
las violencias conforman el “pasillo” de un orden colapsado entre estructuras, re-
fiere que todavía no son, pero que están siendo y de ahí su enorme poder fundan-
te caracterizado por una ligereza simultánea. A partir de lo anterior, es claro que 
la brutalidad reclama nuestra atención: de cara al carácter difuso del horror, es 
necesario inspeccionar las condiciones del lenguaje. Urge entender cómo la pro-
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ducción literaria —en términos de la no obediencia anunciada— ofrece recur-
sos para ubicarnos mejor frente a las relaciones de poder que sostienen el miedo. 

En Nadie les pidió perdón. Historias de impunidad y resistencia (2015), Daniela Rea 
escribe sin sensacionalismos: desde entrevistas e incursiones analíticas al inte-
rior del contenido de archivos judiciales abandonados, ejerce el periodismo y de-
muestra cómo este, en nuestro país, es análogo a ser corresponsal de guerra. El 
comentario ocasional de la prensa esconde los lamentos de un país corrompido 
que merece ser denunciado:

La maquinaria de muerte y terror del Estado están perfectamente 
aceitados: apuntar, disparar, matar, enterrar, desaparecer. Funciona 
como un reloj con la complicidad de los medios de comunicación 
que son eco del discurso oficial y una sociedad atemorizada que ne-
cesita sentirse a salvo. Pero algo rompe con esa maquinaria. Es el 
amor de quienes buscan a los suyos. Es la tenacidad por encontrar-
los y nombrarlos (p. 197).

Cuando Daniela Rea (2015) escudriña materiales ajenos, acomoda experiencias; 
tras caminar a pie y tocar puertas en zonas peligrosas, hurga hasta llegar al dato, 
reconstruye y propone. Mbembe (2020) señala al archivo —tanto físico como ca-
tegórico— ligado a la administración de la muerte, invita a considerar nuestros 
documentos como espacios vivos: al consultar un archivo, se activa un presen-
te reconstruido desde andamiajes fragmentarios. Esa misma pulsión de construc-
ción y conservación figura en Nadie les pidió perdón… Rea (2015), devuelve nues-
tro entendimiento sobre el archivo lejos de su dimensión acumulativa. 

Durante diez crónicas, Rea aborda asuntos sobre desaparición forzada, abuso 
institucional, lógicas turbias o violencia sin paridad de género. A continuación, 
la trazabilidad de las citas seleccionadas aborda campos en disputa, no nada más 
como testimonios, sino como artefactos literario-periodísticos potentes para ha-
cer frente a la guerra del narcotráfico cuando llegó a lo civil. El criterio de selec-
ción que subyace a propósito del libro Nadie les pidió perdón… da sitio al archivo 
reptil de Mbembe (2020) entendido como una figura que puede nacer en el dese-
cho y emerger de forma subversiva. 

Para iniciar con el análisis, es provechoso hablar sobre el relato “Bajo el on-
dear de la bandera” porque indica cómo el derecho a la soberanía es inútil cuan-
do la comprensión subjetiva es manipulada. En la trama, aparece Miriam López 
Vargas, cuando luego de almorzar y planear su rutina diaria —ir al centro de Baja 
California para recoger a sus hijos y regresar a casa— es interceptada por un au-
tomóvil de vidrios oscuros. Dos hombres encapuchados le empotran un rifle en 
el cráneo y la obligan a abandonar su vehículo. No sabe si son militares o sica-
rios: solo le indican ser “la última pieza del rompecabezas”. 
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Rea, desde la escucha activa, recrea con precisión los espacios del cautiverio al 
que Miriam fue sometida:

Miriam cierra la puerta con seguro y se descubre los ojos. Tarda 
unos cuantos segundos en acostumbrarse a la luz del foco y mira a 
su alrededor. Es un cuarto pequeño sin ventanas, la ventilación ar-
tificial ronronea, hay una regadera sin cortina, sobre el lavabo están 
un cepillo y pasta de dientes usados, el retrete está salpicado de ori-
nes, las paredes y el piso lucen polvorientos. Vuelve a pasar la mi-
rada por el baño, pero no encuentra indicios de dónde pueda estar 
[...] Las paredes perdieron su color original bajo el polvo, la basura y 
las manchas de sangre salpicadas, hechas costra. Ella tiene las ma-
nos atadas y los ojos cegados por vendas, pero escucha el ir y venir 
de varios hombres, el sonido de metales que caen al piso (Rea, pp. 
21-22).

Particularmente, “Bajo el ondear de la bandera”, también subraya cómo la vio-
lencia borra estereotipos de género: la encargada de ejecutar el ciclo de tortura y 
curación durante el secuestro es una enfermera militar. Dicha mujer desestabili-
za los roles asociados al cuidado. Rea certifica la crueldad ejercida por cuerpos fe-
meninos investidos de autoridad, cuando, por ejemplo, la enfermera, junto con 
otros hombres, violenta y obliga a Miriam a leer declaraciones falsas. Al tiempo 
que es grabada, Miriam observa fotos familiares usadas para demandar su obe-
diencia. Estas acciones dejan claro cómo “el método de investigación que tiene 
el gobierno es ese, el de la tortura” (2015, p. 83). La inminente violencia aniquila 
fronteras emotivas o culturales. Este último fragmento refleja la experiencia sub-
jetiva de un testimonio sin medias tintas y, en suma, nos coloca frente los cuer-
pos violentados desde la experiencia de vivir ante mecanismos que les resultan 
incomprensibles.

“Bajo el ondear de la bandera” muestra con audacia el fondo de la atrocidad 
operativa: si el dolor escala a diferentes ámbitos, es debido a que el ejercicio mili-
tar adquiere un valor de intercambio: convertida en la mano de obra del horror, 
trasluce la violencia mercantilizada. Rea indaga en las condiciones de captura de 
Miriam a la luz de categorías como premeditación, registro o exhibición, y su es-
critura delata la actitud de ineptitud gubernamental para castigar los crímenes, 
pero impecable al reaccionar con actitudes embusteras y facilitar finales “felices” 
frente a los medios oficiales de comunicación. El poder domina la muerte porque 
la violencia progresa en términos meritocráticos.

Las libertades en este país están cooptadas desde el lenguaje. El poder busca 
desestabilizar el entendimiento, por ello, Rea manifiesta cómo el léxico institucio-
nal y público deja de ser eficiente, una niebla confunde. En sus crónicas, los per-
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sonajes declaran la sensación de no saber en qué momento perdieron el derecho 
a ser presuntos inocentes, libres e iguales ante la ley. Cuando aparece la falta de 
credibilidad, alguien debe alzar la voz y “legitimar” mentiras. Si la conveniencia 
política aparece alejada de la justicia, el régimen autoritario busca, a como dé lu-
gar, limpiar su imagen: faltan culpables, no importa si son los verdaderos crimi-
nales o no. La injusticia tiñe la sociedad actual, y Rea encuentra talismanes para 
acosar al Estado por sus artimañas. 

El final de “Bajo el ondear de la bandera” expone la inocencia de Miriam y 
desmantela la fábrica de pruebas ficticias, sin embargo, el hecho sucedió y el do-
lor prevalece. Desmenuzar la situación no es un acto menor; Nadie les pidió per-
dón… nos lleva por laberintos políticos y burocráticos. Cuando personajes como 
Miriam no saben bien a bien que decir porque no tienen nada que mencionar so-
bre aquello que les imputan, estamos frente a un panorama de indecibilidad e in-
defensión que la escritura documental logra desacatar para poner en evidencia: 
examinar la vida que ha quedado atrás en virtud de una queja, por lo menos, más 
justa.

Rea escribe sobre umbrales: “no se alcanza a ver quién está detrás de todo esto. 
El miedo y la revancha son la bruma que impide ver en qué momento se torció la 
justicia y la veracidad. El sentido del Estado” (2015, p. 35). La periodista pone en 
entredicho a partir de una radiografía de escritura bien detallada. Utiliza reportes 
e informes que, reactivados, dan cuenta del montaje impuesto y hacen latente el 
fracaso, abogados transas, asistentes cómplices, peritos, reporteros y militares co-
ludidos son algunos de los cargos que conforman la mutante mecánica del terror. 

Si el Estado busca destruir archivos testimoniales por fuera de sus discursos, 
es claro que los ecos del abuso no son tan fáciles de borrar. Por su parte, la cróni-
ca “Si nos matan a dos les matamos a cuatro”, perfila otro marco analítico para 
comprender cómo funciona la violencia en México; la sutil estética cosmética ho-
mogénea aplicada a ciertos barrios donde la gente sabe que al gobierno no le im-
portan los muertos. Pinta de bardas y plazas o remodelación de parques son algu-
nas de las propuestas de la Secretaría de Desarrollo Social; el municipio invierte 
ocho mil pesos en pintura para sanitizar su imagen mientras cree lavarse las ma-
nos. Mandan a altos funcionarios a inaugurar placas en espacios para socializar, 
pero no hacen nada si “las piedras se convierten en balas” (p. 60). Este pequeño 
fragmento expone el hipócrita integrismo poblacional del gobierno: la violencia 
puede lograr objetivos y ocultar represalias. Nos encontramos ante un dispositi-
vo que involucra distintos tipos de mentiras y engaños para burlar la esperanza 
del pueblo. 

Ante la sistematización rentable de la muerte, la autoridad, siempre fiel a su 
conveniencia corporativa, abandona al pueblo desde promesas baratas, pues lo 
único que anhela es demostrar que está trabajando:
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Edificaron las casas con materiales de desecho de las maquilas, 
como cartón, lámina y esqueletos de colchón viejo; trazaron cami-
nos en las estrías del cerro, robaron cables para no tener luz y con 
palos secuestraron pipas para tener agua potable; en un suelo que 
se desmontaba como galleta, los cimientos fueron neumáticos vie-
jos. Los caseríos brotaban en zonas sin pavimento ni drenaje (Rea, 
2015, p. 51).

En su trabajo archivístico literario-periodístico, Rea inspecciona patrones opera-
tivos a cargo de las instituciones en donde la soberanía queda adulterada en tan-
to categoría jurídico-política para ser un símbolo falseado. La verosimilitud, sin 
enclaves, es despojada ante un catálogo sutil que busca silenciar los efectos de la 
brutalidad. Cuando la penuria de unos es la fuerza de otros, es mejor que nadie 
comprenda qué es lo que sucede. A las instancias oficiales no les conviene que la 
opacidad de los acontecimientos disminuya, al contrario, prefieren que lo indeci-
ble crezca. La muerte del pueblo y los abusos restan al matiz de la configuración 
ciudadana autónoma: desde el autoritarismo aparece una ausencia absoluta legal 
cuando el silencio es un arma para la dominación y cosificación, pero dicho silen-
cio puede aminorar con la crónica.

Aunque el gobierno no quiere responder al asalto de la agresividad latente, 
las familias, con ingenio, buscan a como dé lugar la manera de resolver los suce-
sos. A pesar del esfuerzo colectivo, Rea indica cómo el poderío en turno no cesa 
en sus intentos por “desarticular cualquier movimiento social disidente y encami-
narlo al clientelismo político” (2015, p. 106). El Estado, no contento con su inep-
titud, busca boicotear a la oposición. 

Para dar constancia del argumento, valoro la posibilidad de sostener que los 
fragmentos citados de Rea (2015) dialogan con lo dicho por Cristina Rivera Gar-
za (2011-2019). En primer lugar, en Dolerse. Textos desde un país herido (cuando a 
partir del gobierno de Felipe Calderón la llamada “guerra contra el narco” ya ha-
bía cimbrado el país), Garza (2011) previene que la sociedad mexicana no puede 
negar los sucesos:

¿Cómo evitar tanto el morbo como la indiferencia cuando se trata 
del dolor ajeno? ¿Qué hacer para transformar el acto de ver un cuer-
po destrozado (en la calle, por ejemplo) en algo que no sea puro vo-
yerismo o vacía fascinación? […] ¿Cómo evadir el shock comercial 
de la violencia y tocar, y trastocar si es del todo posible, el mundo de 
los sufrientes? No se trata, por supuesto, de cerrar los ojos o apagar 
el televisor. La solución no consiste en hacer como si esto (esto que 
es la violencia en el mundo contemporáneo) no estuviera pasando 
(Garza, 2011, pp. 41-42).
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Hemos dicho que el archivo, más que un repositorio, puede aperturar terrenos 
inclasificables para combatir al olvido institucionalizado. Para horadar en dicha 
potencia, en términos del desacato, es útil referir a Los muertos indóciles. Necroescri-
turas y desapropiación —libro donde aparece la noción de escrituras de la desapro-
piación. Cristina Rivera Garza (2019) exhibe la dificultad de hablar sobre el dolor 
y procesar el duelo, atiende al resquicio y cava profundo en la idea de sujeto indi-
vidual con miras a la escritura colectiva:

Las estrategias de desapropiación se mueven hacia lo propio y hacia 
lo ajeno en tanto ajeno, rechazando necesariamente el regreso a la 
circulación de la autoría y el capital, pero manteniendo las inscrip-
ciones del otro y de los otros en el proceso textual […] Se trata de es-
crituras que exploran el adentro y el afuera del lenguaje, es decir, su 
acaecer social en comunidad, justo entre los discursos y los decires 
de los otros (p. 25).

Para establecer mejor la correspondencia entre la producción literaria de Danie-
la Rea (2015) y Cristina Rivera Garza (2011-2019) desde el horizonte necropolítico, 
considero pertinente el antecedente mencionado por Lucila Navarrete Turrent 
(2025). La académica subraya cómo no son inéditas las producciones relaciona-
das con oleadas de alegatos enlazados al arte: ecos, que desde los años ochenta 
y noventa buscaron hacer notorio el fallecimiento del Estado: “manifestaciones 
artísticas acompañadas por el activismo, cuyas demandas indagan en la incerti-
dumbre que arrastra al sujeto contemporáneo a lidiar con la violencia, la impu-
nidad y la muerte circundantes” (p. 110). La perspectiva de Turrent encomia a in-
vestigar desde el interior las propuestas de un mismo trayecto práctico.

Además de involucrar a la escritura desde el activismo, Turrent encauza bien 
la categoría desapropiada, y explica su potencia política refiriéndose a esta como: 
“apuesta por la articulación de una lengua otra desde y para los muertos, una len-
gua para procesar el duelo y colectivizar la palabra” (p. 111). Por ahora, lejos de 
analizar la diversa obra de Cristina Rivera Garza, bosquejo que el abordaje so-
bre escrituras de la desapropiación es eficiente para entender algo: si el lenguaje de la 
violencia ya no alcanza, es preciso desarrollar otras derivas de archivo. 

Las autoras testean la potencia de la palabra. Por su parte, Garza averigua en 
la “producción textual que, alerta, emerge entre máquinas de guerra” (2019, p. 28). 
En el caso de Rea, lo que hace es abrazar la lengua pública de los sufrientes, al evi-
denciar regímenes de autoridad. Nos encontramos ante una dupla de escritoras 
que —tal como propone Mbembe (2011)— invitan utilizar el archivo entendido 
en términos del desacato. 
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Ratificar que Daniela Rea protesta ante las voces del horrorismo mexicano 
y proponer que lo hace desapropiadamente no es irrelevante: sus crónicas abren 
paso a escrituras afectadas y nos llevan ahí, donde la tortura perturba la psique 
de las personas con tal de que hagan lo solicitado, al tiempo que le otorga voz a la 
indefensión. Observo cómo el trabajo realizado en Nadie les pidió perdón… vincu-
la procesos dialógicos igual que lo expresado por Garza:

Lo que pasa fuera de la página y lo que pasa dentro de la página tie-
nen, ahora más que nunca, una relación concreta y directa con la 
producción de valor social. ¿Qué haremos, los escritores, con este 
poder? ¿Cuál es el papel de la escritura tanto en términos culturales 
como políticos, en una era en la que el trabajo inmaterial —el traba-
jo con y desde el lenguaje, la invención, el conocimiento— es el fac-
tor fundamental en la producción del valor? En plena era del semio-
capitalismo, ¿pueden los escritores imaginar y producir una práctica 
lingüística capaz de generar un mundo alternativo a la dominación 
patriarcal? (2019, p. 21-25).

Declaro que Daniela Rea contesta a los cuestionamientos mencionados en la cita 
anterior por Garza. Rea caminó, entrevistó e instauró otros estados del habla 
comunitaria a partir del documento inmóvil: gestos, miradas, susurros y semi-
llas son parte de lo enunciado dentro del archivo. Por añadidura, la relación en-
tre autoras contiene alcances ventajosos donde existe la conjunción imaginativa 
de la investigación minuciosa. Ambas autoras operativizan la hipótesis inicial: 
atender al archivo cuando desacata y hace frente a la condición necropolítica. Si 
la escritura reclama espacios de enunciación, el asunto no termina. A modo de 
conclusión, en el siguiente apartado, aparecen señalamientos no definitivos cuya 
intención es abrir la discusión constructiva.

Agenda: restituir el archivo hacia una práctica política del cuidado

Siguiendo a Achille Mbembe (2011), el archivo no es un espacio pasivo de me-
moria, sino un dispositivo activo que produce legibilidad para algunas vidas y 
opacidad para otras. En suma, abordar la violencia contemporánea desde el ar-
chivo implica reconocerlo como una tecnología central para desobedecer a la ne-
cropolítica. 

Cuando Mbembe (2020) entreteje el documento pétreo para pensarlo en per-
manente composición, refiere a cómo el archivo es restituyente al dialogar con el 
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presente. Los fallos del archivo —expedientes incompletos, clasificaciones ambi-
guas, testimonios desplazados— no son meras deficiencias técnicas, sino efectos 
estructurales de un régimen de poder que opera mediante el borramiento. En los 
contextos donde la violencia estatal es normalizada, la desaparición del cuerpo 
no solo suspende el duelo, sino que reinscribe a los sujetos en zonas de indistin-
ción jurídica y simbólica. Proponer concordancias entre fragmentos de archivo 
no promete verdad: entrega restos, memorias y administra silencios.

La violencia contemporánea es porosa e incontrolable. No obstante, fetichi-
zar su carácter indecible no ayuda: el desafío radica en exponer sus estructuras. 
Aceptar a la violencia como un fenómeno indecible, anula límites y condicio-
nes de posibilidad interrogatorias. En corolario, la hipótesis de archivo manifes-
tada en este artículo, a partir del posicionamiento de Mbembe (2011-2020) per-
mitió afirmar que, si bien el dolor existe, eso no significa que es nuestro destino. 
Desde esta perspectiva, el análisis fue organizado para plantear cómo la escritu-
ra literaria-periodística configura prácticas de intervención sobre el archivo ne-
cropolítico, no para completarlo ni corregirlo, sino para exhibir sus límites y ten-
sar sus lógicas. 

Para proceder desde el gesto anterior y hacer rendir un enfoque crítico, este 
artículo organizó el análisis entendiendo la creación literaria lejos de pretensio-
nes cerradas a la parafernalia inventiva para ubicarla desde su potencia para ho-
radar en el lenguaje. Desde Rea y Rivera Garza fue posible una posición metodo-
lógica: en lugar de aceptar definiciones clásicas, las escritoras mexicanas amplían 
las interpretaciones disponibles sobre la violencia. Ambas entienden el lenguaje 
en crudo, sin exclusivas ante la institución memorística, y declinan cada palabra 
para reclamar quién, qué existe o merece hablar desde el espacio público. 

Daniela Rea y Cristina Rivera Garza dan cuenta de lo dicho por Mbembe al 
sondear en aquello que el archivo no puede contener. Es en tal quiebre —entre 
documento y resto, entre registro y ausencia— donde su escritura abre la posibi-
lidad de una memoria que no reproduce la violencia soberana, sino que la con-
fronta, manteniendo abierta la pregunta y las condiciones políticas que hicieron 
posible su aparición. Por lo tanto, a partir de los tres autores, hemos concretado el 
objetivo anunciado: observar el rol de la escritura literaria, el archivo y las escri-
turas desapropiadas en la producción de estrategias lingüísticas calificadas para 
enfrentar y exceder a las narrativas autoritarias. 

No existen antídotos contra la violencia aniquiladora, pese a nuestra situa-
ción, necesitamos replantear los organismos legales del documento: el archivo 
contiene voces y experiencias de quienes buscan justicia. Los procesos de inves-
tigación exigen marcos inéditos para clasificar, pero trascender al resentimien-
to; en consecuencia, resulta elemental para impulsar dimensiones irreductibles y 
multicausales, tal como lo manifiestan los autores citados.
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Cuando miles de personas pierden la vida y se vuelven insustanciales, como 
fantasmas, reproducir escrituras ajenas al Estado puede ser una vía para contra-
rrestar la violencia. A modo de posibilidad de investigación, sostengo que aun-
que no podemos preveer lo que nos depara en nuestro país herido, sí podemos 
comenzar a esbozar terrenos de diálogo. Frente a este panorama, es posible ofre-
cer conclusiones aproximadas que aperturen la discusión a una ética del cuidado:

El espacio social ocupado por poblaciones marcadas por el sufri-
miento puede permitir que los relatos atraviesen los códigos cultura-
les rutinarios para expresar un contra discurso que asalta e incluso 
quizá debilita el significado aceptado de las cosas como son. A par-
tir de estas experiencias tan desesperadas y derrotadas pueden sur-
gir relatos que exigen un cambio que altera por completo los lugares 
comunes, y en ocasiones pueden hacer que este cambio se dé —tan-
to al nivel de la experiencia colectiva como al nivel de la subjetivi-
dad individual—. (Das y Kleinman, 2001, p. 22).

El desafío está en acercarnos a la proyección de prácticas solidarias: si toda opera-
ción archivística nace desde el despojo, es importante, por tanto, desarrollar una 
responsabilidad ética frente a aquello que se conserva y lo que se excluye. La éti-
ca del cuidado introduce una pregunta central: ¿cómo aproximarse a los restos y 
huellas de la violencia sin reproducir las lógicas extractivas que sostienen la ne-
cropolítica? 

La acción concreta puede hacer visible la injusticia, restituir nombres, cuer-
pos y redes de apoyo. No debemos hipotecar el lenguaje, hace falta aprender: des-
aparecido o violentado es un lugar de sensibilidad y enunciación. Así, la ética del 
cuidado permite pensar la escritura literaria-periodística como una forma de in-
tervención archivística que no busca totalizar ni cerrar, sino acompañar lo frag-
mentario, respetar los silencios y sostener la memoria como práctica común. En 
este cruce, el desacato archivístico no se concibe únicamente en tanto oposición al 
mandato institucional, sino también como un gesto ético orientado a no violen-
tar nuevamente aquello que la violencia ha dañado.

Mientras las instituciones mantienen un pacto de silencio, es necesario tras-
cender la coyuntura delictiva: cuando la violencia brota, exigir justicia nos ubi-
ca en un acto de cuidado genuino. Abonar a la coalición apremia: urge procurar 
formas de abordar la memoria colectiva para, sin victimización ni resignación, 
defendernos del Estado y abocarnos a la construcción de espacios de cohabita-
ción. Desacatar textualmente al imperativo de la violencia en México es comba-
tir la amnesia del país.
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La participación ciudadana para la gobernanza metropolitana 
ha recibido una atención limitada en la literatura especializada, 
debido sobre todo al dominio del enfoque de la gobernanza cuyo 
locus de análisis son las redes de multiactores en las metrópolis 
(Arellano y Rosiles, 2021; Díaz, 2022; Navarrete, Guevara y De-
merutis, 2020; Ramírez, 2012). Así, como primera exploración del 
tema se propone detectar la oferta legal de figuras de participación 
sobre asuntos metropolitanos y analizar sus diseños respecto a su 
potencial democratizador. Desde una metodología cualitativa se 
armó una base de datos con información de estudios especiali-
zados, legal y de transparencia; detectando 25 figuras diferentes 
ofertadas en arreglos metropolitanos. El potencial democratizante 
se analizó desde las dimensiones de inclusividad, empoderamien-
to y deliberación. El resultado es que son pocas las figuras que 
escalan el potencial democratizador, aquellas más exclusivas em-
poderan más, mientras que las más inclusivas empoderan menos 
y la mayoría no favorece la deliberación. La conclusión es que la 
oferta legal de figuras de participación ciudadana metropolitana 
en México presenta limitaciones a su potencial democratizador.
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Abstract:

Citizen participation in metropolitan governance has not been 
studied enough due to the primacy of the classical approach to go-
vernance, that has as its object study the networks of actors in the 
metropolis. Therefore, this document detects the legal offer of citi-
zen participation for metropolitan agendas and analyzes its poten-
tial for democratization. Through an exhaustive search in different 
sources of information including specialized studies, transparency 
and legislation, 25 different figures offered for citizen participation 
for metropolitan governance were detected. The analysis of the le-
gal offer was made from three dimensions of inclusivity, delibera-
tion and empowerment. The result is that the less inclusive figures 
tend to be more empowering, and those more inclusive figures tend 
to be less empowering. Most of the figures favored the election and 
negotiation more than the deliberation. The conclusion is that the 
legal offer to citizen participation for metropolitan governance in 
Mexico, presents limitations to its democratizing potential.

Keywords:

Metropolitan Governance; Mexican Governments; Citizen Participation; 
Participatory Democracy; Institutional Design

I. Introducción1

México avanza aceleradamente hacia la urbanización, para 2050 cerca del 80% 
de su población vivirá en zonas urbanas (UN-Habitat, 2022); por tanto, los desa-
fíos a este fenómeno se visualizan enormes desde todos los frentes sociopolíticos 
para atender problemas y necesidades de planeación, movilidad, medioambien-
te, agua, salud, etc. La perspectiva del gobierno de las urbes problematizado des-
de el régimen político federal y democrático mexicano del que emergen sus zonas 
metropolitanas, supone la existencia de gobiernos locales con autonomías y res-
ponsabilidades excluyentes, acaparados por la misma mancha urbana; lo que ha 
demandado arreglos institucionales de gobernanza metropolitana para propiciar 

1 El artículo forma parte del proyecto de investigación en desarrollo “Participación ciudadana en 
la gobernanza metropolitana de México”.
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soluciones eficientes y democráticas a problemas y necesidades comunes (Díaz, 
2022; Ramírez, 2012).

Si bien, desde el 2016 se formalizó mediante la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (LGAHOTDU) una 
visión central o general sobre la gobernanza metropolitana, de manera previa 
los gobiernos locales y la comunidad académica venían aplicando esfuerzos para 
responder a las necesidades de las grandes urbes mexicanas. Varios arreglos 
legales de coordinación metropolitana surgieron desde finales del siglo XX para 
gobernar las respuestas a los problemas y necesidades metropolitanos; también, 
se fue conformando una comunidad epistémica interesada en estudiar al fenó-
meno metropolitano y las respuestas en atención (Arellano y Rosiles, 2021; Díaz, 
2022; Navarrete, Guevara y Demerutis, 2020; Ramírez, 2012).

En ambos casos, gobierno y academia se han adaptado a la guisa de la gober-
nanza para encontrar sus respuestas y desarrollar sus análisis. La gobernanza es 
considerada un medio para sobrellevar la coordinación entre gobiernos —como 
en el caso del federalismo mexicano—, así como para facilitar a la ciudadanía que 
participe en la toma de decisiones en beneficio de su población (Lefèvre, 2005, 
pp.228-230). Así, desde que se originaron los arreglos metropolitanos se gestó 
la preocupación por incorporar a la ciudadanía en su gobernanza, creando los 
canales de comunicación y participación con la ciudadanía. No obstante, los 
estudios académicos acerca de la gobernanza metropolitana atienden poco  o 
de manera secundaria estas  figuras legales, interesados en mayor medida en las 
relaciones intergubernamentales, sus políticas y el financiamiento (Arellano y 
Rosiles, 2021; Córdoba y Romo, 2022; Demerutis, 2020; Díaz, 2022; Eibenschutz 
y González, 2009; Ramírez, 2012). 

Estos estudios observan una tendencia a la alza de los arreglos metropolita-
nos, tales como los institutos de planeación o de servicios a la “ciudadanización” 
(Córdoba y Romo, 2022, p. 216), o aquellos que gestionan la “apertura de espa-
cios hacia la ciudadanía” (Demerutis, 2020 p. 144). Generalmente, estos arreglos 
conducen al “consenso de todos los sectores de la sociedad” (Córdoba y Romo, 
2022, p. 217) o a la “gobernanza pluralista” que “logra un equilibrio de intereses” 
donde los ciudadanos pertenecientes a la llamada sociedad civil “son tomados 
en cuenta en los procesos de toma de decisiones” (Demerutis, 2020, p. 145). No 
hay, sin embargo, conclusiones sólidas acerca de tal consenso, y además, se ob-
servan condiciones normativas institucionales cuestionables, como por ejemplo, 
quiénes, cómo y hasta dónde se permite la participación, es decir, características 
clave de una efectiva ciudadanización metropolitana. Conclusiones como estas 
se desprenden, en lo fundamental, del análisis de la gobernanza metropolitana 
centrada en redes multiactores, y abordan secundariamente las modalidades de 
la participación ciudadana. 
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Por tanto, se propone debatir esta tendencia en términos del análisis de la 
participación ciudadana y de las condiciones formales para posibilitar su demo-
cratización. De esto, se desprenden tres cuestiones para compensarse: i) cuáles 
figuras formales de participación ciudadana han sido aplicadas para la parti-
cipación ciudadana en la gobernanza metropolitana, ii) cuáles son sus diseños 
concretos, y iii) qué potencial democratizador tienen. El artículo busca detectar y 
analizar la oferta legal de participación ciudadana en asuntos metropolitanos de 
México para conocer sus diseños y potencial democratizador. Para ello, se aplica 
una metodología cualitativa de corte descriptiva, y se construye una base de 
datos detectando 25 figuras diferentes ofertadas para la participación ciudadana 
metropolitana que son analizadas en sus dimensiones de inclusividad, empode-
ramiento y deliberación.
El artículo tiene seis apartados, el primero de introducción; el segundo expone el 
marco referencial de la gobernanza a la participación ciudadana; el tercero des-
cribe la metodología y propuesta de análisis; el cuarto describe la oferta legal de 
participación ciudadana para la gobernanza metropolitana; el quinto analiza los 
diseños de la participación ciudadana para la gobernanza metropolitana; y el sex-
to concluye.

II. De la gobernanza a la participación ciudadana metropolitana

En México, el estudio de la participación de la ciudadanía para la gobernanza 
metropolitana se ha realizado mayormente desde la perspectiva de la gobernan-
za, desde la cual se conciben redes por encima del centrismo y las jerarquías del 
gobierno, para coordinar a las relaciones gubernamentales e incorporar actores 
sociales a la gestión y las políticas públicas, y que supone una ampliación de espa-
cios de influencia pública que resultarían oportunos para que la ciudadanía par-
ticipe (Heinelt, 2018, pp. 1-2). Con ello, el locus empírico y analítico de la gober-
nanza es la red, y la participación ciudadana queda subsumida a dicho objeto. 

La aplicación de la gobernanza podría ser una de las razones por las cuales la 
participación ciudadana reciba poco interés. De cierta forma, esta perspectiva ha 
desplazado la posibilidad de aplicar una visión más analítica al objeto de la par-
ticipación ciudadana. Bajo una lupa crítica, se ha señalado que la visión clásica 
de la gobernanza al subsumir a la participación ciudadana metaboliza su lenguaje 
para atribuirlo a las redes (Bevir, 2006); provocando que, en ocasiones, al analizar 
redes de gobernanza metropolitana, con solo incorporar espacios de ciudadanía, 
en automático se les adjetive de participativas o ciudadanizadas. Conclusión que 
debe tomarse con cautela pues el uso indiferenciado de estos conceptos objeto 
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de la participación ciudadana, llevaría a utilizarlos en procesos que no alteran 
sustantivamente la toma de decisiones pública, reproduciendo exclusiones y 
simulaciones, y vacían su espíritu suplantando su interés original (Bevir, 2006). 

En vías de subsanar este déficit, se ha propuesto a la gobernanza democrática 
o participativa, que plantea que a una red deben asegurársele medios institucio-
nales de gobernanza tutelados por el gobierno que procuren y exalten valores 
democráticos al conjunto de sus arreglos o acuerdos, pues es de esperar que no 
se desarrollen en automático (Sorensen y Torfin, 2017); como encausar redes 
con actores afectados e interesados de grupos representativos, que se les empo-
dere, alcanzar decisiones conjuntas y forjar vínculos entre y con las instituciones 
(Sorensen y Torfin, 2017). Así, los mecanismos de participación ciudadana 
acoplados en arreglos formales de gobernanza, como canales complementarios, 
potenciarían las exigencias democráticas (Heinelt, 2018). 

La versión de la gobernanza democrática ofrece elementos para analizar a la 
participación ciudadana dentro de la gobernanza metropolitana. No obstante, 
esto supone sostener la lente amplia sobre la red de gobernanza gravitante en 
políticas, planes o servicios metropolitanos, omitiendo los detalles que interesan 
a la crítica y análisis de la participación ciudadana2. Con esto no se subestima la 
primera visión, en su lugar, la propuesta es asumir una más específica sobre la 
participación ciudadana útil para analizar a más detalle los potenciales democra-
tizadores de la oferta legal empleada para tal fin. En breve, es analizar las ramas 
sin descuidar el bosque de la gobernanza metropolitana democrática; aunque, 
más claramente, es analizar uno de los tantos árboles del bosque de la democracia 
participativa en México. 

El enfoque de la participación ciudadana se utiliza para analizar los mecanis-
mos formales que la posibilitan para la gobernanza metropolitana del país. La 
vasta experiencia de nuestro país en la materia configura hoy todo un campo 
práctico y de estudio en torno a ese objeto, y no es el propósito de este trabajo 
profundizarlo y discutirlo, sino buscar centrar la atención en tres aspectos de su 
interés, que Fung (2006, p. 67) enmarca sobre quiénes, cómo y hasta dónde las 
reglas permiten ciudadanizar las decisiones. 

Normativamente, la participación ciudadana advierte sobre eventos signifi-
cativos para hacer realidad valores democráticos que justifican la deseabilidad de 
incorporar a la ciudadanía en decisiones públicas (Cunill, 1997, pp. 15-18). En su 
debate se aglutinan los déficits de la democracia en su forma representativa pura 
y la actual crisis de sus instituciones, para desafiar su capacidad de transformar 
realidades que le son adversas y procesar voces diversas de personas afectadas 

2 Por ejemplo, para la gobernanza democrática no sería relevante determinar el grado en que un 
solo mecanismo de participación fomenta la inclusividad, sino que debería evaluarse al conjunto 
del sistema o red, con lo que se descuidan los detalles del primer interés.
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mediante decisiones vinculantes (Pateman, 1970, Dryzek, 2000). La visión 
más crítica se preocupa por la inevitable relación de subordinación de formas 
representativas y sociales injustas, haciendo a la participación ciudadana un fin 
que induce relaciones Estado-sociedad inclusivas, deliberativas o vibrantes que 
aseguran la soberanía y autonomía popular (Barber, 2020; Macpherson, 2003). 
Las respuestas se empaquetan en la democracia participativa y sus variantes 
deliberativas y directas que justifican una participación ciudadana más profun-
da, especialmente por vías formales para lograr sus anhelos democráticos de 
empoderamiento, cultura cívica, igualdad, justicia u otros (Fung y Wright, 2001). 

La aplicación analítica de la participación ciudadana para procesos que im-
plican relaciones ciudadanía-gobierno orientadas a provocar decisiones públicas, 
es de utilidad para revelar los procesos y resultados (Fung, 2006; Parés, 2009; 
Michels, 2011; Pape y Lerner, 2016; Brown, 2018; Pogrebinschi, 2018). Para obser-
varlo suelen aplicar análisis que permitan balancear el potencial de realización, 
de entenderlos, contextualizarlos y explicarlos (Font, Della Porta y Sintomer, 
2014). Los mecanismos de participación ciudadana suelen analizarse en función 
de propósitos democratizadores, así como de otros propósitos, como los de las 
políticas bajo las cuales se practican, incluso de sus actores, de sus relaciones y su 
entorno (Parés, 2009; Michels, 2011; Pape y Lerner, 2016). 

Por supuesto, resultaría de gran utilidad las múltiples perspectivas de análisis 
para aplicarlas a los esfuerzos de atraer a la ciudadanía a las decisiones públicas 
en metrópolis. Una ruta señalada por esta abundante literatura es comenzar por 
los diseños formales (Lowndes y Pratchett, 2009), los cuales en principio marcan 
las condiciones legales para participar y señalan las reglas y posibilidades permi-
tidas de la participación (Lowndes y Roberts, 2013). La participación ciudadana 
mediada por reglas formales para la gobernanza metropolitana manifiesta el 
entusiasmo de los gobiernos por conectar a la ciudadanía con sus decisiones ha-
ciéndolas más abiertas, incluyentes y cercanas (Blanco, Lowndes y Salazar, 2022). 
Sin embargo, los estudios muestran una tendencia limitada de las reglas para 
concretar sus anhelos (Lowndes y Pratchett, 2009), incluso se instrumentalizan 
para controlar o simular la participación, evitando el cambio de los procesos de 
decisión y reforzando desigualdades de acceso y empoderamiento (Schneider y 
Welp, 2015; Pogrebinschi, 2018).  Esto lleva a discutir que las reglas formales no 
son neutrales y que sus diseños, entendidos como los contenidos concretos de los 
mecanismos, determinan si potencian o constriñen su potencial de ciudadanizar 
y democratizar los espacios dedicados a la participación (Lowndes y Pratchett, 
2009; Lowndes y Roberts, 2013). 

Para aplicar este debate a la oferta formal de participación ciudadana en zonas 
metropolitanas (ZM), se propone abordarlos mediante el análisis del potencial 
democrático de los diseños insertos en marcos legales metropolitanos en tres 
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dimensiones: inclusividad, deliberación y empoderamiento. Las tres dimensiones 
se consideran cruciales para la mejora democrática, y permiten mostrar posibles 
ampliaciones de participación al modelo representativo de la democracia (Chwa-
lisz y Česnulaitytė, 2022; Fung, 2006; Fung y Wright, 2001; Brown, 2018; Smith, 
2009).

2.1. Inclusividad

Las perspectivas participativas y deliberativa aceptan la imposibilidad de agru-
par a toda la ciudadanía en procesos de decisión pública (Brown, 2018). En este 
sentido, importa quién participa. Por un lado, se debate la cantidad de espacios 
ofertados legalmente para asegurar cierta cantidad de participantes posibles, así 
como, que esos espacios reflejen los intereses de todos los sectores o grupos de po-
blación. Al privilegiar la inclusión de grupos habilitados para participar, como 
miembros de grandes empresas, organizaciones y asociaciones y sub-élites bien 
educadas y experimentadas, puede conducirse a la captura de intereses privados 
que suelen influir más efectivamente que los menos habilitados (Sorensen, 2006, 
p.104). Así, la representatividad de los grupos sociales convocados a ocupar los 
espacios es relevante más no suficiente. La representatividad opera como espa-
cio para asegurar que personas hablen o actúen en nombre de quienes no están, 
pero también funciona como forma de exclusión (Brown, 2018). Por lo tanto, se 
requiere inclusividad, que es asignar presencia directa de los afectados en los pro-
cesos de decisión, especialmente aplicar medidas que reduzcan o neutralicen las 
desigualdades que tradicionalmente afectan negativamente los niveles de parti-
cipación entre grupos sociales debido a la clase social, género, nivel educativo u 
otras, asociados a bajos niveles de participación (Smith, 2009).

2.2. Deliberación

La comunicación en el proceso de decisión pública es una preocupación clave 
para la perspectiva deliberativa (Fung, 2006). La forma de comunicación resuelve 
dudas sobre cómo se participa, en los procesos suelen definirse reglas que pueden 
aislar unas voces de otras, omitir oportunidades de voz a los afectados, o ignorar 
información relevante, que conlleva vaciar de sentido democrático a la partición. 
La deliberación subraya como cuestión fundamental, la posibilidad de identificar 
alternativas de solución en torno a los intereses de un colectivo, basados en una 
serie de supuestos ideales sobre la revisión de la información más completa po-
sible, el diálogo cara a cara de todas las voces, criterios comunes para evaluar to-
das las opciones de acción, y la disposición de atender las visiones de los demás 
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con miras a un entendimiento o decisión común (Bone, Crockett y Hodge, 2006; 
Chwalisz y  Česnulaitytė, 2022).

2.3. Empoderamiento

La tercera preocupación refiere a la influencia de la ciudadanía sobre la toma de 
decisiones públicas. La pregunta sobre hasta dónde se participa ayuda a identifi-
car problemas de los diseños legales, muchas veces la invitación a la ciudadanía 
se instrumentaliza para legitimar decisiones previamente asumidas en otro lugar, 
o bien, sus opiniones quedan sin efectos respecto a la de otros participantes (Smi-
th, 2009, p. 20). Cuando la ciudadanía siente que su voz no tiene efectos, se decep-
ciona, desconfía y critica al proceso. El empoderamiento es crucial, refiere a la po-
sibilidad de que la ciudadanía tenga influencia y control efectivo sobre elementos 
significativos del proceso de toma de decisiones (Smith, 2009, p. 26); es que las de-
cisiones tomen en cuenta las recomendaciones ciudadanas y se actúe en conse-
cuencia (Chwalisz y Česnulaitytė, 2022, p. 26).

III. Metodología y propuesta de análisis

Con el avance del fenómeno metropolitano los gobiernos de México fueron in-
troduciendo arreglos y acuerdos institucionales para promover la coordinación y 
cooperación de los actores de gobierno y sociales en zonas urbanas cuyos munici-
pios forman parte de la misma aglomeración (Díaz, 2022, pp. 45-55). Para la pers-
pectiva institucionalista los diseños de los arreglos formales son sustantivos debi-
do a que buscan avanzar la institucionalización de la gobernanza metropolitana 
(Díaz, 2022). En este sentido, para buscar los diseños legales de participación a es-
tudiar se tuvieron los siguientes criterios: 

1.	 Arreglos institucionales formales con objetivos de gobernanza 
en más de un municipio que sean conurbados, y que obliguen cola-
boración o cooperación entre diferentes gobiernos para planes, polí-
ticas, programas o servicios; 
2.	 Que dentro de estos arreglos existan modalidades formales de 
participación ciudadana; 
3.	 Que se cuente con evidencias de su existencia y que esté disponi-
ble su información reglamentaria (ley, norma, reglamentación, etc.). 
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Primero, para identificar la existencia de estos arreglos se realizó una base de da-
tos a partir de una búsqueda en estudios especializados impresos y electrónicos, 
y en buscadores con combinaciones de palabras clave de las 74 ZM reconocidas 
por la LGAHOTDU y de cada entidad federativa con gobernanza/metropolita-
na verificando en medios oficiales; luego se aplicaron los criterios por caso para 
descartar arreglos que no correspondieran, por ejemplo por ser urbano-munici-
pal; finalmente, se realizó una base documental mediante búsqueda y recopila-
ción de información documental sobre los casos identificados dentro de páginas 
oficiales y transparencia gubernamental, estudios especializados y medios oficia-
les, tanto de reglamentaciones como adicional. Con esto, se realizó una segun-
da base de datos que capturó literalmente la información del diseño reglamen-
tario tanto del arreglo institucional (objeto, tipo de arreglo3, cobertura, agenda, y 
otra), como del diseño institucional del mecanismo de participación ciudadana 
para cada dimensión tal como se precisa más adelante, que luego fue codificado 
en la categoría correspondiente, así como, por el tipo de mecanismo (consejo, es-
pacio unipersonal, contraloría, observatorio o consulta pública). Así, se detectó 
la oferta de participación ciudadana para la gobernanza metropolitana (Tabla 1).

3 Sobre el tipo de arreglo institucional, se observaron arreglos centralizados, de coordinación 
intermunicipal y agencias metropolitanas, siguiendo a Tomàs (2020).
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Tabla 1. Oferta institucional de espacios de participación ciudadana para asuntos metropolitanos en México

	  

Fuente: elaboración propia a partir de la revisión de información en: DOF (2024), Desarrollo Territorial (2021), Ramírez (2012), 
Periódico Oficial del Estado Libre y Soberano de Nuevo León (2014), siapa.gob.mx (2024), interapas.mx (2024), Periódico Oficial del 

Gobierno Constitucional del Estado de México (1992), Periódico Oficial del Gobierno del Estado de México (2005), Gaceta Oficial 
del Gobierno del Estado de Veracruz (2007), Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Tamaulipas (2005), Periódico Oficial del 

Estado de Jalisco (2011, 2014), imeplan.mx (2024), Rosales y Campos (2021).

 Nombre Arreglo 
institucional 

Cobertura según 
Zona 

Metropolitana 
Estado(s) Agenda Vigencia 

CONSEJOS CIUDADANOS      

1 

Consejos 
Consultivos de los 
Programas 
Metropolitanos 

Centralizado 
federal 

Todo el país Federal Planeación 
2016-
vigente 

2 

Consejo Ciudadano 
del Instituto de 
Planeación y 
Gestión del 
Desarrollo (Imeplan) 

Coordinación 
intermunicipal 

Guadalajara Jalisco Planeación 
2014-
vigente 

3 

Consejo Técnico del 
Sistema 
Intermunicipal de 
Agua Potable y 
Alcantarillado 
(SIAPA) 

Agencia 
metropolitana 

Guadalajara Jalisco 
Agua 
potable 

2013-
vigente 

4 

Consejo Consultivo 
del Organismo 
Intermunicipal 
Metropolitano de 
Agua Potable 
(Interapas) 

Agencia 
metropolitana 

San Luis Potosí 
(SLP) 

SLP 
Agua 
potable 

2006 -
Vigente 

5 

Consejo Consultivo 
del Instituto 
Metropolitano de 
Planeación (Imeplan) 

Coordinación 
intermunicipal 

Tampico Tamaulipas  Planeación 
2005-
vigente 

6 

Cuerpo Consultivo 
del Consejo 
Ejecutivo de 
Coordinación 
Metropolitana 
(CECMVT) 

Coordinación 
intermunicipal 

Toluca México Planeación 2005-2010 

7 

Consejo Consultivo 
- Comisión 
Coordinadora de 
Vialidad y Tránsito 
de la Zona 
Metropolitana 
(COVIT) 

Coordinación 
intermunicipal 

Toluca México 
Tránsito y 
vialidad 

1992-1993 

8 

Consejo Consultivo 
de Planeación del 
Desarrollo 
Sustentable del 
Instituto 
Metropolitano de 
Planeación (Implade) 

Coordinación 
intermunicipal 

Veracruz Veracruz Planeación 2002-2011 

ESPACIOS UNIPERSONALES      

9 

Consejo Nacional de 
Ordenamiento 
Territorial y 
Desarrollo Urbano 

Centralizado 
federal 

Todo el país Federal Planeación 
2016-
vigente 
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La Tabla 1 muestra que México vive un auge de oferta de figuras de participación 
ciudadana orientadas a democratizar la gobernanza metropolitana, son 25, cada 
una con un diseño propio de participación que busca ser analizado. Debido al in-
terés en el contenido de los diseños ofertados en los marcos legales, el análisis es 
sobre todo asincrónico; no obstante, se pondera la ubicación temporal de cada 
uno. El diseño formal de las figuras se entendió como las reglas contenidas en dis-
posiciones formales que definen quiénes, cómo y hasta dónde se permite la par-
ticipación; esto facilitó primero la descripción de la oferta de mecanismos —en 
el siguiente apartado— y luego el análisis del diseño formal en cada dimensión. 

Cabe precisar tres limitaciones principales al estudio centrado en el diseño 
formal que —por alcances metodológicos no se abordan— pero son cuestiones 
que preocupan a la gobernanza (Díaz, 2022); primero es que al enfoque neoinsti-
tucionalista también le interesan las reglas informales que pueden tener un peso 
relevante sobre los resultados; asimismo se señala la brecha entre el diseño y la 
implementación real y sobre esto se apuntan debilidades para capturar actores, 
acciones, relaciones o comportamiento reales (Lowndes y Roberts, 2013), en este 
caso se ha buscado corroborar en lo posible aspectos generales sobre la confor-
mación y operación, no obstante el lente de análisis sigue a la regla formal; final-
mente, se cuestiona su enfoque en procesos y menos en resultados. Por lo tanto, 
se reconoce que este análisis constituye un primer paso sobre lo que pueden ser 
otros en la materia.

Con fines de esquematizar la escala de análisis de cada dimensión, se retoma la 
propuesta del cubo de la democracia de Fung (2006), debido a su capacidad para 
facilitar el análisis de diseños. Los contenidos de los instrumentos legales es el in-
sumo, y se describen con fines de categorizarlos, por tanto, el alcance es analítico 
sin aspirar a una evaluación positivista de implicaciones y consecuencias. Desde 
esta perspectiva, los diseños aspirarían a profundizar una participación median-
te el empoderamiento de la ciudadanía, la inclusión de las necesidades de grupos 
excluidos de la esfera pública, y la trascendencia a diálogos y debates informados 
y consensados (Fung, 2006; Smith, 2009; Chwalisz y Česnulaitytė, 2022). 

3.1. Propuesta de análisis

Para la dimensión de inclusividad, se analizarán los mecanismos de selección de 
las personas, debido a que son dispositivos institucionales que otorgan derechos 
y oportunidades a participar entre los grupos sociales (Smith, 2009; Fung, 2006). 
Se proponen tres categorías de análisis para la inclusividad: exclusivo, difuso e in-
clusivo, que se definen a continuación. El mecanismo de selección exclusivo sue-
le priorizar la invitación cerrada a grupos con prestigio, no solo por experiencia y 
conexión, sino sobre todo por pertenencia a grupos sociales que disponen de re-
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cursos —dinero, educación o tiempo; el difuso intenta incorporar a los afectados 
mediante criterios neutrales, por ejemplo, con convocatorias abiertas pero blo-
queadas según grupos, o aplicar sorteos y autoselección; el inclusivo intenta ha-
cer presentes a personas afectadas, especialmente a grupos sociales tradicional-
mente marginados de las decisiones públicas (Fung, 2006).

La tabla 2 explica cómo se codificó a cada figura en cada categoría de inclusi-
vidad, realizado a partir del diseño de la regla sobre las personas que se convoca 
o espera que conformen el espacio de participación, respecto a si provienen de 
ciudadanía, su cantidad y al grupo social que pertenezcan. Por ejemplo, invitar 
a dos representantes de cámaras empresariales a un consejo de nueve donde los 
siete lugares restantes son autoridades, muestra que es exclusivo. Así, la dimen-
sión se clasifica revisando la regla formal establecida, teniendo en cuenta que es-
tas permitan suponer que encajan solo en una categoría y hagan evidente de que 
no encajan en otra.

Tabla 2. Categorías y codificación de las dimensiones para inclusividad

Fuente: elaboración propia.

Para la dimensión de deliberación, se analiza el mecanismo de comunicación en-
tre las personas priorizado por cada diseño. En el continuo, se cuenta con el me-
canismo de expresión donde los espacios brindan oportunidades para manifestar 
y aportar opiniones, creencias o preferencias, a veces de escucha o de espectado-
res propicios para recibir información con lapsos de expresión (Fung, 2006); de 
selección, prioriza la comunicación receptiva de la ciudadanía hacia el gobierno, 
mediante criterios mayoritarios o ganadores, sin conducción ciudadana o par-
cial, a veces circulando información (Chwalisz y  Česnulaitytė, 2022); de nego-
ciación o desarrollo de opiniones, cuando la expresión ciudadana se encamina 
al desarrollo individual o grupal de opiniones y preferencias, con razonamientos 
y acuerdos, incluso por negociación, informando y capacitando a la ciudadanía 
(Fung, 2006); la deliberativa, implica procesos de negociación, pero con oportu-

Dimensión Categoría Codificación de la dimensión 

Inclusividad 

Exclusivo 
Número menor de participantes ciudadanos en relación con los de 
gobierno 
Representación mayor o única de grupos con prestigio 

Difuso 

Número tendiente a mayor de participantes ciudadanos en relación 
con los de gobierno 
Incorpora algunos criterios de representación bloqueados (para 
intereses organizados) o abiertos (no es requisito representar 
intereses organizados y con convocatoria abierta)   

Inclusivo 
Número mayor de participantes ciudadanos en relación con los de 
gobierno 
Representación adecuada de grupos tradicionalmente excluidos  
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nidades de reunión cara a cara ciudadanía-gobierno con diálogos facilitados so-
bre elementos relevantes de la política, para explorar y evaluar las opciones bajo 
criterios consensados, disponer y procesar información sustantiva, y emitir jui-
cios colectivos con cierto consenso (Bone, Crockett y Hodge, 2006; Smith, 2009). 
La tabla 3 detalla cómo se codificaron las categorías de deliberación, realizado a 
partir del diseño de la regla formal de la figura sobre el rol y mecanismo de inte-
racción esperado para la ciudadanía convocada a participar. Por ejemplo, aplicar 
una encuesta de necesidades evidentemente convoca a la ciudadanía a expresar-
se y excluye al resto de categorías.

Tabla 3. Categorías y codificación de las dimensiones para deliberación

Fuente: elaboración propia.

Para la dimensión de empoderamiento, se analiza el mecanismo mediante el cual 
las contribuciones de las personas se transforman en decisiones públicas (Smith, 
2009, p. 20). En un continuo, la testificación es cuando las personas solo presen-
cian actos en torno a decisiones públicas, sin emitir contribuciones; la consulta 
posibilita a la ciudadanía proporcionar contribuciones, pero sin garantías de que 
influyan las decisiones (Fung, 2006);  la colaboración implica algún grado de con-
tribución de acción ciudadana en aspectos operativos sobre elementos de la polí-
tica;  la codecisión aparece cuando la voz y el voto ciudadano es condición en los 
procesos de gestión o decisión, incluso si la participación posibilita el veto ciuda-
dano para avanzar opciones de acción o política. 

La tabla 4 precisa cómo se codificó cada categoría de empoderamiento, se rea-
lizó a partir del diseño de la regla formal establecida sobre el objetivo, función o 
atribuciones del espacio en que se participa en el proceso de decisión y gestión. 
Por ejemplo, un consejo ciudadano con la función sustantiva de operar consul-
tas públicas en torno a un plan, evidencia colaboración de la ciudadanía, y lo ex-
cluye de otras categorías.

Dimensión Categoría Codificación de la dimensión 

Deliberación 

Expresión Se le convoca a recibir, escuchar o exponer información  

Selección 
Además de expresión, se le convoca a emitir juicios de y 
participar de la selección de opciones de política predefinidas 

Negociación y 
desarrollo 

Además de selección, se le convoca a definir o desarrollar 
opciones de política 

Deliberativa 
Además de desarrollo, se convoca a formar criterios de 
evaluación y a formar un consenso colectivo para procesar una 
decisión 
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Tabla 4. Categorías y codificación de las dimensiones para empoderamiento

Fuente: elaboración propia.

IV. Oferta de participación ciudadana para la gobernanza metropolitana

A continuación, se describe la oferta legal de los mecanismos para luego aplicar 
el análisis propuesto. La descripción de la oferta se realizará según el tipo de arre-
glo y mecanismo, por lo que se privilegia iniciar con los acuerdos centralizados y 
luego con los no centralizados de coordinación intermunicipal y agencias metro-
politanas. 

4.1. Arreglos centralizados a través de la LGAHOTDU

La aprobación en 2016 de la LGAHOTDU buscó establecer normas e instru-
mentos de gestión de observancia nacional para ordenar el territorio y asenta-
mientos humanos, siendo clave para la gobernanza metropolitana del país. Esta 
Ley estableció diversos mecanismos formales de participación ciudadana en el 
ámbito metropolitano. 

Para el ámbito nacional, la legislación contempló el Consejo Nacional de Or-
denamiento Territorial y Desarrollo Urbano como instancia consultiva sobre las 
políticas nacionales en la materia, conformado con ciudadanía y gobierno; fue 
integrado hasta 2017. Adicionalmente, en el ámbito estatal estableció los Con-
sejos Estatales de Ordenamiento Territorial, Desarrollo Urbano y Metropolita-
no como instancias de consulta, opinión y deliberación de las políticas de orde-
namiento del desarrollo metropolitano desde los estados y con representación de 
ciudadanía.

Del ámbito municipal, la LGAHOTDU redefine a las ZM para cubrir a 74 
con el 62.8% de la población (SEDATU, CONAPO e INEGI, 2018, pp. 17-19), 
y propone como principal herramienta de planeación de estas a la figura de los 

Dimensión Categoría Codificación de la dimensión 

Empoderamiento 

Testificación Se le invita a contemplar la decisión 

Consulta 
Se le convoca a formar insumos enviados luego a espacios 
decisión 

Colaboración 
Se le convoca a seguir aspectos operativos o de gestión de 
decisiones previas  

Codecisión 
Se le convoca a determinar o tener veto en decisiones o 
aspectos fundamentales de la política 
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Programas Metropolitanos (PM) para que construyan mediante coordinación 
institucional una visión conjunta del uso, ocupación y aprovechamiento del te-
rritorio y recursos naturales. También creó a las Comisiones de Ordenamien-
to Metropolitano como órganos máximos de coordinación entre los tres órde-
nes de gobierno para conducir la creación de los PM, siendo acompañadas por 
los consejos consultivos para asegurar la participación ciudadana en el proceso y 
coordinar las consultas públicas. Hasta entre el 2019 y el 2023 se registran proce-
sos para crear estos consejos, sumando 36 convocatorias de ZM, 22 de estas emi-
tidas en el año 2022. 

Por otro lado, la LGAHOTDU adicionó las formas de financiamiento al sis-
tema general de planeación territorial, especificando que, para la gestión de las 
ZM además se considerarán mecanismos técnicos y fuentes de financiamiento 
como el Fondo Metropolitano (FM). Desde el 2016, la legislación del FM consi-
deró integrar Consejos para el Desarrollo Metropolitano conformados por auto-
ridades con la opción de participación de actores sociales y privados. Al revisar 
los registros de instalación de estos consejos, no se observaron casos que incor-
porasen a la sociedad, pero su diseño institucional le interesa a este análisis. Tam-
bién, establece a las contralorías sociales como mecanismo de vigilancia ciudada-
na, ampliamente desarrolladas para el Programa de Mejoramiento Urbano, pero 
escasamente para el FM. 

Adicionalmente, la LGAHOTDU reguló a los observatorios ciudadanos que 
buscan analizar la evolución de los fenómenos socioespaciales y de políticas con 
la difusión de información en indicadores de resultados. Finalmente, derivó la 
creación de la Red Nacional Metropolitana (ReNaMet) con participación de la 
comunidad, que busca transferir conocimientos y buenas prácticas metropolita-
nas en foros anuales, registrando a 2023 cuatro ediciones anuales.

Finalmente, como forma diferente a la LGAHOTDU está el precedente de la 
Red Nacional de Observatorios Urbanos Locales (RNOUL) de 2005, impulsada 
por la entonces SEDESOL; que, para 2007 registró 47 observatorios en 14 estados 
y en 2019 seguían registrados 19 con solo nueve de carácter metropolitano; y que 
consideraron formatos ciudadanos y sociales para dar seguimiento a indicadores 
de vivienda, desarrollo social, medio ambiente y otros (Rosales y Campos, 2021). 

4.2. Arreglos no centralizados de gobernanza metropolitana

Previo a la LGAHOTDU, se tienen instituciones para la participación ciuda-
dana en arreglos no centralizados. Con esquemas de agencias metropolitanas 
en gestión del agua potable y alcantarillado en tres grandes ZM que incorporan 
ciudadanía; el primer registro es el Servicio de Agua y Drenaje de Monterrey 
(SADM), cuya regulación de 1956 como institución pública descentralizada re-
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serva espacios de representación social en su Consejo de Administración; el se-
gundo registro es el Sistema Intermunicipal de Servicios de Agua Potable y Al-
cantarillado (SIAPA) en Guadalajara, creado en 1978 y que en 2013 integra tres 
formas de participación:  su Junta de Gobierno como máximo órgano que inclu-
ye representación social,  la Comisión Tarifaria para  estudios y determinación 
de  cuotas y tarifas con espacios para la sociedad, y el  Consejo Técnico Ciudada-
no de Transparencia como figura ciudadana auxiliar para transparentar e infor-
mar sobre la gestión; y el tercero fue el Organismo Intermunicipal Metropolitano 
de Agua (Interapas) de San Luis Potosí (SLP) de 1996 en cuya Junta de Gobierno 
contiene representantes de gobierno y  ciudadanía y en 2006 adicionó un Conse-
jo Consultivo. Los dispositivos ciudadanos de estas tres agencias metropolitanas 
registraban operación al cierre de 2023.

Por otro lado, los arreglos de coordinación intermunicipal identificados tam-
bién contienen oferta de participación. En 1992, la Comisión Coordinadora de 
Vialidad y Tránsito de la Zona Metropolitana de Toluca (COVIT) nace como 
órgano intergubernamental con un Consejo Consultivo con funciones de deci-
sión y definición de política de vialidad y tránsito; aunque con duración de ape-
nas un año, su diseño institucional es relevante. Entre 2005 y 2010 aparece el 
Consejo Ejecutivo de Coordinación Metropolitana del Valle de Toluca (CEC-
MVT) orientado a la planeación metropolitana, fue acompañado de un Conse-
jo Consultivo.

En 2002 y hasta 2011, en Veracruz se creó el Instituto Metropolitano de Pla-
neación Veracruz-Boca del Río (Implade), donde la ciudadanía participó en dos 
de sus tres entidades: en su Junta de Gobierno (con la presidencia ciudadana del 
consejo consultivo) y en su Consejo Consultivo de integración mixta ciudada-
nía-gobierno para consulta y opinión en planeación. En 2005, aún vigente, apa-
reció el Instituto Metropolitano de Planeación del Sur de Tamaulipas (Imeplan) 
-solo para municipios de Tamaulipas- con un Consejo Consultivo. En 2010, en 
Colima se creó el Consejo para el Desarrollo Integral de la Zona Metropolitana 
de Colima-Villa de Álvarez con posiciones para autoridades municipales y repre-
sentación de la sociedad, y operando hasta el 2015.

En Jalisco, 2011 fue clave con la Ley de Coordinación Metropolitana, que dio 
pauta en 2014 al Estatuto Orgánico de las Instancias de Coordinación Metropo-
litana (EOICM) para que naciera el Instituto de Planeación y Gestión del Desa-
rrollo del Área Metropolitana de Guadalajara (Imeplan). Este incluye dos meca-
nismos de participación: un consejo ciudadano consultivo para seguimiento y 
evaluación de asuntos metropolitano; y consultas sociales para elaborar el Plan 
de Ordenamiento Territorial Metropolitano (POTmet) instrumentando tres for-
matos: foros temáticos, consulta barrial y recepción de contribuciones individua-
les. 

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29, enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0

Luis Téllez Arana



275

V. Análisis del diseño de la oferta formal de participación ciudadana para la 
gobernanza metropolitana

El análisis de este apartado expone todos los mecanismos que a la fecha han sido 
ofertados de manera formal para la participación ciudadana en ZM; es importan-
te mencionar que algunos programas ya no se encuentran vigentes. El objetivo es 
hacer un análisis completo que permita tener una perspectiva amplia del estado 
de la cuestión. Para resolver la duda sobre la vigencia de los mecanismos, remitir-
se a los dos apartados previos.

5.1. Inclusividad

La Figura 1 muestra que la mayoría de las formas de participación metropolita-
na invitan a la ciudadanía mediante criterios de selección exclusivos. Están las fi-
guras unipersonales con pocos espacios asignados a la ciudadanía como minoría 
respecto del gobierno que privilegian la selección por invitación a representación 
de grupos prestigiosos, tales como, el Consejo Nacional de Ordenamiento Terri-
torial y Desarrollo Urbano de la LGAHOTDU que reserva 13 de 44 espacios a 
grupos sociales provenientes de organismos y gremios empresariales, negocios y 
patronales; también,  los Consejos para el Desarrollo Metropolitano y los Esta-
tales de Ordenamiento Territorial y Urbano de esta Ley, que incluyen asociacio-
nes académicas, científicas, empresariales o profesionistas, y ciudadanos con co-
nocimientos y experiencia. 

Figura 1. Dimensión de inclusividad para las figuras de participación ciudadana metropolitana 

Fuente: elaboración propia a partir del análisis desarrollado en el apartado cuatro del presente basado en el cubo de la democracia de 
Fung (2006).
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A su vez, la Junta de gobierno del SADM Monterrey reserva tres espacios a re-
presentaciones de cámaras de comercio, industria y propietarios, y uno a usua-
rios; el Consejo para el Desarrollo de Colima contempla uno a la cámara de la in-
dustria y dos a colegios de ingenieros; los consejos consultivos del Interapas SLP 
y el Implade Veracruz asignan un espacio ciudadano; y la Junta de Gobierno del 
SIAPA Guadalajara da dos a la academia e industria, y uno a la presidencia de 
la asociación vecinal más numerosa. En general, estas figuras no consideran cri-
terios de inclusión, salvo el Consejo Estatal -LGAHOTDU- que dispone la pers-
pectiva de género.

Los consejos ciudadanos (CC) asignan más espacios a la ciudadanía —mayo-
ría respecto de autoridades— pero privilegian invitaciones a personas represen-
tantes de grupos prestigiosos o técnicos. En los consejos de los Programas Metro-
politanos —LGAHOTDU— se invita a agrupaciones legalmente constituidas, 
colegios de profesionistas, instituciones académicas y expertos; el CC del CEC-
MVT Toluca añade agrupaciones empresariales; el CC del Implade Veracruz 
concentra representación de mayoría casi total del sector privado y económico 
—educativo, comercio, industria, servicios, y colegios—, y  dos a ciudadanos “dis-
tinguidos”, nombrados por cada ayuntamiento; el Consejo Técnico del SIAPA 
Guadalajara a todos de sus cinco espacios  convoca a cámaras industriales, co-
merciales, colegios de ingenieros y universidad estatal.

Los observatorios ciudadanos —LGAHOTDU y de SEDESOL— también 
presentan criterios exclusivos al priorizar instituciones de investigación, colegios 
de profesionistas, organismos empresariales y organizaciones de la sociedad civil; 
incluso, la LGAHOTDU los configura como consultorías privadas con perfiles 
técnicos para elaborar los PM. Asimismo, figuras como la ReNaMet y los foros 
temáticos del Imeplan Guadalajara de participación más numerosa convocan so-
bre todo a especialistas, cámaras industriales, expertos y técnicos.

Por otro lado, existen figuras con criterios difusos que buscan incorporar la 
representatividad de nuevos actores bajo selección bloqueada o abierta. La Co-
misión Tarifaria del SIAPA Guadalajara asigna cinco espacios unipersonales a 
industria y universidades públicas y privadas y cuatro a representación de asocia-
ciones vecinales por municipio; el Consejo Ciudadano del Imeplan Guadalajara 
es totalmente ciudadano compuesto por dos titulares de cada municipio bloquea-
do a representar asociaciones vecinales y civiles, profesionales, empresariales y 
académicas, garantizando la paridad de género. En casos de CC, del Interapas 
SLP se invita a agrupaciones del comercio, industria, universidad, usuarios y ter-
cera edad; el del Imeplan Tampico invita directamente a sectores diversos -diez de 
ciudadanía, seis de privados y cinco de colegios y academia-; el del COVIT Tolu-
ca con mayoría ciudadana requiere invitación —obreros, padres de familia, co-
merciantes, transportistas, industriales, educativos, y otros.
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Los criterios difusos abiertos muestran mayor apertura. Las contralorías so-
ciales derivadas de la LGAHOTDU operan con convocatorias abiertas a cuatro 
residentes del territorio con equidad de género; y los espacios de consulta barrial 
y de recepción del Imeplan Guadalajara permiten participación abierta median-
te mesas y recepción general de propuestas. 

Finalmente, las consultas públicas de los PM —LGAHOTDU— presentan 
criterios tendientes a la inclusividad, con representatividad y extensión, al reco-
mendar en sus guías oficiales priorizar a jóvenes, perspectiva de género, grupos 
vulnerables y comunidades indígenas y afromexicanas, además de gremios eco-
nómicos y académicos; sin embargo, estos son criterios orientativos y no obliga-
torios. 

5.2. Deliberación

La Figura 2 muestra que cuatro formas de participación recurren a la expresión 
como mecanismo principal de comunicación. La ReNaMet opera mediante con-
gresos, ponencias, y paneles y el Foro especializado Imeplan Guadalajara explica 
contenidos y propuestas a los invitados, en ambos casos opera la escucha mutua 
gobierno-ciudadanía. Las consultas públicas de la LGAHOTDU recomiendan 
grupos de enfoque, encuestas, entrevistas, talleres, conferencias y mesas; la con-
sulta barrial y de recepción del Imeplan Guadalajara invita a expresar y escuchar 
necesidades y puntos de vista sobre del POTmet; los observatorios priorizan la 
provisión de información y conocimientos hacia sociedad y gobierno; estos tres 
casos reciben expresiones ciudadanas para agregarlas. En todos estos, el formato 
de comunicación es unidireccional.
 

Figura 2. Dimensión de deliberación para las figuras de participación ciudadana metropolitana

Fuente: elaboración propia a partir del análisis desarrollado en el apartado cuatro del presente basado en el cubo de la democracia de 
Fung (2006).
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En cuanto a las figuras que privilegian la votación, se tienen órganos colegiados 
donde la ciudadanía tiene voz y voto respecto a opciones o gestión de política, 
pero bajo conducción gubernamental y con predominio de este. Ejemplo son las 
figuras con presencia unipersonal de ciudadanía como el Consejo Nacional y los 
Consejos Estatales de la LGAHOTDU, así como las Juntas de Gobierno del In-
terpas SLP, del Implade Veracruz y del SIAPA y de este su Comisión Tarifaria, y el 
Consejo del SADM-Monterrey. En estos casos, la ciudadanía recibe información 
de primera mano, pero el gobierno preside y constituye mayoría, lo que le facili-
ta controlar la agenda. Los incentivos para que la ciudadanía desarrolle y delibe-
re sus propias opciones son, por tanto, limitados, con el riesgo de que el proceso 
se reduzca a un protocolo de validación de decisiones tomadas en otros espacios.
Los CC se adhieren a esquemas de negociación con oportunidad a desarrollar 
opciones ciudadanas mediante votaciones mayoritarias, formación de agendas 
para discutir temas, presididos ciudadanía, y con posibilidad de invitar expertos 
o autoridades a proveerles información, por lo general, desconectados de la ne-
gociación de las políticas. Esto se deja ver en el funcionamiento de los CC de la 
LGAHOTDU, del CECMVT Toluca, del Consejo Técnico del SIAPA Guadala-
jara, y los CC del Interapas SLP, Imeplan Tampico e Implade Veracruz.

Algunas figuras permiten mayor desarrollo de opiniones, porque implican ne-
gociación e interacción ciudadanía-gobierno para formar opiniones de gestión 
pública; como las contralorías sociales —LGAHOTDU— que incluyen acceso 
a información, observación de la operación del programa, asesoría y seguimien-
to a quejas o denuncias. 

Finalmente, dos figuras involucran elementos que posibilitan la deliberación 
interna al involucrar algún grado de consenso colectivo como indicador al per-
mitir negociación, escucha de todas las voces y consenso al evaluar (Chwalisz y 
Česnulaitytė, 2022); estos son el CC del Imeplan Guadalajara que sugiere deci-
siones por unanimidad y el CC del COVIT Toluca que exige mayoría calificada.
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5.3. Empoderamiento

La ReNaMet —LGAHOTDU— y el Foro especializado Imeplan Guadalajara 
se ubican en el nivel de testificación debido a que la ciudadanía observa, anali-
za o recibe información sobre decisiones asumidas en otros espacios (Figura 3).

Figura 3. Dimensión de empoderamiento para las figuras de participación ciudadana metropolitana

 

Fuente: elaboración propia a partir del análisis desarrollado en el apartado cuatro del presente basado en el cubo de la democracia de 
Fung (2006).

La mayoría de las figuras corresponden a la consulta; ejemplos son figuras don-
de la ciudadanía elabora, presenta e incluso vota opiniones sobre opciones de 
política, estas se emiten para dar forma a una opinión eventualmente proveí-
da a los espacios de decisión; aquí están casi todos los CC, exceptuando los de la 
LGAHOTDU y del COVIT Toluca, sobre planes, políticas o servicios, así como 
gestión pública, o sobre procesos de consulta o demandas ciudadanas. 

El Consejo Nacional y los consejos estatales de la LGAHOTDU, dos figuras 
unipersonales, operan de forma similar, pero con ciudadanía minoritaria lo que 
limita su alcance, opinando, conociendo y proponiendo sobre las políticas, pro-
gramas, estrategias y acciones formuladas por las distintas autoridades, depen-
dencias o entidades de gobierno.

Las consultas públicas de los PM —LGAHOTDU— y las de recepción de 
propuestas y barriales del Imeplan Guadalajara, son ejemplos de medios para 
canalizar datos proveídos por la sociedad para bosquejar su situación, y que 
eventualmente servirían de insumos de información en diagnósticos, opciones 
y operaciones de política. Por ejemplo, en las consultas barriales los participan-
tes expresan necesidades, se anotan en rotafolios, y luego se sistematizan en bases 
para posiblemente incorporarlas al diagnóstico.
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Las figuras de colaboración implican influencia de los participantes en aspec-
tos operativos o de gestión de la política, planes o servicios, situación que su-
pone alguna influencia ciudadana. Los CC de los Programas Metropolitanos 
—LGAHOTDU— pueden promover y coordinar procesos de consulta y parti-
cipación; el Consejo Técnico del SIAPA Guadalajara posee atribuciones de pro-
poner acciones sobre transparencia; por ejemplo, preparar, elaborar, publicar y 
distribuir material informativo. Las contralorías sociales —LGAHOTDU— vi-
gilan y emiten informes del desempeño de programas y ejecución de los recursos 
públicos, presentan o atienden quejas y denuncias de vecinos ante autoridades; 
los observatorios ciudadanos pueden elaborar o actualizar programas metropoli-
tanos como consultorías de acuerdo con la normatividad.

Por último, en el nivel más alto de empoderamiento se ubican dos tipos de fi-
guras. Por un lado, el CC del COVIT Toluca que, aunque efímero tuvo amplias 
facultades para definir y gestionar la política vial siendo en su mayoría ciudada-
nía. Por otro, las figuras  unipersonales acomodadas en órganos de gobierno de 
agencias, instituciones o servicios (SIAPA Guadalajara, SADM Monterrey, Inte-
rapas SLP e Implade Veracruz, y Consejos para el Desarrollo Metropolitano de 
la LGAHOTDU y de Colima), donde las personas ocupantes tienen potencial 
de veto para decidir sobre aspectos fundamentales de sus planes, políticas o ges-
tión; su voto cuenta igual que el de autoridades que los conforman, y aunque esto 
los empodera son  minoría y altamente excluyentes, en ciertas decisiones su vota-
ción puede determinar desempates.

VI. Conclusión

El artículo se propuso avanzar el debate de la gobernanza metropolitana demo-
crática en México con relación a la oferta institucional de figuras de participa-
ción ciudadana. Se identificaron 25 figuras formales y se analizaron en términos 
de su inclusividad, deliberación y empoderamiento, los resultados muestran que 
la ampliación de espacios formales para la participación puede no traducirse en 
automático en una profundización de la gobernanza democrática, debido a las li-
mitaciones preestablecidas por las reglas formales.

El análisis y visión optimista de la gobernanza metropolitana en México y sus 
aspiraciones democratizadoras pudieran modularse y enriquecerse desde el aná-
lisis de la participación ciudadana. Se observó que, a través de las reglas en ámbi-
tos metropolitanos, los grupos tradicionalmente excluidos son los menos convo-
cados a participar en espacios de mayor influencia y a su vez, los grupos de mayor 
prestigio se les convoca más y a espacios de mayor influencia, así como, la partici-
pación se concibe mayormente como medio de información, expresión o valida-
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ción de decisiones (Figura 4). Con esto, es más factible comprender que las reglas 
como están establecidas contribuirían más a reproducir la instrumentalización y 
las desigualdades de acceso e influencia a la toma de decisiones en el ámbito me-
tropolitano que, a genuinamente transformarlas, ciudadanizarlas o pluralizarlas.

La construcción del discurso de la democracia participativa se sostiene en re-
comendar medios o mecanismos institucionales para lograr sus imaginarios (Pa-
teman, 1970, Dryzek, 2000); al tiempo que, investigaciones empíricas insisten en 
conocer los contenidos de las reglas sobre quiénes, cómo y hasta dónde partici-
pan, pues reglas robustas también pueden reforzar desigualdades, exclusión o si-
mulación (Blanco, Lowndes y Salazar, 2022; Pape y Lerner, 2016; Pogrebinschi, 
2018). Los resultados de este estudio permitieron observar la manera en que las 
reglas diseñadas conciben cada tipo de mecanismo en relación con las dimensio-
nes que terminan mediando y condicionando el ejercicio efectivo de la democra-
cia participativa. Los diseños más abiertos a una participación amplia e inclusiva, 
como consultas públicas o vecinales, tienden a tener menor potencial de inciden-
cia; en contraste, los diseños de mayor capacidad de incidencia como los uniper-
sonales insertos en órganos de gobierno tienen mayor nivel de exclusión; a la vez 
que estos dejan pocas oportunidades a la deliberación sustantiva orientada a la 
construcción colectiva de discusiones y decisiones públicas.

De lo anterior, se pueden asumir implicaciones prácticas para la gobernanza 
metropolitana del país orientadas al cambio institucional para modificar las for-
mas preexistentes de asumir decisiones públicas. Por supuesto, esto también me-
rece una reflexión sobre los limitantes y las explicaciones para avanzarlo, por 
ejemplo, es sabido que el federalismo impone desafíos a los gobiernos para es-
tablecer acuerdos de coordinación con oportunidades factibles para una mayor 
participación (Diaz, 2022). Lo que, junto a otros factores, dificultaría explorar al-
ternativas de mayor profundidad. Bajo el entorno actual, la práctica puede ver-
se beneficiada si los diseñadores de las reglas para la participación metropolitana 
asumen el desafío de ampliar la perspectiva de inclusión, deliberación y empode-
ramiento; por ejemplo, medidas sencillas como incorporar la perspectiva de géne-
ro cambia la manera concebir la inclusión. Por supuesto, lo simple es solo operar 
las reglas actuales que muestran una nueva tendencia a abrir espacios donde an-
tes no se accedía, lo complejo es desafiarlas para propiciar experiencias significa-
tivas y para sustanciar la gobernanza metropolitana democrática. 

Finalmente, el estudio también subrayó el alcance de la reciente tendencia de 
oferta participativa en metrópolis, no debe omitirse que la LGAHOTDU puede 
suponer un impulso generalizado sobre la planeación metropolitana a la partici-
pación, e igual debe identificarse que es algo aún contenido para ciertas urbes y 
agendas, como la gestión del agua y movilidad, donde existen arreglos metropo-
litanos con participación, y todavía no se observan figuras realmente metropoli-
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tanas fuera de las tradicionales, como serían los presupuestos participativos. En 
suma, se trata de una realidad en desarrollo, este estudio es sobre todo una invita-
ción a ampliar el conocimiento de sus procesos, explicaciones y resultados.

Figura 4. Cubo de la democracia de la oferta de participación ciudadana para Zonas Metropolitanas en México

Fuente: elaboración propia a partir del análisis desarrollado en el apartado cuatro del presente basado en el cubo de la democracia de 
Fung (2006).
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La corrupción es uno de los problemas más profundos y comple-
jos que enfrentan muchos países actualmente. Sus consecuencias 
son devastadoras: incrementa la pobreza, reduce la confianza 
ciudadana en los gobernantes, desincentiva la inversión pública 
y privada, y agudiza otras problemáticas sociales, económicas y 
políticas. Debido a que la corrupción se nutre tanto del sector 
público como del privado, el sector empresarial es uno de los más 
vulnerables a este fenómeno corrosivo. El presente estudio tiene 
como objetivo analizar el impacto de la integridad corporativa 
como estrategia anticorrupción, particularmente, en México. El 
trabajo parte del supuesto de que la corrupción limita las opor-
tunidades para desarrollar un ambiente empresarial sostenible a 
largo plazo. Este argumento se desarrolla en cuatro apartados. El 
primero presenta un acercamiento al concepto de integridad cor-
porativa y a los elementos que la componen. El segundo describe 
las iniciativas anticorrupción a nivel global. El tercero presenta 
una radiografía de la integridad corporativa en México. El cuarto 
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plantea los desafíos y limitaciones que enfrentan las propuestas de 
integridad empresarial. Finalmente, se esbozan algunos comenta-
rios conclusivos.
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Abstract:

Corruption is one of the deepest and most complex problems 
in many countries. The consequences of this phenomenon are 
devastating such as increasing poverty, reducing trust in govern-
ment, decreasing public and private investment, and exacerbating 
other social, economic, and political problems. Corruption is fed 
both the public and private sectors; therefore, the business sector 
is one of the most susceptible to this corrosive issue. In this sense, 
this study aims to analyze the impact of corporate integrity as an 
anti-corruption strategy, particularly in Mexico. The text is based 
on the hypothesis that corruption reduces opportunities for deve-
loping a long-term, sustainable business environment. The text is 
divided into three sections. The first presents an overview of the 
concept of corporate integrity and its components. The second 
describes global anti-corruption initiatives. The third presents an 
overview of corporate integrity in Mexico. The fourth sets out the 
challenges and limitations faced by business integrity proposals. 
Finally, some concluding comments are offered.

Durante muchas décadas, la corrupción fue asociada únicamente al sector pú-
blico y a la política; sin embargo, también se nutre del sector privado. Aunque 
los efectos de la corrupción afectan a todos los países, no todos cuentan con el 
mismo nivel de eficacia en su Estado de derecho. Mientras algunos disponen 
de mejores mecanismos de rendición de cuentas, mayores contra balances entre 
poderes, sólidos procesos de cumplimiento normativo y un aparato judicial y bu-
rocrático más eficiente —lo cual reduce las oportunidades para que la corrupción 
prospere—, en otros países, los impactos son más devastadores para la población 
más vulnerable, pues los mecanismos de rendición de cuentas son todavía inci-
pientes y las fronteras entre las esferas pública y privada son casi inexistentes.  
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La democracia es un régimen o sistema de gobierno en el cual sus gobernantes 
son llamados a rendir cuentas por los ciudadanos, actuando directa o indirecta-
mente a través de la competencia y la cooperación de los representantes o institu-
ciones mediadoras. Pueden ser llamados a rendir cuentas en cualquier momento 
de su gestión, con la posibilidad abierta de ser removidos conforme al acuerdo de 
la ciudadanía. En los regímenes democráticos, la rendición de cuentas, la parti-
cipación ciudadana, la igualdad política, la consciencia cívica, el comportamien-
to decente de las autoridades, el sentido de la eficiencia política, el respeto por las 
normas constitucionales, la protección de los derechos humanos, la libertad de 
prensa, el respeto por la opinión pública, la búsqueda de reducción en los nive-
les de desigualdad social y la libertad de asociación son componentes fundamen-
tales (Schmitter, 2007, p. 2).

Por su parte, la corrupción agudiza la desigualdad social, erosiona la demo-
cracia y su funcionamiento, debilita la credibilidad de los funcionarios y de las 
instituciones públicas, fomenta la violación del Estado de derecho, limita la par-
ticipación ciudadana y favorece el enriquecimiento selectivo de élites políticas in-
eficaces.

La corrupción política se entiende como el uso de un cargo público para el be-
neficio privado, y puede involucrar a una persona o a un grupo. Las tipologías 
más comunes son el soborno, la extorsión, el fraude, la malversación de fondos, 
el nepotismo, el amiguismo, la apropiación indebida de bienes y el tráfico de in-
fluencias (Myint-U, 2000, p. 35). 

A su vez, la corrupción en el sector público suele fundirse con la corrupción 
empresarial —entendida esta como el abuso de autoridad y el uso indebido de 
recursos financieros dentro de una organización para obtener ventajas ilegales; 
puede involucrar tanto a los miembros de la empresa como a agentes externos a 
esta, pero relacionados entre sí. Algunas formas de corrupción empresarial son el 
cohecho, los sobornos, los fraudes contables, el conflicto de intereses, la manipu-
lación de licitaciones, los pagos indebidos a funcionarios, el tráfico de informa-
ción confidencial, y la venta ilegal de activos, entre otros (OCDE, 1997). 

La fusión de la corrupción política y empresarial desencadena una serie de 
consecuencias: afecta el desarrollo de los negocios, el comercio nacional e inter-
nacional, la productividad, reduce el margen de ganancia y de ventas, competiti-
vidad, afecta la moral de los empleados y hombres de negocios, así como la com-
petitividad, erosiona la reputación de las empresas, disminuye el crecimiento, la 
confianza de los inversores, constituye una barrera para el comercio internacio-
nal, sin olvidar los riesgos que conlleva en términos de multas, sanciones, encar-
celamientos o incluso la desaparición completa de los negocios, lo cual a su vez, 
se traduce en mayor desempleo, aumento de la pobreza e incremento de enferme-
dades físicas y mentales. 

México en la integridad corporativa: una propuesta anticorrupción
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El sector empresarial también experimenta daños colaterales como resultado 
de la corrupción, a veces como víctima y otras como victimario, debido a que 
la corrupción opera generalmente en complicidad con otros sectores. Ante este 
panorama, los gobiernos nacionales y locales, instituciones intergubernamen-
tales y las organizaciones civiles buscan nuevos mecanismos para controlar el 
fenómeno de la corrupción.

En este contexto, resulta importante analizar las propuestas anticorrupción 
en el sector empresarial, particularmente aquellas que se refieren a la integridad 
corporativa. De ahí que el presente estudio tenga como objetivo analizar el im-
pacto de la integridad empresarial como estrategia anticorrupción, con particular 
atención en México, debido a los altos niveles de corrupción que aquejan al país. 
Según Transparencia Internacional en el Índice de Percepción de la Corrupción 
de 2025, México ocupa el lugar 141 de los 182 países evaluados, con una puntua-
ción de 27 sobre 100, donde 0 representa un alto muy nivel de corrupción y 100 
el nivel más bajo en la percepción de la corrupción en el sector público (TI, 2025). 
Estos datos coinciden con los reportes de otras organizaciones, como el Instituto 
Mexicano para la Competitividad (IMCO), quien indica que en 2025 el costo 
promedio de corrupción por ciudadano alcanzó $5,432.00 pesos, suponiendo un 
aumento de 15% respecto de 2023. El reporte también señala que un total de 6.9 
millones de personas que interactuaron con el sector público fueron víctimas de 
algún acto de corrupción (IMCO, 2026). 

Los reportes sobre los niveles de corrupción en México se materializan cuan-
do la corrupción afecta tanto a los ciudadanos representados en trabajadores, 
amas de casa, pensionados como a empresarios, y grupos de inversión tanto 
nacionales como extranjeros. En términos abstractos, altos niveles de corrupción 
representan fuga de recursos públicos para fines privados, recursos que pudieran 
usarse en construcción de escuelas, centros de recreación, hospitales y mejora en 
servicios públicos. Sin embargo, en términos cotidianos, altos niveles de corrup-
ción representan mayor desempleo, menores entradas de dinero para el sustento 
de las familias mexicanas, mayores riesgos de salud pública, mayores niveles de 
estrés, deterioro de la salud mental de los habitantes y, peor aún, una motiva-
ción, sobre todo para los jóvenes, de unirse a las filas del crimen organizado y la 
violencia.   

La pregunta de investigación que guía el presente texto es: ¿Por qué la corrup-
ción en México representa un riesgo para el desarrollo empresarial? El objetivo 
es analizar en qué medida la integridad corporativa podría contribuir a reducir la 
corrupción en México. La hipótesis parte del supuesto de que la corrupción es un 
fenómeno que se nutre tanto de la corrupción política representada a través de 
la burocracia estatal y funcionarios de todos los niveles como de los empresarios; 
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por tanto, impulsar iniciativas de integridad corporativa podrían incidir en la 
reducción de la corrupción en México.   

El argumento central del autor considera que la integridad empresarial podría 
constituir un pilar para el desarrollo económico del país, el cual puede ayudar 
a crear mayores fuentes de empleo, incentivar la competitividad y reducir los 
riesgos de corrupción en pequeñas, medianas y grandes empresas. Así como 
contribuir a reducir el desempleo, la pobreza y la desigualdad social en México.  

El texto parte del supuesto de que la corrupción reduce las oportunidades 
para desarrollar un ambiente empresarial sostenible a largo plazo. El texto se 
divide en tres apartados. El primero presenta un acercamiento al concepto de la 
integridad corporativa y los elementos que la componen. El segundo describe las 
iniciativas anticorrupción a nivel global. El tercero presenta una radiografía de 
la integridad corporativa en México y los desafíos que enfrenta. Finalmente, se 
articulan algunos comentarios conclusivos.        

El texto se fundamenta en análisis cuantitativos y cualitativos. Entre los 
primeros destacan datos estadísticos elaborados por diversas organizaciones no 
gubernamentales como Transparencia Internacional, el Instituto Mexicano para 
la Competitividad y el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI). 
Entre los segundos puede mencionarse reportes de prensa, estudios históricos y 
análisis teóricos.

I. Acercamiento al concepto de Integridad empresarial

El tema de la integridad empresarial va de la mano con las propuestas anticorrup-
ción a nivel internacional y se inscribe en las medidas de buena gobernanza y de-
sarrollo sustentable.

La buena gobernanza asegura el ejercicio de las tareas y obligaciones públicas 
en un modo esencialmente libre de abuso y corrupción, y apegado siempre al 
Estado de derecho, transparencia, rendición de cuentas y legitimidad en las 
instituciones y políticas de gobierno (Johnston, 2017, p. 25).

 Según la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE): “La integridad es un enfoque sistémico e integral basado en décadas 
de investigación y análisis de datos. Reúne instrumentos, procesos y estructuras 
para fomentar la integridad y prevenir la corrupción en organizaciones públicas 
y privadas. Toma en cuenta factores y condiciones para la implementación de 
medidas que influyen a los individuos, dentro y fuera de las organizaciones a 
actuar en los marcos legales” (OCDE, 2015).
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De acuerdo con Transparencia Internacional y el Foro Económico Mun-
dial, la integridad empresarial facilita la confianza al asegurar transparencia, 
honestidad, fiabilidad, cumplimiento regulatorio y comportamiento ético en el 
desarrollo de los negocios. Las compañías conocidas por su integridad son más 
probables a ganar la confianza de los consumidores, inversionistas, proveedores 
y socios. Este ambiente motiva a mayores interacciones comerciales (TI y World 
Economic Forum, 2024, p. 6). 

Para Farnham, la integridad empresarial está relacionada con un compor-
tamiento con honor sin importar si las acciones son supervisadas; es decir, 
comprometerse a hacer lo que dice que hará. Se trata de tener una cultura ética 
que impregne todo el ecosistema organizacional, y se trata de ser transparente, 
responsable y reconocer cualquier error (Farnham, 2021).

El Instituto Mexicano para la Competitividad, por su parte, considera que la 
integridad empresarial “es la suma de buenas prácticas, herramientas, procesos y 
estructuras internas que forman un marco común para combatir la corrupción 
dentro de las empresas. Este pilar introductorio muestra los costos y beneficios 
de actuar con integridad, así como el rol de las empresas en la lucha contra la 
corrupción” (IMCO, 2022). 

En términos generales, se puede indicar que la integridad corporativa o 
empresarial se refiere al comportamiento apegado al Estado de derecho del 
sector privado en coordinación con el sector público cuando existe algún tipo de 
interacción. La integridad corporativa está basada en el comportamiento ético, 
transparente, responsable y comprometido con la lucha contra la corrupción en 
todas las relaciones comerciales.  

La integridad empresarial es central, debido a la importancia que desempeña 
el sector empresarial en el desarrollo de las economías a nivel mundial. Actual-
mente el sector privado genera globalmente cerca del 90% de los empleos, más del 
70% de la inversión, más del 70% de la producción y más del 80% de los ingresos 
gubernamentales. No obstante, el sector privado se ha estancado desde la crisis 
financiera mundial de 2008-2009. Cabe mencionar que entre 2023 y 2024, el 
crecimiento de la inversión per cápita registró solo el 3.7%, apenas la mitad de la 
tasa de crecimiento registrado en las dos décadas anteriores (World Bank, 2024, 
p. xix).

El sector privado enfrenta grandes desafíos a nivel mundial, debido a que 
debe crear 44 millones de empleos para la gente joven cada año, a fin de eliminar 
la extrema pobreza en una década. Los países necesitarán alcanzar un Producto 
Interno Bruto (PIB) per cápita de alrededor del 9% cada año. En tanto, los países 
en vías de desarrollo necesitarán un crecimiento del PIB per cápita de más del 5% 
anual durante periodos prolongados y necesitarán un aumento considerable de 
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la inversión de alrededor de 2.4 billones de dólares al año (World Bank, 2024, p. 
xix). 

La corrupción implica altos costos financieros extras de un 10% aproximada-
mente a los costos de los negocios. Según el Banco Mundial, “el soborno se ha 
convertido en una industria de más de mil millones de dólares” (TI, The Global 
Compact y IBLF, 2024).

Por ejemplo, un caso de corrupción corporativa es el caso de la empresa 
constructora brasileña Odebrecht, que entre 2001-2016 realizó pagos millonarios 
de más de 439 millones de dólares en sobornos fuera de Brasil a funcionarios y 
presidentes en 11 países como Argentina, Perú, Panamá, México, Mozambique, 
Venezuela y Estados Unidos con el fin de obtener contratos públicos (Faus, 2016).

En este contexto, crear empresas e impulsar negocios con integridad empresa-
rial es central para el desarrollo de todos los países; ciertamente, los países en vías 
de desarrollo tienen mayores desafíos para impulsar la integridad empresarial. 
Según un reporte del Banco Mundial, si la calidad de regulaciones es adecuada, 
los negocios florecen. Las economías ricas tienden a ser mejores para crear las 
condiciones adecuadas para motivar la creación y desarrollo de negocios, pero 
un país no necesita ser afluente o desarrollado para crear un ambiente próspero 
para los negocios, sino garantizar un marco legal claro y adecuado; es decir, 
respetar el Estado de derecho (World Bank, 2024, p. xii).

Sin duda, en la creación, mantenimiento y promoción del desarrollo de 
negocios, la integridad empresarial juega un papel importante para mejorar la 
economía de todos los países, de allí el interés por establecer instrumentos inter-
nacionales que incentiven la lucha contra la corrupción. 

Entre los componentes más destacados de la integridad corporativa sobresa-
len una serie de herramientas encaminadas a reducir la corrupción, entre los que 
destacan: manuales de conducta ética que rigen tanto a los empleadores como 
a los empleados; canales de denuncias anónimas; gestión de regalos; control de 
pagos; gestión de relaciones con proveedores, socios y cadena de suministros; 
sistemas adecuados de control, vigilancia y auditoria; sistemas de capacitación 
y entrenamiento dentro de la estructura empresarial para educar a los cuadros 
humanos sobre la integridad; evaluación de riesgos de corrupción; fomentar la 
cultura de denuncia; manejo de conflictos de interés; e interacción público-priva-
da (Naciones Unidas, 2019).
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ll. Propuestas internacionales anticorrupción

La integridad empresarial es fruto de los acuerdos internacionales sobre la lucha 
contra la corrupción. Entre los principales instrumentos destaca la Convención 
Interamericana contra la Corrupción (CICC), creada por la Organización de los 
Estados Americanos (OEA). Aprobada el 29 de marzo de 1996 y en vigor desde el 
6 de marzo de 1997, fue adoptada por los países miembros de la OEA como el pri-
mer instrumento global en la lucha contra la corrupción. Su propósito es promo-
ver, facilitar y regular la cooperación anticorrupción entre los Estados parte, así 
como establecer acciones para prevenir y sancionar los actos de corrupción en el 
ejercicio de las funciones públicas (OEA, 2002).

El segundo acuerdo anticorrupción de mayor relevancia es la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Corrupción (CNUCC), lanzada por la Organiza-
ción de Naciones Unidas y adoptada por los países miembros el 31 de octubre 
de 2003, como instrumento universal contra la corrupción. La convención cubre 
cinco áreas principales: medidas preventivas, criminalización, aplicación de la 
ley, cooperación internacional, recuperación de activos, y asistencia técnica e 
intercambio de información. Tipifica diferentes tipos de corrupción: soborno, 
tráfico de influencias, abuso de funciones y diversos actos de corrupción. Asi-
mismo, incluye un capítulo específico sobre recuperación de activos, destinado 
a devolver los activos a sus legítimos propietarios, incluidos los países de los que 
fueron sustraídos ilícitamente (Naciones Unidas, 2004).

La Organización de Naciones Unidas, a través de la Agenda 2030, incorpora 
la lucha contra la corrupción en los objetivos de desarrollo sostenible como parte 
del marco para poner fin a la pobreza extrema, reducir la desigualdad y la injus-
ticia, con la meta de impulsar un ambiente empresarial más íntegro (UN, 2015).   

Otra importante iniciativa internacional anticorrupción de gran importancia 
es la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros 
en Transacciones Comerciales Internacionales, creada por la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) y adoptada en 1997. Esta 
convención aborda el soborno —entendido como el ofrecimiento o recepción 
de algún beneficio privado o grupal a costa de la violación de la ley (OCDE, 
2014)— de funcionarios públicos extranjeros. Su objetivo es crear condiciones 
equitativas entre los países de la OCDE, homologando los estándares penales 
para todos los funcionarios (OCDE, 1997).   

La convención de la OCDE abarca diversas áreas: penalización (prohíbe el 
soborno a funcionarios extranjeros); ejecución (obliga a procesar a las empresas 
sospechosas de sobornar a funcionarios públicos en el extranjero); cooperación 
(fomenta una mayor colaboración entre los organismos encargados de hacer 
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cumplir la ley de los países signatarios); deducciones fiscales (prohíbe la deduci-
bilidad fiscal de los sobornos a funcionarios públicos extranjeros); denuncia de 
irregularidades (recomienda el establecimiento de mecanismos eficaces de denun-
cia); y seguimiento (la OCDE lleva a cabo rigurosos exámenes de revisión por 
pares que supervisan el nivel de implementación de las recomendaciones). De 
esta manera, esta convención es una de las iniciativas de integridad más impor-
tantes para fomentar sanciones contra el soborno en transacciones comerciales 
internacionales (OECD, 2014).

La Ley contra el soborno del Reino Unido (UK Bribery Act) es otro ins-
trumento anticorrupción que cumple con las obligaciones de la convención 
anticorrupción de la OCDE. Se aplica a las empresas británicas que operan en 
cualquier parte del mundo. Esta ley, emanada del Parlamento del Reino Unido 
en 2010, establece el derecho penal relacionado con el soborno y mejora la legis-
lación anticorrupción al incluir el soborno en el extranjero. También introduce 
una nueva cláusula para las empresas y sus socios que no previenen el soborno. 
Los delitos que contempla incluyen: prometer o dar una ventaja, así como soli-
citar, aceptar o recibir una ventaja. También tipifica el delito de cohecho de un 
funcionario público extranjero y considera el delito de incumplimiento por parte 
de una empresa al no impedir que se pague un soborno para obtener o retener 
negocios o una ventaja comercial. En caso de cometerse un delito, la defensa 
para la empresa será demostrar que la organización cuenta con procedimientos 
adecuados para prevenir el soborno (Ministry of Justice, 2010).

La Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero de Estados Unidos (Foreign 
Corrupt Practices Act - FCPA, por sus siglas en inglés) es otra ley internacional 
anticorrupción aprobada en 1977, que regula a las empresas estadounidenses 
dentro y fuera de Estados Unidos. La FCPA es una ley extraterritorial aplicable 
a las empresas estadounidenses y a aquellas que comercian con Estados Unidos. 
También se extiende a las empresas que utilizan “un instrumento del comercio 
interestatal”, como una transferencia financiera a través de un banco o empresa 
estadounidense, para pagar sobornos (Department of Justice, 2025).

Finalmente, pueden citarse otros esfuerzos anticorrupción importantes, 
como el Grupo de Estados contra la Corrupción (GRECO), creado en 1999 por 
el Consejo de Europa y sus estados miembros (GRECO, 2019); el Convenio de 
derecho penal sobre la corrupción, aprobado por el Comité de Ministros del 
Consejo de Europa el 27 de enero de 1999; y el Convenio de derecho civil sobre 
la corrupción, aprobado por el Comité de Ministros del Consejo de Europa el 4 
de noviembre de 1999 (GRECO, 2019).

En materia de acuerdos anticorrupción, México ha firmado instrumentos tan 
importantes como son la Convención Interamericana contra la Corrupción, 
creada por la OEA, la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 
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(CNUCC), de Naciones Unidas, la Convención para Combatir el Cohecho de 
Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, 
creada por OCDE, y la Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero, establecida 
por Estados Unidos. Sin embargo, la frecuencia e intensidad de la corrupción 
sigue debilitando al Estado de derecho (Nieto, 2018). 

lll. Radiografía de la integridad corporativa mexicana

En México, las iniciativas anticorrupción están gestionadas  por diferentes orga-
nismos estatales y ciudadanos; entre los más importantes se pueden citar: el Con-
sejo de la Judicatura, la Auditoria Superior de la Federación, la Secretaría de la 
Función Pública, el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, la Fiscalía An-
ticorrupción, el Instituto Nacional de Transparencia Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales (INAI) y el Comité Coordinador del Sistema Na-
cional Anticorrupción (SNA). La corrupción también es sancionada a través de 
la Ley General de Responsabilidades Administrativas (LGRA) y el Código Penal 
Federal. Sin embargo, aún existe una enorme distancia entre la ley escrita y la ley 
ejecutada (Martínez, 2018).

En términos formales, México cuenta con una amplia gama de acuerdos anti-
corrupción internacionales y un vasto abanico de marcos legales para fortalecer 
el Estado de derecho. Cabe mencionar que el concepto de «Estado de derecho» se 
refiere a un principio de gobierno según el cual todas las personas, instituciones y 
entidades, públicas y privadas, incluido el propio Estado, están sometidas a unas 
leyes que se promulgan públicamente, se hacen cumplir por igual y se aplican 
con independencia, además de ser compatibles con las normas y los principios 
internacionales de derechos humanos. Asimismo, el Estado de derecho exige que 
se adopten medidas para garantizar el respeto de los principios de supremacía de 
la ley, igualdad ante la ley, rendición de cuentas ante la ley, equidad en la aplica-
ción de la ley, separación de poderes, participación en la adopción de decisiones, 
legalidad, no arbitrariedad y transparencia procesal y legal (ONU, 2004, p. 5).

México tiene uno de los marcos legales más avanzados a nivel mundial, 
reflejado en los códigos penales y la misma Constitución de los Estados Unidos 
Mexicanos, sin embargo, la incidencia y amplitud de la corrupción sigue estando 
bastante presente en el país (Nieto, 2018). Uno de los sectores más propensos 
a la corrupción es el sector empresarial. Según el informe del Foro Económico 
Mundial, los riesgos regionales para hacer negocios en México son la ineficiente 
gobernanza nacional, el comercio ilícito y la corrupción (WEF, 2018).
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El Banco Mundial, en su reporte Business Ready 2024, analiza a 50 países 
bajo tres pilares: marcos legales, servicios públicos y eficiencia operacional, clasi-
ficando las condiciones para hacer negocios en una escala de 0 a 100, donde l00 
representan las mejores condiciones y 0 las menos favorables. México obtiene 
una puntuación de 75.07 en marcos legales, por debajo de Grecia (75.60); en 
cuanto a servicios públicos, México alcanza 57.25 puntos, siendo inferior de 
Marruecos (58.66). En materia de eficiencia operacional, México logra una nota 
de 61.73, por encima de Indonesia (61.31) (World Bank, 2024, pp. 31-32), lo que 
demuestra que México tiene aún un largo camino por recorrer en materia de 
integridad empresarial. 

Por otra parte, la OCDE reporta que México gastó entre el 5 y el 10% de su 
PIB en corrupción, y el 21,2% del gasto gubernamental en adquisiciones públicas 
se destina a la corrupción. Las prácticas poco éticas pueden ocurrir en todo el 
ciclo de contratación pública, sin embargo, según el informe, cada fase puede ser 
propensa a diferentes tipos de riesgos de integridad (OECD, 2017, p. 25).

En tanto, grupos empresariales mexicanos también reportan altos riesgos 
de integridad. Según la encuesta nacional sobre experiencias de corrupción en 
empresas, 48% de las empresas señalaron que un servidor público o una tercera 
persona les habían solicitado algún beneficio como dinero, regalos o favores 
para realizar, agilizar o evitar trámites, multas o pagos durante 2023. A pesar del 
crecimiento en la incidencia de corrupción, 73% de los empresarios decidieron 
no denunciar ante las autoridades debido a la consideración de que no sirve para 
nada realizar una denuncia o al miedo a represalias (Coparmex y Mexicanos 
contra la corrupción, 2024).

Siguiendo el mismo estudio de Coparmex y Mexicanos contra la corrupción, 
las tres principales razones para que los empresarios participen en acciones de 
corrupción son: primero, por agilizar trámites (59%); segundo, por obtener licen-
cias o permisos (39%); y finalmente, evitar multas, sanciones o clausuras (31%) 
(Coparmex y Mexicanos contra la corrupción, 2024).  

Sin duda, motivar, establecer y respetar la integridad empresarial en México 
sigue siendo uno de los retos más grandes del sector privado; existen algunos 
avances, pero la lista de desafíos es aún enorme. Por ejemplo, 51% de las empresas 
mexicanas cuenta con un código de ética, 29% tienen algún proceso de auditoría 
interna y 23% tienen una política anticorrupción específica (Coparmex y Mexica-
nos contra la corrupción, 2024), lo que significa que la mayoría de los empleados y 
empleadores conocen las fronteras entre corrupción e integridad, pero prefieren 
omitir estos lineamientos al momento de realizar cualquier interacción ilícita. 

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía reportó que entre 2013 y 
2023, la prevalencia de corrupción aumentó de 12.1% a 14.0 %, lo que representa 
un incremento absoluto de 1.9 puntos porcentuales y un incremento relativo de 

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29,enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0

México en la integridad corporativa: una propuesta anticorrupción



298

15.7%. Tan solo en 2023, 14 de cada 100 personas de 18 años y más que tuvieron 
contacto con servidoras o servidores públicos experimentaron algún acto de co-
rrupción en al menos uno de los pagos, trámites y solicitudes realizados (INEGI, 
2024), lo que muestra que la corrupción es un fenómeno ampliamente extendido 
entre la población mexicana. 

Muchas empresas, conscientes de los riesgos de corrupción prevalecientes en 
México, han introducido medidas e iniciativas anticorrupción a nivel interno, 
a fin de crear conciencia entre los empleados sobre la corrupción, atribuyendo 
corresponsabilidad a todo el personal. Las regulaciones anticorrupción han 
aumentado; sin embargo, el principal obstáculo es la aplicación de los marcos 
legales. Empresas multinacionales, nacionales e incluso pequeñas empresas ya 
han implementado cursos, formaciones y seminarios de integridad empresarial, 
pero aún enfrentan una enorme lista de desafíos, muchos de ellos emergentes de 
la cultura política y social del país. 

Al respecto, la socialización es un proceso por el cual los individuos adquieren 
conocimiento, lenguaje, habilidades sociales, valores que conforman normas, 
códigos culturales, y funciones requeridas para integración de los individuos a 
diferentes grupos sociales y actividades económicas, políticas, sociales, recreati-
vas. Sin embargo, cuando hay fenómenos que influyen de manera negativa en el 
proceso de socialización, como la corrupción, la violencia o el machismo, la so-
cialización transmite códigos culturales deformados, conscientes o inconscientes, 
que son reproducidos tanto por las élites políticas como por el resto de la sociedad. 
En este sentido, los esquemas socialización de las élites políticas mexicanas tienen 
como marco de referencia la corrupción que impregna los códigos del ejercicio y 
las relaciones políticas y económicas y, en muchos casos, alcanzan también las 
relaciones interpersonales (Nieto, 2022).

La cultura política desempeña un papel crucial en la socialización de las elites 
políticas, la cual se encuentra interiorizada en cada individuo y reproducida por 
el conjunto de la sociedad. De acuerdo con Nieto, uno de los pilares de la sociali-
zación de las élites políticas mexicanas es la corrupción, la cual impregna a todos 
los sectores sociales, incluido el sector empresarial, el cual participa y tolera la 
corrupción como una herramienta para hacer negocios e incrementar su capital.   

El concepto de cultura política es usado aquí en términos de Almond y Verba, 
el cual toma en cuenta estructuras del sistema político, así como el papel de las 
instituciones y de los actores políticos: “Cuando hablamos de una cultura polí-
tica de una sociedad nos referimos al conjunto de concepciones, sentimientos 
y evaluaciones políticas interiorizadas por una población” (Almond y Verba, 
1965, pp. 12-13).

De esta manera, la cultura política de las élites se ve influenciada por los 
procesos de socialización que las mismas élites experimentan. Dentro de este 
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contexto, la socialización de las élites políticas se ha desarrollado de la mano con 
la socialización de las élites empresariales. Muchos políticos mexicanos también 
han sido empresarios o viceversa. Las relaciones personales son clave para el 
éxito de los negocios. Relaciones de compadrazgo, alianzas matrimoniales, 
clientelismos, nepotismo, favoritismo e intercambio de información confidencial 
han sido claves en el desarrollo del sector empresarial mexicano. Los centros de 
socialización de los líderes políticos a menudo se entrecruzan con los de los em-
presarios, toda vez que comparten centros de educación, recreación, afinidades 
deportivas, centros religiosos, grupos de amigos, familiares o conocidos; por ello, 
no es de extrañarse que las élites políticas comparten historias de vida similares a 
las de las élites empresariales.   

Roderic Ai Camp señala que todo político y “hombre exitoso” en los nego-
cios sabe que si desea obtener una carrera exitosa debe acumular y alimentar 
contactos que le servirán como arma de poder, y movilidad política y económica 
(Ai Camp, 1988, p. 30).

La historia de México provee un sinfín de ejemplos que ilustran la relación 
entre el poder político, la corrupción y el poder empresarial. Carlos Hank Gon-
zález (Estado de México, 1927-2001) construyó un imperio empresarial gracias 
a los cargos públicos que ocupó durante toda su vida y al uso de la corrupción 
sistémica que ha imperado en México. La riqueza de Carlos Hank Rhon y su 
familia asciende a más de 4 mil millones de dólares, formando parte de la lista de 
los hombres más ricos de la revista Forbes, ocupando la sexta posición a nivel 
nacional y el peldaño 902 a nivel global, destacándose en el sector bancario en el 
“Grupo Banorte”, en el alimenticio con el “Grupo Hermes”, en la manufactura 
de tortillas con “Gruma”, y en los sectores automovilístico, turístico y de trans-
porte (Izquierdo, 2025). 

En México, muchos empresarios comienzan sus negocios a partir de sus carre-
ras políticas, de su experiencia laboral en el sector público o de sus nexos directos 
con el sector público. Algunos ejemplos pueden observarse en empresarios como 
Carlos Slim, Germán Larrea, Olegario Vázquez Raña y Ricardo Salinas Pliego, 
quienes crearon o incrementaron sus fortunas al amparo del poder político con 
apoyos estatales tales como favoritismo en la adquisición de empresas estatales, y 
concesión en sectores claves como la energía, telecomunicaciones y construcción. 
Carlos Slim Helú, uno de los hombres más ricos de México y el mundo, debe 
su fortuna al proceso de privatización en las telecomunicaciones impulsado por 
el gobierno presidencial de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) con empresas 
como Telcel, antes Telmex (Teléfonos de México), América Móvil, y extendió 
posteriormente su imperio a la construcción, minería y turismo (Cambio 22, 
2025).

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29,enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0

México en la integridad corporativa: una propuesta anticorrupción



300

La historia de muchas fortunas mexicanas está ligada a la corrupción de las 
élites políticas. Las empresas multinacionales, nacionales, regionales y locales 
han operado bajo esquemas de corrupción; a veces los empresarios son víctimas, 
presionadas por las élites políticas mediante extorsión, chantaje, postergación 
de procedimientos administrativos, falsas acusaciones o aislamiento comercial. 
Otras veces, son los empresarios los victimarios de la corrupción, en tanto se 
sirven de la corrupción política para obtener contratos, licitaciones, utilización 
de información confidencial para beneficio privado, facilidades administrativas, 
promoción de sus productos y servicios, y captación de fondos públicos, entre 
otros. En todo caso, la corrupción se retroalimenta del sector público y privado.       

Un dato revelador es la encuesta realizada por la organización civil Mexicanos 
Contra la Corrupción y la Impunidad (MCCI), la cual indica que las empresas 
víctimas de la corrupción no son exclusivamente las más grandes, aunque siguen 
siendo el principal objetivo, reportando un 46.2% de incidencia. Las empresas 
medianas (de 51 a 250 empleados o colaboradores) tuvieron una incidencia de 
45%; las pequeñas (de 11 a 50 empleados o colaboradores) reportaron 39.6%; y las 
microempresas (de 1 a 10 empleados o colaboradores) informaron 33% (Guerrero 
y Pons, 2023). Según estos indicadores, la corrupción sigue siendo un obstáculo 
para la prosperidad empresarial para todas las empresas, al representar un tipo de 
“impuesto ilegal” que tienen que pagar los empresarios, el cual limita su inversión 
en el crecimiento de otros sectores claves para el desarrollo de una empresa como 
la tecnología, la capacitación de los recursos humanos, la eficacia en los proce-
dimientos y operaciones, y la creación de más empleos, los que se traducirán en 
mejores condiciones de vida para los empleados y para el resto de la sociedad. 

Las iniciativas de anticorrupción empresarial han comenzado a tener eco en 
el sector empresarial; sin embargo, el camino por recorrer aún es demasiado largo. 
Según la encuesta de MCCI, solo el 30% de los socios de la Coparmex cuentan 
con una política anticorrupción, antisoborno o sobre conflicto de interés. Aun-
que el 71% de estas empresas tienen un código de ética, solo 43% tiene procesos de 
auditoría interna. Al explorar políticas internas más complejas, se encuentra que 
el 24% tienen una política contra el lavado de dinero y apenas el 23% cuenta con 
un sistema de denuncias y sanciones (Guerrero y Pons, 2023).

IV. Desafíos de la implementación de programas de integridad  
empresarial en México

Las iniciativas de integridad empresarial en México podrían contribuir a reducir 
los niveles de corrupción en el país. Sin embargo, estos programas por sí mismos 
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encuentran varias limitaciones no solo de orden administrativo o burocrático, 
sino también de orden estructural. 

Entre las limitaciones de orden estructural se encuentran los rasgos culturales 
propios de la sociedad mexicana. Por ejemplo, las relaciones familiares de las éli-
tes políticas tienen efectos transversales: a menudo, altos funcionarios desposan 
a hijas de empresarios prominentes o viceversa, empresarios desposan a altas 
funcionarias, lo cual genera un conflicto de intereses (Nieto, 2022). 

Por otra parte, los programas de integridad empresarial a menudo no están 
encarnados en la cultura política de los ciudadanos, lo que significa que muchas 
empresas adoptan herramientas anticorrupción solo para cumplir con los requi-
sitos legales impuestos por el gobierno central y las cámaras de comercio, pero 
la cultura de la ética no permea el grueso de la sociedad; por el contrario, frases 
como “El que no tranza, no avanza”, “¿De a cómo nos arreglamos?” o “¿A ver 
cómo nos ayudamos?” son expresiones que ilustran la cultura política de una 
parte importante de la población mexicana.  

También hay que agregar que los altos niveles de violencia e influencia del 
crimen organizado en México no favorecen la integridad empresarial. Los ca-
nales de denuncia, lejos de contribuir a favorecer la transparencia, incrementan 
los temores entre empleados y ciudadanos de represalias por realizar alguna 
denuncia. Las represalias pueden ir desde acoso digital, secuestro, pérdida del 
empleo hasta la pérdida de la vida tanto para quien hace la denuncia como para 
los familiares cercanos.  

Otras limitaciones que ya se han mencionado anteriormente son la disonan-
cia entre los marcos legales y la aplicación de estos, pues, aunque existe la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas (LGRA), tribunales, fiscalías y 
una serie de instituciones encargadas de sancionar a la corrupción, en la realidad 
ocurre que “los cargos penales por corrupción se aplican a empresarios o políticos 
enemigos, mientras la impunidad opera para proteger a los amigos” (Nieto, 2018).

El costo de las herramientas de integridad empresarial, tales como un manual 
de integridad, un canal de denuncias, la elaboración de protocolos para la recep-
ción de regalos y manuales de gestión de conflictos de intereses representa un 
costo considerable para las pequeñas y medianas empresas que a menudo son 
negocios familiares que sobreviven con escasos ingresos, por lo cual evitan la 
adopción de programas de integridad empresarial. 

Pese a las limitaciones de las iniciativas de integridad empresarial, la incorpo-
ración de mecanismos de anticorrupción al seno de las empresas mexicanas abre 
una pequeña ventana de esperanza para reducir la corrupción en el país. 
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Conclusiones

La integridad empresarial es uno de los pilares claves en el combate a la corrup-
ción a nivel mundial y, en el caso de México, permite prevenir, detectar, reducir o 
eliminar la corrupción tanto pública como privada, pues a menudo ambos secto-
res están entrelazados y se nutren mutuamente.  

La corrupción afecta tanto a las grandes empresas y multinacionales como a 
las pequeñas y medianas empresas (PYMES). No obstante, las más susceptibles 
a pagar el más alto precio son las PYMES debido a que carecen o cuentan con li-
mitados elementos de auditoría, de capacitación de recursos humanos en materia 
de integridad, no tienen definidas las fronteras entre el ámbito público y privado, 
hay menos control de riesgos, y el costo de las herramientas de integridad empre-
sarial es considerable en comparación con los ingresos que puede generar una 
PYME. 

Los impactos de la corrupción en el sector empresarial en el mundo y en Mé-
xico en particular son devastadores debido a que impiden no solo el crecimiento 
económico, reducen la competitividad, aumentan los riesgos legales, dañan a la 
reputación empresarial, incrementan el riesgo a multas y sanciones, establecen 
un ambiente de desconfianza, socavan la meritocracia, degradan los estándares 
de trabajo, crean conflictos de intereses, debilitan la integridad de los empresarios 
y trabajadores, crean costos financieros adicionales para las empresas, sin olvidar 
que este tipo de corrupción también fomenta la violación de derechos laborales 
y humanos, socava la confianza de clientes, proveedores e inversores, quiebra 
el Estado de derecho, ayuda a reproducir el crimen organizado, el narcotráfico, 
el tráfico de órganos humanos, el tráfico de animales y especies en extinción, el 
tráfico de influencias, el lavado de dinero, el soborno y el crimen cibernético o 
digital, entre otros.

La promoción de la integridad empresarial es fundamental tanto para el sector 
público como para el privado. En países con altos niveles de corrupción política, 
el sector empresarial es víctima y victimario de las circunstancias. Por un lado, los 
empresarios son chantajeados, amenazados, condicionados y sometidos por los 
funcionarios públicos para solicitarles sobornos, contribuciones monetarias en 
campañas o apoyos políticos diversos. Y, por otro lado, los empresarios también 
pueden aprovecharse de la corrupción sistémica para comprar funcionarios 
públicos, obtener concesiones o para coaccionarlos a consumir sus productos.  

Un ejemplo de abuso de autoridad y corrupción en México es el caso del 
ex director de la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público (SHCP), Santiago Nieto Castillo, quien fuera consi-
derado el Zar contra el blanqueo de dinero durante la primera mitad del sexenio 
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del gobierno de Andrés Manuel López Obrador (AMLO). Nieto Castillo fue 
denunciado por presunto lavado de dinero a través de una red de 17 empresas 
de extraña existencia con el propósito de realizar operaciones con recursos de 
procedencia ilícita y una infinidad de delitos con naturaleza fiscal (Jiménez, 2023). 
Nieto Castillo también fue denunciado por empresarios mexicanos de “crear 
artificialmente una serie de casos de presuntas investigaciones oficiales con el fin 
de obtener lucro económico” (Badillo, 2023).

Nieto Castillo y su equipo cercano fueron acusados ante la Fiscalía Gene-
ral de la República (FGR) por los delitos de ejercicio indebido de funciones, 
manipulación de la administración de justicia, abuso de autoridad, falsedad de 
declaraciones, divulgación de información confidencial, así como de operaciones 
con recursos de procedencia y enriquecimiento ilícito (Badillo, 2023).  

El caso de Nieto Castillo es uno de tantos ejemplos de corrupción política y 
empresarial que abundan en la historia de México. En la mayoría de los casos, 
muchos de los funcionarios a nivel nacional, regional o local corruptos terminan 
impunes. Peor aún, muchas de las fortunas de políticos y empresarios son forja-
das al amparo de la corrupción y la impunidad que prevalece en el país. 

Los empresarios representan un sector clave para ayudar a prevenir, combatir 
y sancionar la corrupción y crear un ambiente libre de sus repercusiones, capaz de 
beneficiar a todos los sectores sociales, al incrementar la competitividad, ofrecer 
igualdad de oportunidades, fomentar la meritocracia, aumentar el libre comercio, 
y la captación de talentos.

La integridad empresarial es fundamental para una sociedad democrática y 
de libre mercado. Es también el reflejo de una sociedad demandante que exige 
respeto tanto de sus demandas y ofertas comerciales como de los dirigentes 
políticos que gestionan las decisiones y los intereses públicos. Las empresas y sus 
recursos humanos, así como el conjunto de los ciudadanos, deben comprender 
que combatir la corrupción es responsabilidad de todas las personas.

La integridad corporativa también puede servir de motor de cambio en la 
cultura política mexicana y en su grado de tolerancia hacia la corrupción, tanto 
de las élites políticas como de los ciudadanos, debido a que toda cultura es el 
resultado de  un proceso de construcción gradual y constante, el cual refuerza 
ciertos valores y modifica conductas, percepciones y consideraciones sobre el 
ejercicio del poder político, el entorno familiar, laboral, local, regional, nacional 
e internacional de acuerdo al nivel de influencia que pueda recibir de agentes de 
socialización que promueven la ética y la integridad como pilares de la conviven-
cia ciudadana (Nieto, 2022, p. 140).  

La integridad corporativa o empresarial puede servir para revertir una cultura 
de corrupción en una cultura de integridad fomentada por el Estado de derecho. 
Si bien es cierto que la corrupción ha formado parte de las peculiaridades de la 
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cultura de las élites políticas mexicanas, también es verdad que estas pueden sufrir 
modificaciones, pues no existen culturas determinadas ni estáticas para siempre. 
Los cambios en las pautas culturales no son procesos inmediatos ni dependen 
únicamente de transformaciones en los marcos jurídicos o constitucionales, sino 
que son el producto de un proceso paulatino que implica la participación de 
los diversos actores e instituciones educativas, políticas, sociales, económicas y 
culturales, y por supuesto, del compromiso de las élites políticas hacia el Estado 
de derecho, la integridad política y empresarial (Nieto, 2022, p. 141). 

Ningún país ni empresa están inmunes a la corrupción; sin embargo, los 
marcos legales y el apego a su cumplimiento contribuyen a reducir el riesgo de este 
fenómeno. Un programa de integridad empresarial reduce el riesgo de que los 
empleados incurran en actos de corrupción. Como parte de los requisitos para 
contratar sus servicios o productos, muchas empresas, tanto multinacionales 
como medianas y pequeñas, están comenzando a solicitar a sus proveedores cier-
tos controles anticorrupción. Por lo cual contar, con un programa de integridad 
puede ser una ventaja competitiva frente a la competencia.     

La adopción y promoción de programas de integridad empresarial también 
pueden favorecer a las empresas en términos de ofrecer mayor confianza tanto 
a proveedores y prestadores de servicios en la cadena de suministros como a los 
consumidores finales bajo marcas de negocios sostenibles, exitosos y respetuosos 
de los derechos laborales y humanos. La integridad empresarial puede impulsar 
un cambio de mentalidad, en los esquemas de socialización y en la cultura laboral 
de los ciudadanos que obligue a las élites políticas a adoptar también conduc-
tas de integridad política y empresarial.
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Resumen:

 En un contexto de crisis global, las asociaciones público-privadas 
han promovido un nuevo marco normativo internacional. Un 
ejemplo es la iniciativa del Gran Reinicio, impulsada por el Foro 
Económico Mundial, que ha influido en la configuración de 
políticas globales. Este estudio identifica y analiza las principales 
políticas asociadas a esta agenda, denominándolas el nuevo 
consenso de Davos debido a su impacto en la gobernanza global. 
Desde un enfoque de política global y administración transna-
cional, se abordan siete ejes clave: 1) Política de salud global, 2) 
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Acción y acuerdos climáticos globales, 3) Gobernanza e identidad 
digital única, 4) Moneda digital, 5) Inteligencia artificial y otras 
tecnologías emergentes, 6) Intervencionismo estatal y los sistemas 
de reputación social, y 7) Inclusión social y género. Estas políticas 
interconectadas configuran un nuevo orden global.

Palabras clave:

política global; gobernanza digital; salud global; acción climática; 
intervención estatal; inclusión

Abstract:

In the context of global crisis, public-private partnerships have pro-
moted a new international regulatory framework. One example is 
the Great Reset initiative, driven by the World Economic Forum, 
which has influenced global policymaking. This study identifies 
and analyzes the main policies associated with this agenda, calling 
them the new Davos consensus due to their impact on global 
governance. From a global policy and transnational administra-
tion approach, seven key axes are addressed: 1) Global Health, 
2) Climate Action, 3) Governance and Digital Identity, 4) Digital 
Currency, 5) Artificial Intelligence and Emerging Technologies, 6) 
State Interventionism Through Social Reputation Systems and 7) 
Social Inclusion and Gender. These interconnected policies shape 
a new global order.

Keywords:

Global Policy; Digital Governance; Global Health; Climate Action; 
State Intervention; Inclusion

Introducción

En un mundo cada vez más interconectado, diversas voces han planteado la po-
sibilidad de una transición de los Estados nación hacia una gobernanza global 
mediante la búsqueda de una agenda común. Desde finales del siglo XX, Epper-
son (2015) ya advertía sobre los intentos desde Estados Unidos de América (EE. 
UU.) por establecer un nuevo orden mundial, impulsado por sociedades secretas 
y centrado en la creación de un gobierno mundial. Este proyecto incluiría, entre 
otros elementos, un sistema de educación pública universal, la promoción de un 
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humanismo con tintes socialistas, la adopción de una ética situacional, que en 
conjunto buscarían imponer un nuevo sistema político, social y cultural.

En el siglo XXI, esta agenda común ha tomado forma a través de diversos or-
ganismos multilaterales, especialmente en el marco de la Organización de las Na-
ciones Unidas (ONU). En particular, dos publicaciones contribuyeron a este fin: 
el informe “Nuestro futuro común” (ONU, 1987) y los ocho Objetivos del Mile-
nio (ONU, 2000). La expresión más ambiciosa tuvo lugar en 2015 con la Agenda 
2030 y los Objetivos del Desarrollo Sostenible (ODS) que apuntan —entre otros 
elementos— a la erradicación de la pobreza, la promoción de una vida sana y 
el bienestar, el acceso a una educación inclusiva y de calidad, la igualdad de gé-
nero, crecimiento económico sostenible, infraestructuras resilientes, ciudades in-
clusivas, combate al cambio climático y la construcción de sociedades pacíficas 
(ONU, 2015). La publicación más reciente en este sentido es el Pacto por el Futu-
ro (ONU, 2024).

De forma similar, esta agenda común se ha expandido a otros organismos in-
ternacionales, como el Banco Mundial (BM), que ha promovido iniciativas para 
establecer una Identidad Digital Única para la población global a través de po-
líticas como Identification for Development (ID4D) (BM, 2022). Estas iniciativas 
se alinean con los esfuerzos de asociaciones público-privadas (APP) internacio-
nales, como el Foro Económico Mundial (FEM), y de fundaciones filantrópicas, 
como la Fundación Bill y Melinda Gates, que han propuesto el “Gran Reinicio” 
(Great Reset) respuesta a la crisis económica y sanitaria global por la pandemia 
del COVID-19 (FEM, 2020; Schwab y Malleret, 2020). Además, la financiación 
de otras fundaciones, como la Open Society Foundation, apoya agendas globa-
les impuestas a los gobiernos nacionales o financia movimientos vinculados a la 
agenda global.

El Gran Reinicio, cuyos antecedentes se remontan a 2019 y 2020 como una 
respuesta a la pandemia, se presentó como el tema central de la Reunión Anual 
de 2021, que fue el primer Davos virtual de la historia (FEM, 2024). La propues-
ta puede sintetizarse como un llamado a la construcción de un mundo más eco-
lógico, sostenible, inteligente y justo, con la participación de personajes como 
Klaus Schwab, fundador y presidente ejecutivo del FEM, el secretario general de 
la ONU, entre otros. Según sus promotores, la pandemia del COVID-19 repre-
sentó una oportunidad para demostrar que los sistemas actuales requieren ur-
gentemente un reinicio en diversas áreas: la economía, la intervención pública, 
el medio ambiente, la gobernanza global, la salud y la revolución digital (Schwab 
y Malleret, 2020). 

En este sentido, las tecnologías emergentes como la biometría, la inteligencia 
artificial (IA), la moneda digital, y otros, juegan un papel crucial en la configura-
ción de la nueva política global. Por ejemplo, Covell (2021) destaca que otro de 

El consenso de Davos: ¿hacia la instauración de una gobernanza global?

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29, enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0



312

los objetivos del Gran Reinicio es la aplicación de monedas digitales emitidas por 
bancos centrales para facilitar el intercambio de bienes y servicios, y como un me-
dio de recompensa. Aunque estas monedas digitales carecen de un marco norma-
tivo sólido, un informe del Banco de Pagos Internacionales (BIS) de 2019 revela 
que el 70% de los 61 bancos centrales de las principales economías del mundo ya 
están trabajando en su desarrollo (BIS, 2019).

Por su parte, Root (2021), tras analizar el Gran Reinicio, plantea un escenario 
de transición del capitalismo hacia lo que él denomina restorismo. Según Root 
(2021, p. 1), “los objetivos  compartidos por el WEF [FEM] convergerían en una 
transición de un orden pluralista moderno a un orden “nuevo normativo”, 
estratificado por la primacía de la salud individual, institucional y planetaria”. 
Esto implica entrar en una nueva era medieval, potenciada digitalmente, en la 
que la salud asume el papel central que antes tenía la religión, situada por encima 
de las prioridades económicas, políticas o legales. Este cambio podría llevar a la 
exclusión de quienes no se alinean con esta nueva agenda o piensan de manera 
diferente. 

En una línea similar, Torres (2024) sostiene que la globalidad representa un 
retorno a la Edad Media, tras comparar ese periodo con la actualidad en aspectos 
como las guerras, el poder y las alianzas, así como el control de las masas mediante 
el miedo, la censura o el ocio como herramientas de manipulación. Por su parte, 
Oliver (2024) describe este fenómeno como un nuevo sistema de kakistocracia, 
es decir, “un gobierno compuesto por los peores elementos en la sociedad, ca-
racterizado por el control del dinero, la energía y los alimentos”. Jalife-Rahme 
puntualiza sobre la kakistocracia que se trata “del juego de unos cuantos: de la 
plutocracia transnacional que se ha adueñado de los resortes del poder y control 
mundiales” (2007, p. 94).

Desde una perspectiva teórica, la toma de decisiones ha transitado de los Es-
tados nación hacia una mayor participación de organizaciones internacionales, 
asociaciones público-privadas, fundaciones y un segmento de élite de la sociedad 
civil. Esta transición se encuentra enmarcada como una nueva política global 
y transnacional, que comienza a ocupar el lugar de la administración pública. 
Esta transformación es especialmente evidente en cuestiones de gran relevancia 
social, como la tecnología, el medio ambiente, la inclusión social, la economía y 
la salud (Moloney y Legrand, 2024; Petzinger et al., 2024; Moloney y Stone, 2019). 
En otras palabras, una minoría público-privada transnacional determina las 
políticas de las naciones.

En este contexto, el presente estudio se propone identificar las principales po-
líticas emergentes de este nuevo orden global, denominado el consenso de Davos, 
y contribuir al análisis de lo que se conoce como “políticas públicas globales”, un 
ámbito que sigue siendo poco explorado, ya que los análisis de la administración 
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y las políticas públicas siguen centrándose en el Estado nación, aunque este ya 
no existe aislado de otros Estados y organizaciones internacionales (Moloney y 
Stone, 2019).

La propuesta del consenso de Davos toma como punto de partida el con-
senso de Washington, capital y centro de poder de los  EE. UU., que marcó un 
punto de inflexión para América Latina así como para el mundo en desarrollo a 
fines del siglo XX, con sus diez puntos que van desde la disciplina fiscal hasta la 
desregulación (Williamson, 1999). Si bien China, como contraparte del control 
del mercado global, ha promovido su propio consenso de Beijing (Fanjul, 2009), 
también busca operar dentro de las reglas del libre comercio al defender estos 
principios en foros globales como las cumbres de Davos (Katz, 2021). Por lo 
tanto, el nuevo consenso de Davos involucra actores más comprometidos que 
su predecesor y se extiende más allá de los Estados y sus políticas específicas para 
incluir la reestructuración social y cultural del mundo entero.

I. Política global y administración transnacional

Los estudios sobre política y administración pública se han centrado en el Esta-
do nación como unidad de análisis, perspectiva teórica conocida como naciona-
lismo metodológico (Stone y Ladi, 2015). Desde este enfoque, se busca resolver 
un problema público a través de un proceso que incluye la identificación y defini-
ción del problema, la formulación de políticas, su implementación y evaluación 
(Aguilar, 1993). En cada una de estas etapas participan el gobierno, la sociedad 
económica y la sociedad civil; a la vez, se espera la colaboración de las personas 
involucradas. Este proceso tiene como objetivo principal la prestación de servi-
cios públicos en áreas como administración, educación, seguridad, salud, medio 
ambiente, infraestructura, desarrollo social e inclusión digital.

Sin embargo, el crecimiento de la globalización y la aparición de actores 
transnacionales en la nueva “ágora de la política global” (Petzinger, et ál., 2024, p. 
41) han desafiado esta visión tradicional, impulsando la necesidad de desarrollar 
una comprensión más amplia que incluya procesos y actores a nivel global. Esta 
transición ha dado lugar al surgimiento de dos conceptos fundamentales: la 
política global, en lugar de la política pública, y la administración transnacional, 
en sustitución de administración pública (Moloney y Stone, 2019).

La política global se refiere a aquellos “procesos de deliberación y coopera-
ción público-privada entre organizaciones oficiales estatales e internacionales y 
actores no estatales en torno al establecimiento de normas y agendas políticas 
comunes para garantizar la entrega de bienes públicos globales o mejorar los 
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problemas transnacionales” (Stone y Ladi, 2015, p. 2). Este enfoque reconoce 
que, en el contexto actual, las políticas públicas ya no son producto exclusivo del 
Estado nacional, sino que involucran a múltiples actores, incluidos organismos 
internacionales, organizaciones no gubernamentales, corporaciones y asociacio-
nes público-privadas.

La administración transnacional se refiere a la “regulación, gestión e imple-
mentación de políticas globales de naturaleza pública por parte de actores públicos 
y privados que operan más allá de los límites y jurisdicciones del Estado” (Stone 
y Ladi, 2015, p. 2). A diferencia de la administración pública tradicional, que se 
centra en el Estado como el principal actor administrativo, la administración 
transnacional abarca estructuras y prácticas administrativas que se desarrollan 
en redes de políticas transnacionales, asociaciones público-privadas globales y re-
gímenes de regulación privada, donde se permite la participación de organismos 
internacionales, coaliciones de sociedad civil y consorcios corporativos. 

Moloney y Legrand (2024) amplían el espectro de los actores en la arena global, 
como son comisiones globales, fundaciones filantrópicas, redes de organizaciones 
no gubernamentales, asociaciones nacionales con influencia global, autoridades 
cuasijudiciales y activistas globales. Estos autores hacen tres observaciones clave 
para analizar este fenómeno: 

1)	 La creciente presencia de los actores transnacionales que influ-
yen en las políticas globales;
2)	 La capacidad de estos actores para modificar las políticas inter-
nas de los Estados; 
3)	 y la importancia de su autoridad y legitimidad en el contexto de 
la gobernanza global.

En cuanto a la creciente presencia de actores transnacionales en la política glo-
bal, se observa una amplia diversidad: desde organismos multilaterales —ONU, 
OMS y el BM— hasta organizaciones internacionales privadas, entre ellas el 
FEM; y organizaciones informales, tal es el caso del BIS. A estos se suman con-
sorcios mundiales, como el Consorcio Internacional para Combatir los Delitos 
contra la Vida Silvestre; clubes informales —el G20, por ejemplo—, y acuerdos 
híbridos intergubernamentales-privados, representados por la Corporación de 
Internet para la Asignación de Nombres y Números (ICANN) (Moloney y Le-
grand, 2024).

Además, existen comisiones globales con diferentes enfoques: oficiales, 
epistémicas o híbridas, a saber, las relacionadas con la pandemia, entre ellas el 
Panel Independiente sobre Preparación y Respuesta ante Pandemias; a este se 
suman fundaciones filantrópicas, entre ellas la Fundación Melinda y Bill Gates, 
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e incluso activistas de alcance global, como Greta Thunberg, en temas de cambio 
climático (Khoja-Moolji y Chacko, 2024). 

Sobre la capacidad de estos actores para modificar las políticas internas de los 
Estados, Moloney y Legrand (2024) y Moloney y Stone (2019) sostienen que estos 
actores transnacionales pueden ejercer una influencia mayor que los propios 
Estados en la definición y administración de políticas. Stone y Schmider (2024) 
demuestran que, en cuatro casos analizados de comisiones globales en materia 
de salud y pandemias, se evidencia una transgresión a los Estados y su sobera-
nía política. Un ejemplo de ello es la Comisión Paneuropea de la OMS, cuyas 
estrategias de “Una Sola Salud” fomentan que los ministerios estatales de salud 
establezcan vínculos, mantengan diálogos y coordinen el diseño de políticas con 
secretarías correspondientes. 

Respecto a la importancia de la autoridad y legitimidad de los nuevos actores 
transnacionales en la gobernanza global, se examinan cuestiones relacionadas 
con la autoridad, rendición de cuentas, legitimidad, representatividad y trans-
parencia de los actores (Moloney y Legrand, 2024). Se pueden identificar tres 
estrategias clave utilizadas por estos actores para operar: primero, desarrollan un 
cierto grado de autonomía financiera, por ejemplo, a través de donantes; segun-
do, amplían sus mandatos a través de intervenciones en áreas específicas o temas 
emergentes, como el medio ambiente; y tercero, promueven la cooperación entre 
actores y consolidan sus estructuras de autoridad (De Bengy Puyvallée, 2024).

Un caso relacionado con la energía y la agricultura: la Alianza para una Revo-
lución Verde en África, financiada por fundaciones filantrópicas, demostró que 
dichas fundaciones ganan autoridad a través de discursos que enfatizan la mejora 
del sector, en este caso, la agricultura, el apoyo a los gobiernos y a los productores, 
la innovación y la experiencia acumulada. Sin embargo, estas fundaciones no 
están abiertas a la crítica y carecen de mecanismos claros de rendición de cuentas, 
ya que durante la evaluación del proyecto se aplicaron criterios parciales al no 
incluir a todos los países asociados, además se utilizaron parámetros incompletos 
y al final no se obtuvieron resultados concluyentes (Petzinger et ál., 2024).

En esta nueva gobernanza global, caracterizada por la proliferación de nuevos 
actores transnacionales y su creciente influencia sobre la política nacional y las 
esferas administrativas, es esencial identificar las principales políticas que orien-
tan esta nueva dinámica de la política global, con especial énfasis en los países 
democráticos donde la población delega la autoridad para la toma de decisiones 
en representantes que rinden cuentas a esa misma población (Moloney y Le-
grand, 2024). Cabe añadir que en asuntos que impactan decisivamente la vida de 
los ciudadanos de un país, sería necesario que los votantes o sus representantes 
tuvieran la capacidad de decidir si aceptan o rechazan dichas agendas o bien 

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29,enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0

El consenso de Davos: ¿hacia la instauración de una gobernanza global?



316

tengan acceso a la información y reciban rendición de cuentas de parte de esas 
organizaciones, y no al revés.

II. Métodos y materiales

El estudio, de naturaleza cualitativa y teórica, se realizó desde un enfoque pers-
pectivista para examinar las principales políticas emergentes en el contexto de 
la política global. El perspectivismo parte del supuesto de que los fenómenos so-
ciales complejos no pueden comprenderse desde una única visión analítica, sino 
mediante la integración y contraste de múltiples perspectivas teóricas y contex-
tuales (Ortega y Gasset, 1914/2014). En consecuencia, este enfoque orientó la se-
lección de fuentes académicas, documentos oficiales e informes de organismos 
internacionales que reflejaran diversas posiciones institucionales, políticas y dis-
ciplinarias sobre el objeto de estudio. Asimismo, guio el análisis comparativo de 
la información al identificar convergencias, divergencias y relaciones entre las 
distintas dimensiones examinadas. Este enfoque permitió una visión integral y 
crítica del tema al integrar diversas dimensiones contextuales, entre ellas la políti-
ca, economía, sociedad, tecnología, medio ambiente y salud, facilitando un análi-
sis profundo y exhaustivo del tema (Maxwell, 2013). 

En cuanto al procedimiento, se realizó una revisión rigurosa de la literatura 
que incluye estudios recientes y relevantes, así como documentos oficiales sobre 
política global, cubriendo principalmente el período de 2015 a 2024. Las fuentes 
se obtuvieron de bases de datos académicas como Elsevier, revistas de acceso 
abierto, Policy and Society, y repositorios de organizaciones internacionales 
como la ONU. La información se analizó utilizando un enfoque de análisis 
crítico para identificar patrones. Se organizó en siete categorías clave: 1) Política 
de salud global, 2) Acción y acuerdos climáticos globales, 3) Gobernanza e iden-
tidad digital única, 4) Moneda digital, 5) Inteligencia artificial y otras tecnologías 
emergentes, 6) Intervencionismo estatal y los sistemas de reputación social, y 7) 
Inclusión social y género.

En cuanto a los materiales, la revisión bibliográfica incluyó artículos de revistas 
científicas, libros, combinados con un análisis de la literatura gris de las organiza-
ciones internacionales y las asociaciones público-privadas analizadas, incluidos 
sus informes, sitios web y otros productos. Cabe señalar que este estudio, basado 
en un análisis secundario de la literatura existente, no implicó la recopilación 
de datos primarios como entrevistas y encuestas, ni la participación de sujetos 
humanos, por lo que no se requirieron consideraciones éticas adicionales.
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III. Las siete políticas del consenso de Davos

En el marco de este estudio, se han identificado siete principales políticas emer-
gentes en el escenario global, denominándolas el consenso de Davos: 1) Política 
de salud global, 2) Acción y acuerdos climáticos globales, 3) Gobernanza e iden-
tidad digital única, 4) Moneda digital, 5) Inteligencia artificial y otras tecnologías 
emergentes, 6) Intervencionismo estatal y los sistemas de reputación social, y 7) 
Inclusión social y género. 

El consenso de Davos hace referencia al punto de encuentro de estos actores 
estatales y no estatales: Davos, Suiza, sede del FEM, fundado en 1971 por Klaus 
Schwab. El FEM se presenta como una organización internacional centrada en la 
cooperación público-privada, que reúne a líderes políticos, empresariales, acadé-
micos y de la sociedad civil para debatir los principales acontecimientos y políticas 
mundiales (FEM, 2020). Este enfoque es similar al consenso de Washington, que 
tomó su nombre de la capital de EE. UU., por políticas económicas neoliberales 
diseñadas a finales del siglo pasado para guiar a los países en desarrollo. 

El FEM ganó protagonismo a partir de 2020 con la iniciativa Gran Reinicio, 
la cual se convirtió en tema central de la primera reunión virtual del FEM, en 
2021. La propuesta, presentada con la participación de figuras destacadas como el 
secretario general de la ONU, líderes políticos y empresariales de todo el mundo, 
fue concebida como una respuesta innovadora y justa para abordar no solo los 
desafíos planteados por la pandemia de COVID-19 sino también la necesidad 
de un cambio de dirección en el sistema global actual (FEM, 2024). La propuesta 
recibió un amplio reconocimiento de los países occidentales e incluso de orien-
tales, como China, los cuales elogiaron las cumbres globalizadoras de Davos y 
mostraron su disposición a adaptarse a las reglas del libre comercio (Katz, 2021).

1) Política de salud global. Se ha consolidado como uno de los ámbitos políticos 
más dinámicos y relevantes en la discusión global desde inicios del siglo XXI, 
cobrando especial importancia antes, durante y después de la pandemia del 
COVID-19. En 2000 se creó la Alianza para las Vacunas (Gavi), compuesta por 
actores independientes, países donantes y receptores, organizaciones internacio-
nales, industria, sociedad civil y fundaciones filantrópicas (Gavi, 2018; De Bengy 
Puyvallée, 2024). En 2015, la ONU propuso como el tercer ODS el acceso uni-
versal a la salud y el bienestar (ONU, 2015); y Bill Gates, desde una Conferencia 
TED en Vancouver, abordó recomendaciones para la preparación y detección 
de una nueva pandemia (Gates, 2015). 

En 2017, se fundó la Coalición para la Innovación en la Preparación para 
Epidemias (CEPI), enfocada en la investigación y desarrollo de vacunas contra 
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amenazas epidémicas, con la participación de inversionistas, incluida una fun-
dación filantrópica internacional y personas independientes (CEPI, 2023; De 
Bengy Puyvallée, 2024). En 2019, el FEM realizó una simulación para evaluar la 
falta de preparación ante una pandemia, anticipando el impacto que tendría el 
COVID-19 (Sault, 2020). En 2020, se promovieron servicios untact,1 que abarcan 
desde compras en línea hasta atención médica a distancia (Hutt, 2020). En 2021, 
se lanzó la iniciativa del Gran Reinicio, acompañada de la promoción de disposi-
tivos para la detección de ciudadanos infectados, el pasaporte sanitario y diversas 
campañas de salud (FEM, 2021). 

En 2022, la OMS, la Organización de las Naciones Unidas para la Alimenta-
ción y la Agricultura (FAO), el Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente (PNUMA), la Organización Mundial de Sanidad Animal (OMSA) 
(2022) promovieron un acuerdo para la preparación y respuesta ante pandemias, 
con el objetivo de mitigar los desafíos actuales y futuros para la salud en la inter-
faz entre humanos, animales, plantas y medio ambiente a nivel global, regional 
y nacional, un ejemplo de ello es el Plan de Acción Conjunto “Una sola salud 
(2022-2026)”. En 2023, se dio seguimiento a la Iniciativa Acelerador de Acceso 
a las Herramientas Covid-19 (ACT-A), dirigida a garantizar el acceso global a 
vacunas, pruebas y tratamientos contra la COVID-19 (OMS, 2023), así como 
la adopción del sistema de certificación digital de la COVID-19 de la Unión 
Europea (UE) (UE, 2023). 

2) Acción y acuerdos climáticos globales. Se ha consolidado como otro de los 
ámbitos políticos más dinámicos y relevantes a nivel internacional desde finales 
del siglo XX. Este enfoque ha ido evolucionando a través de diversos hitos que 
han marcado la agenda internacional en materia de sostenibilidad. Un primer 
punto clave se dio en 1984, con la primera reunión de la Comisión Mundial de 
Medio Ambiente y Desarrollo de la ONU para abordar de manera conjunta los 
desafíos del desarrollo y la protección del medio ambiente. Este esfuerzo culminó 
en 1987 con la publicación del informe “Nuestro futuro común” que introdujo 
el concepto de desarrollo sostenible como aquel que satisface las necesidades del 
presente sin comprometer las futuras generaciones (ONU, 1987). 

En 2000, la acción climática se incorporó como componente esencial de los 
ocho Objetivos de Desarrollo del Milenio (ONU, 2000), estableciendo el com-
bate a la contaminación ambiental como una de las ocho metas globales para 
mejorar la calidad de vida a nivel mundial. En 2015, se adoptó el Acuerdo de 

1 El término untact surge en Corea del Sur y combina las palabras inglesas un y contact. Se utiliza 
para describir servicios, actividades e interacciones que minimizan o eliminan el contacto físico 
directo mediante el uso de tecnologías digitales, especialmente en ámbitos como el comercio 
electrónico, la telemedicina, la educación en línea y la atención gubernamental remota.
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París durante la 21ª Conferencia de las Partes (COP21) de la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC). Este acuerdo, 
que entró en vigor en 2016, marcó un hito histórico al ser ratificado por al menos 
55 países que, en conjunto, representaban el 55% de las emisiones globales de 
gases de efecto invernadero. 

En 2015, la acción climática también se integró como un elemento central 
en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de la ONU. En particular, el 
Objetivo 13 llama a adoptar medidas urgentes para combatir el cambio climático 
y el impacto que este produce (ONU, 2015). 

En 2020 y 2021, el tema medioambiental también se convirtió en un eje cen-
tral del Gran Reinicio impulsado por el FEM, donde se aboga por la transición 
hacia un mundo más ecológico y sostenible (FEM, 2020; FEM, 2021). El propio 
secretario general de la ONU, António Guterres, destacó que el Gran Reinicio 
representa una oportunidad única para construir un mundo más resiliente y jus-
to, capaz de enfrentar desafíos globales como las pandemias, el cambio climático 
y otras crisis globales (FEM, 2021). En este contexto, el Gran Reinicio también ha 
servido como plataforma para activistas de alcance global, como Greta Thun-
berg y Disha Ravi, quienes han movilizado la atención hacia el cambio climático 
(FEM, 2021; Khoja-Moolji y Chacko, 2024). 

Otro de los términos que ha ganado relevancia en el FEM es el de las ciudades 
de 15 minutos. Aunque fue propuesto en 2016 por el profesor Carlos Moreno, 
esta idea ha cobrado nueva importancia tras la pandemia de COVID-19, promo-
viendo un modelo de urbanismo equitativo y sostenible que busca que todas las 
necesidades diarias de los ciudadanos, como trabajo, educación, salud, compras, 
estén a un máximo de 15 minutos a pie o en bicicleta (Chamberlain, 2022). 

3) Gobernanza e identidad digital única. La digitalización de los servicios públicos, 
conocida como el gobierno digital, es otra parte fundamental de la política global. 
Sus antecedentes se remontan al proyecto Global Information Infrastructure 
(GII) en 1994 (Mattelart, 2002) y su aparición formal se remonta al memorando 
ejecutivo e-Government Directive emitido por el entonces vicepresidente de 
los EE. UU., Albert Arnold Gore, que promovía el uso de las tecnologías en la 
gestión pública para mejorar su eficacia y eficiencia (White House, 1999). 

Con la llegada de la cuarta revolución industrial en el siglo XXI, el gobierno 
digital está revolucionando la gestión pública y ganando protagonismo en la 
agenda global, especialmente en foros como el FEM, donde se postula a manera 
de herramienta clave para abordar problemas sociales (Schwab y Malleret, 2020; 
FEM, 2021).

En cuanto a la identidad digital única, la meta 16.9 del ODS 16, dedicado a 
promover sociedades pacíficas e inclusivas, facilitar el acceso a la justicia para 

Revista Mexicana de Análisis Político y Administración Pública, Universidad de Guanajuato, Volumen XV, número 29,enero-junio 2026
Este trabajo está licenciado bajo una Licencia Internacional Creative Commons Atribución No Comercial Sin Derivados 4.0

El consenso de Davos: ¿hacia la instauración de una gobernanza global?



320

todos y construir a todos los niveles instituciones eficaces, inclusivas y transpa-
rentes, busca garantizar una identidad digital jurídica para todos (ONU, 2015), 
dado que mil millones de personas en el mundo no tienen una identidad y ello es 
clave para muchas otras metas, como la inclusión financiera, protección social, 
atención médica, educación, igualdad de género, protección infantil, agricultura, 
buen gobierno y migración (BM, 2022). 

De esta meta surgen políticas globales como la iniciativa Identification for De-
velopment (ID4D) del BM para aprovechar los conocimientos de los diferentes 
sectores estatales y no estatales (BM, 2022) y el programa ID4Africa, dirigido a los 
países africanos con la participación de organismos internacionales, industria de 
biometría y fundaciones filantrópicas como la fundación Bill y Melinda Gates 
(ID4Africa, 2024).  Además, ID4Africa ha impulsado el reconocimiento del 16 
de septiembre de cada año como el “Día de la identidad”, apoyado por más de 
250 organizaciones internacionales en cuatro categorías: Desarrollo, Gobierno, 
ONG y Sociedad Civil, y Comercial (ID4Africa, 2024).  

En cuanto a avances en identidad digital a nivel mundial, destaca el programa 
Aadhaar de la India, un referente de la Agenda 2030, que abarca a más de mil 
millones de ciudadanos (el 15% de la población mundial) y busca optimizar el 
uso de los subsidios gubernamentales, establecer una identidad única para cada 
individuo y abordar cuestiones relacionadas con la inmigración ilegal (Mir et ál., 
2019). Del mismo modo, otros países como Camerún, Jordania, Japón, Alemania, 
España, Ghana, Pakistán, Irán, Filipinas, entre muchos otros en coordinación 
del BM y asociaciones público-privadas, también están implementando iniciati-
vas similares de identidad digital (BiometricUpdate, 2024).

4) Moneda digital. La criptomoneda es otra de las políticas destacadas en la 
agenda global del Gran Reinicio. Basada en un software informático, permite 
la minería de criptomonedas y facilita el pago electrónico de bienes y servicios 
a través de instituciones comerciales que participan en este esquema (Covell, 
2021). Es importante destacar que, aunque las criptomonedas como Bitcoin ya 
existen en el mercado, el énfasis actual se centra en las Monedas Digitales de los 
Bancos Centrales (CBDC – en inglés, Central Bank Digital Currencies). Aunque 
las CBDC aún carecen de un valor tangible y de un estatus legal, organizaciones 
como el Fondo Monetario Internacional (FMI), el FEM y el BIS están promo-
viendo activamente su investigación, promoción y monitoreo. 

Por ejemplo “más de 100 países, entre ellos 19 del G20, están explorando las 
CBDC” (Masterson, 2022, p. 2). De forma similar, el BIS, en su reporte de 2019, 
destaca que los esfuerzos para desarrollar CBDC están avanzados en 22 países 
desarrollados, como EE. UU., Canadá, Inglaterra, Finlandia o Japón. Sorpren-
dentemente, 41 economías emergentes, entre ellas Brasil, Rusia, China, Nigeria, 
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Egipto, India y Australia, también están explorando activamente esta iniciativa. 
En muchos casos estos esfuerzos implican la cooperación entre los bancos cen-
trales y actores no estatales (BIS, 2019). 

Según el Atlantic Council (2024), el yuan digital de China (e-CNY) es actual-
mente el piloto de CBDC más grande del mundo, con 260 millones de billeteras 
digitales activas en 25 ciudades. El e-CNY ya se utiliza para una variedad de 
servicios, como el transporte público, la atención médica e incluso la compra de 
petróleo crudo. Para 2024, se planea expandir su uso al sector turístico, con el fin 
de ampliar sus aplicaciones transfronterizas.

5) Inteligencia artificial y otras tecnologías emergentes, como la nanotecnología, la 
biotecnología, la computación cuántica, el blockchain y las tecnologías de reco-
nocimiento facial, están acelerando la transición de nuestra sociedad hacia la era 
de la cuarta revolución industrial (Schwab y Malleret, 2020). En consecuencia, 
estas tecnologías se han convertido en temas clave de la agenda política global 
del Gran Reinicio, en mayor medida su ejecución y su regulación a raíz de la 
pandemia, para crear una sociedad más justa e inteligente (FEM, 2021). Si bien 
algunas de estas ya pueden abordarse con cierta profundidad como la IA y las 
tecnologías de reconocimiento facial; otras, como la computación cuántica, aún 
son muy incipientes. 

Según Feldstein (2019), al menos 75 países están utilizando tecnologías de IA 
con fines de inspección y control, como plataformas de ciudades inteligentes, sis-
temas de reconocimiento facial y vigilancia policial inteligente. En este contexto, 
China se destaca como un importante impulsor global de la supervisión con IA, 
a través de sus empresas tecnológicas transnacionales como Huawei, mientras 
que EE. UU. también desempeña un papel relevante con compañías como IBM. 

Durante la pandemia, Kummitha (2020) destacó las diferencias en la aplica-
ción de tecnologías de vigilancia como la IA, el Internet de las Cosas (en inglés, 
Internet of Things y abreviado IoT) y reconocimiento facial en ciudades de dos 
culturas distintas. En China, se implementaron cámaras de circuito cerrado con 
reconocimiento facial en entradas de apartamentos para controlar la movilidad 
y facilitar la identificación, aislamiento y cuarentena de personas infectadas. En 
cambio, ciudades occidentales como Washington y Barcelona priorizaron la 
protección de datos anónimos, la privacidad y la libertad individual (Kummitha, 
2020). 

6) Intervencionismo estatal y los sistemas de reputación social. Otro de los ejes de 
la política global digital tras la pandemia del COVID-19 es la reivindicación del 
papel del Estado como actor intervencionista. Desde la perspectiva del Gran Rei-
nicio, la pandemia evidenció las debilidades de las políticas neoliberales, lo que 
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plantea la necesidad de un cambio hacia un modelo intervencionista (Schwab 
y Malleret, 2020) y un “recentralismo” del poder en los gobiernos centrales del 
mundo. 

Schwab y Malleret (2020) sostienen que, durante la pandemia, la mayoría de 
los gobiernos se vieron obligados a intervenir para estabilizar sus economías, 
mediante el aumento del gasto público, la provisión de asistencia social, y la im-
plementación de regulaciones en salud pública, seguridad, tecnología, infodemia 
global, así como para regular el comportamiento de ciudadanos y empresas. Esto 
es relevante porque, aunque las políticas sean definidas en gran medida por la 
agenda global y por actores estatales y no estatales (Moloney y Stone, 2019), son 
los gobiernos nacionales quienes las implementan en última instancia.

A nivel global, y con la experiencia de la pandemia, China parece ofrecer un 
modelo de solución para un fuerte intervencionismo estatal a través del Sistema 
de Crédito Social, que busca la confianza entre los ciudadanos mediante un 
sistema de recompensas y castigos basado en sus puntajes. Este sistema puede 
influir en el acceso a servicios públicos, créditos, transporte, empleo, e incluso en 
la visibilidad pública de los individuos, como aparecer en vallas publicitarias (Xu, 
2021). Polyakova y Meserole (2019) señalan que este modelo resulta atractivo 
para algunas democracias e influye en la política global, particularmente en el 
ámbito de las políticas de vigilancia masiva, como la identidad digital única. 

En relación con la recolección, tratamiento y predicción de los datos persona-
les en sistemas de reputación social, comúnmente denominado como capitalismo 
de la vigilancia (Zuboff, 2019), los temas de privacidad, regulación y big data deben 
ocupar un lugar central en la agenda global. Aho y Duffield (2020) argumentan 
que el sistema de China es una respuesta proactiva que integra arquitecturas de 
vigilancia y tecnologías de IA con fines de control gubernamental. En cambio, el 
Reglamento General de Protección de Datos (GDPR) de la UE representa una 
respuesta reactiva, que defiende la privacidad individual y establece límites al uso 
corporativo de los datos personales. 

7) Inclusión social y género. Otro tema central en la agenda global es la inclusión 
social, con un enfoque en la diversidad y los derechos humanos. Según el FEM 
(2020), existen varias características que pueden aumentar el riesgo de exclusión 
económica y social, como la edad, género y expresión de género, orientación 
sexual, capacidades físicas y mentales, nivel de salud, rasgos de personalidad, 
raza, etnia y religión, idioma, nacionalidad, origen social, educación y estatus so-
cioeconómico (FEM, 2020). Estas cuestiones han ampliado la discusión en torno 
a los llamados derechos de cuarta generación, que abarcan, además de temas 
tecnológicos, derechos como el aborto y la incorporación de nuevas formas de 
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lenguaje, incluyendo sufijos como “trans” o el uso del lenguaje inclusivo con 
terminaciones como “e”. 

La Agenda 2030 incorpora la inclusión en varios de sus objetivos clave. Por 
ejemplo, el Objetivo 4 busca garantizar una educación inclusiva, equitativa y de 
calidad; el Objetivo 5 promueve la igualdad entre los géneros y el empoderamien-
to de todas las mujeres y niñas; el Objetivo 8 impulsa un crecimiento económico 
inclusivo; el Objetivo 11 pretende que las ciudades y asentamientos humanos 
sean inclusivos; y el Objetivo 16 promueve la creación de sociedades pacíficas e 
inclusivas (ONU, 2015). 

Al respecto, el Informe sobre Desarrollo y Crecimiento Inclusivo de 2017, 
elaborado por el FEM con la colaboración de organizaciones internacionales, 
empresas y un gobierno del G20, concluye que muchos países están desapro-
vechando oportunidades para impulsar el crecimiento económico y reducir la 
desigualdad. Asimismo, señala la necesidad de reajustar los modelos e indicado-
res utilizados para medir el progreso económico, como la variable de inclusión 
(FEM, 2017). Finalmente, la iniciativa del Gran Reinicio hace un llamado a 
priorizar la construcción de economías y sociedades más igualitarias, inclusivas 
y sostenibles, para enfrentar los nuevos desafíos globales como la pandemia y el 
cambio climático (FEM, 2021).

IV. Discusión 

Las siete políticas anteriormente expuestas se encuentran estrechamente interco-
nectadas y ponen de relieve la creciente influencia de los actores transnacionales 
en la configuración de las políticas globales (Moloney y Legrand, 2024). Entre es-
tos actores, el FEM desempeña un papel central en la articulación de estas políti-
cas en el marco de la iniciativa del Gran Reinicio, con el respaldo de actores inter-
nacionales tanto estatales como no estatales (Root, 2021). Esta iniciativa no solo 
surgió como respuesta al coronavirus, sino también como un componente clave 
de un nuevo orden global en ciernes, que ya se venía gestando. De esta manera, 
la emergencia sanitaria sirvió como punto de partida para su aplicación.

Aunque recientemente la política global se centra en la salud global debido 
al impacto de la pandemia, esta es solo una variable dentro de un nuevo sistema 
de gobernanza global, que se resume en un mundo más ecológico, sostenible, 
inteligente y justo (FEM, 2021). Por ello, estas políticas ya están integradas en 
instrumentos clave de gobernanza global, como la Agenda 2030 y los ODS 
(ONU, 2015), y más recientemente, el Pacto por el Futuro (ONU, 2024). Ahora, 
la responsabilidad de su implementación no recae únicamente en los 193 países 
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miembros, sino que también implica el apoyo activo y la colaboración de diversos 
actores internacionales.

Un ejemplo de ello es la salud global, establecida como meta para alcanzar 
sociedades saludables y de bienestar, pero también vinculada al cambio climá-
tico por los efectos nocivos de la contaminación en la salud pública y el uso 
de tecnologías como los pasaportes digitales. Adicionalmente, el regreso de los 
sistemas intervencionistas del Estado y de reputación social, presentes durante 
la pandemia, justificaron medidas extraordinarias de control de la movilidad 
y comunicación de los ciudadanos, así como de la difusión de información en 
internet y su censura y control, como ocurrió con estudios que contradecían la 
narrativa de la OMS (De Bengy Puyvallée, 2024; Root, 2021). 

Además, se han promovido proyectos conjuntos para desarrollar herramien-
tas de respuesta ante futuras pandemias, utilizando tecnologías emergentes como 
la IA, los pasaportes y las monedas digitales emitidas por los bancos centrales. 
Asimismo, se impulsan conceptos como las ciudades de 15 minutos, la huella 
de carbono y la creación de confianza mediante políticas inclusivas, todo ello en 
el marco de instituciones internacionales —la OMS, la ONU—, asociaciones 
público-privadas internacionales como el FEM y fundaciones filantrópicas, entre 
ellas la Fundación Bill y Melinda Gates, con el beneplácito de países geopolítica-
mente influyentes como EE. UU. y China.

Si bien este estudio ha logrado identificar las principales políticas de gobernan-
za global, está limitado a la hora de abordar su legitimidad dentro de los países, 
especialmente en las naciones democráticas, ya que no se trata de recomenda-
ciones sino de políticas impulsadas externamente e implementadas sin consulta 
previa con las partes interesadas nacionales. Cabe añadir que surgen preguntas 
sobre el financiamiento de estas políticas, su transparencia y los mecanismos de 
rendición de cuentas, lo que genera inquietudes sobre su aceptación y sostenibi-
lidad a largo plazo. 

Otro punto crítico es el impacto de estas políticas sobre la libertad individual, 
pues existe el riesgo de que, con el pretexto de garantizar el bienestar colectivo, 
se implementen medidas que favorezcan la censura y el control excesivo, como 
se vio durante la pandemia con la justificación de medidas extraordinarias 
(Kummitha, 2020). El creciente uso de la IA en el gobierno y la gestión agudiza 
este riesgo, pues, bajo el pretexto de proteger la seguridad de las personas o la 
seguridad nacional, se podría cruzar la línea entre protección e invasión de la 
privacidad, favoreciendo un panóptico digital, como se vivió en China. Esta 
tendencia resulta especialmente seductora para los países democráticos. Se trata 
de una contradicción evidente, pues por un lado se promueven ciertos derechos 
individuales y colectivos relacionados con la subjetividad identitaria, buscando 
dar voz a quienes históricamente han sido marginados, pero esto puede llevar a la 
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violación de los derechos de otros grupos, considerados opresores o dominantes, 
lo que puede resultar en estigmatización y temor a las mayorías. Este proceso 
ocurre no solo a través del discurso, que muchas veces descalifica y categoriza, 
sino también a través de normas jurídicas que reciben la aprobación de los Esta-
dos. Lo preocupante es que estas políticas y legislaciones no siempre se basan en 
principios democráticos y soberanía popular, sino que están influenciadas por 
el consenso de actores globales, muchas veces en el marco de políticas globales 
promovidas por iniciativas como el consenso de Davos. Este consenso tiende a 
imponer un modelo homogéneo que puede entrar en conflicto con las realidades 
políticas, culturales y sociales de los países miembros, especialmente en sistemas 
democráticos.

La inclusión social se presenta como una preocupación por las desigualdades 
en el mundo que es necesario erradicar, muchas de las cuales están relaciona-
das con derechos sociales, medio ambiente, pobreza y salud, o las brechas que 
median entre hombres y mujeres, así como la eliminación de la discriminación 
racial o étnica, metas que son loables y bien fundadas. Sin embargo, otras “des-
igualdades” son cuestionables en cuanto a sus fundamentos jurídicos, técnicos 
y racionales, como son los derechos a las identidades sexuales, los cuales entran 
en conflicto con otros derechos, como las libertades de pensamiento, expresión 
y religión (Alvear, 2024).

Estos derechos se han ampliado en el marco de los denominados derechos de 
cuarta generación para incluir las identidades de diversidad sexual, incluida la 
transición de género (Barabash et ál., 2023). No obstante, este aspecto ha genera-
do debates académicos, jurídicos y éticos en torno a sus implicaciones en materia 
de salud, autonomía personal y protección de derechos fundamentales. Diversos 
autores han señalado la existencia de posiciones encontradas respecto a los 
procedimientos asociados a la transición de género, particularmente en relación 
con sus efectos físicos, psicológicos y sociales, así como con la armonización entre 
distintos derechos y libertades (Alvear, 2024).

En lo que respecta a la acción climática, la salud global y la gobernanza a 
través de una identidad digital única, estos temas exigen actualmente una acción 
global concertada. La pandemia de COVID-19 ha subrayado esta necesidad más 
que nunca. El daño ecológico y los impactos cada vez más acelerados del cambio 
climático son de particular preocupación para la comunidad científica. Es crucial 
que los gobiernos, los organismos internacionales y los actores globales influyen-
tes colaboren para lograr resultados significativos al abordar estos desafíos de 
carácter urgente. Con respecto a una identidad digital única, la transnacionali-
zación del crimen y los peligros que conlleva exigen esfuerzos coordinados para 
combatir eficazmente el delito a nivel global. Se trata de cuestiones impostergables 
que, para ser abordadas, exigen políticas bien desarrolladas.
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El problema central es la falta de transparencia y rendición de cuentas (e in-
cluso la imposibilidad de lograrlas), ya que no existen mecanismos efectivos que 
así lo garanticen. Las organizaciones internacionales como la ONU, el FEM, el 
BM y la OMS operan más allá de la necesaria supervisión de los Estados indivi-
duales y carecen de estructuras de escrutinio público en los países donde actúan. 
Cabe añadir que ejercen un poder significativo para moldear las trayectorias 
nacionales, para bien o para mal, y los Estados a menudo se limitan a legitimar 
esas decisiones. Estas entidades no son democráticas sino oligárquicas, ya que 
representan a poderosas élites políticas, científicas, tecnológicas y económicas.

La verdadera sociedad civil está notablemente ausente, lo que deja a los ciuda-
danos comunes sin voz en estos procesos. Si bien los movimientos sociales a veces 
pueden generar presión en torno a decisiones específicas, rara vez inciden en los 
resultados finales, y se limitan a expresar su disenso sin alterar las orientaciones 
políticas. Esta dinámica plantea un riesgo potencial de debilitar aún más la sobe-
ranía nacional, ya que la toma de decisiones carece de procesos democráticos. En 
consecuencia, este cambio señala el fortalecimiento de una forma de gobierno 
transnacional y oligárquica que es autoritaria e intervencionista por naturaleza, 
lo que amenaza con invadir derechos civiles ganados con mucho esfuerzo.

El sistema de identidad digital, único en su tipo, está concebido como una 
herramienta para controlar la migración y gestionar la movilidad transnacional, 
que beneficia principalmente a las naciones desarrolladas, sin garantizar la 
protección de la privacidad de las personas. Como cualquier forma de documen-
tación, puede ser útil para combatir el crimen organizado transnacional y el terro-
rismo; sin embargo, también plantea inquietudes sobre su uso para monitorear 
a poblaciones marginadas y estigmatizadas, como los migrantes internacionales. 
Además, un sistema de este tipo sigue siendo vulnerable al mal uso autoritario, y 
podría servir como una herramienta de vigilancia y control de la población que 
viola los derechos individuales. Casos como el sistema de crédito social de China 
y la vigilancia ciudadana expuesta por Snowden en los Estados Unidos ejempli-
fican los riesgos muy reales asociados con esas tecnologías (Aho y Duffield, 2020).

Los mecanismos autoritarios y de vigilancia excesiva plantean riesgos aún 
mayores cuando se combinan con la agenda del consenso de Davos, que aboga 
por un mayor intervencionismo estatal y un uso más amplio de las Tecnologías 
de la Información y la Comunicación (TIC) y la IA emergentes como herramien-
tas de gobernanza. Sin embargo, también es esencial reconocer que las TIC, la IA 
y otras tecnologías emergentes ofrecen oportunidades tangibles para impulsar el 
crecimiento económico, la gobernanza, la acción climática y el desarrollo social. 
Cuando se integran eficazmente en políticas públicas o globales integrales, estas 
tecnologías podrían abordar problemas globales apremiantes, una realidad que 
ya está empezando a tomar forma. Por lo tanto, los gobiernos se ven cada vez 
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más obligados a incorporar estas innovaciones en los marcos administrativos y 
políticos.

Sin embargo, también deben implementarse “políticas de contingencia” para 
evitar el uso indebido de estas tecnologías de manera que pueda vulnerar los 
derechos individuales, fomentar el control autoritario o totalitario, permitir la 
vigilancia panóptica por parte de los Estados o las plataformas tecnológicas pri-
vadas, o consentir el uso no autorizado de datos personales con fines comerciales 
y la “economía de cuerpos”. Actualmente, falta legislación en esta área, lo que 
plantea serias preocupaciones éticas aún pendientes. 

De la misma manera, la intervención estatal debe apuntar únicamente a 
mejorar la calidad de vida, la seguridad y la preservación del medio ambiente, 
especialmente contra los grupos de poder económico que más contribuyen 
a la degradación ecológica. No debe limitar la vida de las personas a ciudades 
restringidas bajo control punitivo, según ilustra el concepto de ciudades de 15 
minutos. En nombre del cuidado ambiental y el supuesto bienestar social, tales 
políticas corren el riesgo de afianzar la desigualdad espacial, una realidad que ya 
enfrentan muchas personas en todo el mundo que no pueden salir de su barrio 
o ciudad debido a la precariedad social y la pobreza, mientras que una minoría sí 
puede hacerlo. Por otra parte, sin consenso con la población y respeto por la libre 
elección de los habitantes, tales políticas podrían resultar en sanciones arbitrarias 
y autoritarias.

Por último, los derechos relacionados con la clonación y el mejoramiento ge-
nético o tecnológico impulsados por agendas transhumanistas exigen un debate 
más amplio dadas sus implicaciones éticas y la falta de una regulación suficiente. 
En lugar de derechos establecidos, se trataría de oportunidades a las que las 
personas pudieran acceder libremente, en función de su elección personal, sin 
imposiciones. Los derechos de identidad también deberían seguir este principio: 
la aplicación obligatoria para todos impone una concepción ideológica (preferen-
cias, estilos de vida, identidades sexuales) de ciertas minorías a toda la población. 
Los otros también tienen derecho a elegir sus identidades, estilos de vida y 
preferencias. Estos derechos deberían permanecer abiertos al debate y defender 
los principios de libertad de pensamiento y expresión, ya que surgen de diversas 
visiones e interpretaciones del mundo. Cualquier otra cosa no es ni democrática, 
ni igualitaria ni racional; en cambio, es autoritaria, iliberal y distópica.

Así, futuros estudios deberían analizar más a fondo las implicaciones de 
cada política o en su conjunto en contextos nacionales específicos, así como 
explorar cómo estas limitaciones afectan su ejecución en distintas regiones del 
mundo. Del mismo modo, la dinámica refleja la respuesta de una nueva lógica 
de poder impulsada desde países hegemónicos como EE. UU., especialmente con 
la llegada de Donald Trump a la presidencia, cuya visión política, marcada por 
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un enfoque nacionalista y liberalismo económico, contrasta con la agenda globa-
lista promovida por actores transnacionales. Este conflicto entre nacionalismo y 
globalismo plantea la necesidad de identificar sus categorías fundamentales para 
analizarlas en futuras investigaciones, lo que permitiría un estudio comparativo 
de sus diferencias y similitudes.

V. Conclusiones 

Las siete políticas globales clave —1) Política de salud global, 2) Acción y acuer-
dos climáticos globales, 3) Gobernanza e identidad digital única, 4) Moneda di-
gital, 5) Inteligencia artificial y otras tecnologías emergentes, 6) Intervencionismo 
estatal y los sistemas de reputación social, y 7) Inclusión social y género— forman 
parte de un nuevo marco de gobernanza global. Estas políticas están dando for-
ma a un nuevo sistema destinado a abordar los desafíos emergentes en un mun-
do cada vez más interconectado.

El análisis revela que estas políticas no solo responden a crisis globales, como 
la pandemia de COVID-19, sino que también forman parte de un esfuerzo más 
amplio para reconfigurar el modo en que operan los gobiernos nacionales y las 
organizaciones internacionales. El FEM, a través de la iniciativa Gran Reinicio, 
ha articulado estas políticas con el apoyo de actores tanto estatales como no esta-
tales. Esto implica un nuevo acuerdo global para su aplicación en todos los países, 
derivado del consenso de Davos, avalado por organizaciones internacionales, 
sociedad civil y gobiernos, y concluye un proceso que comenzó con los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio, se consolidó en los ODS y se avanzó a través del Pacto 
por el Futuro de la ONU, aprobado en septiembre de 2024.

En definitiva, estas políticas representan una nueva dirección en la gobernan-
za global, con implicaciones para el medio ambiente, la salud, la tecnología, la 
inclusión social y el papel del Estado. La colaboración internacional y el compro-
miso con los derechos humanos serán cruciales para su implementación, bajo 
el liderazgo de una agenda global guiada por tres frentes: desde el FEM, desde 
la ONU y las organizaciones internacionales, y desde los Estados nacionales, 
que están obligados a implementarlas. Esta agenda plantea interrogantes sobre 
un potencial debilitamiento adicional de la soberanía nacional, la democracia 
y la decisión popular, así como de los procesos de transparencia y rendición de 
cuentas de estas nuevas esferas de gobernanza global, que son las que determinan 
las agendas políticas a aplicar.

En este proceso, las nuevas TIC, la IA y otras tecnologías emergentes juegan 
un papel fundamental, pues son disruptivas e implican la transformación de las 
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sociedades y los gobiernos en todas sus dimensiones. Estas tecnologías apoyan el 
desarrollo económico y social, ofreciendo posibles alternativas de sostenibilidad 
y protección del medio ambiente. Sin embargo, también generan nuevas discu-
siones y desafíos éticos, jurídicos, epistémicos y políticos.

A la vez, también plantean:
- Riesgos de mayor concentración de la riqueza en unas cuantas personas y 

familias vía sus emporios empresariales globales, como ya está sucediendo, y el 
control del poder político de los Estados y de los organismos internacionales 
desde este nuevo poder de carácter fáctico y no democrático.

- Mayor control y vigilancia en el marco de la seguridad y lucha contra el cri-
men organizado transnacional y el terrorismo, pero también el riesgo del control 
indiscriminado y panóptico de las poblaciones nacionales y del mundo, violando 
sus derechos individuales y no dejando acceso a la privacidad e intimidad; así 
como el control de las movilizaciones políticas y sociales, la migración interna-
cional y de discriminación y estigmatización de grupos étnicos y de países en vías 
de desarrollo que buscan mejor calidad de vida. Aunque también favorecen su 
visibilidad, denuncias e integración.

- El intervencionismo estatal puede derivar en autoritarismos y totalitarismos, 
tendencias que ya están apareciendo tanto en gobiernos de derecha como de 
izquierda en todo el mundo, vía el uso de las nuevas TIC e IA.

Asimismo, la agenda de la inclusión, tiene una doble matriz de impacto: por 
un lado la integración y combate contra las desigualdades económicas y sociales 
asociadas a los derechos de primera, segunda y tercera  generación, entre ellos de 
los grupos y colectivos marginados o excluidos como mujeres, etnias y minorías 
nacionales; así como el acceso y uso de las tecnologías digitales e IA, y el ejercicio 
de los diversos derechos a través de estos medios, principalmente el Internet y el 
acceso y uso de las tecnologías médicas y avances genéticos, lo cual recién está 
empezando y es aún de muy poco acceso a toda la población. 

Pero, por otro lado, están los derechos asociados a la inclusión de las identi-
dades minoritarias, principalmente sexogenéricas, que de la forma como se están 
planteando y ejerciendo implican ciertas formas de autoritarismo y subordina-
ción, desplazamiento y eliminación de otros derechos como de libre pensamien-
to, libre expresión y libertad religiosa. Esto último implica ya conflictos en las 
redes digitales y mayor afectación a la cohesión social, que podrían desencadenar 
en la práctica en violencia, marginación de ciertos grupos sociales, religiosos y 
persecución al considerar que un estilo de vida, pensamiento y manifestación 
de libre expresión es violatorio de los derechos de los otros, discurso de odio o 
una forma de agresión. Esto nos lleva a dejar las siguientes preguntas: ¿Se estará 
llegando a una tiranía de las minorías facilitadas por el desarrollo tecnológico y el 
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neointervencionismo estatal?, ¿se está gestando una forma de neoautoritarismo 
público-privado global?
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